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INTRODUCCION
El  trabajo de investigación que se presenta, comprende un estudio comparado de
las  instituciones de responsabilidad civil extracontractUal y  de aseguramiento obligatorio
y  voluntario  del  automóvil  en  los  ordenamientos jurídicos  colombiano  y  español  con
referencias  extendidas al Derecho comunitario europeo.  De la responsabilidad derivada
de  la  actividad de  las cosas,  la  del  automóvil  es una  de  las  que más  daños causa  en
personas  y bienes2  y por  consiguiente demanda respuestas3 que  vinculan instituciones
Al  presentar  los resultados finales de  esta memoria para  obtener  el grado  de  Doctor  (a) en  el
Departamento  de  Derecho  Privado  de  la  Universidad  Carlos  III  de  Madrid,  es  preciso  hacer  un
reconocimiento  de  agradecimiento  a  los  miembros  del  Instituto  de  Derecho  y  Economía  de  la
Universidad  Carlos  III  de  Madrid,  en  cabeza  de  sus Directores Dr.  D.  Santos Pastor  Prieto  y  Dr.  D.
David  Camino,  quienes me  acogieron y brindaron todo el  apoyo logístico  e  intelectual para  desarrollar,
durante  mis  estancias  coito  profesora  visitante  y  estudiante  de  doctorado,  tanto  el  trabajo  de  tesina
(periodo  1995-1998) como el de tesis (2002).
2  En la actualidad en Colombia, la accidentalidad vial es un grave problema de salud pública. por la
iortalidad   lesionamientOS que presenta. realidad opacada por la situación de  violencia armada que padece
(Fuente  de datos.  Fonprevial ..icciclentaliclad  vial  en Colombia-  Resumen 2000. julio  2001. -  En  los datos
históricos  del Fondo de  Prevención Vial, Resumen 1994- 1995, 1996,  1997, 1998 y  1999) se qiest1.1ie
dqrante  un periodo de diez años de conflicto armado (1987- 1996 fallecieron 
las  victinlas mortales por accidentes de  transito ftieron)7.000,  o sea,  ),8Xl14sie11e1coilfl1ct0
armado.  Los últimos tres años con datos de  fallecidos y  lesionados (heridos) es el siguiente: en  1998, 7.595
personas  muertas y 52.965 lesionados;  1999, 7.026 ranas  muertas  y 52.346 lesionados y 2000,  6.551
personas  muertas y  51.458 lesionados.  PERDOM’.  M, Mónica Esperanza.  ‘Muertes por  accidente  de
tránsito”,  en  Forensis  2000.  Datos para  la  Vida,  septiembre 2001,  p  144-165  (publicación del Instituto
de  Medicina Legal y  Ciencias Forenses, Fondo de  Prevención Vial), señala:  “En  Colombia  durante  el
aóo  2000 fallecieron  en  accidente  de  tránsito  6.551  personas,  con  una  reducción  esladísticamente
sign(íicaliva  pO,OOOOOOOO) de 7% en comparación con 1999 (7.026), siendo el aiio  con menor  número
de  victimas  fatales  del  último  quinquenio.  Sin  embargo,  la  cantidad  de  personas  fallecidas  en
accidentes  de tránsito  supera muy po;  encima el número de personas (1.500)  que murieron  en  1998 en
el  conflicto  orinado  de Kosovo.”  Agrega  que  “según estadísticas del Ministerio de Salud (Estadística de
mortalidad  general  1996), el  accidente de tránsito  a  nivel  nacional  es la  novena causa  de mortalidad
general  y  1(1 segunda  causa  de muerte  violenta  en Co1O,bi(I.”(el  subrayado es nuestro).
En  búsqueda de respuestas de prevención,  las estadísticas presentadas  por  el Director ejecutivo
del  Fondo  de  Prevención  Vial,  GALINDO,  Jorue  Alberto.  “El  alcohol  y  la  accidentalidad  vial”,  en
Revista  Fasecolda,  n° 88, abril-junio, 1998, p 37-39. señala que:  “son alarmantes las cifras de muertos
heridos  que deja  la  accidentalidad  vial  en Colombia.  Solo  en 1 997 perecieron  más de  7.600 personas
(equivale  a la  caída diaria  de un avión con 20 ocupantes sin  sobrevivientes.  “  Agrega  que” Del  total  de
víctimas  8O% son hombres y  20%  mujeres.  El  90% de los accidentes se presenta  en las áreas urbanas,
pemo los accidentes en carretera  son más severosiglón  seguido, anota que en  ciudades como  “en
Bogotá  el 70% de lo  muertos en accidentes de trár,..’w son peatones. Más  del 50% de ellos tenía alcohol
en  la  sangre”,  accidentes  por  alcoholemia,  pues  es  muy  alto  el  grado  de  alcohol  en  los  licores
coloiñbianos.  especialmente en aguardientes y rones, y  110 se  produce  cervezas  sin alcohol,  a  pesar los4
tanto  del  Derecho privado,  en las áreas  de responsabilidad civil, Derecho de  seguros y
Derecho  público, extendida al Derecho Penal y Procesal, disciplinas todas en las que se
integra  el Derecho de responsabilidad civil y seguro de los accidentes del  automóvil que
un  sector doctrinal identifica con gran propiedad Derecho de Daños o en el denominado
poi  doctrinas economistas, Derecho de Accidentes4.
generosos  consumos de  la  población.  Y manteniendo el  índice  de  mortalidad,  “(..)  en  1999 murieron
7.026  colombianos en  accidentes de  iránsilo  (5 veces  más víctimas que  las producidas por  el  conJlicto
armado).  Además  52.346  personas  fueron  gravemente  heridas,  muchas  de  ellas  con  secuelas  de
incapacidad  permanente.  Pero  lo  más  dramático  del  problema  es  que  la  mitad  de  las  víctimas
corresponde  al  rango  de  edad  comprendido  entre  15 y  34  arios.  La  cruda  realidad  es que  se  está
afectando  a  la gente joven,  al futuro  del país.”- Así  se  plasma  en  el  informe: Accidentalidad  Vial en
Colombia  1999. Fondo de Prevención Vial. Santafe de Bogotá, 2000. De estos 7,026 accidentes, todavía
muchas  personas  piensan  que  en  general  son considerados  fortuitos,  producto  del  azar  o  de  la  mala
suerte,  sin tener en  cuenta que  son prevenibles. Pero  hay que emprender campañas de  “disciplina vial
con  señalización,  semáforos,  cebras,  observamiento  de  cai’riles, etc.,  que  involucre  a  conductores,
peatones,  empresas  del  transporte,  autoridades  de  tránsito, urbanistas y  legisladores de  responsabilidad
civil  pues, como  lo plantea  ESPITIA, Victoria Eugenia.  “Accidentalidad epidemia de  indisciplina”, en
Salud  Coomeva,  2000, p  12-13, todos tienen  “su cuota  de responsabilidad en  el problema  «que  debe
en/»eníarse  desde  lo páblico,  con  las  herramientas  que  se tienen  para  influir  en  la sociedad>>”
Respecto  del Fondo de Prevención Vial Nacional,  se constituyó  en  1995 por  catorce compañías
de  seguros  privadas   dos  oficiales,  para  cumplir  con  lo  dispuesto  en  la  Ley  100 de  1993 (Ley  de
seguridad  social),  art.  244 y  por  el  Decreto  1813, artículo  13.  de  agosto  3  de  1994;  es  un  organismo
privado,  sin personería jurídica  al que  se destina  el  3% de  las primas  recaudadas  por  las aseguradoras
que  expiden el seguro obligatorio de daños corporales causados a las personas en accidente de tránsito y
de  los  aportes  que  eventualmente  realizan  algunas ntidades;  está  destinado  a  coordinar  campañas  de
prevención,  diagnóstico de  la accidentalidad y creación del  Registro Unico de  Accidentes;(GALINDO.
Jorge  A. “Accidentalidad vial en  Colombia. Como prevenirla”, en  Revista Fasecolda, n° 81,  septiembre
1996.)  el Fondo de Prevención Vial, es también patrocinado por la Unión de Aseguradores Colombianos
-  Fasecolda,  entidad  que  presta  una  importante  colaboración  con  la  revista  Fasecolda  y  sus  bases
bibliográficas  en la difusión y compilación de legislación, doctrina y jurisprudencia  sobre el Derecho de
seguros  en general.
Definido  también como Derecho de  accidentes, en  la doctrina moderna anglosajona, sobre todo
en  la  literatura  de  análisis  económico  del  derecho.  Sobre  esta  importante  teoría  vid  CALABRESI,
Guido.  The Cost ofAccidents  (A Legal and Economic  Analysis,.). Trad. de Joaquín Bisbal. El coste de los
accidentes  .  .4nólisis  económico  i  jurídico  de  la  responsabilidad  civil.  Barcelona: Ariel, 1984; DURAN
Y  LA  LAGUNA,  tina  aproximación  al análisis  economico  del  derecho.  Granada: Comares,  1992, 209
p;  más recientemente PASTOR  PRIETO,Santos.  Sistema  Jurídico  y  Economía.  Una  introducción  al
Análisis  Económico  del  Derecho.  Cap.  VII.  Madrid: Tecnos,  1989, p155,  al efecto del término “Derecho
de  Accidentes”, precisa  en su importante obra sobre esta materia, que “debe  entenderse en  el sentido de
abarcar  los  temas  habitualmente  comprendidos  al  tratar  de  la  responsabilidad  civil  o  responsabilidad
extracontractual”.  PINTOS  AGER, Jesús.  Baremos. seguros y  derecho de daños.  Madrid: Instituto de
Derecho  y Economía- Universidad Carlos  III de Madcíd, 2000, p 37 y 38 en su novedoso trabajo de tesis,
desde  la  perspectiva  del  análisis  económico  del  derecho,  analiza  la  última  reforma  de  la  Ley  del
Automóvil  de  España y  la conveniencia o no de la  introducción del  sistema bai’emado indemnizatoi’io,
adopta  la  denominación “Derecho de accidentes” para referirse  “de modo global  a todo el subconjunto
del  sistema jw’ídico publico y privado  encargado del  control del  riesgo” y reserva el término  “Derecho
de  Daños”  para  “los remedios  privados  de  indemnización  o  compensación  del  daño  -  sistemas  de
responsabilidad  civil y  de  reparación sin  culpa, con la gran variedad de opciones mixtas que  combinan
elementos  de ambos”, distinción que  es importante porque nos  permite ubicar el sistema de  garantía del
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Es  reconocido que el  automóvil, su  conducción y utilización,  es una  actividad,
aunque  lícita,  de  gran  peligrosidad  tanto  para  conductores,  ocupantes,  o  peatones,
potenciales víctimas de daños por accidentes de tránsito. Su uso, muestra datos crecientes
de  muertes, lesionados y pérdidas materiales,  Nadie discute, que la incursión del vehículo
de  motor,  a  partir  del  siglo  XIX,  a  la  p  ue  mayor  confort  y  rapidez, ha  venido  a
constituir  una verdadera  amenaza para el  hombre, con pérdidas de bienes y daños  a las
personas.
La  accidentalidad vial en los países motorizados es una de las primeras causas de
daños  corporales y  materiales en la población circulante y peatonal, que obliga, al menos
en  teoría,  al  propietario  o  conductor, a  responder  civilmente  de  sus  consecuencias. Y
mucho  más  en países en  vía  de desarrollo como es Colombia, donde  la  accidentalidad
vial,  alcanza  niveles  de  mortalidad  que  superan,  en  forma  alarmante  y  por  demás
silenciosa,  los producidos  por  la  violencia  socio-política, por  lo cual  el  país  continúa
ocupando  el  primer puesto en el  mundo en accidentalidad vial6 tomándose por tanto en
una  necesidad7, estudiar y revisar  las  instituciones que regulan la  responsabilidad civil
seguro obligatorio de accidentes de tránsito colombiano como un típico seguro sin culpa, de creación en
el  Derecho privado pero inserto en las políticas públicas de la seguridad social (Ley 100/93).
Constituye  la  segunda causa  de  mortalidad en  Colombia. Podemos ver  que  la  media  tiende  a
incrementarse en  el sector urbano de  las principales ciudades como se deduce de  la sigüiente cita  “  En  la
ciudad  de  Cali -  la segunda ciudad del país- ocurren  aproximadamente 2 mil accidentes por mes, sin contar
los  que  no  se  reporai1  de acuerdo  con  las estadísticas que  inane/a  el Diagnosticentro Automotor del Valle
(...)  Los  accidentes de t;’cínsito son  la principal  ra:óu  por  la  cual  se  ingreso  a  los sei’vicios  ele urgedaias  en
los  Centros  hospitalarios (.).  Fuente  de Datos:  Centro de Investigación en Salud y Violencia- CISALVA
de  la Universidad del  Valle. 1997.  Cali es una ciudad que se motorizo a partir del año de  1913, cuando
llegó  el primer vehículo automotor a la ciudad  traído  por Don Jorge ZawadzLy; (Fuente de  información:
Así  es  el  Valle del  Cauca.  Colombia. El  país,  Cali,  1998,  p  23). En  menos  de  un  siglo,  la  ciudad con
población  de  aproximadamente  2  millones  de habitantes,  ya presenta  una  tasa de  accidentalidad  alta,
efecto  de  la  violencia  en  la  conducción,  exceso  de  velocidad,  alcohol  e  impunidad  que  genera  la  no
aplicación  de las nornias de responsabilidad y sanciones a los conductores dañantes.
6  Al  tomar los índices  de mortalidad y  morbilidad relacionados con la población y  parque  automotor,
por  cada  100 mil vehículos, Colombia ocupa el primer lugar en el mundo con un índice de 291,0  seguido
por  Corea  80,3  y  Turquía  76,8.  (Fuente  de  Datos:  Accidentalidad  vial  en  Colombia.  Fondo  de
Prevención  vial.  1999, p 1).
    Al  respecto, como antecedente histórico, baste, observar y comparar los índices de mortalidad por
ejemplo  del año 1994 respecto de algunos países del mundo, en los cuales Colombia, con cifras exorbitantes
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extracontractual derivada de los accidentes de tránsito.
El  problema  jurídico  que  plantea  la  accidentalidad  vial  en  Colombia,  lo
constituye  el que  la  legislación de  responsabilidad automovilística y del  aseguramiento
obligatorio,  no tiene un cuerpo normativo autónomo, sino que  se encuentra disperso en
toda  la  legislación Civil,  Penal,  Comercial, Código Nacional  de  Tránsito, Decretos  y
Resoluciones  administrativos, con  una  avanzada jurisprudencia  científica  y  doctrinal
particularmente  en materia de responsabilidad, pero sin una mayor evolución legislativa,
que  propenda por  la  unificación en una sola ley de responsabilidad civil y aseguramiento
obligatorio  del  automóvil.
La  institución  de  la  responsabilidad  civil  automovilística,  se  asienta  en  el
principio  de la responsabilidad por “actividades peligrosas”  y  de “reparación integra del
daño “,  instituciones  que  deben tender  a un  mayor  grado de  evolución, acorde con  los
modernos  cánones de técnica legislativa, que la identifique en una legislación especial y
autónoma  que,  regule  las  normas  de  responsabilidad y  reparación  por  accidentes  de
contrastado su bajo índice de motorización, ocupaba -  y sigue manteniendo- el primer puesto en muertos por
cada  100 mil  habitantes, y respecto  de  España.  tiene una  cifra de  diez  (10) veces más  el  número de
muertos  (341,98 fiente a  31.40) totalmente descomumi. para un  país con apenas 2  millones y medio  de
vehículos,  frente a aproximadaniente 1 8 millones del parque automotor español en el mismo período.
Muertos  por 100.000    Muertos por dl 00.000
País              habitantes       vehículos
Colombia          18.32            341.98
Turquía           13.70            214.00
InglatelTa            6.70             15.40
Suecia              6.60             14.80
Francia            15.50             30.00
Alemania           12.10             23.10
Italia              12.40             22.20
Grecia             20.20             61.50
España            14.60             31.40
Estados  Unidos        15.60             20.80
Fuente originaria : Dirección de Tráfico de España. ‘.  :d  por el Fondo
de  Prevención vial en Resumen 1994.
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tránsito,  en consonancia, con una consagración expresa en el  Código Penal de los delitos
o  faltas por infracción al  deber de seguridad en la circulación vial.  Esta  normativa debe
explicitar  las sanciones por violaciones de normas y reglamentos con resultado de muerte
o  lesiones a terceros.  Igualmente, a  fin de  cumplir con  su  función social,  permitir un
mayor  conocimiento de la  dispersa normativa a  que, eventualmente se verán  sometidos
quienes  opten  por  hacer  parte  de  la  circulación  vial,  bien  como  propietarios  o
conductores,  o  como  terceros  perjudicados, en  cuanto a  los  derechos y  deberes, y  la
relación  vinculatoria  que  surge  entre  unos  y  otros  con  un  tercero,  el  asegurador
obligatorió,  quien bajo  el sistema de  garantías, a través del aseguramiento obligatorio o
voluntario  es  el  llamado a  indemnizar los daños causados. Es  preciso, que  cada  cual
conozca  anticipadamente las  reglas  que  deberá respetar y  las  consecuencias de  su  no
observancia,  particularmente  en  una  asunto  de  tanto  acaecimiento  como  es  la
responsabilidad  derivada del accidente de tránsito y justo es decir, en nuestro criterio, que
el  legislativo,  la jurisprudencia y la doctrina colombiana no han prestado gran atención,
ni  desde el punto de vista técnico, ni jurídico a las normas que regulan la responsabilidad
automovilística  y  su  aseguramiento obligatorio, normas  que  están  dispersas y  ofrecen
dificultad  para  una  exposición  sistemática  de  la  materia  que  en  el  basto  campo  del
Derecho,  hace  parte  tanto  del  Derecho  público  y  privado,  penal,  civil,  mercantil,
disciplinas  todas en las que se integra el Derecho de responsabilidad o de los accidentes
del  que hacen parte relevante los accidentes automovilísticos.
El  objeto  principal  de  este  estudio, es  identificar, analizar  y  sistematizar las
normas  de  atribución  y  reparación  por  la  institución  de  responsabilidad  civil
extracontractual  aplicables al  accidente de  tránsito  y  por  los  mecanismos  de  garantía
contenidos  en  los  seguros  obligatorio  y  1untario  del  automóvil  del  ordenamiento
jurídico  colombiano  desde  la  perspectiva  del  derecho  comparado  español,  de  sus
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principales  normas de responsabilidad y aseguramiento obligatorio del automóvil y del
Derecho  comunitario europeo.
Se  plantea como hipótesis  principal que el aseguramiento obligatorio regulado en
el  Derecho  colombiano,  no  constituye  un  estricto  seguro  de  responsabilidad  civil
extracontractual  por ser contraria su técnica y finalidad a la naturaleza de un crédito de
responsabilidad por lo que deviene en un típico seguro mixto de accidentes personales y
de  sanidad  o salud  para  cubrir los gastos de curación y rehabilitación, para  reparar la
muerte  e  incapacidad permanente,  y  responder, prioritáriamente,  a  las necesidades de
financiación  del sistema  de previsión de  la seguridad social que cubra  las consecuencia
económicas  que venían gravando el  sistema general de  salud, y  la red  de  urgencias de
carácter  estatal8.  Así  mismo,  determinar  si  la  atribución  de  la  responsabilidad
automovilística  por “el hecho  de las actividades peligrosas”  del Derecho  colombiano,
puede  ser tenida  como una  típica  responsabilidad por  riesgo, o  responsabilidad cuasi-
objetivada,  hipótesis que planteamos, por tener características similares a la  regulada en
el  ordenamiento jurídico español.
La  metodología empleada para la construcción  de la hipótesis, es eminentemente
teórico— sistem ática-descriptiva,  se  fundamenta  en  demostrar  con  la  descripción  y
sistematización  de  las  diversas  instituciones  del  derecho  de  responsabilidad  civil
extracontractual  y  del derecho de  seguros, que el  sistema de  aseguramiento obligatorio
derivado  del accidente  de tránsito  en el ordenamiento jurídico colombiano, no responde a
la  tipicidad de  un seguro de responsabilidad civil, sino  que por sus notas distintivas, su
naturaleza  se  inscribe  en  un  Seguro mixto de personas, integrado por un Seguro sanitario
8  Es  fácil deducir que con la adopción  de  este modelo de aseguramiento obligatorio para cubrir
básicamente  gastos de  curación y rehabilitación  de  la  salud, se  recupera  el  presupuesto público que se
venía  destinando  a  atender  los  numerosos  lesionados  que  eran  abandonados  en  las  puertas  de  los
hospitales  o en las calles donde ocurría el accidente.  Se mernia  el gasto público que así es trasladado a la
masa  social  de propietarios  de  automóviles o ciclomotores, quienes por  medio del  pago de  la prima  de
seguro.  están  llamados a  financiar  el  aseguramiento  obligatorio y  se  fortalece por  tanto el  Sistema de
previsión  de seguridad social tan precario países en desarrollo.
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o  de  salud  y  otro  de  accidentes  personales.  etodológiCameflte,  la  descripción  y
sistematización  de  la  legislación  vigente,  constituye  un  objetivo  general  de
fundamentación  dogmática, aclarando que ésta  tesis versa es,  sobre el  estudio  de  las
instituciones  de  responsabilidad  civil  y  de  contrato  de  seguro,  pero  limitadas
exclusivamente  al ámbito automovilístico.
La  justificación  tiene  asiento  desde  la  dogmática jurídica  en  la  reconocida
ausencia  de monografias o trabajos de investigación sobre la materia en nuestra literatura
jurídica  que a decir de uno de nuestros principales autores, en materia de responsabilidad
civil  en geperal, Gilberto MARTINEZ  RAVE,  señalaba en uno de sus tratados sobre la
responsabilidad  en  general  que:  “la falta  de  unas  normas  actualizadas,  precisas  y
concretas,  abre en este campo del derecho amplias posibilidades a la jurisprudencia y a
1,9                . .  .la  doctrina  y  mayor  aun  en  la  mstituciofl del  contrato  de  seguro  obligatorio  del
automóvil  y su  comportamiento dentro del  sistema  general de  los  Códigos Civil y de
Comercio,  sobre los cuales no hay obras en la doctrina jurídica. Y desde la investigación
socio  jurídicas en interés de avanzar en nuevas interpretaciones que desde el Derecho den
respuesta  a  quienes  como  víctimas  de  la  alta  accidentalidad que  por  la  actividad del
automóvil  se registra en Colombia y el  gran número de personas fallecidas o lesionadas
que  demandan su resarcimiento por los cánones de responsabilidad civil extracontractual
que  en  los  procesos penales  -  los  más  -  y  en  los  civiles,  no  encuentran  respüestaS
satisfactorias  para  obtener la  reparación  de  los peijuiiOS  sufridos  en  un  accidente de
tránsito.
En  cuanto a  la  metodología  de  la  investigación, tiene  como fuente el  estudio
bibliográfico de la ley, jurisprudencia y doctrina de los  principales autores y doctrinaflteS
  MARTÍNEZ RA VE, Gilberto  La Responsabilidad Civil ExlracofltraCtUal en  Colombia. 7a. ed.
Medellín:  Dike, 1993, P 11.
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del  Derecho  de responsabilidad y del  seguro en Colombia y España, y  de las  leyes de
responsabilidad del automóvil y del aseguramiento obligatorio, y demás normativas afines
del  ordenamiento penal y procesal de losdos  sistemas jurídicos.  Se abordan elementos
de  conocimiento, impuestos por el marco de la nueva realidad mundial de globalización e
internacionalización  de las  legislaciones y  de  los países, que  propenden  a  procesos de
integración y armonización, con efectos económicos, jurídicos y sociales, interdependien
tes,  en cuanto a  las personas y los bienes, procesos de los  cuales no  somos ajenos  los
países  iberoamericanos -  que  van más allá de su preocupación por ser simples países en
vía  de  desarrollo-  precisados  a  asumir  conocimientos  de  derecho  comparado’°, que
posibiliten  grandes  transformaciones,  para  eventuales  procesos  de  integración  en
materias  conmnes,  como  las  derivadas del  derecho  de  daños,  con  el  derecho  de  la
circulación,  y el derecho  de seguros.
El  cuerpo  del trabajo  se divide en dos partes  que  integran  el  derecho  comparado
a  partir  del  sistema  español  de  responsabilidad  civil  y  seguro,  el  sistema  colombiano  de
responsabilidad  civil y  las  garantías  indenmizatorias  por  accidente de tránsito contenidas
en  el  seguro obligatorio —  en  adelante SOAT —  y  voluntario del automóvil, mediante la
cobertura  de responsabilidad civil extracontractual.
‘°  Varios  son los propósitos del Derecho comparado, además de perseguir el objetivo de aproximar y
annonizar  los distintos sistemas jurídicos, también está el mejoramiento de los sistemas nacionales, como lo
anota  CACERES CORRALES, Pablo J.  “Critica constitucional. Del Estado liberal a la crisis del Esiado
providencia.  Bogotá: Banco de La república- p  17-19, “Se propone  que  la disciplina comparatista obre
como  apoyo para  la  perfección  del  conocimiento de  las  legislaciones  internas y  formule  soluciones
dogmáticas para  impulsar su  evolución, considerando las determinaciones que otros Estados han estimado
procedentes  y  ejiccices parc! resolver cuestiones imilares  de la práctica  jurídica”,  la disciplina del derecho
comparado  realiza esa labor de perfeccionamiento de la legislación interna, agregando además, incluso que
“La normativa  constitucional  de  un país  es cada vez menos soberanci e independiente  porque  vivimos  una
época  de  globalización  del  sistema  capitalista, universal  y  nuálisocielario  que  crea  permanentemente
reglas  universales  de  comportamiento y  principios  obligatorios  destinados  a  los  ordenes jurídicos
nacionales”.  También respecto de la unificación del derecho, expresa: “El fin  armonizador  de la disciplina
comentada  es realmente  su  razón  de ser y  su  objeíi  principal”.  Es de recordar que precisamente n un
principio  el estudio del derecho comparado, pretendió la unificación en el campo del derecho privado como
consecuencia  de  la  necesidad  de  consolidar las  relaciones  de  intercambio entre  los  distintos  Estados
nacionales,  por  lo  cual vemos  de  suma importancia el  intentar este trabajo  comparatista con el  derecho
espaflol de i-esponsabilidad, en esta época de la mayor evolución.
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Recoge  la  primera parte,  capítulos  1 y  II,  un  aporte  de  análisis  del  derecho
comparado;  con  la  advertencia  de  no  ser  todo  lo  amplió  que  demandaría  el  tema
circunscribiendo  el estudio, al ordenamiento jurídico español de responsabilidad y seguro
obligatorio  del automóvil con obligada referencia, del sui  generis  Derecho Comunitario
Europeo,  antecedente  de  las  últimas  refoFmas de  la  legislación  española;  derecho
comunitario,  con  carácter de  derecho originario  al  que  debe  necesariamente seguir  el
legislador  español, a partir de su adhesión a la Unión Europea en  1985, y que comprende
las  tres  Directivas comunitariaS dictadas hasta  la  fecha, reguladoras de las  materias de
responsabilidad  civil y seguro obligatorio del automóvil en todo el territorio del espacio
econón1iCO europeo y de los Estados adheridos al Convenio multilateral de garantías.
Es  punto  de  partida  del  estudio  de  derecho  comparado,  la  legislación,
jurisprudencia  y doctrina contenidas en  el  moderno derecho español  de responsabilidad
desde  la evolución de las normas del Código Civil  a partir del ait  1902 y las normas del
Código  Penal  art. 379 a 385  con que se ha elevado en forma expresa a la categoría de
delito  o falta los  daños causados por  la  conducción de vehículos y ciclomotores;  con
formulaciones  actuales por  la recepción de  las  directrices comunitarias, y la  evolución
propia  de sus instituciones, que para el accidente de tráfico paso de una responsabilidad
pór  culpa subjetiva a una responsabilidad por riesgo, objetiva atenuada y de su particular
sistema  de valoración del  daño corporal en accidente de tránsito, proporcionado por la
implantación  de  un  novedoso  baremo  legal’’  de  reciente  adopción (1995),  en  el  que
destacan,  la  supresión  del  “libre arbitrio”  del juez,  con  la  imposición  de  técnicas  de
valoración  total del  daño corporal, patrimonial y extrapatrimonial, por lo  que se  define
este  sistema  de  garantías  como  un  autentico  sistema  de  responsabilidad  civil
   El baremo inclusive podría ser extendido a otros campos del derecho de responsabilidad civil para
la  valoración del daño personal en general, incluyendo el ámbito penal.
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extracontractual12.  En este  aparte, se circunscribe el tema a un limitado análisis de las
12  También sobre sus ventajas y  problemas, y como repercute en  la resolución de  conflictos en  la
administración  de justicia  por responsabilidad civil del automóvil, según la doctrina más reconocida entre
ellos  ILLESCAS RUS, Angel Vicente.  “El  «sistema  para  la  valoración de  los daños causados a las
personas»  de  la Ley sobre  responsabilidad  civil y seguro  en  la circulación  de  vehículos  a motor:  ventajas
y  problemas”.  Ponencia  en  Jornada  Jurídica sobre  la  Responsabilidad Civil  y  la  valoración  del  daño
corporal,  Madrid, 25 de  marzo de  1998, plantea que no es improductiva la disquisición teórica en tomo al
“sistema”, aunque constituya un mandato positivo que establece “un método de tasación normativa de las
indemnizaciones  por  daños  coiporales  de  imperativa  e  inesquivable  utilización  por  los  órganos
jurisdiccionales”;  algunos órganos jurisdiccionales promovieron cuestiones de inconstitucionalidad ante el
Tribunal  Constitucional, apoyados  por  la  polémica doctrinal. Los  partidarios de  la  inconstitucionalidad
afirman  que vulnera los principios de igualdad entre unos y otros perjudicados y respecto de otras víctimas
de  daños  corporales por  hechos ajenos a  la circulación (art. 14 CE), conculca el  deber  del legislador de
proteger  la vida y la integridad fisica mediante medidas adecuadas de resarcimiento (art. 15 CE), impide que
los  peijudicados puedan hacer valer su derecho efectivo ante los tribunales de justicia (art. 24 CE) y por que
elimina  las facultades de  valoración de  la prueba que están reservadas al poder judicial  (art.  117 ce). (Vid
XIOL  1UOS, Juan Antonio. “Reflexiones sobre el sistema de valoración tasada del daño corporal causado
con  motivo  de la conducción  de vehículos de motor”. Ponencia presentada en la misma Jornada Jurídica).
Otros  alegan, su  inconstitucionalidad por  la  vulneración  del  valor  justicia  y  el  principio  de
interdicción de la arbitrariedad  1.1.. 9.3  ; el de reservurisdiccional  y tutela judicial efectiva 117.3.  Con
Sentencia del Tribunal Constitucional 181/2000. del 29 dejunio,  (BOE núm. 180, de 28 de julio  de 2000) se
estimó  parcialmente las cuestiones de  inconstitucionalidad, para  los “peijuicios  económicos” derivados de
“culpa  relevante  y  judicialmente  declarada  como  se  desprende  del  fallo  que  dice  “  (...)  son
inconstitucionales  y  nulos,  en  los términos expresados en  el  zílíimojimndamento  jurídico  de está  Sentencia,
el  inciso final  «y  corregido conforme  a los frictores que  expresa la propia tabla»  del apartado c) del
criterio  segundo (explicación del sistemip, así como el total contenido del apartado letra B) «factores  de
corrección»,  de la tabla V  ambos del Anexo que  contiene el «  Sistema para la valoración de los daños
y  pc/juicios  causados a las personas  en  accidentes de  circulación »  de  la Ley  sobre Responsabilidad
Civil  y  Seguro de Circulación de  Vehículos a Motor, en la redacción dada a la misma por  la Disposición
adicional  octava de  la Ley  30/1995,  de  8  de  Noviembre,  de  Ordenación y  Supervisión  de  los Seguros
Privados.  “  La Ley. Sistema de Seguros, Ramos Especiales del Seguro Terrestre, julio  2000, III- 450/39.
Este  fallo no fue acogido por una tercera parte de los magistrados que hicieron salvamento de voto
por  discrepar sustancialmente de la  interpretación mayoritaria que no obstante en  el fundamento 13 de la
sentencia  en el que se concluye que “...  la  decisión del legislador,  en el sentido de establecer un especflco
estatuto  legal pcira  los  daños ocasionados en  el ámbito ele la circulación de  vehículos a  motor,  no pude
tacharse  de arbitraria  y,  por  lo tanto, privada objetivamente  de toda justificación racional, por  lo que  no
vu/nera,  considerada ensuglobalidad  (el  subraado  es  nuestro,  para  resaltar  que  luego  estiman  la
vulneración  en parte de esa globalidad; contradictorio a  la técnica discursiva del fallo,) como tal sistema, el
principio  de proscripción  ele la  arbitrariedad  del  art.  9.3  de  la  Constitución “. y  de  reconocer  que  la
situación jurídica preexistente a la promulgación del baremo era de “inseguridad jurídica y  de permanentes
agravios  comparativos “,  se trato de solucionar estos problemas con el sistema tabular de cuantificación de
daños,  basado en una responsabilidad por m’iesgo  de  carácter objetivo, prescindiendo de  la idea de  culpa
del  agente causante del daño, con limitación a topes cuantitativos obligación de aseguramiento del riesgo y
creación  de  fondos  de  garantía  de  específicos  (vid  fundamento  11 de  la  misma  sentencia),  la  nueva
jurisprudencia  viene a introducir nuevamente un factor de atribución de responsabilidad por culpa relevante
que  no traía la ley de responsabilidad del automóvil y  muy posiblemente una de las consecuencias prácticas
que  pueden producirse, como  bien lo cita  el  voto particular del magistrado don  Fernando Garrido Falla:
“pocas  víctinmas e  consideraran  dispuestas a  admitir que  no  ha  existido culpa  del  conductor (‘del otro
conductor,  en el caso de colisión de vehículos,); se buscarán un Abogado... y un nuevo pleito, con motivo de
cada  accidente, vendrá  a  incrementar las largas  listas de espera de nuestros juzgados.  Lo anterior quiere
decir,  que vuelve a someterse la atribución de responsabilidad al criterio  de la culpa subjetivista.  Y con la
declaratoria parcial de inconstitucionalidad se cumple la expectativa planteada por  PINTOS  AGER, en  su
obra  Baremos,  seguros yop.cit,  p  34,  en  la  que  predijo  tales  efectos,  respecto  de  los  perjuicios
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reformas  introducidas por  la  nueva  Ley  de  Ordenación y  Supervisión de  los  Seguros
Privado»,  en  la  legislación  especial  de  responsabilidad  del  automóvil,  la  Ley  de
responsabilidad  civil  derivada  del  uso  y  circulación  de  vehículos  de  motor14
(LRCSCVM),  (incluyendo el nuevo  Reglamento de  seguro de suscripción  obligatoria -
S.O.A-  R.D. 7/2001)  con  que  se  adapta  la  legislación interna  a  las  Directivas  de  la
Comunidad  Europea,  y  el  citado  baremo,  “Sistema  legal  de  valoración  del  daño
corporal”5,  este  último,  a  nuestro  modo  de  ver,  lo  más  novedoso  de  la  reforma,
desarrollado  incluso por  fuera del  marco comunitario a iniciativa del  propio legislativo
español’6  para  sustituir  del  libre y  dispar  arbitrio judicial,  la  cuantificación del  daño
corporal,  implantando un sistema vinculante que posibilita la evaluación y tasación de las
obligaciones  indenmizatorias bajo parámetros definidos para cada tipo de daño, tanto para
el  daño  corporal  patrimonial  como  extrapatrimonial, mediante  tablas con máximos  y
mínimos  aplicados  al  caso  concreto  de  la  persona  peijudicada  en  el  accidente
automovilístico17,  garantizando  mayores  cánones  de  celeridad,  igualdad  y  seguridad
económicos  -  lucro  cesante-  y  su  inconveniencia de  incluirlos en  la  reforma  del  baremo,  a  su  decir
“insensible i  reaiidads  que pueden y  deben indeinnizarse de un  modo  inris  individualizado”.  Terna que
aborda muy atupliamente en el  Capítulo V.
‘  Ley 30 de  1.995, de 8 de noviembre. LRCSCVM
l4  Actualmente desde la  aprobación de  la Ley de  Supervisión de  los Seguros Privados,  Ley 30 de
1995.  de  8  de  noviembre, se  denomina: Ley sobre  Responsabilidad Civil y  Seguro en  la  Circulación de
Vehículos  de Motor (en adelante LRCSCVM).
‘  El baremo  fue estatuido en  el Anexo de  la  Disposición Adicional Octava de  la Ley 30/95; hace
parte  de la LRCSCVM y se denomina ‘Sistema para la valoración de los daños causados a las personas en
accidente  de circulación”.
16  Desmarcada del derecho cornunitario, junto a otras reformas introducidas que obedecen a la propia
evolución  de sus instituciones y del interés de convergencia con los países del Espacio Económico Europeo,
entre  ellas, la regulación de la actividad aseguradora, el libre establecimiento, el placet o licencia única para
operar  en cualquier país del EEE, la protección al tomador, el defensor del asegurado, etc.
7  Con la imposición de este nuevo modelo de reparación en el derecho español, se pretende ofrecer
solución  a  la  controversia relacionada con los  principios de  seguridad jurídica  e  igualdad, en  creciente
demanda  por  las víctimas y responsables de  accidcnts  de  circulación; solución cuyas  respuestas deben
estar  enmarcadas dentro de los principios rectores de la institución de responsabilidad civil, sobre los cuales
la  jurisprudencia y  la doctrina, se sigue  preguntando: ¿ si es posible afirmar  que con el baremo español, se
está  frente  a  un  sistema de  administración de  justicia  ‘justa  e  igualitaria”  para  todas  las  víctimas  de
accidentes  de tránsito?  y si ¿ con ésta norma de previsión indem.nizatoria entran en  crisis ciertos principios
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jurídica’8.
En  la  segunda  parte,  capítulos  fil,  IV  y  V,  se  identifica  y  sistematiza  la
legislación  del Derecho colombiano aplicable a  la responsabilidad civil extracontractual
derivada  del  automóvil  y  de  los  sistemas  de  garantías,  contenidos  en  el  seguro  de
responsabilidad  civil  obligatorio  y  voluntario.  Se  parte  de  la  normas  generales  de
responsabilidad  de  los artículos 2341 al 2346, 2356 del Libro  Cuarto del Código Civil,
los  artículos  94 Y 95  de! nuevo Código Penal del 2001 -  Ley  599/2000-  y 46 y 69 del
Código  de Procedimiento Penal -  Ley 600/2000 -  y  las normas que regulan expresamente
el  aseguramiento  obligatorio,  en  el  Código Nacional  de  Tránsito  Terrestre  de  1970
(CNT)’9  a partir del artículo 96, reglamentado luego por el  Decreto 1285 de julio  7 de
tradicionales de la  responsabilidad civil  y  se  mantiene la  relativización  del  principio  de  restitutio in
íntegrum  ?.  Preguntas  para las que se encontrara respuesta, en la nutrida doctrina científica española que se
aportará  a lo largo del ti-abajo y que vuelve a ser controvertida a partir de la famosa Sentencia del Tribunal
Constitucional  181/2000, del 29 de junio, que  vuelve a someter muchos casos a  la incertidumbre respecto
del  quantuin indemnizatorio por  peijuicios  económicos cuando  la  causa  del  accidente  es  por  “culpa
relevante”  del conductor o por dolo corno se desprende de la Sentencia del Tribunal Constitucional.
8  PINTOS  AGER,  Jesús.  Baremos, seguros y  derecho de daños.  Madrid: Instituto  de Dei-echo
y  Economía- Universidad  Carlos  III de  Madrid,  2000,  337  a  466,  hace  un valioso  estudio  evaluativo,
desde  la perspectiva del análisis económico del Derecho, respecto  de los problemas del baremo de la Ley
30/95  y  su imposición en España para los daños causados en accidentes de la circulación.
   C’/i-. Código Nacional de Tránsito (Decreto Ley 1344  del  4 de agosto de 1970— CNT -) con el que
el  legislador  quiso  acércanos  a  los  sistemas avanzados  de  responsabilidad del  contexto  mundial- que
comenzó  a  regir el  1 de  Enero  de  1971, y  estableció el  aseguramiento obligatorio,  haciendo  referencia
expresa  a un  seguro de  i-esponsabilidad civil, que  al sei- reglamentado, resultó  ser un estricto  seguro de
sanidad  pal-a indemnizai- los gastos de curación y recuperación de la salud así como los gastos de entieiTo
y  muerte de  las víctimas de  los accidentes de tránsito:  El  art. 96 expresa  La vigencia de  un seguro que
cubra  la responsabilidad civil por  daños a terceros ocasionados con él, es requisito indispensable pal-a
concesión y  la conservación de  la licencia de tránsito.  Para el desarrollo  de este artículo, se facultó al
gobierno,  quien  ‘(...)  reglamentará la naturaleza, cuantíayprestación  del seguro y  la vigencia”.
La  inserción de esta normativa, a nuestro entender, en forma desafortunada dentro del Capítulo IV
Licencia  de  tránsito,  deja entrever, que  el  legislador aún  no se encontraba preparado para abordar su
reglamentación, pues salta  a  la vista su imprecisión, apareciendo como una disposición suelta y  fuera de
contexto.  Pi-ueba de ello,  es el Decreto 1285 del 7  de julio  de  1973, con que  se reglamentó dicho seguro,
transcurriendo más de diez años, sin que llegará a  operar; su regulación; constituyó letra muerta, tanto para
usuarios,  conductores y  compañías aseguradoras frente a  una administración pública  desentendida de  su
puesta  en práctica que vino a  hacer efectiva después de más de quince años, hasta  1988 y  aún hoy sigue
siendo  muy cuestionada la forma de opel-ación del aseguramiento obligatorio - el  SOAT-  pal-a brindar real
protección  de asistencia sanitaria, a las víctimas de accidentes automovilísticos.
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1973  -  ya  derogado-  adicionado  con  la  Ley  33  de  198620, y  su  D.R.  2544  del  31 de
Diciembre  de  1987, ya en desuso, y las que lo modifican o adicionan Decreto 1032 de 18
de  abril  de  199121,  con  que  se  impone  definitivamente  en  cuanto  al  régimen  de
responsabilidad  por accidentes de tránsito, éste mecanismo subsidiario  de garantía, que
obliga  a contratar y mantener vigente una  “Póliza de Seguro de Daños Corporales en
Accidente  de Tránsito” o SOAT, que repara, únicamente, y en forma mínima, los daños
corporales  patrimoniales, causados en accidentes del automóvil; dejando los mecanismos
tradicionales  de  responsabilidad civil  extracontractual, intactos  para  reclamar  por  vía
judicial  o extrajudicial, la  indenmización correspondiente a  la totalidad de  la reparación
del  daño patrimonial y extrapatrimonial causado.
En  cuanto  a  la  protección  y  reparación  por  responsabilidad  automovilística,
nuestra  legislación,  como  se  encuentra  en  casi  todas  las  legislaciones  de  derecho
continental,  de tradición romanista,  está regulada en forma dual,  en los  ordenamientos
20  La  Ley 33 de febrero 3  de  1986 (publicada en  el DO.  No.  37336 de  febrero 6/86), modificó el
Código  Nacional de Tránsito vigente en  la fecha de  su expedición, y adicionó por  disposición del art. 114,
el  Capítulo Décimo del CNT.,  en el Título IV Faltas y Sanciones, cuyo texto transcribimos:
Ley 33/86 Art.  114:”Adiciónase el Titulo IV del Decreto-Ley 1344 de 1970, con un nuevo capitulo que se
denominará:  Seguros y Responsabilidad el cual estará integrado por los artículos 259 a 262 y constituirá el
Capítulo X del Código Nacional de Tránsito
Con  este artículo. el legislador logró llenar el  yació normativo que traía el CNT., al  desarrollar
con  la disposición contenida en  el art.  115. el  nuevo art. 259 que  estructura el  seguro  por  daños a  las
personas  causados en accidentes de tránsito será obligatorio y  elpeijudicado  tendrá acción directa contra
el.  asegurador’.  A  la par  de  definir en el  artículo 116, nuevo art.  260 del CNT.,  a  quién se  obligaba a
otorgarlo,  delegando en  “  las  compañías de  seguros establecidas en  el país y  que  tengan autorización
para  operar en el ramo  de  automóviles...”
21  En ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas por la Ley 45 de 1990 -  cuyo objetivo era la
reforma  financiera y de la actividad aseguradora del país- se dictó el Decreto 1032/91, que tal corno reza su
preámbulo  ‘por  el cual se regula integralmente el seguro obligatorio de daños corporales causados a las
personas en accidente de tránsito’,  pareciera que implícitamente derogara el Decreto 2544 de diciembre 31
de  1987, más  aún cuando en el nuevo Decreto, el art. 35 “REMiSION  AL  REGIIVIEN GENERAL,  somete
las  cuestiones no previstas a  las normas del  “Contrato de  seguro terrestre en el Código de  Comercio y  la
Lev  45  de  1990”, sin referirse  al  D.2544/87, para  derogarlo o  dejarlo vigente  en  aquellas materias no
reguladas  en  el D.1032/91;  no  obstante, en nuestro concepto no hay tal derogación, entendiendo que  al no
preverlo  así la nueva  Ley. no por  ello puede interpretarse tal efecto, quedando a nuestro entender, eso si en
desuso,  al entrar  en  vigencia la nueva  norma del S.O.A.T.
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jurídico  civil  y  penal,  a  través  de  la  institución de  responsabilidad civil  ex  delicto  o
extracontractual,  fundada en la teoría del alteren non iaedere, el deber de no causar daño
a  otro y en la obligación colTelativa de’reparar, “al estado anterior al daño” del art. 2341
del  Código Civil.  La infracción de este deber hace surgir, un vínculo entre el dañante y la
víctima,  un  nexo  de  causalidad nacido  a  la  ocurrencia  del  daño,  que  adicionado  al
principio  de la culpa, imperante durante todo el  siglo XIIX y buena parte de este, aunque
con  profundas  transformaciones en la actualidad para la responsabilidad automovilística,
a  partir de la interpretación jurisprudencial del art. 2356 del Código Civil22 que determinó
una  responsabilidad por  “el hecho de las cosas en actividades peligrosas ,,23 con inversión
de  la  carga  de  la  prueba  a  favor  de  la  víctima,  da  nacimiento  al  crédito  de
responsabilidad  por la actividad de! automóvil.
Aunque  la jurisprudencia y doctrina no  son pacificas, coincidimos con el  sector
que  afirma  que la responsabilidad por actividades peligrosas  enerva una presunción de
responsabilidad24, derivada  de  la  teoría  de  responsabilidad por  riesgo  que  elimina la
22  Señala  el  art.  2356  del  Código  Civil,  libro  cuarto De  las  obligaciones en  general  y  de  los
contratos, Titulo XXXIV ‘RESPONSABILIDAD COMUN POR LOS DELITOS Y LAS CULPAS”:
Art.  2356.- Por  regla general  todo daño que pueda imputa]’se a malicia o negligencia de otra persona. debe
ser reparado por ésta.
Son  especialmente  obligados  a  esta  reparación  en  forma  expresa:   1. El  que  dispara
imprudentemente una arma  de fuego. 2.  El que remueve las losas de  una acequia o cañería, o las descubre
en  calle o camino, sin las precauciones  necesarias para  que no caigan los que  por  allí transiten de  día o
de  noche. 3.  El que obligado a  la construcción o reparación de  un acueducto o fuente, que  atraviesa un
camino,  lo  tiene  en  estado  de  causar  daño  a  los  que  transitan  por  el  camino;  no  obstante,  está
enumeración  no cierra la aplicación a otras actividades.
23  COLOMBIA.  Las tres  sentencias que  constituyeron la  nueva  doctrina jurisprudencial  de  la
Corte Suprema de Justicia,  de 30 de noviembre de 1935, del  14 de  marzo y 31  de mayo de 1938, en las
que  se  sentó  la  doctrina  de  inversión  de  la  carga  de la prueba en procesos por responsabilidad civil
derivada de  actividades peligrosas,  entre estos,  los relativos  a  accidentes  de  tránsito;  la  víctima  debe
probar  únicamente que  el  daño fue  causado en  el  ejercicio  de una  actividad peligrosa,  en  cuyo caso  el
demandado  sólo  podrá  exonerarse  demostrando  una  “causa  extraña”;  y  esa  causa  se  convierte  en
exoneración  de  responsabilidad  siempre  y  cuando  corresponda  a  fuerza  mayor,  caso  fortuito,  culpa
exclusiva  de la víctima o el hecho de un tercero.
   La posición de presunción de  responsabilidad del artículo 2356  del C.C., es una  tesis acogida,
por  los  connotados  tratadista  colombianos  MARTINEZ  RAyE,  Gilberto.  Responsabilidad  civil
exiraconiraclual  en  Colombia.  9  ed.  Medellín:  Dike,  1996.  p  31 8-  323  que  dedica  este  aparte  a  las
“diferencias  entre  las  presunciones  de  culpa  y  de  responsabilidad”;  y  el  ex  magistrado  de  la  Corte
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interpretación  ti-adicional del principio psicológico o moral de la culpa e invierte la carga
de  la prueba, en favor de  la víctima,  bastando para  la declaratoria de responsabilidad la
efectividad  del  daño,  una  relación  de  causalidad  eficiente  ligada  a  la  actividad  del
automóvil  y que el daño irrogado no se haya producido por una  “causa extraía “.  En  la
causa  extraña, se reconoce tres acontecimientos positivos externos al obrar del conductor:
el  caso  fortuito o  la  fuerza mayor,  la  culpa exclusiva  de  la  víctima o  el  hecho  de un
tercero  que constituyen causales de exoneración de responsabilidad;  pudiendo afirmar de
este  análisis, como se verá a  lo largo del ti-abajo, que estos rasgos, también  se predican
como  atenuantes de  la  responsabilidad por  riesgo, tomándose  en  virtud  de  las  causas
ajenas  liberadoras, en un sistema de responsabilidad atenuada o cuasi-objetivado,  que se
acerca  a  la  estructura de  responsabilidad del  automóvil  en  el  ordenamiento español2,
aunque  la Ley del automóvil26 excluye de sus causales de exoneración el caso fortuito, al
declarar  en cuanto a los daños corporales, la exención de responsabilidad si se prueba que
fueron  debidos  únicamente  a  culpa  o  negligencia  del  peijudicado  o  a  fuerza  mayor
extraña  a la  conducción o al funcionamiento del vehículo, agregando expresamente que
no  se considera fuerza mayor los defectos de éste ni  la rotura o fallo de algunas de  sus
piezas  o mecanismos.
Suprema  y profesor  TAMAYO JARAMILLO, Javier. Tratado  de  Responsabilidad Civil,  t.  2,  Bogotá:
Temis,  1999,  350  p’.  que  tiene  una  de  las obras  más  prolíficas.  4  tomos  dedicados  al  estudio  de  la
responsabilidad  civil.  Aclarando  que  la  presunción  de  culpa  se  desvirtúa  por  el  agente  con  la
demostración  de  diligencia y  cuidado,  contrario  sensu,  en  la  presunción de  responsabilidad  solo  cabe
para  exonerarse de  responsabilidad  demostrar la  existencia de  una  ‘causa extraña” por  fuerza  mayor o
caso  fortuito,  culpa exclusiva de  la víctima o  de  un tercero y  sí estos últimos son  los que  liberan  en la
responsabilidad  por  actividades peligrosas, pues  de ella  se deduce, una presunción de responsabilidad y
no  de  culpa como  se  sigue fundamento en numerosos  fallos por  lo  cual se mantiene la  confusión.  (Vid
Sent.  C.S.J mayo 5 de  1999. Rad. Expediente 4978).
2  No  obstante,  lo  afirmado,  hay  que  matizar,  que  el  sistema  de  imputación  español  de
responsabilidad  tiene  su  origen,  no  en  las  normas  del  Código  Civil,  sino  en  una  Ley  especial,  la
LRSCSCVM,  que  expresamente norma  las  causales  de  exoneración,  y  acude  a  la  normativa civil  en
situaciones  especificas, como es pal-a la reclamación de  los daños a bienes; circunstancias muy diferentes del
sistema colombiano, cuya fuente de creación, no es una Ley especial y autónoma sino jurisprudencial.
   Vid. El art.  1 Ley de  Responsabilidad Civi  ,  Seguro  en  la Conducción de  Vehiculos de  Motor.
Texto  Refundido de la Ley 122 de 24 de diciembre de 1962,  modificada por la Ley 30/1 995.
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En  criterio  de  la  autora,  la  evolución  de  la jurisprudencia  colombiana, en  la
imputabilidad  de responsabilidad civil derivada del accidente automovilístico, pasa de la
responsabilidad  subjetiva clásica,  a  un  sistema  de responsabilidad con  inversión de  la
carga  de la prueba, en nuestra opinión equiparable a los sistemas cuasi-objetivados, pues
al  estar también fundamentada en la teoría de ‘la actividad de la cosa peligrosa” que no es
más  que a  “una causalidad”27, que presume de suyo la responsabilidad por la “actividad”,
inexplicablemente se sigue equiparando por la jurisprudencia a una presunción de culpa28,
no  obstante estar técnicamente más asimilada al principio del riesgo, con una presunción
de  responsabilidad y tres  concretas  causas de  exoneración de esa  responsabilidad, que
atenúan  el rigor de la teoría objetivadora.
En  tal sentido, la responsabilidad aplicable a los accidentes de vehículos, aunque
denominada  por  la jurisprudencia  “por el hecho de las cosas en actividades peligrosas”
situada  en la infracción  del  “deber de cuidado del guardián de la cosa”,  no es más  que
un  sinónimo de  la actividad por riesgo29 impregnada de  las teorías francesas del  siglo
  Es doctrina reiterada de  la corte,  que la  causalidad basta para tener  por establecida  la culpa en
aquellos  casos en que. atendidas la naturaleza propia de  la actividad y las circunstancias precisas en que
el  hecho dañoso se  realizó, la razón natural permite imputar este último a la  incuria o imprudencia de  la
persona  de quien se demanda la reparación.
   Sentencia Corte  Suprema  de  Justicia  del  5  de  mayo  de  1999,  Rad.  Expediente  4978,  con
ponencia  del  Magistrado DR.  JORGE  ANTONIO  CASTILLO RUGELES, aunque  ha  puntualizado  la
Corte,  que  la regla  del  artículo 2356 del Código Civil  apareja una presunción  de culpa  en contra de
quien  causa peijuicios  con ocasión del ejercicio de aquellas actividades cuya ejecución entraña peligros o
riesgos  para las personas del entorno, responsabilidad de  la cual solamente se exonera en cuanto acredite
que  el  daño  sólo  pudo  tener  por  fuente  cualquier  suceso  extraño,  como  la  fuerza  mayor,  la  culpa
exclusiva  de la víctima o la de un tercero.  Igualmente que todas las actividades de  esa especie, llamadas
peligrosas,  aparejan  la  existencia  de  una  obligación  legal  de  resultado  consistente  en  vigilar  esa
actividad  e  impedir  que  ella,  por  su  propio  dinamismo o  debido  a  circunstancias  anormales  que  la
rodearon  en  un momento dado, escape al control  de quien de la  aludida actividad se sirve  o reporta
beneficio;  luego si en la realización de un daño se demuestra que tuvo influencia causal caracterizada, un
hecho  de la índole de  los que  viene haciéndose mérito en estas consideraciones, ello,  en términos de ley,
es  suficiente  para  tener  por  probada,  por  vía  de  uni  presunción  contenida  en  aquella  disposición,  la
infracción  de  la obligación  de  guarda recién  aludida  y  en su defensa,  entonces -a pesar  de  lo dicho
inicialmente  de  aparejar  una  presunción  de  culpa-  no  puede  plantearse  con  éxito  en  el  terreno  de  la
culpabilidad  sino en el de la causalidad (G.J. CCXXXIV. Pág. 260).
2  Como puede verificarse cn  las notas inmediatameiite supra  en la jurisprudencia  colombiana no
es  de  fácil  recibo  la  tebía  de  la  responsabilidad  por  riesgo,  por  asimilaría  a  una  responsabilidad
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pasado,  pero  que  atempera no  obstante, todos  los  elementos  para  conrertirla  de  una
responsabilidad  por  actividades peligrosas,  al  ser  aplicada a  los  vehículos, como  una
típica  “responsabilidad automovilística por el  riesgo desplegado” que prevé  exoneración
de  responsabilidad para  el agente con un  actuar irreprochable “causante” del  accidente,
sólo  en sentido material, bien por culpa o negligencia de  la propia víctima o por fuerza
mayor  extraña a  su  conducción, corno bien  se consagra en la  legislación española, que
tipifica  una  responsabilidad  asentada  en  el  riesgo  creado  por  el  vehículo,  la  cosa
inanimada,  que por  su accionar de  peligrosidad puede  ocasionar daños, infringiendo el
“deber de seguridad” y la esfera de protección del ser humano, ajeno a esa actividad y que
puede  ser víctima por  la actividad  que despliega el  automóvil, sin tener que imputar al
guardián,  sino  a  la cosa misma.
Con  las tres sentencias del 30 de noviembre de  1935, 14 de marzo y  18 de mayo
de  1938°,  la  Corte  Suprema sentó  nueva  doctrina jurisprudencial,  que  descargó  a  la
víctima  de la  obligación de probar de  probar la  culpa que  le  incumbía, bastándole con
probar  que  el daño  se sufrió por razón  o  motivo de la  actividad peligrosa, para  que el
autor  del  daño  quedara  presumido  de  responsabilidad y  entonces  el  damnificado ha
cumplido  su papel probatorio, correspondiéndole  al autor del daño,  por la  inversión de
la  carga de la  prueba,  descartar esa presunción que  pesa sobre él,  demostrando que  el
daño  obedece  a  “una causa  extraña”, fuerza mayor,  caso fortuito  o culpa  de  la  propia
víctima  o de un tercero.
En  síntesis,  se presume de  responsabilidad al que ejerce la  actividad peligrosa,
criterio  objetivador, no pretendido en su momento, pero que bajo nuevas interpretaciones
transita  por el ámbito de la teoría del riesgo,  aunque así no esté reconocido y se resistan a
estrictamente  objetivada;  y.  sigue  fundamentada  en  la  responsabilidad  por  infracción  del  deber  de
cuidado  del guardián de  la cosa, siguiendo a la doctrina francesa, art. 1 384 del C.C.
°  Gaceta judicial N° 1934 y 1936
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ello,  y, se puede,  por  tanto  equiparar al  sistema de  responsabilidad del  automóvil  del
Derecho  español,  excluido,  obviamente el  sistema  de  reparación  del  SOA.  Aunque
también  se acompaña la responsabilidad por actividad peligrosa de un seguro obligatorio
con  límites  y  coberturas  bajas,  pero  consecuencia de  las  nuevas  interpretaciones del
moderno  Derecho  de  accidentes  o  Derecho  de  daños,  que  determina  a  la  par  de
presunciones  de  responsabilidad, la  adopción de  sistemas  de garantías, que  en nuestro
ordenamiento cumple el SOAT.
Es  indiscutible,  que  en  esta  materia  de  reparación  del  daño,  el  Derecho
colombiano  sigue a la mayoría de los Estados y su interés de protección a  las víctimas,
que  a la  par  que  regulan, preferentemente  reglas de  responsabilidad civil  ex delicto  o
extracontractual,  adoptan  subsidiariamente  el  aseguramiento  obligatorio,  como
mecanismo  de reparación pública y privada del daño.  Sistemas originarios de los países
nórdicos,  anglosajones y  europeos, que  han  implementado un  sistema  inserto  en  los
seguros  privados  o  en  sistemas  de  solidaridad  social,  según  el  cual  la  sociedad,
representada  en  la  masa  de  propietarios o  conductores  de  vehículos o  por  toda  la
sociedad,  asumen una  distribución del  riesgo  de conducción, imposible de  evitar, y  lo
trasladan  a  un  tercero  -  el  asegurador-  quien  garantiza  a  la  víctima  el  pago  de  la
indenmización  por  los  daños  causados,  generalmente  mediante  contratos  de  seguro
obligatorio  de responsabilidad civil automovilística, sistemas de garantías muy suficientes
que  tienden a cubrir  la integridad del daño.  Este  sistema adoptado por el  ordenamiento
jurídico  colombiano, goza de  una acertada estructura mixta  como seguro de  accidentes
personales  y seguro de responsabilidad sin culpa,  aunque con  coberturas muy bajas que
sólo  alcanzan a  una mínima reparación de  los gastos de curación  y  una prestación por
muerte,  gastos  de  entierro  o  incapacidad  permanente  en  forma  de  seguro  de  vida,
indemnizable  a  la  ocurrencia del  siniestro sin  necesidad de  declarar responsabilidad al
causante, es un seguro con criterio socializado pero sin el suficiente desarrollo económico
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para  dar respuesta real a la demanda de justicia actual, pues el nivel de riqueza del país y
de  su sector asegurador no lo permite.
Se  evidencia otra problemática derivada de la responsabilidad civil en el Derecho
colombiano,  y es la  ausencia de identificación de los diferentes tipos de daños que sufre
la  víctirna1,  al  ser  valorados judicial  o  extrajudicialmente.  No  hay  una  norma  que
permita  individualizarlos  y  menos  aún  repararlos  totalmente,  no  obstante  que  su
categorización  debería ocupar un lugar preferente  en los temas de  responsabilidad de la
doctrina  jurídico-  económica  y  del  Derecho  de  Daños,  en  demanda  de  acciones que
prevean  su justo  recbnocimiento y  adecuada  satisfacción para  los  peijudicados32, más
aún,  cuando  sabido es que  nadie puede  escapar a  las posibilidades de  victimación del
automóvil,  ya  sea  como  propietario,  poseedor,  conductor  o  simple  sujeto  pasivo  del
peijuicio  consecuencial que entraña la  creciente actividad de la conducción.  El  sistema
subsidiario  que  garantiza  la  reparación  -  sino  total,  si  en  parte-  del  daño  personal  ó
corporal,  en  el  Derecho  colombiano,  el  “Segwo obligatorio de  daños  coiporales  en
accidente  de trónsito” (S.O.A.T), a diferencia del SOA español, cubre a la totalidad de las
víctimas  que han  sufrido  daños en el accidente, la víctima, el conductor, el tomador de la
póliza  y  sus  familiares,  sin  interesar por  culpa  de  quién  se  ocasionó  el  daño.  Tal
circunstancia,  permite deducir ex ante  que  estas  características riñen con  los principios
básicos  de responsabilidad, consagrada para responder a terceros y no al propio causante
Siguiendo  a los sistemas anglosajones, en los países de la Europa continental, hay un nuevo interés
en  la reparación de la víctima y la necesidad de reformas en la legislación penal y civil, por ello un sector de
la  doctrina  Alemana,  califica  el  renovado  interés  por  proteger  la  posición  de  la  víctima,  corno un
‘redescubrimiento  y uno de  los acontecimientos político -  criminales más importantes de  la última década.
TAMARJT SUMALLA, Josep M. La reparación a la víctima en el derecho penal. Estudio y Crítica de las
tendencias  político-criminales.  Barcelona: Fundació Jaume Callís, 1993,  p  15,  (cita  a  SCHÓC,
Heinz.  Deusícher  iuristentag  Gutachien.  München: Beck. 1992, p 54.)
32  Circunstancia que llevó a  la necesidad de  propugnar  reformas legislativas de las anacrónicas leyes
de  responsabilidad civil  extracontractual, positivadas en  los ordenamientos de  casi  todos  los países  del
mundo,  en beneficio de la  víctima para obtener reparación por  parte del culpable o prever mecanismos de
compensación  en  caso de insolvencia, antes que a  centrar las acciones en dirimir la imputación -penalista-
del presunto responsable.
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(el  conductor) y lo  situarnos en  la naturaleza de un  seguro de  accidentes y de  sanidad,
acorde  a su denominación, que textualmente dice ser un seguro de daños corporales en
“accidente de tránsito”.           -
Igualmente,  se consagra en  forma atípica, en el  art. 96 del  Código Nacional de
Tránsito, y no en el Código de Comercio, que regula el contrato de seguro, como contrato
mercantil,  además,  en  jurisprudencia  de  la  Corte  Suprema,  lo  denorninó,
equivocadamente  a  nuestro entender, como  “un seguro de  responsabilidad a favor  de
terceros”33, pese a que, en verdad no es más que un seguro de accidentes personales con
anexo  de gastos sanitarios; pues ateniéndonos a la estructura que la legislación comercial
señala  para el mismo, nos anticipamos a decir que no comporta éste la técnica específica
de  los seguros de daños, al excluir los amparos de muerte y de incapacidad permanente,
del  monto indenmizatorio que no pueden deducirse del crédito de  responsabilidad civil;
puesto  que  sólo,  las  coberturas  correspondientes a  gastos  médicos,  funerarios  y  de
transporte  pueden sei deducidos del monto  del daño34. Frente a tal razonamiento, es más
congruente  en  cuanto a  su  técnica,  reconocer su  estructura de  naturaleza similar  a  un
seguro  mixto de personas (sea un seguro de vida o de accidentes personales y un seguro
sanitario),  con criterios de ser una prestación con carácter de solidaridad social.
°  C.S.J. Sentencia de  Enero 29 de  1987. Fallo proferido acerca de la exequibilidad de los arts. 115 y
116  sobre vigencia del S.O.A.T., de la Ley 33/86, en el cual se declaró que  “se trataba  de  un  seguro  de
responsabilidad  civil por  daños  a  terceros”.  Ratifica así la Corte Suprema, que es un seguro de responsabi
lidad  civil por  daños a terceros, con beneficiario indeterminado, que hipotéticamente será determinable al
momento  del  accidente -  la  víctima- legitimada para recibir  la  prestación del  contrato, aunque entre  en
contradicción desde una perspectiva  de legeferenda  con los principios básicos que estructuran los contratos
de  seguro de  responsabilidad civil,  al  no  poder  deducir de  la  totalidad de  la  suma indemnizada por  el
S.O.A.T.  en  favor  de]  agente  dañador  -el  conductor-  o  del  tercero  civil  responsable,  -  propietario,
administrador,  usufructuario, etc.-  las  coberturas obligatorias  de  Muerte  e  Incapacidad permanente,  al
liquidar  la totalidad de  los daños causados.  Y añadirímos  nosotros que la cobertura a  favor del tomador,
asegurado  o  conductor,  también  repulsa  a  la  naturaleza  de  la  institución  de  responsabilidad porque
concurren en los extremos de víctima y obligados a reparar  con derecho a reparación por la ocurrencia del
accidente  de  tránsito. Esta  interpretación no  la  compartimos pues  desde  la  dogmática del  Derecho  de
seguros,  la estructura y prestaciones lo determinan como un típico seguro de personas mixto  o  combinado:
un  seguro sanitario o de salud y de un seguro de  accidentes personales, sometido totalmente a su régimen
normativo.
   Cfi’. Decreto 1032/91 del 18 de abril, Vid cita notas 7-8.
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De  ahí que tengamos como hipótesis principal, que  son sus elementos esenciales
los  que  le  caracterizan como  un  estricto  “Seguro  mixto  Sanitario  o  de  Salud  con
Accidentes  Personales”,  fundado  en  los  dos  tipos  de  seguros  de  personas  que  lo
conforman:
1)  El  primero,  un  Seguro  Sanitario  o  de  salud,  con  coberturas  de  carácter
indeninizatorio  para el restablecimiento y recuperación de la  salud,•tanto para el
propio  causante del daño, como para  sus víctimas, sin distingo alguno de  ser el
tomador,  asegurado  o  terceros, por  los  gastos  de  curación  (daño  patrimonial)
derivados  de  las  lesiones  corporales causadas,  y  limitados taxativamente  a  las
coberturas  autorizadas en el SOAT:
a)  Gastos médicos, quirúrgicos. farmacéuticas y hospitalarios
b)  Gastos funerarios  y;
c)  Gastos  de  Transporte  desde  el  sitio  del  accidente,  hasta  el  límite  de  las
coberturas’3.
2)  En  segundo  lugar,  un  típico  Seguro  de  Accidentes  personales  con  dos
coberturas  básicas de protección igual a un seguro de personas:
   Cfr. el art. 11, Parágrafo del D;  1032 de 1991:  “Las swnas pagadas por concepto 4e los amparos
de  carócter indemnizatorio de las pólizas que se  emitan en desarrollo de este decreto, se entienden priori
tarias  e imputables a  la  inclenmización que por  maycr.  valor pueda  resollar  a  cargo del  responsable del
accidente  La deducción que  podemos  hacer sobre  los  amparos indemnizatorios del  S.O.A.T,  es  que
efectivamente  están  destinados  a  recuperar  la  salud  y  proteger  la  integridad corporal  de  la  víctima,
enmarcados  dentro de  la concepción de  daño patrimonial como los gastos de  curación,  sean quirúrgicos,
faruiacéuticos.  hospitalarios.  ftinerarios y  de  transporte,  que  por  tener  tal  carácter se  les  reconoce  como
imputables  a las indemnizaciones que por mayor valor pueda resultar a cargo del responsable del accidente.
Las  indemnizaciones por Muerte e Incapacidad, como lo anotamos supra -  nota  anterior- no tienen
tal  consideración y no podrán dedUcirse del monto de  la condena por  R.C. Lo anterior es  la base, que  ha
permitido  a la jurisprudencia, erróneamente en  nuestro concepto, definir tal cobertura del  SOAT como de
responsabilidad  civil, repugnando tal estimación por que en esencia no se indemniza, ni se  compensa nada,
sólo  se atiende a unos gastos mínimos de  curación que  mal pueden entenderse como reparatorios del daño
causado  en un accidente de tráfico, que entre otras cosas, suelen ser de gran magnitud.
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a)  Muerte  accidental  ligada  al  vehículo,  tanto  del  tomador,  asegurado,
familiares  o amigos, del conductor (cuando es diferente), ocupantes del vehícu
lo  y terceros no ocupantes y;
b)  Incapacidad permanente por lesiones, para las mismas  personas, por un
monto  limitado en la Ley de seguro obligatorio -SOAT
Ahora  bien,  teniendo  en  cuenta,  que  de  los  valores  asegurados por  el  SOAT,
indemnizados  por  el  asegurador  a  la  víctima  o  sus  derechohabientes, las  sumas por
muerte  e incapacidad permanente, no pueden ser deducidas de la indenmización que por
responsabilidad  civil  se  reclame  judicial  o  extrajudicialmente  al  responsable  del
accidente,  permite  afirmar  que al  no tener  tales coberturas carácter indemnizatorio, al
disponerlo  así  la  legislación  aplicable  al  Contrato  de  Seguro  obligatorio36, estas
constituyen,  en consecuencia, una cobertura con finalidad social de reparación, impuesta
por  el Estado, quedando por abonar al  crédito de responsabilidad, únicamente las sumas
indemnizadas por gastos de curación, funerarios y de transporte, que son indemnizaciones
limitadas  y  mínimas  que  en  nada  reparan el  daño  causado  por  responsabilidad civil
automovilística,  y se puede afirmar que estás también son coberturas de previsión  social
para  solucionar los gastos de primeros auxilios o deceso de la víctima37.
Cumplida  la  sistematización  de  la  normativa  sobre  responsabilidad
 Al definir el Art.  1140 del  Código de  Comercio, los ‘Amparos con carácter indemnizatorio” como
aquellos  que  tienen  un  carácter  de  daño  patrimonial,  p.e.  gastos  médicos,  clínicos,  quirúrgicos  y
hospitalarios,  etc., que  se regulan por las normas de  los seguros de  daños, quedando por  fuera, en conse
cuencia,  por ser extraños a tal naturaleza los amparos de Muerte e Incapacidad Permanente, que en tal caso
al  no  tener  el  carácter  de  indemnizatorios, no  pueden  ser  abonados  a  la  indeninización a  cargo  del
responsable del  accidente. Vid sobre el carácter indenmizatorio de  los seguros, la obra del insigne maestro
colombiano OSSA,  EFREN, Tratado Elemental  de Seguros. Bogotá: Lerner, 1963.
   El fundamento para que las indemnizaciones por Gastos médicos y gastos de entierro y transportes,
al  ser pagadas por el asegurador, puedan deducirse del quantumn a pagar por responsabilidad civil a cargo del
conductor  o civil responsable, es el carácter indemnizatorio atribuido a tales coberturas en la legislación civil
y  comercial del  contrato de seguro, que se repite en  el articulado del Decreto 1032/91,  reglamentario del
SOAT.
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automovilística  y  de  seguro  obligatorio  di  automóvil,  el  objeto  específico  de  la
investigación,  se  centra  en  analizar  la  naturaleza  y  estructura  del  sistema  del
aseguramiento  obligatorio  por  responsabilidad  civil.  De  ahí,  nuestra  hipótesis  de
estimar  el  aseguramiento  obligatorio  colombiano  como  un  típico  contrato  de  seguro
sanitario  y de  accidentes personales,  insertó  en  las  políticas de  previsión  y  seguridad
social;  sometido  para  su  ejecución a  las  disposiciones  contenidas  en  el  Código  de
Comercio  para el contrato de seguro de persons,  con acción directa para la efectividad de
la  prestación asegurada y  en el evento de fallecimiento,  transmite a  sus causahabientes
tal  derecho, conforme a lo rituado en el  art. 1042 del  C.Co, que permite a los herederos,
en  calidad de beneficiarios, sin tener que iniciar una acción hereditaria, ni esperar apertura
de  sucesión  o  partición  herencial,  obtener  automáticamente  las  indemnizaciones  del
SOAT.  Además de gozar de la facultad excepcional con que el legislador dotó al contrato
de  seguro en general, del  mérito ejecutivo,  transcurrido el plazo de un mes (calendario)
desde  la presentación de los documentos que acreditan el derecho a indemnizar, sin que le
quepan  exclusiones  de  ninguna  clase,  salvo  la  de  pago,  aunque  en  la  practica,  los
aseguradores  indemnizan extrajudicialmente la gran mayoría de las reclamaciones que se
les  presentan, sin tener que acudir a la vía judicial.
No  obstante  su  limitada  cobertura,  puede  concluirse  que  el  aseguramiento
obligatorio  -  SOAT  -  impuesto  a todo  vehículo en  circulación, para  paliar al  menos en
parte  los resultados  dañosos  de  los  accidentes de  tránsito  en  Colombia,  es  más  una
solución  extrajurídica de  reparación, que  responde, aunque mínimamente a  la  demanda
social  de garantía, no sólo para los terceros -  las  víctimas- sino para el propio conductor,
el  propietario,  asegurado,  tomador  y  sus  familiares  al  considerarlos a  “todos”  como
terceros  con derecho a obtener  indemnización -  excluido  en el caso de colisión de dos o
más  vehículos, el conductor contrario, quien estaría cubierto por  su propio seguro y a  su
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asegurador  debe reclamar, si bien, contraviniendo los principios básicos de la institución
de  responsabilidad civil extracontractual38, sí está ligado a la institución de responsabili
dad  civil objetivada por tener como finalidad responder con su cobertura a parte de los
daños  generados en el riesgo desplegado por la actividad automovilística, prescindiendo
totalmente  del  elemento de  la culpa como requisito previo a la  indemnización del  daño
material  corporal.
Además,  permite por expreso mandato de la  ley, (D.  1032/91) beneficiar a todo
aquel  que sufra daños en el accidente de tránsito, por lo que  decanta una naturaleza, más
adecuada  a  un seguro de  servicios sanitarios, para  garantizar los gastos de curación y
rehabilitación  con  un seguro de accidentes personales que cubre la muerte sea cual fuere
la  causa o  forma de ocurrencia  en  un  accidente de  automóvil, no  constituye exclusión,
incluso  el que el vehículo llegare a ser utilizado como arma, en cuyo supuesto se estaría
en  frente de  un homicidio, circunstancia que, repele a  los principios orientadores de  la
responsabilidad  del  automóvil  que  liberaría al  asegurador  obligatorio  puesto  que  el
siniestro  no obedece a un riesgo de  la circulación, sino a una actuación dolosa en que el
vehículo  es el arma empleada, y así se tipifica p.e en el Derecho español y, es causal de no
responsabilidad  en el SOA.
Es  claro que en este  esquema de garantía del  Derecho colombiano, subyace, un
interés  jurídico  de  protección  a  la  persona  humana,  a  su  integridad  corporal  como
víctima39  y  no  a  sus bienes  o  patrimonio,  como  tampoco  a  los  del  asegurado,  tomador  o
En  la dogmática jurídica,  en  la institución de  responsabilidad civil, no se  puede tener al  mismo
tiempo  la condición de tercero peijudicado y de causante, tomador o asegurado obligado a responder, o sea
que  no se puede obtener beneficio de la propia culpa )I.espoisabilidad  situación que queda patente en el
seguro  obligatorio español y las directivas comunitarias que excluyen del ámbito del S.O.A, al conductor del
vehículo  causante del daño, contrario al SOAT en el derecho colombiano, que contrario a la naturaleza de la
responsabilidad  civil, denomina corno tal al seguro obligatorio siendo que tanto su naturaleza corno finalidad
apunta  a  prever  un  sistema de  salud con  el  cual  se  financie y  paguen los gastos de atención médica,
hospitalaria y de entierro de las víctimas diarias de accidentes de transito.
   Favorecer la reparación del daño, es el tratamiento que se le h  querido dar desde 1985, cuando las
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del  causante del daño; aunque sí se dirija a prever su insolvencia, al trasladar por el pago
de  una prima al  contrato de seguro, la liquidación del daño a cargo del asegurador, quien
reparará  de  forma automática  o  concomitante  a  la  ocurrencia del  accidente, dada  su
verdadera  esencia de  indemnizar sólo el daño  personal emergente, excluyendo el  daño
sobre  bienes.
En  cuanto  a  la  cobertura  y  reparación  de  los  daños  a  los  bienes  y  al  daño
extrapatrimoflial -como los daños morales o rentas por percibir- están  excluidos de las
coberturas  del S.O.A.T; al igual que los daños personales cuyo valor exceda el límite del
seguro,  que es mínimo, para  los cuales, se debe perseguir  su pago mediante el  seguro
voluntario  u otras  garantías establecidas en  las leyes de R.C,  o por  la vías  especiales u
ordinarias  del  proceso  penal o  civil.  Por  eso,  surgen necesariamente,  preguntas  que
trataremos  de responder, en cuanto a  la eficacia del  aseguramiento obligatorio:  ¿Sí son
suficientes.  para  las víctimas,  las  indemni7ciones  contenidas en  la  póliza  de  seguro
obligatorio  o debe este ser mejorado?
Desde  otro punto de vista, lo que también se deduce, en opinión de la autora, es la
oportunidad que reviste para la víctima, la subsidiariedad de la garantía del seguro, para la
reparación  del  daño,  trasladada,  así  sea  en  forma  limitada, a  un  tercero  solvente -  el
aségurador  -  que  es quien  paga la indemnización.  También, somos conscientes de que
indudablemente,  a  pesar  de  la  existencia  de  las  instituciones  de  responsabilidad  y
aseguramiento  obligatorio  de!  automóvil,  son  mayores  los  cuestionamientos,  ante  el
amplio  panorama de víctimas de la accidentalidad vial que en Colombia, aún no obtienen
Naciones  Unidas, celebraron  en  Milán  el  VII  Congreso  sobre prevención del  Delito  y  Tratamiento del
Delincuente’,  se debatió un estudio sobre  ‘la reparación, la asistencia, la restitución  y  la indemnización de
las  víctimas  de  delitos’;  llegando  a  proponer  a  los  Estados  la  creación  de  fondos  nacionales  de
compensación  a  las  víctimas, con  mecanismos extrapenales para  solucionar el  conflicto entre  autor  y
víctima,  mediante procesos de  mediación y  conciliación con medidas  de  restitución y  de  compensación.
TAMARIT SUMALLA, Josep M. La reparación ala  Víctima en el derecho penal. Estudio y  crítica de las
¡nievas  tendencias  político-criminales  Barcelona: Fundació Jaurne Callís, p  15/17.
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más  que un mínimo grado de “reparacióntt por las vías judiciales y de muchas más que ni
siquiera  acceden ante la administración de justicia  o ante las empresas aseguradoras en
acción  directa  para  la  liquidación  de  las  indenmizaciones  que  por  daños  materiales
corporales  les ofrece el sistema de responsabilidad y del S.O.A.T, bien por desconocer su
alcance  o  incrédulo  de  la  efectividad  del  sistema  de  responsabilidad  en  general40,
precedido  de  procesos  lentos,  donde  la  víctima tiene  un  trato  casi  marginal,  ante el
protagonismo y múltiples garantías de defensa del conductor, presunto responsable -  en  lo
penal-  sumado a las dificultades de vincular al tercero civil responsable que agregado a
las  posibilidades de insolvencia o traspaso de bienes -en lo civil yio penal- no garantiza
una justa ejecución de condena de reparación, haciendo desistir a muchos peijudicados de
proponer  la  acción  correspondiente, que  de  culminar,  en  el  mejor  de  los  casos,  se
convierte  en  un fallo ilusorio o  disímil frente a  casos equivalentes, dependiendo de  la
jurisdicción  invocada  y  con  remotas  posibilidades  de  obtener  del  responsable,  la
reparación  integra del daño.
Por  todos estos antecedentes, creemos en la importancia del tema y la necesidad
de  buscar a través de la investigación y su estudio con el Derecho comparado extranjero,
en  está  oportunidad  con  el  Derecho  español  y  el  Derecho  comunitario  europeo,  el
cumplimiento  o  no de  los objetivos fijados en  la  dogmática jurídica  y  en  las políticas
judicial  y  legislativa, para lograr los fines de justicia,  equidad y seguridad  jurídica  que
debe  cumplir todo sistema de responsabilidad civil por accidentes automovilísticos.  De
°  vid como referente social, lo  publicado en  el  periódico EL ESPECTADOR.(I 996)  “jMejor
a)7eg/e/nos.’.  Noticias  del  20  de  septiembre,  vía  internet,  www.elespectador.com,  en  la  que  se
analizaba  los  resultados de  un  estudio  del  Ministerio  de  Justicia  y  del  Derecho  que  al  analizar  los
mecanismos  vigentes para solución de  conflictos derivados del  accidente de tránsito, arrojó sorprendentes
resultados,  sobre la falta de  credibilidad en la  administración de justicia, pues  el 98% de los colombianos
prefiere alTeglar ‘por las buenas” antes que llamar a las autoridades para conciliar por vía judicial.  Lo más
significativo, es la incredulidad generalizada sobre las normas de responsabilidad por accidentes de tránsito,
llegada  al  extremo  que  algunos  propietarios  de  vehículos  ni  siquiera  hacen efectivo  el  seguro  de
responsabilidad  por  accidentes,  asumiendo costes  directos, con  tal  de  ahorrarse  tiempo en  querellas y
trámites;  prefieren el  descuento por  no reclamación, que se pactan en las pólizas, antes que a entablar
pleitos.
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ahí  la justificación,  buscando  respuestas  respecto de  nuestro  ordenamiento,  de  cómo
funciona  en  la praxis el  sistema indenmizatorio de responsabilidad civil extracontractual
para  la “reparación integra” del daño corporal sufrido por la víctima en  el  accidente de
tránsito
Debo  aclarar  que  ésta  investigación es  apenas el  principio de  un  proyecto que
como  profesional y docente en las cátedra de  Derecho de seguros y responsabilidad civil,
continuaré  en el tiempo, particularmente en el ámbito de la valoración del daño corporal
y  su reparación por el sistema de garantía.  No se agotan aquí todas las posibilidades de
estudio  de la responsabilidad civil del automóvil, particularmente en lo relativo al ámbito
de  la  reparación del  daño  corporal,  pero sí,  las más  sensibles dentro  de  la  dogmática
jurídico-civil,  esperando, con  las respuestas del  derecho comparado, su jurisprudencia y
doctrina  y el  análisis crítico de nuestras propias instituciones, se convierta este estudio en
una  propuesta  de  reflexión,  para  los  operadores  del  sistema  de  responsabilidad civil
extracontractual, jueces,  abogados, asegurados, aseguradores, encaminado a  servir en un
futuro  cercano, para el diseño de reformas legislativas que respondan a políticas públicas
de  seguridad automovilística, especialmente en cuanto a los criterios de imputación y la
valoración  y  reparación  de  la  integridad  del  daño  corporal,  que  beneficie  tanto  a
tomadores,  asegurados, terceros afectados, y compañías de seguros, sujetos sobre los que
repercute  la  efectividad  de  las  normas  reguladoras  de  la  responsabilidad  civil  del
automóvil4’  que  demanda  de  acciones  urgentes  de  protección  y  prevención,  ante  la
creciente  accidentalidad  que  en  la  actualidad,  a  la  par  de  no  ofrecer  reparaciones
satisfactorias  a  las numerosas  víctimas por  e! sistema de  administración de justicia,  si
congestiona  y  desperdicia  cuantiosos  recursos públicos  y  privados  en  los  despachos
judiciales  y,  solo  es un  dato  más  en  las estadísticas de  falta  de  acceso a  la justicia,
4!  0  del derecho de accidentes o del derecho de daños, cuyos fines, son los sistemas de compensación
y  de prevención.
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además  de  no  suplir  el  creciente mercado  de  potenciales  asegurados  que  demandan
mayores  niveles de  protección  por  responsabilidad del  automóvil a  través  de  mejores
pólizas  de  seguro  obligatorio,  con  normativas  eficaces  que  impongan  y  controlen
verdaderas  coberturas de  responsabilidad civil automovilística y no meros contratos de
atención  sanitaria o de salud.
Se  anticipa, como resultado esperado, que este estudio sea un modesto aporte para
los  interesados en  el  conocimiento de  la  institución  de  responsabilidad en  todas  sus
manifestaciones y aspirarnos que sirva a los fines de una propuesta de reforma del sistema
de  responsabilidad automovilística y su aseguramiento obligatorio,  en la que deberá tener
prioridad  una Ley especial sobre la responsabilidad derivada del accidente de tránsito que
acoja  la dispersa normativa en una  sola Le’y de responsabilidad civil y  seguro obligatorio
del  automóvil, con  referentes de  la  concreta  Ley española y,  otra,  que  valore  la  vida
humana  y tasé cualquier forma de daño que la persona sufra, incluyendo el daño moral o
extrapatrimonial,  con la que se pueda  valorar cualquier ámbito de la  responsabilidad en
general.
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PARTE  1
EL  SISTEMA  DE RESPONSABILIDAD  CIVIL  Y DE GARANTIAS  EN  EL
DERECHO  COMPARADO
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CAPITULO  ¡
LA  ARMONIZACION DE LA LEGISLACION  DE RESPONSABILIDAD
CIVIL  DEL AUTOMO VIL EN EL DERECHO ESPAÑOL
1.1.  NOTAS PRELIMINARES
Los  precedentes del  moderno sistema de responsabilidad civil extracontractual y
42del  aseguramiento obligatorio, aplicable a  los accidentes de vehiculos de motor  en el
ámbito  español,  tienen  su  fuente  tanto  en  el  Derecho  nacional  como  en  el  Derecho
comunitario europeo.
Son  los países nórdicos, los pioneros, en prever un sistema de garantías a través
de  leyes  especiales  de  responsabilidad  civil  derivada  de  la  circulación  de  vehículos
automotores  para responder a los peligros de la circulación y sus efectos en la población43
por  los accidentes de tráfico44. El  sistema de protección se fundamentó mediante con-
42  CONZALEZ— HABA Y GUISADO. José María. Seguro- voluntario necesario y  no  necesario,  del
automóvil.  Madrid:  Dykinson,  1995,  p  35,  cita  a  RODRIGUEZ DEVESA,  quien  a  su  vez  cita  a
ALBACAR  LOPEZ,  que hace  un  referente histórico:  “(..)se  recuerda  cómo  el  primer  accidente  de
circulación  que  acaece  en  la historia  tiene  lugar  el  día  17 de  agosto  de  1896,  en Londres.  “...y  señala “el
vehículo  discurría  a unu velocici cid cte 6,5 km/li, cuando atropeiló a una  modista, y  gran  parte  del  clainor
sublevado  popular, descansaba en  el hecho cte haber suprimido el Gobierno al hombre que con bandera
roja  anuncia  la presencia peligrosísima del artefacto para  los peatones”. (Vid, cita n° 35 tornada de J.L.
ALBACAR  LOPEZ. Los  dm7 os derivados del tráfico ante la jurisdicción  civil. Derecho de  la circulación.
Centro  de Estudios  Judiciales, 1993, p 13).
   Finiandia con la  Ley especial de  1925, Noruega en  1926, Dinamarca en  1927 y  posteriorniente
Suecia  y Austria en  1929,  y  Reino Unido de  Gran Iretaña  e  Irlanda del  Norte en  1930.  Sin embargo,
siguiendo  a  los países nórdicos, otros países europeos, empezaron por propia iniciativa a  adaptar su legisla
ción  de  circulación,  tal  como  sucedió con  las  de  Suiza  y  Luxemburgo en  1932,  Alemania  en  1940,
posteriormente  sería un concierto mayor entre ellos,  Irlanda en  1954, Bélgica  1956, Francia y Austria en
1958. siendo los últimos España 1962, Holanda 1963, Italia  1969, Grecia 1976 y  Portugal en  1979.
  Nota del Autor: En esta primera parte del trabajo de tesis,  se empleará la expresión “accidente
de  tráfico  o  de  circulación”, acepción en  el Derecho  español, sinónima de  la  expresión  “accidente de
tránsito”  en el Derecho colombiano qtie se empleará en la segunda parte. Igualmente seguro sanitario se
33
tratos  de  seguro45, de  ahí  que  los  términos  responsabilidad  y  seguro,  siguiendo  a
REGLERO  CAMPOS se consideren que  ‘surgidos de una misma exigencia de repara
ción  del  dado, son  los  dos  términos  de  un  binomio  dirigido  a  la  salvaguardia  de  la
economía  de los individuos contra la creciente peligrosidad de  la vida contemporánea.
Esto  explica como las dos figuras  han experimentado una progresiva penetración  en el
mundo  jurídico  actual  en  el  que  la  máquina  ha  entrado  a formar  parte  de  nuestra
actividad  cotidiana”46. Este sistema, vendría luego a ser acogido por la mayoría de los
países  europeos  por responder a  las eventuales necesidades de concordar en medidas de
protecciÓn  armonización  y homogeneización no solo de las  garantías de seguro en los
diversos países sino de sus sistemas de resporabilidad,  dentro de un ámbito geográfico y
político  con intereses económicos comunes47.
Al  influjo de éste sistema de protección a las personas  potenciales víctimas de un
accidente  de  tráfico,  se crea  una nueva  necesidad social48 y,  surge el  interés en  otros
reemplazara  poi  seguro de salud.
   A este respecto, también, CALABRESI, Guido. The Cost of Accidents... op.cit.,  p7.8,  resepectO a
este  método  lo llama  “seguro”, y  agregaríamos que  de  modo específico, se  denomina “seguro  de  res
ponsabilidad  civil del automóvil”,  al que  cubre el riesgo de verse envuelto en un accidente automovilís
tico,  por  el  que los terceros, las víctimas pueden gozar del derecho al resarcimiento y hacer efectivo sobre el
patrimonio  del  asegurador- a  quien  se  ha  transferido  la  obligación de  indemnizar para  reparar  el  daño
sufrido.
4o  Cita,  de REGLERO CAMPOS, L. Fernando, (Accidentes de Circulación. Responsabilidad civil
y  seguro. Madrid:  Centro  de  Esmdios  del  Seguro.  1990,  p  316), y  que  zo  paie  de  la  ponencias de
Responsctbli!(i  civile  e  assicuraziOfle. En  Primo  Convegno per la Iralaziofle  di  temi assicuratiVi.  Milán:
Giufre,  1958, p9.  Vid sobre este terna a CALABRESI.  El coste de los accidentes ...  op.cit., p 26.
   Respecto de la relación  del derecho y sus efectos económicos, con la adopción de medidas  que
permitan  paliar  sus  efectos, está  la  interesante  obra del  profesor  SANTOS  PASTOR, Prieto.  Sistema
jurídico  y  economía.  Una introducción al análisis económico del  derecho. Madrid: Tecnos,  1989, 263 p.
Igualmente  GOMEZ, Femando  y  PASTOR,  Santos. “El  derecho de  Accidentes  y  la  responsabilidad
Civil.  Anuario de Derecho Civil, torno XLIII, fásciculo II, abril-junio, 1989, 495- 537.
   Considerada como una Culpa social, por el autor español SANTOS BRIZ, como una actividad u
orientación contraria a valores jurídicos protegidos (La responsabilidad civil. Derecho sustantivo y Derecho
Procesal.  7a cd,  rey y  act. Madrid:  Montecon’O, 1993, p  71-  74), de  a1  que  en  el  concepto actrial de
responsabilidad  en  las  Leyes  españolas, la  “ratio juris”  no  es  la  sanción del  acto  ilícito, voluntario  o
negligente,  sino  la  protección  de  la  persona,  o  sea  una  responsabilidad  corporal  patrimonial  y
extrapatrimOflial que  también  define el  importan”  .  .dista  DIEZ  PIÇASSO, como un principio ‘pro
dainnalo  ‘.  (Estudios sobre la Jurisprudencia Civil. Vol. 1, 2a ed. Madrid: Tecnos, 1979, p 276). 34
Estados,  de  adaptar  sus  Códigos,  con  lineamientos  comunes  de  responsabilidad  que
garanticen  la reparación de los daños causados.  Ese interés es acogido por un organismo
de  carácter  internacional,  el  lnstituf o  Internacional  para  la  Unificación  del  Derecho
Privado  (UNTDROIT), que  en  1933 propone  a  los países  vinculados, inicialmente, un
proyecto de armonización de las leyes de responsabilidad y posteriormente un segundo de
armonización  de  leyes de  los diferentes en  materia del  aseguramiento obligatorio, que
garantice a las víctimas la reparación efectiva de los daños causados.
En  lo  más  relevante, de  la  redacción del  primer proyecto  de Ley  Uniforme de
UNIDROIT,  sobre responsabilidad  civil de los automovilistas, se destaca la defmición
de  los  sujetos,  la  imputación  de  responsabilidad,  la  determinación  de  los  criterios
indenmizatorios y la legislación aplicable a la ocurrencia del accidente.
Definió  el  proyecto, que  los  vehLulos  terrestres  susceptibles  de  regulación,
incluía  a  “todo vehículo accionado por  una fuerza  mecánica  que  circulara  por  vías  o
terrenos abiertos al páblico, sin estar unidos ci una línea férrea  “,  excluyéndose por tanto,
aquellos vehículos que ‘por  su empleo  habitual no representaban un coeficiente sensible
de  circulación  por  carretera”,  p.e,  los  vehículos  destinados  a  labores  agrícolas  o
industriales,  casi  siempre circulando en predios  cerrados. En  cuanto a  los sujetos y su
vinculación  de  responsabilidad,  después  de  discutir  dos  propuestas,  se  aprobó  por
unanimidad,  la responsabilidad solidaria del poseedor o “detenteur” con  el conductor (la
segunda  consideraba  al  propietario  y  al  conductor  solidariamente  responsables).  La
imputación  de responsabilidad civil automovilística al conductor, se regiría entonces por
los  principios de la responsabilidad subjetiva, constituyendo causas de exoneración: a) la
fuerza  mayor; b) la culpa del peijudicado y; c) la culpa de un tercero.  Para el tenedor o
poseedor,  constituía  única causa de  exoneración, demostrar que el  vehículo  había sido
puesto  en  circulación contra  su  voluntad  o  sin  su  autorización,  salvo que  el  uso  del
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vehículo  tuviese por  causa  su  propia  negligencia, v.gr.  dejar  las  llaves puestas,  etc.
También  se  permitía  una  reducción del  quantum  indenmizatorio, por concurrencia de
culpa  entre la víctima y el conductor.  A competencia exclusiva de los Estados, se dejó la
conveniencia  de incluir o no la reparación de los daños morales y determinar sus valores
indemnizatorios.  En cuanto a la competencia para instaurar la acción de reclamación por
los  daños causados en accidente de tránsito, se determinó su ejercicio ante el tribunal del
lugar  del accidente forum delicti coJnmissi).
El  segundo proyecto de  UNIDRO1T, comprendió la  adopción de un  sistema de
garantías  de responsabilidad  a través de contratos de seguro con función resarcitoria del
quantum  del daño,  estableciendo el  aseguramiento obligatorio de la  responsabilidad
civil  de los automovilistas  y atribuyendo la obligación de contratar el seguro al poseedor
o  propietario,  como  condición  previa  a  la  circulación  del  vehículo,  extendiendo  las
coberturas  a lo previsto en la Ley uniforme de responsabilidad automovilística a favor de
terceros,  sin  incluir  a  las  personas y  bienes  transportados en  el  vehículo. También  se
dotaba  de  acción directa  a la  víctima o  peijudicado, pudiendo  proponer el  asegurador,
excepciones  frente al tomador o asegurado, sólo en cuanto a vicios del consentimiento en
la  formación del contrato o la falta de pago, pero no a la víctima reclamante.  En cuanto a
la  vigencia del seguro por transferencia de la propiedad del vehículo, se determinaron dos
posibilidades:  la  primera,  continuidad  del  contrato  con  facultad  de  revocación  al
asegurador  y del  nuevo propietario durante un período  determinado; la  segunda, termi
nación  del  contrato y  obligación a  cargo del  nuevo  propietario, de  contratar un  nuevo
seguro.
Al  sobrevenir  la  Segunda  Guerra  Mundial  (1942),  estos  proyectos  de
UN ID RO iT,  no  fueron  continuados,  aunq iie  constit riyen también,  antecedente  de  los
sistemas  de aseguramiento obligatorio por responsabilidad civil del automóvil, hasta que
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en  1948 el  Comité Económico  y Social de  las Naciones Unidas, reunido  en Ginebra y
basado  en  los proyectos de  UNTDROIT, consultó por medio de  un cuestionario a  once
países  europeos miembros de Naciones Unidas, quienes consideraron aun prematura  la
unificación  en materia de seguro obligatorio y manifestaron su negativa a  armonizar las
leyes  en materia de responsabilidad civil automovilística (tema tratado en el primero de
los  proyectos), al constituir un obstáculo la “diversidad  legislativa y económica de cada
país”,  por lo que se acogió entonces, una  vía intermedia, “un documento uniforme” para
certificar  intemacionalmente la existencia de un  seguro de responsabilidad y tal como lo
señala  la tratadista española MORILLAS  JARILLO:
Se acometió entonces la consecución de un nuevo objetivo: la búsqueda de una solución que, sin
obstaculizar el tráfico internacional, permitiera situar al menos desde el ángulo de la responsabilidad
civil-  al automovilista extranjero en el mismo plano que el automovilista nacional y escogió lo que
podríamos  calificar como  una vía intermedia: el sistema de la “carta  verde” (el  subrayado es
nuestro).49.
No  obstante, en  este  concierto  de  primeras legislaciones adaptadas en  el  marco
europeo,  es  Italia  quien  reclama  la  primacía del  aseguramiento,  surgida  del  primer
Congreso  Nacional Italiano del Seguro, celebrado en Tormo en  1926 en el  que  surge la
iniciativa  de  un  seguro obligatorio  para  la  protección  de  los  daños  derivados  de  la
circulación  automovilística50, ue  después  sería instaurado en casi todos  los países con
legislaciones de responsabilidad automovilística evolucionadas,5’ mediante adaptaciones
49                                 , .MORILLAS  JARILLO.  El  seguro  del  automovil:  el  aseguramiento  obligatorio de  la
responsabilidad  civil automovilística. Director Illescas Ortíz, Rafael. Barcelona: Bosch,  1992, p  144 y SS.
Comprende su obra uno de los más completos trabajos de investigación sobre el aseguramiento obligatorio
de  la responsabilidad del automóvil, merecedora del premio “Joaquín GalTigues” otorgado por S.E.A.I.D.A,
en  1993,  señalaba que es un sistema “al  que se  refiere la Recomendación número 5,  de 25 de  enero de
1949  del Comité para  Europa del Consejo Económico y  Social de la Organización de  Naciones Unidas.
Esta  recomendación,  inspirada  en la práctica  escandinava vigente desde los aios  veinte, establecía que los
Gobiernos  de los distintos países debían ciar las Jáciliciades necesarias a los aseguradores, deforma  que
éstos  concluyeran  acuerdos parc! la  creación de un  documento  unifárme  de seguro:  como resultado de  la
misma,  se crearon  en diversos  países oficinas nacionales (Bureaux),  (organizaciones  privcicias) organizadas
por  los aseguradores  con reconocimiento gubernamental”.
°  Así lo afirma MORILLAS  JARILLO,  El seguro del automóvil:  El aseguramiento. op.cit., p  143.
SI  Es de observar, que a pesar del interés coiiiún  p01’ imiformizar 1s  legislaciones de responsabilidad
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automovilística, la normativa expresa en los diversos países europeos, no responde a leyes especiales, sino a
normas  sustantivas de responsabilidad civil aquiliana, adaptadas a la responsabilidad surgida del automóvil,
tal  como lo cita el autor REGLERO CAMPOS. Accidentes de Circulación.. .op. cit., p 47 ss y 97, en que el
mismo  autor, hace  un análisis de  los diversos sistemas de  responsabilidad, que  ilustra el  tema y  dada  su
importancia para la comprensión de la materia  la citamos a continuación:
En  el  sistema  francés, la primera manifestación sobre la responsabilidad automovilística,  “.  se
halla  en un proyecto de ley presentado por los diputados BERNARD Y DA UTHJE, en el que se proponía la
adición  al art.  1386 del Cod.  civil del siguiente párrafo..  “El propietario de  un vehículo automóvil es, en
todo  caso  e  independientemente de  cualquiera  que  fuese  su  culpa  personal,  responsable  del  daño
ocasionado poi  su vehículo.  Esta responsabilidad no tendrá lugar cuando pruebe la culpa directa y  grave
a  caigo  de la víctima’; según cita tomada del Journal oficielle, cam. dip., Doc. parl.,  1906, núm. 522, pág.
235.  No  obstante,  hasta  la  Ley  de  5  de  julio  de  1985,  no  existía  ninguna  norma  especial  sobre
responsabilidad  automovilística, puesto que regia el principiode  interpretación jurisprudencial del art. 1384
del  Código Civil, relativo al  “gardien de la chose”, a  partir de  la célebre sentencia  “Jand’heur” del 13 de
febrero  de  1930, con la cual se ligó la responsabilidad del automóvil a la guardia de la cosa y, no a  la cosa
misma.  Se establece un sistema de responsabilidad prácticamente objetiva del guardián de la cosa, en el que
se  consolida la declaración de responsabilidad, sin distinguir si la cosa es accionada o  no por  la mano del
hombre.
En  la República Federal Alemana, al igual que en España, la responsabilidad automovilística, se
encuentra  regulada con leyes especiales sobre accidentes de  circulación, desde el  año de  1909 en  que  se
aprueba  la  Ley  “Krafthfahrzeuggesetz” reemplazada  por  la  Ley  federal  de  19  de  diciembre  de  1952
“Strassenverkehhrsgesetz” (“StVG”). Se  obliga a  responder  no  tanto  al  conductor  -sistema de  responsa
bilidad  español-  que  sólo  responde  solidariamente de  acreditarse  su  actuar  negligente,  como  sí  a  su
propietario  o detentador “el Halter”; es una responsabilidad objetivada, basada en la  doctrina del riesgo de
presunción  de responsabilidad, como lo señala el precepto 7 de la “StVG”
Cuando  como consecuencia del uso de un vehículo de motor muere una persona o se causan daños corporales
o  su salud. o daóos a las cosas. el “halter’ está obligado a reparar al agraviado el daiio sufrido.  La obligación
está  excluida, por “un evento inevitable que no se deba a un fallo o defecto del funcionamiento del vehiculo.
Se  considera como evento inevitable sobre todo la acción de la víctima, de un tercero ajeno a la actividad del
vehículo  o  de un animal. siempre que el “haber” o el  conductor hayan guardado la  debida diligencia de las
circunstancias  del caso.
Es  preciso  aclarar  que  las víctimas,  pueden  optar  por  acogerse  a  este  sistema  de  protección  de  la
Ley  de  1952 o  al régimen  general  de responsabilidad  del  Código  Civil  (Art.823.1),  en  el cual  está  sqjeta  a la
carga  de  la  prueba,  y  puede  reclamar  la totalidad  del  perjuicio,  incluyendo  los  daños  morales,  que  no  con
templa  la  citada  Ley de  Accidente  de tráfico  de  1952.
En  Italia, al  igual  que  én Portugal y  a diferencia  de  España  o  Alemania, que han disciplinado la
responsabilidad  automovilíst[ca  en  una  Ley  especial,  el  sistema  de  responsabilidad  civil  derivada  de  la
circulación  de  vehículos,  se  encuentra  en  el  mismo  Código  Civil,  que  establece  los  criterios  de  imputación
de  responsabilidad,  como puede  deducirse  del  siguiente  artículo:
Art.  2054 CC. Italiano  El conductor de un vehículo sin raíles  está obligado a reparar el daño causado a las
personas  y  a las cosas como consecuencia de la circulación del vehículo, si no prueba haber hecho todo lo
posible  para evitar el daño. (pfo.1°); sin que sirva de causa de exoneración (...)  los daños derivados de vicios
de  construcción o  de  defectos  del mantenimiento del  vehículo. (pfo.  40).  Y  en  cuanto  a la  colisión  de
vehículos,  se presume. salvo prueba en contrario, que cada uno de los conductores ha concun’ido por igual a
la  producción del daño sufrido por cada vehículo (pfo. 2°).
La  responsabilidad  objetivada,  recae,  en  principio,  sobre  el  conductor,  siendo  extendible  al
propietario,  usufructuario  o  adquiriente  con  pacto  de  reserva  de  dominio,  en  forma  solidaria,  salvo
demostración  de  supuestos en que el vehículo circuló contra su voluntad.  De no declararse la responsabili
dad  del  conductor,  quedan  exonerados,  también  de responder.
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derivadas  del  nuevo Derecho Comunitario Europeo52, legislado con la fmalidad de unifi
car  los  diversos ordenamientos jurídicos  de  los países  pertenecientes a  la  Comunidad
Económica  Europea.
Pero  antes de avanzar en la definición de criterios o regímenes de responsabilidad
civil  del Derecho español, por pertenecer España a la Unión Europea, debe partirse de una
descripción  sucinta de otras legislaciones de responsabilidad que atañen a la normativa de
responsabilidad  del  automóvil  para  determinación  exclusiva  o  complementaría  de  la
responsabilidad  y  su  sistema  de  garantías particularmente en  el  concierto  coniunitario
europeo.
1.2.  PRINCIPIOS DE RESPONSABILIDAD AUTOMOVILISTICA EN EL
DERECHO  COMUNITARIO EUROPEO
Con  la  incorporación  de  los  países  europeos  en  la  Comunidad  Económica
Europea(CEE)3,  la  globalización y  la  internacionalización de  sus  economías, para  la
En  Portugal, semejante al  sistema italiano, la responsabilidad automovilística, se  contiene en  el
Código  Civil:
Art.  503 C.C de Portugal: ‘aquel que tuviere la dirección efectiva de cualquier vehículo de circulación terres
tre  o lo utilizará en su propio interés, o bien por intennedio de mandatario (“comissário”), responde por los
daños provenientes de los riesgos propios del vehículo, incluso aunque este no se encuentre en circulación”.
La  responsabilidad fijada, sólo será excluida (...) cuando el accidente fuera imputable al propio lesionado, a
un tercero, o cuando resulte de causa de fuerza mayor extraña al funcionamiento del vehículo.
Esta  es una norma, de las más completas, de la teoría de responsabilidad objetivada, abierta, con un
ámbito  material muy amplio, con un sujeto pasivo responsable que incluye a toda persona que directa o poi
mandato,  tuviere la dirección efectiva del vehículo, obligando a  responder no por  los hechos de  la circu
lación,  sino  por los “riesgos propios del vehículo”, circule este o no. Deducimos, por tanto que es una norma
que  no deja  a interpretación jurisprudencial la imputación del sujeto responsable, que  lo será el que tuviere
¡a  dirección  ejecliva  o lo uuili:aré en su propio  interés.
  Un completo trabajo de investigación sobre esta materia se encuentra en  el texto de CAMACHO
DE  LOS RIOS, Javier.  .4rmonización  riel Derecho ele Seguro  de  Daños en  la  fArán  Europea. Madrid:
Civitas,  1996, 190 p.
‘  La  COMUNIDAD  ECONOMICA EUROPEA (CEE) : Tratado Constitutivo de 25 de  marzo  de
1957.  Publicado en  España, tras  su adhesión, en  el BOE n° 1, de  1 de  enero de  1986.  Conocido también
como  el “Tratado de Roma”  firmado en Roma (Italia), n  el que se estableció como misión: promover un
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consecución  de un Mercado  Común, que les  garantice la  libre circulación de  personas,
servicios  y  capitales,  se  origina per  se  la  libre  circulación  de  vehículos  terrestres,
marítimos  y aéreos, una de  las principales actividades que vino  a exigir la adopción de
leyes  especiales de responsabilidad y un reforzamientO de las garantías por  daños a  las
personas  y a sus bienes, tanto en el Estado de estacionamiento habitual o de aquel en el
cual  se encontraré en tránsito el vehículo.
Con  el Tratado de Roma, constitutivo de la Comunidad, se estableció en el mismo
como  objetivos principales  garantizar tres  libertades  básicas,  que  son:  1) libertad  de
circulación  de  personas,  2)  libertad  de  circulación  de  mercancías  y  3)  libertad  de
circulación  de  capitales.  Para  garantizar la  efectiva eliminación de  barreras  a  la  libre
circulación  de  vehículos y  personas, el  Consejo  de  las  Comunidades facultado  por  el
Tratado  para legislar sobre estas materias, adoptó una reglamentación sobre la responsa
bilidad  civjl derivada de la circulación de vehículos de motor, mediante el mecanismo de
las  denominadas Directivas comunitarias, que constituyen un Derecho originario con  la
obligación  de  ser adaptado por los países miembros.
En  consecuencia, se aprobaron, hasta la fecha, tres Directivas, cuya consecuencia
inmediata  fue, que  la  carta  verde  como “certificado internacional de  seguro” entre los
países  europeos,  operó  plenamente  hasta  las  modificaci2nes  introducidas  por  las
Directivas  comunitarias, y sólo se sigue exigiendo, para aquellos vehículos que no pueden
garantizar que gozan de tal cobertura.  Tal es el caso de los vehículos con estacionamiento
mercado  común. la  aproximación y  el  desarrollo anoniOsO  de  las políticas económicas, una  expansión
continua  y equilibrada, con estabilidad creciente, y elevación del nivel de  vida  de  los Estados  miembros;
posteriormente  es modificado por el  “Acta Unica Europea” firmada en Luxemburgo el  1 7 de  febrero de
1986 y  en la Haya el 28 de  febrero de  1986 (como pau  previo antes del Tratado de la Unión) que viene a
consolidarse  con  el  “Tratado  de  Maastricht”,  del  7  de  Febrero  de  1992,  mejor  conocido  como  el
“Tratado  de  la Unión  Europea” una etapa en  el  proceso de  unión de  los pueblos de  Europa (con un
Tribunal  de Cuentas y Fiscalización gastos de  la Comunidad) es un concierto dentro del cual, el Derecho de
Responsabilidad y  Seguro del automóvil, tine  un creciente protagonismo, para el cumplimiento de los fines
de  libre circulación de personas, servicios y mercancías.
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habitual  en un tercer país o en el territorio no europeo de un Estado miembro.  Estos sí,
habrán  de disponer de una carta verde o certificado internacional de seguro, o contratar un
seguro  de “frontera”, instándose a los Estados miembros a adoptar controles para que los
citados  vehículos sólo puedan  circular en  su  territorio silos  daños que puedan  causar
están  cubiertos en el conjunto del territorio en el que se aplica el Tratado.
a)  La primera Directiva
Es  la Directiva 72/166/CEE de 24 de abril de 1972, y los acuerdos complementa
nos  del  16 de octubre de  1972 y 12 de diciembre de  1973, se reguló la  responsabilidad
civil  que resulta de la circulación de los vehículos de motor, para cumplir la finalidad de
desarrollar el principio de libre circulación de personas, facilitando en su cumplimiento la
libre  circulación de  vehículos automóviles, exigiendo la  supresión de  los controles, en
fronteras  y aduanas, y la seguridad de que todos los vehículos contaban con un certificado
internacional  de  seguro  o  carta verde,  obligando a  las  legislaciones nacionales de  los
Estados  miembros a : 1) garantizar el absoluto cumplimiento de la contratación del seguro
de  sus vehículos con estacionamiento habitual, 2) que el seguro tenga coberturas válidas a
nivel  de todo el territorio comunitanio (art.3), o sea que se cubriera igualmente todos los
daños  causados en  el  territorio de  los otros  Estados miembros según la  legislación en
vigor  de esos Estados y, 3) adoptar un  sistema que  permitiera solucionar los  siniestros
ocurridos  en un Estado miembro causados por vehículos de otro Estados miembros.
Con  ésta  regulación dirigida a  garantizar la responsabilidad civil derivada de la
circulación  de  vehículos  de  motor  en  tiel  territorio de  los  Estados  Miembros”,  se
autorizó  la práctica de un seguro de responsabilidad civil, conocido como el ramo 10 del
apartado  A, a tenor del apartado B del anexo de la Primera Directiva, que incluía además
otros  tres ramos de responsabilidad, aérea, marítima y responsabilidad en general.  En el
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art.  2.2 de  la  misma Directiva, se preveía un acuerdo entre las Oficinas Nacionales de
seguros  de los Estados Miembros “en virtud del cual cada oficina afiance la resolución
de  los siniestros ocurridos en su  territorio que hayan sido provocados por  la circulación
de  los vehículos que  tengan su  estacionamiento habitual en el territorio de otro Estado
miembro,  estén o no asegurados  en las condiciones que establezca su propia  legislación
nacional  sobre el seguro obligatorio “,  garantizando así el pago de siniestros, conforme
a  la  legislación  nacional,  principiO forum  delicti  comissi,  ocasionados  por  vehículos
asegurados o no asegurados de otro Estado miembro.
Está  normativa de primera generación (Primera Directiva), es acusada de graves
defectos,  por que  dejaba ciertas  incertidumbres, tales como sobre si se obligaba o no a
cubrir  “todo” el territorio de la comunidad y la determinación de las cuantías entre otros,
hacía  para  alguios  “más patentes  las divergencias, especialmente económicas, entre  los
Estados  miembros “,  el  dejar al arbitrio de los Estados el ámbito personal de protección,
que  incluía básicamente a terceros, la fijación de cuantías y ser la Ley Nacional del lugar
del  accidente la que  se aplicará para el pago de la indemnización, contravenía evidente
mente  el  principio  de  armonización. Tampoco  especificó  la  Directiva  si  la  responsa
bilidad  ha  de  atribuirse  por  el  simple riesgo  de  circular  el  vehículo  a  motor  o  si  se
mantiene  el  principio de responsabilidad por culpa, agravando aún mas los criterios de
unificación  real, según el sistema de responsabilidad vigente en cada Estado.
>  Por  la ampliación de la CEE, este precepto ftid modificado por  la Directiva 72/430/CEE de  19 de
diciembre de  1972, sustituyendo la primera parte del texto por el siguiente: “  una  vez concluido un acuerdo
entre  las oficinas nacionales de  seguros en virtud del  cual cada  oficina nacional afiance los pagos  de  los
siniestros  ocurridos en  su  territorio que hayan  sido provocados por  la  circulación  de  los vehículos que
tengan  su estacionamiento habitual en  el telTitorio  de otro  Estado miembro, estén o no asegurados, en las
condiciones establecidas en su respectiva legislación nacional sobre el seguro obligatorio.
  CA1IACHO DE LOS RIOS ArmonizaciÓn del Derecho... op. cii.  p 1 59, afinna que al facultar a
los  Estados para fijar las cuantías y requisitos, y la ley aplicable fuere la del lugar del accidente, podía darse
el  caso de que nacionales en los que la cuantía del seguro fuere. alta se encontraran con una indemnización
menor  o inexistente,  si tenían un accidente de circulación en otro Estado miembro, con menor cobertura de
lontaida  en su  país de origen.
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Respecto  de  la  valoración de  las cuantías de  las indemnizaciones, el  Comité de
Ministros  del Consejo de Europa, adoptó la Resolución 75/7 del  14 de abril de  1975, con
dos  objetivos fundamentales:  1.  El  principio  de  la  “restitutio in  íntegrum” y  2°.  El
desglose  de la indemnización por partidas razonadas, en función del perjuicio y evitando
la  concesión  de  una  cuantía  global  que  prácticamente  imposibilitara  su  critica  y
revisión56.  Bajo esta guía los países europeos, atenderían a la reparación integra del daño
corporal  a  las víctimas,  de  ahí  que  muchos autores  señalen, la  coincidencia  de  éstas
disposiciones  con una idea reçtora de que al peijudicado, dentro de una lógica congruen
cia,  le  asiste  pleno  derecho a la  reparación total  del daño  que  se le  ha  causado, y  esa
“totalidad” se entiende tanto en el orden material como en el  moral y tanto en lo concer
niente  al  daño emergente como al lucro cesante, siendo aplicable la  misma, a los daños
patrimoniales y a los extrapatrimoniales, en materia de responsabilidad civil extracontrac
tual  como  respecto  a  la  fijación  en  general, de  los  daños  y  peijuicios  contractuales,
basados  en el principio de la “indemnización  integra”, adoptado por el  Comité.
b)  La segunda Directiva
Corresponde  a la Directiva 84/5/CEE de 30 de diciembre  de  1983, con la que se
propendió  modificar  y  completar algunos  aspectos  de  la  Primera.  Atendiendo  a  la
protección  de  los asegurados corno consumidores de un  contrato tipo,  insta a todos  los
Estados  miembros a adoptar mediante el pago  “de una  prima única”,  la cobertura del
seguro  de responsabilidad, quedando expresamente delimitado su  ámbito para  “todo  el
territorio  de la  comunidad”, extendiendo la cobertura asegurativa para  personas57 y
56  YAÑEZ DE  ANDRES, Aquilino.  Responsabilidad  Civil  y  Seguros.  Ambito  y  Limitaciones.
Pamplonaanzadi,  1992, p  115,  se  refiere  en  estos  término  sobre  esta  Resolución.  En  los países
miembros,  este  principio  de  restitución  integra, es  muy reiterado,  igualmente  en  el  Tribunal  Supremo
Español.  puesto  que  en su ordenamiento interno, no se  limita a  las disposiciones del Código Civil,  sino
que  lo prevé  también  en  la  legislación  penal,  que  establece  expresamente  en  los arts.  109 y  110,  al
declarar  la responsabilidad,  reparar  los daños  y  peijuicios  comprendiendo:  1°.  La restitución;  2°.  La
reparación  del daño; y 3°.  La indemnización de peijuicios materiales y morales.
  Se buscó  evitar  las  distorsiones  en  los  Estados  miembros,  que  en  algunos  se  cubría  la
responsabilidd  civil a cualquiera de las víctimas y en otros no se cubría a  los parientes del conductor o del43
cosas  no  contempladas, en  la  primera  Directiva,  se  determina  una  cobertura mínima
común,  y  la  inoponibilidad a  las  víctimas  de  accidentes de  excepciones derivadas del
contrato  de seguro.  La protección alcanzó a los parientes del  asegurado del conductor o
de  cualquier  otra  persona  responsable,  no pudiendo  ser excluidos  en  razón  de  dicho
vínculo  de parentesco del beneficio del seguro de daños corporales, (entendiendo que tal
exclusión  seguía vigente para los daños materiales) quedando excluidos sólo el asegurado
y  el conductor.
En  cuanto a la fijación de la cobertura tanto de daños corporales como materiales
(art.l.l)  el importe a cada uno de ellos (art.2.2) establecía un mínimo de 350.000 ECUS
para  daños corporales, cuando no hubiese más que una víctima; en el evento de ser varias,
se  multiplica  dicho monto  por  el  número de  ellas; y  para  daños materiales, se fijo  un
mínimo  de  100.000 ECUS por  siniestro, independiente del  número  de  víctimas.  No
obstante  los Estados  podían  optar8  por fijar  una  cantidad  global mínima de  500.000
ECUS  por  los daños materiales para todas las víctimas  de un solo siniestro o de 600.000
ECUS  por  daños  corporales y  materiales  p01.  siniestro  cualquiera  sea  el  número  de
víctimas.  También  se  determinó  la  constitución  y  fijación  de  competencias  de  un
organismo de garantía para el pago de siniestros.
asegurado  o  del  tomador  del  seguro. Está  situación viene  a  corregirse expresamente con el  art.  1  de  la
Tercera  Directiva.
ORDOÑEZ  SOLIS, David.  “Incumplimiento  de  DirectiváS,  responsabilidad  del  Estado  y
Derecho  a Indenmización de los Particulares”.  En Noticias de la Unión Europea,  1997, v.13, núm 150, p
81  -98,  apunta como en la década de  los años 70 se comprobó, por  parte de la Comisión Europea  -  en  el
ejercicio  de  su fimción de  “guardiana de  los Tratados”  -,  que  las autoridades nacionales no cumplían las
obligaciones  previstas en las Directivas conunitariaS  y en  algunos casos ni siquiera adoptaban las normas
internas  de  transposición, por  lo  que  vino a  ser el  Tribunal  de Justicia  de  las  Comunidades europeas.
quien  vino  a poner  “remedio” para el  caso de  “incumplimienlO de las obligaciones que derivan de las
Directivas  conlunitarias:  efrcto  directo  vertical,  obligación  de  interpretacióll  conjórme  y,
particularmellte  el derecho de reparación  por daños causados a  los particulares por el incumplimiento
de  las Directivas, tal como se deduce del reciente desarrollo del principio  de ResponSabilideid e los
Estado por  incumplimiento de las  obligaciones comunilariaS”,  quedando  en  cabeza  de  los  jueces
nacionales  amparar a los particulares cuyos derechos han sido violados por el incumplimiento del Estado
de  transponer la Directiva. Es así que, en cumplimiento de  tales directrices,  el Estado español  adaptó su
normativa  de responsabilidad y aseguramiento obligatorio a los topes exigidos.
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e)  La Tercera Directiva
Es  con la tercera Directiva 90/232/CEE, del Consejo, de  14 de mayo de 1990, que
se  establece  el  principio  de  máxima  protección  posible  a  las  víctimas  de  los
accidentes  de  tráfico,  se amplía el  sistema obligatorio de cobertura del  seguro, dada la
importancia  creciente  de  la  circulación  de  vehículos  a  motor,  así  como  de  las  res
ponsabilidades  derivadas de  los  accidentes ocasionados con  su  utilización.  Pudiendo
sintetizar  las  modificaciones introducidas al  régimen de  garantías, en  los  problemas o
inconsistencias  de las dos primeras directivas, como son:
1)  La  concreta cobertura de  los daños corporales sufridos por los ocupantes del
vehículo  y sus excepciones, en cuyo ámbito de daños a las personas, únicamente los sufri
59
dos  por el conductor quedaran excluidos de  la cobertura por el  seguro obligatorio  ; 2)
una  prima única que se satisface en todas las pólizas del seguro obligatorio para cubrir, en
todo  el territorio del  Espacio Económico Europeo60, 3)  determina los límites legales del
mismo  con arreglo a la legislación del Estado miembro en el que se ocasiona el siniestro
o,  incluso, la del estacionamiento del vehículo, cuando estos límites sean superiores61 4)
el  pago a las víctimas de siniestros, de la indenmización a la mayor brevedad posible, sin
que  en ningún  caso pueda  condicionarse el pago de la indemnización por el seguro obli
gatorio  a la demostración de que el responsable no puede satisfacerla; 5) finalmente, que
   El art.  1 de  la  Tercera Directiva, establece expresamente que  el  seguro  obligatorio cubrirá  la
responsabilidad  por  daños corporales ‘de todos los ocupantes, con excepción del conductor, derivados de la
circulación de un vehículo’, aunque se mantiene la excepción a favor del asegurador de no indemnizar a los
ocupantes  de un vehículo rob.do siempre y cuando estos conocieran dicha circunstancia; con lo cual correrá
a  su cargo -del asegurador- la carga de la prueba para oponerse al pago.
60                          .   .  .En  virtud  del  Acuerdo  sobre  el  Espacio  [conomico  Europeo  las  Directivas  que  se  adaptan
mediante  la  presente  Ley extienden su ámbito a  los Estados  que,  aun no  siendo  miembros de  la  Unión
Europea,  están incorporados al Espacio Económico Europeo.
  Esta disposición deja a criterio de  la víctima, optar  por reclamar al Estado que  más le favorezca,
por  tener una mayor cuantía de la cobertura del seguro obligatorio, la del lugar del accidente o la de su país
de  residencia.
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las  personas implicadas en el accidente -  las  víctimas -  puedan conocer en un breve plazo
la  entidad aseguradora que cubre la responsabilidad civil del causante.
Así  mismo,  átendiendo  al  principio  de  garantizar  a  las  víctimas  “un trato
comparable.  sea  cual fuere  el  lugar  de  la  comunidad  en  el  que  haya  ocurrido  el
accidente “,  se  establece un ségundo criterio, diferente al de la Primera Directiva, para la
determinación  de  la  Ley aplicable en materia de  cobertura del  seguro: y es  “la ley del
Estado  miembro en el que tenga estacionamiento habitual  el vehículo”, criterio en mayor
correspondencia  con  la  fijación  de la  prima  única del  seguro para  circular por  toda  la
comunidad  -  en  territorio  nacional  y  de  otros  Estados-  y  que  aspira  alcanzar  la
implantación  en todos los Estados miembros de un sistema de responsabilidad ilimitado,
tal  corno existe en algunos  países (Bélgica, Gran Bretaña y Luxemburgo) que sería como
62dicen  algunos autores lo mas deseable
Como  se ha  dicho supra,  al pertenecer España a la Unión EuropeaS su sistema de
responsabilidad  civil derivado de la  circulación de  automóviles, en cumplimiento de las
Directivas  comunitariaS,  fue  sometido  a  novedosos  cambios63 por  el  legislador,
encáminados  a  adecuar  su Derecho  interno a  las  exigencias  del  ordenamiento jurídico
comunitariO adoptado, conforme lo dispone el artículo 2° del Acta de Adhesión y desde el
62  CAMACHO DE LOS RIOS. AnnonizaCión dl  Derecho... op.cit, p  168.
   En opinión de muchos autores, no tanto por iniciativa propia; en al sentido se manifestó el Ministro
de  Economía y Hacienda, al referirse en las Jornadas sobre la Nueva ley de Ordenación y Supervisión de los
Seguros  Privados, celebrada en Madrid. 20 y 21 de  diciembre. de  1995: “Es cierto que todo este esquema
del  nuevo  modelo  de-seguro  en  España se plantea en  un  contexto  distinto, que  es el contexto de  ampliación
hacia  la Conu,nidcid Europea”. (SOLBES, Pedro. “Un nuevo modelo de seguro en España”, Rey. Dirección
y  Progreso,  Madrid,  1996, págs. 3-5).  Cierto es que esta ley recoge las adaptaciones de las  directrices del
Derecho  comunitario, que  estaban en  mora  de  implantarse en  el  Derecho  español, desde  1986; y  que
también aprovecho el legislador para introducir otras modificaciones que aunque nada tenían que ver con las
exigencias  comunitarias, sí  representaban la  posibilidad de  acoger  otros  criterios  de  oportunidad  para
salvaguarda  de  sentidos intereses internos, de  carácter jurídico-  social, como  la fijación del baremo legal
para  determinar el  importe  de  la  responsabilidad derivada  de  los daños  ocasionados a  las personas  en
accidente  de circulación, con independencia de la existencia o no de contratos de seguro de responsabilidad,
o  el  reforzamiento de  las  medidas  de protección  a  los  asegurados, de  los mecanismóS de resolución de
conflictos  con una novedosa regulación del arbitraje en seguros)’ de  los intereses de de11Qra en el pago de
momento  en que está fuera efectiva64, en cumplimiento de los compromisos derivados de
la  adhesión de España  a  la Comunidad Económica Europea, que modificó mediante la
Ley  Especial de Bases de Delegación al Gobierno65 para la aplicación del Derecho de la
Comunidades  Europeas, todo el régimen de responsabilidad civil y seguro66, derivado del
uso  y circulación del automóvil.  Las modificaciones recaerían  sobre el Texto Refundido
67de  la  Ley  de  Uso  y  Circulacion de  vehiculos  de  motor  de  1962  ,  que  lo  adaptan
inicialmente  a  las  Directivas  comunitarias  72/166/CEE  de  24  de  abril  de  1972,
modificada  por la 72/430/CEE de diciembre de  1972, y 84/5/CEE de 30 de diciembre de
1983,  relativas a  aproximación de  las  legislaciones de  los  Estados miembros  sobre el
seguro  de responsabilidad civil derivado de la circulación de vehículos automóviles, para
la  libre  circulación  de  personas y  bienes  dentro  de  la  Comunidad, con  las  cuales  se
siniestros. Así también lo afirma MORILLAS JARILLO. El Seguro del automóvil... op.cit., p 175.
   El art. 2° del Acta  de  Adhesión  estipula  ‘Las  disposiciones de  los Tratados originarios y  los
Actos  adoptados por  las instituciones de las Conuinidades  antes  de  la  adhesión obligarán a  los Estados
Miembros  y  serán  aplicables  en  dichos  Estados  en  las  condiciones  previstas  en  estos  Tratados y  en  la
presente  A cta
 Cfr. Ley 47/1985, de 27 de diciembre.
66  Con la Ley de “Ordenación del Seguro Privado” (Ley 33/1 984, de  2 de agosto) y el Real Decreto
Reglanientario  1348/85, de  1 de agosto, que la desarrolla y ejecuta, dictada de acuerdo con lo previsto en los
artículos  149.1. 6a y 11 a y  1 3’ de la Constitución Española, para sentar las bases del sistema de seguros. Esta
Ley,  es sustituida posteriormente por  la Ley 30/1995, de  8 de  noviembre, denominada de  “Ordenación y
Supervisión  de los Seguros Privados” -LOSSP- o nueva Ley de seguros, en razón a  la variedad e intensidad
de  las modificaciones operadas por  la progresiva integración de la actividad aseguradora dentro del marco
del Derecho Cornunitario y el Espacio Económico Europeo.
67  La Ley 122/1962, de 24 de  diciembre, sobre Uso y Circulación de vehículos de motor,(B.O.E. n°
310  de 27 de diciembre 1962)-LUCVM- después Texto  Refundido aprobado por Real Decreto 632/1968 de
21  de marzo,(B.0.E. n° 85, de  8 de  abril de  1968) se ve  directamente afectada por el Derecho Comunitario
Europeo. en lo relativo al aseguramiento de la responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos y
el  control de  la  obligación de  asegurar esta responsabilidad, que  exigía por  un  lado  la  adaptación de  la
cobertura  del  actual Seguro obligatorio de  automóviles  al  ámbito territorial de  los Estados miembros,
exigida  a partir de  la adhesión de España a  las Comunidades Europeas, y por otro,  la contratación obliga
toria  de un seguro de Responsabilidad Civil, que incluya tanto las coberturas de los daños  corporales  como
los  materiales  en los términos y con la extensión prevista en el Derecho comunitario,  regulado en las
primeras  Directivas.
También  comportaba el  deber de  constituir  o  reconocer un  Organismo con  la  misión la  de
reparar,  al  menos  en  los límites  del  seguro obligatorio, los  daños corporales y  materiales,  en  algunos
supuestos  (caso  de  vehículos  sin seguro  o  no  identificables) previstos  en  la  propia  norma cornunitaria,
obligando  también a revisar y ampliar las funciones del Consorcio de Compensación de Seguros, que ya
venia  desempeñando tal misión en territorio español.
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pretende  la  protección de  las víctimas por daños corporales y materiales, sin distinguir
que  el vehículo causante esté o no matriculado en el país donde ocurre el accidente.
En  posterior reforma, la Ley de Responsabilidad y Seguro en la  Conducción de
Vehículos  a Motor (LRCSCVM) nuevo nombre que se le dio a  partir de la Ley 30/995,
de  8  de  noviembre  (Ley  de  Ordenación y  Supervisión  de  los  Seguros  Privados)  se
introducen  nuevos  e  importantes cambios, entre ellos la  terminación de la dualidad de
sistema  de  responsabilidad  respecto  a  los  daños  corporales,  quedando  sometidos
totalmente al régimen de  imputación  de  responsabilidad  objetiva atenuado,  el
reconocimiento de la concurrencia de  culpas,  mayor  protección  de  la  víctima,  con
eliminación de exclusiones objetivas en cuanto al  conductor, el interés aplicable por la
mora  del  asegurador, y la  figura  del  Defensor del  asegurado en  las  reclamaciones del
Contrato  de  seguro  en  general.  Encontrarnos,  también,  un  segundo  bloque  de
modificaciones  normativas, exigido no por la  adaptación o incorporación de Directivas
de  la  Unión  Europea,  sino  por  iniciativa  del  Estado  español  y,  en  mayor  o  menor
medida,  por  la  línea  de  convergencia  q’   han  trazado  los  países  miembros  del
Espacio  Económico  Europeo  para  la  Protección  del  asegurado.  Se  perfeccionan  los
mecanismos  de  protección,  se  adecuan  los  mecanismos  de  solución  de  conflictos,
teniendo  muy  presente  la  nueva  regulación  del  arbitraje,  así  corno  remitiendo  el
mecanismo  arbitral «sui generis» al de la Ley General de Defensa de los Consumidores
y  Usuarios; y, finalmente,  se introduce, bien que con carácter potestativo,  la figura del
«defensor  del  asegurado»  (art.  63)  al  que  puede  acudir  el  peijudicado,  siendo  su
valoración  obligatoria para el asegurador más no para el perjudicado, que en caso de no
conformidad  puede  acudir  a  la vía  judicial;  además  de  reformar  el  interés  de  mora
aplicable  a  las  aseguradoras  por retardo en  el  pago  de  las  indemnizaciones,  al  20%
68.
anual
68  DE  LA CASA GARCIA,  Rafael. La mo/a  del asegurador  en  1cm -Ley del contrato  de seguro.48
No  obstante,  superando  el  espíritu  del  Derecho  comunitario,  la  novedad  más
significativa  y que constituye indudablemente una acertada evolución del sistema español
de  responsabilidad en  favor  de  la  víctima para  una  pronta  y  cumplida justicia,  es  la
imposición  de un “Sistema de valoración de los daños y perjuicios causados a las personas
en  accidente de circulación”69. Este sistema indemnizatorio o baremo se impone en todo
caso,  con  independencia  de  la  existencia  o  inexistencia  de  seguro  y  de  los  límites
cuantitativos  del aseguramiento obligatorio, articulado a través de un cuadro de  importes
fijados  en función  de los distintos conceptos indemnizables que  permiten, atendidas las
circunstancias  de  cada caso  concreto y dentro  de  unos  márgenes máximos y  mínimos,
individualizar  la  indemnización derivada de  los daños sufridos por  las personas en  un
accidente  de circulación.  Es, una cuantificación legal del  «daño causado» basada en  el
principio  de “restitución integra” de la Resolución 75/7 del Consejo70 de la reparación a
que  se refiere el artículo 1902 del Código Civil, y de la responsabilidad a que hace referen
cia  el artículo 19 del Código Penal71
Barcelona:  Pons, 2000,  p  12;  opina que con esta Ley  “se sujeta a un severo régimen al asegurador que
se  retrasa  injustUicadamente  en  la  ejecución  de  la  prestación  debida  tras  el  acontecimiento  del
siniestro”
Con  la  STC-  181/200  se  resolvieron  las  demandas  de  inconstitucionalidad, resolviendo  los
Tribunales,  estimar  parcialmente  la  inconstitucionalidad,  solamente  en  el  evento  de  los  “perjuicios
económicos’,  liquidables conforme al  soporte probatorio  aportado por  la  víctima y no por  lo dispuesto
para  ese  acápite  de  ingresos  dejados  de  percibir  o  lucio  cesante  limitado  en  el  baremo,  cuando  el
accidente  ocurre por  “culpa relevante  o culpa grave  del conductor:  el  baremo se  sigue aplicando para
los  eventos causados por  culpa. Este tema se  vera más ampliamente infró  en la  Ley de responsabilidad y
seguro  del automóvil.
70  YAÑEZ  DE ANDRES, Aquilino. Responsabilidad Civil...op.cit., p 115.
En  cuanto al principio de que la indemnización debe ser proporcionada a la magnitud del daño,
no  es  muy clara la respuesta de  cumplimiento de  este principio con la baremización  legal que del daño -
la  Ley 30/95-  que  para  unos  -  la  mayoría- deja  sin  posibilidad  a  los jueces  de  fijar  indemnizaciones
diferentes  a  las puntuadas en  el  Baremo, y para  otros,  posición que  no  compartimos -  los  menos- debe
verse  como  independiente del  límite de  cobertura de  los Seguros obligatorios, pudiendo  los Tribunales,
fijar  cantidades inferiores o superiores a dichos límites, como en efecto lo ha hecho ya, algún juez menor;
en  este  último  evento,  el  exceso  habría  de  ser  cubierto  por  seguros complementarios  voluntarios  de
automóviles,  si se tiene contratado, o a cargo del responsable con su peculio particular, pero a partir de  la
sentencia  18 1/200 que  declaro a  lugar el pago en exceso del  baremo  para los peijuicios  económicos de
rentas  dejadas de percibir,  si el causante originó el daño por “culpa relevante”.
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Todos  estos  cambios, tienen  como  ñnalidad,  llegar  a  la  armonización con  los
diferentes  sistemas  de  Derecho  de  responsabilidad  de  los  Estados  miembros,
estableciendo similares procedimientos de reclamación para reparación a las víctimas72 de
accidentes  de tráfico en cualquier Estado en que se causé un accidente.  Con el proceso de
adaptación  el Estado español73, responde a esa finalidad comunitaria y puede observarse
un  concreto ejemplo de la armonización74 o aproximación de las legislaciones.
No  obstante, en líneas generales la legislación de responsabilidad automovilística,
se  encontraba  ya  acertadamente regulada  en. España  por  una  Ley  especial,  que  en  su
momento  de  expedición,  en  1962, venía  siguiendo desde  entonces los  parámetros del
Derecho  comunitafiO, con  miras  a  su  inminente  ingreso en  la  Unión  Europea,  como
veremos  más  ampliamente ¡nfra. (Capítulo II, 2.2).
1.3.    LA ARMONIZACION DEL  SISTEMA DE RESPONSABILIDAD CIVIL
AUTOMOVILÍSTICA  EN EL  DERECHO ESPAÑOL
Al  abordar  las  instituciones  de  responsabilidad  civil  automovilística  y
aseguramiento  obligatorio, dentro de un contexto internacional de Derecho comparado, es
72       Vid sobre  la  importancia  del  cumplimiento  de  las  directivas  cornunitarias  a  ORDÓÑEZ
SOL1S,  David.  incumplimiento  de  Directivas  op.cit., p  81-98. El  art.  189.3 del Tratado, faculta a las
autoridades  nacionales  del  Estado  miembro elegir  la  forma  y los  medios para  el  cumpliiieflto  de  las
directivas.  El Tribunal de Justicia de las Comunidades desarrolló “el principio de  “Responsabilidad” que
puede  dar  lugar  ci  la  inde,nni:ación  de  aquellos  particulares  que  sufran  dci os  a  causa  del
incu;nplim lento por las autoridades nacionales de las obligaciones derivadas de las  directivas.”.
n  Conforme al art. 30  del Tratado constitutivo de la CEE de 1957, que tiene corno principio vertebral
la  aproximación de las legislaciones de los Estados miembros, la ley nacional, viene a adaptarse al Derecho
Comul7itario Europeo, a partir de  la Ley 47 de 1985, de 27 de diciembre, o Ley de  Bases de  delegación al
gobierno  para la aplicación del Derecho de  las Comunidades, (publicada en BOE 312 del 27 de diciembre
de  1985) mediante  facultad que el art. 82 de  la Constitución española confiere a  las Cortes Generales, para
delegar  en el Gobierno, conforme al art. 1°, la potestad de dictar normas con rango de Ley en el ámbito de
las  competencias del Estado, entre ellas las de materias que tienen por  objeto la legislación comunitaria de
responsabilidad  civil y  seguro del automóvil, vigentes al 6 de noviembre!1986, fecha de la adhesión España.
‘  BLANCO  MORALES, Pilar.  “  Actividad  ‘‘  rgirnen  de  establecimiento y  libre  prestación  de
servicios”.  En Estudios y  Comentarios sobre la Ley .e  ordenación y  supervisión de los seguros privado5.
Madrid:  Mapfre, SEAIDA, 1997. p 291. 332.  recoge los principios que van a regir el establecimientos de
-     las empresas aseguradoras. 50
necesario  empezar por  compilar en forma resumida, los  antecedentes legislativos de la
normativa  y  la  naturaleza de  la  institución de  responsabilidad civil  del  automóvil  en
España,  delimitar el marco en que se encuentra inserto el aseguramiento obligatorio y su
evolución  hasta  el  estado  actual, para  desarrollar a  continuación lo  dispuesto sobre  la
misma  materia en la legislación colombiana.  Hemos escogido el  ordenamiento jurídico
español  por tener una legislación especializada sobre estas materias desde 1962, además
de  las  afinidades de  pertenecer,  al  igual  que  el  Derecho  colombiano,  al  denominado
Derecho  continental74 y  por  la  marcada  influencia del  Derecho  francés  en  las  dos
legislaciones.
1.3.1.  Antecedentes legislativos de responsabilidad civil
La  primera  fuente  de  responsabilidad  extracontractual,  en  el  ordenamiento
Español,  y su sistema general de responsabilidad civil por daños a las personas o a las
cosas,  se  encuentra  en  el  Código  civil;  el  daño  indemnizable  está  regulado  en  los
artículos  1.092 a  1.096  y, también en el Código Penal en los artículos 109 a  12676, que
  España, al igual que Colombia, sigue el nideo  continental en el que los Jueces y Tribunales, son
“meros  aplicadores de la ley”, a diferencia de los países anglosajones, donde es ti-adición la creación judicial
del  derecho, así  se refiere DIEZ-  PICAZO, como lo  cita en  su doctrina judicial  el Magistrado Juez de
Barcelona  RIBELLES  A.,  José  Ma.  (“Sistema  de  indemnización  tasada  vinculante  para  los  órganos
judiciales”.  Revista de Responsabilidad Civil Circulación y  Seguro, Madrid,  1996, febrero, págs. 72- 78.)
cuando  se refiere a  que  la nueva ley  de responsabilidad civil y  seguro en  la  conducción de  vehículos de
motor,  que  fija  cuantías  indemnizatorias para  daños  personales  patrimoniales  y  extrapatrimoniales  o
morales,  no interfiere la actividad del juez para resolver el caso concreto, “sino que marca su contenido y su
propia  actuación, atendido  el sometimiento  del  Juez  al principio  de  legalidad”. Actuación  propia  del
llamado modelo continental.
  En el nuevo Código Penal (Ley  Orgánica 10/1995, de 23 noviembre. BOE núm. 281,  de 24  de
noviembre)  en  el  Libro  Primero, Disposiciones generales sobre los  delitos y  las  faltas y  las  personas
i-esponsables, corresponde a los Art. 109 a  122  reemplazar los Art. 19 a  22 y  101 a  111 del Código Penal
vigentes a la expedición de la Ley de Responsabilidad Civil y  Seguro, en la cual aparecen citados, y que se
derogaron  a partir del 23 de noviembre de  1995 cuando entró en vigencia el nuevo Código  La defmición
que  trae  el  nuevo C.P  de  las  faltas, en  cuya definición puede  enmarcarse  los  accidentes de  tráfico,  la
encontramos en los Art. 11 y 12 que dicen:
Art.  11  C.P.  Los delitos o  faltas que consistan en  la producción de un resultado sólo se entenderán
cometidos por omisión cuando la no evitación del mismo, al infringir un especial deber jurídico del autor.
equivalga,  según el sentido del texto de la Ley, a su causación.  A tal efecto se equiparará la omisión a la
acción:
51
constituyen,  el principio básico de la  “indemnización integra”77 del daño sufrido por la
víctima  del delito o falta, por el  cual se debe responder civilmente, conforme a  los arts.
1902  a 1910, 1106 y  1956 del C.C.78, en correspondencia79 con  la Resolución 75/7 del
Comité  de Ministros del Consejo de Europa, que contiene directrices sobre reparación del
daño  para los países de la Comunidad Europea. El principio general de reparación es “in
natura “,  determinando, en la praxis, tal posibilidad casi exclusivamente para el ámbito de
a)  Cuando exista una específica obligación lege’ o contractual de actuar,
b)  Cuando el comitente haya creado una ocasión de riesgo para el bien jurídicamente protegido mediante una
acción u omisión precedente.
Art.  12 C.P. Las acciones u omisiones imprudentes sólo se castigarán cuando expresamente lo disponga la
Ley.  (AegarnOS,  p.e.  la  regulación  del  Art.9  de la Ley sobre Responsabilidad Civil y  Seguro en
la  circulación de Vehículos a Motor).
En  cuanto a  la responsabilidad civil y  su extensión, el artículo 109.1 C.P contiene “una  norma
general  coincidente con la establecida en el art. 1902 CC” (ROCA, E. Derecho de daños... op.cit, p  30)
para  la reparación del daño conforme a la Ley del automóvil, como puede verse:
Art.  109. 1 C.P.  La ejecución de un hecho descrito por la Ley como delito o falta obliga a reparar, en los
términos  previstos en las Leyes, los daños y peijuicioS por él causados.
2.  El perjudicado podrá optar. en todo caso, por exigir la responsabilidad civil ante la Jurisdicción Civil.
Y  el art. 116. determina la responsabilidad civil extracontractual surgida con ocasión del delito o falta
Art.  116 C.P.. Toda persona criminalmente res1  :e  de un delito o falta lo es también civilmente si por el
hecho se derivaren daños o peijuicios.
76                      . .,  .  .ROCA.  E. El Derecho de danos. op.cit., p 1,  cuestiona que si bien, el fundamento de la atribucion
de  responsabilidad y en consecuencia de la obligación de resarcir “se halla e  la  causación de  un daño”,
bien  por la comisión de un delito o de una acción  no  delictiva, se debería tener en cuenta que el responsable
civil  ‘uede  no serlo criminalmente, tal como se deduce del art. 20 C.P -vigente- y que sigue manteniendo
la  obligación de resarcimiento”, conjugando las bases de una responsabilidad objetivada, de reparar el daño
causado.
No  se limita a las disposiciones del Código Civil, el principio de restitución integra,  se prevé también
en  la legislación penal, art. 110 CP  que establece : La responsabilidad establecida en  el  artículo anterior
comprende:  1 0  La restitución, 20.  La reparación del daño, 3°.  La indemnización de perjuicios materiales
y  morales y en la  Resolución  del Consejo  de Europa,  citada  supra.
7S  Vid, STS de 22-2-82,  Ar.806,  Sala  2ay 20-5-77,  As. 2132,  Sala  la.
  VAÑEZ DE  ANDRES, Aquilino.  Responsabilidad Civil y  Seguros. A,nbito y  Limitaciones.
Pamplona:  Aranzadi, 1992,  p 115. En  correspondec  :a  la Resolución  75/7  del Comité de Ministros del
Consejo  de Europa, adoptada  con  el objetivo  de  ser una guía  para  los  países  europeos,  en la  reparación  inte
gra  del  daño  corporal  a las  víctimas,  señala  el  autor,  la  coincidencia  de  éstas  disposiciones  con  una  idea
rectora  de  que al  peijudicado,  dentro  de una lógica congruencia, le asiste  pleno  derecho  a la reparación  total
del  daño que se le ha causado, tanto en el orden material como en el moral y tanto en lo concerniente  al  daño
emergente  como  al lucro cesante, siendo  aplicable la misma, tanto a  los daños patrimoniales como  a los
extrapatrifliofliales, en  materia  de  responsábilidad civil  extracontractual como  respecto  a  la  fijación en
general,  de  los daños y peijuicios  contractuales,  principios reiterados por el Tribunal Supremo Español.
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reparación  de los daños materiales, dada la esencia de los daños corporales, que como lo
dice  acertadamente YAÑEZ  DE  ANDRES, envuelven un  alto  componente  moral  o
espiritual,  que  sólo  es  posible  resarcir a- través  de  la  indemnización  de  equivalente
80pecuniario.
En  contrapunto al anterior principio de indemnización integra, siguiendo a  algún
sector  de  la  doctrina,  está  el  de  “no  enriquecimiento” por el  cual  la  cuantía  de  la
indemnización  debe  ser proporcionada a la  “entidad real del  daño” o peijuicio sufrido,
indemnizando  solamente el  daño o peijuicio realmente causado, por cuanto de exceder
éste,  constituiría enriquecimiento injusto para  la  víctima8’ y el  alejarse  de esa  realidad
equivaldría  a  resarcir meras  posibilidades o  eventualidades futuras  desprovistas  de  la
necesaria  certidumbre, sin peijuicio de  la  acción civil que  pueda  asistir  al perjudicado
para  reclamarlo  posteriormente, si la posibilidad se transforma en certeza, como lo prevé
la  jurisprudencia82, aunque  veremos  que  en  cuanto  a  la  responsabilidad  civil  por
accidentes de tráfico, la indemnización se encuentra baremada legalmente y a esos límites
debe  atenerse el juzgador o el asegurador, excepto en los eventos de que el daño se cause
por  “culpa relevante” en cuyo caso, los peijuicios de carácter económico, el lucro cesante,
deberá  liquidarse aún por encima de los límites del baremo.83
La  cuantía de la indenmización debe ser  proporcionada a la magnitud del daño, y
debe  verse como independiente de tener o no contratado el  seguro obligatorio y de  los
límites  de cobertura establecidos en la Ley del responsabilidad civil y seguro,  pudiendo
°  Cfi  YAÑEZ DE ANDRES. Responsabilidad civil... op.cit., 1992, p  116.
u  STS 31-5-85, Ar. 2839 y 15-12-81, Ar. 5157, Sala 1.
82  STS 7-3-88, Ar. 1584, Sala T y 8-2-83, Ar. 867 y 20-4-88, Ar. 3267, Sala 1.
83  Vid  Sentencia  Tribunal  Constitucional  181/2000,  de  29  de  junio,  acerca  del  baremo  de
valoración  de daños de la Ley de Responsabilidad Civil en la Circulación de Vehículos de Motor.
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los  Tribunales,  fijar cantidades superiores a  dichos límites,  dependiendo  del  grado  de
culpa  del  causante84 en este  último evento, aunque la  doctrina es variada, estamos del
lado,  que el exceso habrá de ser cubierto por el seguro complementario de automóviles si
lo  tiene  contratado, o  a  cargo  del  responsable con  su  peculio  particular.  aunque  muy
posiblemente  el  mismo SOA sea estructuiadu para  absorber, con  una  mayor prima, los
valores  que se liquiden en exceso en los casos de culpa relevante del causante, conforme
a  la  sentencia de constitucionalidad 181 del 29 de junio  de  2000, que  introdujo por vía
jurisprudencia1  la cobertura por el total de los peijuicios económicos (lucro cesante) que
se  acrediten en el proceso y no por la limitada en el baremo, que en el evento de daños sin
culpa,  con  base  en  la  responsabilidad  objetivada,  si  están  limitados  a  las  sumas
determinadas en el sistema baremado.85. Es de anotar, que este principio de la institución
de  responsabilidad civil,  de atender a la indemnización integral, basada en la entidad real
del  daño y del  no  enriquecimiento, figura  común en  el  sistema de  responsabilidad del
Derecho  colombiano.
En  el  sistema de  responsabilidad ciil  extracontractUal del  Derecho español,  el
principio  básico de responsabilidad se encuentra en el  artículo 1902 del  Código Civil de
   Sobre la  ‘culpa  relevante”,  SOTO NIETO,  F. “Consiitucionalidad e  inconstitucionalidad del
Sistema  establecido en la Ley 3 0/1995. Culpa relevante del Conductor”. En Revista Actualidad Penal, n°
15,9  a  15 de abril 2001, p305-  324. STC 21/2001,29  de enero (Sala2a).
85  Lo anterior  constituye una muy sui generis  variación de la doctrina del Tribunal, que tira por  la
borda  la doctrina de certeza y seguridad jurídica,  que ofrecía la introducción del  Anexo correspondiente
al  Baremo  de  la Ley  sobre Responsabilidad Civil  ‘  Seguro  en  la  Circulación de  Vehículos de  Motor,
Disposición  Adic.  Octava  de  la  L.  30/95,  de  1995  al  2000,  que  estableció  prestaciones  iguales  para
supuestos  similares y no hizo ninguna distinción legal de la culpa para el reconocimiento de perjuicios de
cualquier  tipo,  aunque  con  algunas  excepciones  judiciales  que  dieron  origen  a  la  declaratoria  de
inconstitucionalidad  parcial,  del  baremo  como  textualmente  dice  en  la  sentencia  181/2000:  son
inconstituciOnaleS  y  nulos,  en  los  términos  expresados  en  el  último  fundamento  jurídico  de  esta
sentencia  el  inciso  final  «  y  corregido  conforme a  los factores  que  expresa  la propia  tabla»  del
apartado  c) del criterio segundo  (explicación del Siste,na,  así como el  total  contenido del apartado  de
la  letra B)  ‘factores de  corrección”  de  la Tabla J/, ambos del Anexo  que contiene  el «Sistema  para  la
valoración  de  los  daños  y perjuicios  causados  a  las persoiias  en  accidentes  de  circulación».  Al
respecto,  la doctrina dejó de  ser pacífica y se plantean interrogantes sobre la  “culpa relevante” que vuelve
a  someter  a  una  dualidad  de  responsabilidad  para  el  reconocimiento  de  una  parte  de  los  perjuicios
económicos  a los ingresos dejados de percibir por la víctima.
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1889,  precepto ineludiblernente anclado a la noción de culpa o negligencia como base de
toda  obligación de resarcir, y al  igual que en el  Derecho colombiano (art.2341 C.C),
presenta  una similar técnica de redacción, al ser expresivo: “El que por  acción u omisión
causa  daío  a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el daío
causado.’6
El  citado precepto en  cuanto al  pleno  y  satisfactorio resarcimiento del  dañado,
base  de la responsabilidad civil extracontractual o aquiliana, cuando éste proviene de la
actividad circulatoria, ha tenido una gran expansión que responde a las nuevas exigencias,
y  constituye  dentro  del  derecho  de  responsabilidad  una  de  las  parcelas  con  más
proyección  y  trascendencia  del  Derecho  español,  en  los  cuales  pueden  distinguirse
distintos  criterios de responsabilidad87.
1.3.2.  Los criterios de responsabilidad civil
Similar  a nuestras reglas de responsabilidad, durante muchos años en el  sistema
de  responsabilidad español, toda actuación dañosa imprudente (como la responsabilidad
automovilística) ha sido, susceptible de enjuiciamiento penal, bajo el  criterio absoluto de
la  culpa probada, al reputarse cometida una falta de imprudencia, del cual se derivaba la
correspondiente  responsabilidad civil. La culpa grave o leve podían dar lugar a constituir
un  ilícito penal, y la levísima sustraída así del ámbito punitivo, se erigió precisamente en
un  ilícito  estrictamente civil,  como  bien  lo  apunta MEDINA CRESPO88 encajando
específicamente en el art. 1902 del C.C, de acuerdo con la tradición justinianea  -  in  lege
  Comparar con el Art. 2341 del Código Colombiano, que señala” El que ha cometido un delito o
culpa.  que  ha  inferido daño a  otro,  es obligado a la  indenmización, sin  pe/juicio  de  la pena  principal
que  la ley  imponga  por  la culpa o el delito coinet ido”.
  Así lo afirman en sus fallos los jueces.  Vid, STS 10-7-43, Ar. 856, 23-3-82, Ar.  1500, 19-2-87, Ar.
719  y 20-12-89, Ar. 8856.
88                      ..   .  .MEDINA CRESPO, Responsabilidad  Civil  automovilistica.  De  las  culpas  absueltas  a  las
inocencias  condenadas.  Granada: Comares, 1996, p 20.
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Aquilia  et levissirna culpa venit-.
Este  tipo  de  culpa ha  venido evolucionando, hasta  determinar  una culpa como
aquella  actitud  contraria  a  ciertos  valores  jurídicos  exteriorizados,  en  la  cual,
prescindiendo  de la omisiÓn de la diligencia exigible, se incurre en culpa sin que el agente
en  su actuar, haya despreciado la diligencia debida. Así, para SANTOS BRIZ,  (..)  la
conducta  es  culposa cuando  muestra  una actitud  u  orientación contradictoria de  los
valores jurídicamente protegidos”89 O sea que in calificación de la conducta, se hace en
cuanto  se proyecta sobre la realidad social al causar daño a sus miembros,  debiendo por
ello  responder el agente, y determinando así, la expresión de “culpa social”,  que tiende a
mirar  mas hacia la víctima o a la sociedad en su conjunto, y las consecuencias nocivas de
una  conducta prescindiendo en gran medida de la diligencia del responsable.
De  ahí,  que bajo estos nuevos conceptos, el ilícito civil o la responsabilidad extra-
contractual,  predicable del accidente de circulación, identifica claramente en  el Derecho
español,  diferentes regímenes o criterios de responsabilidad civil, como son:
A)  Responsabilidad  civil  derivada  de  un  ilícito  -  corno  en  el  accidente
automovilístico  90  tipificado en el Código Penal, cuando de él se deriva un resultado de
daños  corporales o materiales cualquiera que  sea su cuantía.
B)   Responsabilidad civil  no  derivada  de  un  ilícito  penal  -  el  accidente
  SANTOS BIUZ, Jaime.  La responsabilidad civil...op.Cit., p 61- 64. Dice el autor, que en Derecho
civil,  bien puede darse una fonna de conducta antijurídica “en la que el agente no necesita ser acusado de
dolo  ni negligencia, de manera que  estas graduaciones vienen a ser como elementos añadidos, segón  las
circunstancias,  al acto  ilícito. La  conducta del  agente, aun  ajustada a  Derecho, puede  dar  lugar  a un
?.eSultacIoJz(,ídicahh7te reprochado cuando aquella conducta ha sido nociva al cuerpo social
90  CAVANILLAS  MUGICA. La transformación de  la responsabilidad civil en  la jurisprudencia.
Madrid:  ed,  1987, p  58,  destaca que  en  el  ilícito civil por  culpa levísima, tendríamos los accidentes de
circulación,  en  los  que  siempre es  posible reprochrl  conductor un liviano  fallo en  la  conducción del
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automovilístico  culposo- exigible por un procedimiento civil que admite en teoría varias
modalidades  dentro de los diferentes criterios jurisprudenciales y doctrinales9’ a saber:
1)  La Responsabilidad aquiliana o subjetiva;
2)  La responsabilidad objetiva pura o por riesgo;
3)  La responsabilidad objetiva atenuada o  cuasi-objetiva.
Estos  criterios  doctrinales  y  jurisprudenciales,  también  denominados  de
“responsabilidad  civil  extracontractual”  son  aplicables  a  la  responsabilidad
automovilística,  conjuntamente con los de  la Ley del automóvil (T.R Ley  122/62) y, el
reglamento  del  S.O.A, según  sean  las  consecuencias  dañosas  del  accidente, si  sobre
personas  o cosas, daños personales o daños materiales y que  constituirán las reglas de
responsabilidad,  así denominadas en la disciplina del análisis económico del Derecho92,
interesada,  también  en  determinar  la  responsabilidad,  no  solo  desde  la  perspectiva
jurídica,  sino también  desde  la  económica, aspecto  este  último  que  corresponde a  la
finalidad  perseguida de todo sistema de R.C, que cumple la función de asignar el coste de
91  Para  LETE DEL RIO, José  Manuel.  Derecho de obligaciones, vol  2.  Madrid:  Tecnos,  1989,  p
138.  Al analizar  la sentencia  del Tribunal  Supremo  de  13 de noviembre  de  1934, conceptúa:
El  delito civil es una categoría abstracta y general, que sólo exige la concurrencia de antijuricidad
y  culpabilidad unida a 1(1 concreción del daño, de suerte que todo hecho  doloso o  culposo, aún
cuando  no esté especialmente previsto por la Ley, puede dar lugar a una indenmización si produce
daño;  también señala esta sentencia la atipicidad del delito civil frente a la tipicidad del delito penal.
92  .PASTOR  PRIETO, Santos.  Sistema Juridico...  op.cit., p  157. El  profesor  Santos,  en  su  obra
de  análisis  económico  del derecho  de  accidentes,  clasifica  las reglas  de responsabilidad  así
-    Responsabilidad  objetiva:  el  causante del  accidente es  responsable  del  daño,  cualquiera
que  sea la conducta que haya observado.
-    Responsabilidad por culpa:  el causante es responsable del daño sólo si no observó  un tipo
de  conducta que, de acuerdo con las normas, le exoneraban de responsabilidad
-    Concurrencia o compensación  de culpas:  la responsabilidad  del causante y  de  la víctima
se  gradúan en función  de la conducta observada por cada uno.
-    Ausencia de respoiisabilidad: el causante no es responsable del daño;
Plantea  que  las  formas  de  llegar  a  una  “regla de  no responsabilidad” pueden  ser  varias,  por
ejemplo,  por  la  inadecuada  textura  de  la  norma  o  por  su  inaplicación.  Responsabilidad  subsidiaria,
solidaria,  etc.,  establece  la responsabilidad  de  cada  uno  cuando  son  varios  los  causantes.
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las  pérdidas derivadas del accidente automovilístico o de cualquier otro tipo.
1.3.2.1.  Daños cubiertos según l  criterio de responsabilidad
subjetiva  o por culpa  -
El  régimen  general  de  responsabilidad  por  culpa  o  negligencia  del  art.  1902  del
C.C, sufre  transformaciones93  por  los  cambios  operados  en  la  LRCSCVM,  en  cuanto  a la
aplicación  del criterio de culpa subjetiva, al implantarse en forma general un sistema de
responsabilidad  objetivado,  en  la  nueva  ordenación  de  la  responsabilidad  del  automóvil.
De  ahí,  como  lo expresa  MEDINA CRESPO94:
Se  ha alterado, el ingenuo sentido del artículo 1902, pues en la esfera de esos riesgos ya no se
entiende que diga que el causa un daño está obligado a repararlo cuando ha mediado culpa, sino
que se lee en el sentido de que el que causa un daño esta obligado a repararlO, salvo que demuest
re  su falta de culpa; y a su vez, se entiende que este agotamiento no puede tener lugar mediante la
demostración del agotamiento de la diligencia debida, pues su teórica posibilidad opera como vir
tual imposibilidad; sino sólo mediante la demostración de que el hecho dañoso se produjo por una
causa totalmente ajena al agente de referencia, en el entendimiento de que el caso fointo  no es de
por  sí ajeno a la actividad peligrosa, careciendo por ello siempre de virtualidad exoneradora.
Con  los parámetros de culpa o negligencia, se sigue determinando exclusivamente
la  responsabilidad  automovilística  en cuanto  a los  daños  materiales,  por  csya  causación  el
conductor  debe  responder  conformé  al  sistema  de responsabilidad  del derecho  civil9,  art
  REGLERO CAMPOS, L. Fernando, “La «conducta»  o la negligencia del perjudicado  en
la  nueva  ley  de  responsabilidad  civil y  seguro  en  la  circulación  de  vehículos  a  motor.” En  Revista
Aranzádi  Civil, Madrid, 1998, febrero, n° 20, p- 11-29. Hace hincapié, en que la nueva Ley no  se refiere
ahora  a  la acepción «culpa»  (como hacían los textos  anteriores de  la Ley del  automóvil): “(...)  sino
«  conducta  »  o  negligencia del  perjudicado  ,  no  constituye  un  mero  retoque  de  estilo,  sino  que
obedece,  sobre  todo, al propósiló  de incluir la intervenciófl de los inimpufables en  el accidente  entre las
causas  de exoneración de responsabilidad. Este propósito se  confirma en  el núm. 2 del  ap. l  del  anexo
de  la  Ley, según  el  cual,  «Se  equiparará  a  la  culpa  de  la víctima  el supuesto  en  que,  siendo  ésta
ininpulable,  el accidente sea debido a su  conducta  o concurra con ella a la producción  del mismo”
   MEDINA CRESPO, M. Responsabilidad i’ií  automovilística..oPt,  p 15.
  LETE DEL RIO,  José Manuel. Derecho de obligaciones... op.cit., p  176.
SANCHEZ  CALERO. “La evolución del  Seguro  de  Automóviles”. En  Revista  Espaiíola  de
Seguros  no.  49  de  1987, p.  29. Se refea  a la nonnativa del R.D.L. de 28  de juio  de 1986, de doble
régimen  de responsabilidad objetiva atenuada y subjetiva ‘según  el daíio recaiga sobre las ersona5  o sobre
las  cosas”.
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1902  o si se derivan de una  actuación dolosa,  ilícita, por lo  rituado en el  art.  106 del
Código  Penal  -  antiguo  art.  19  C.P-  ,  o  sea  bajo  el  clásico  criterio  de  la  culpa,
consolidando,  cada vez más, una doctrina jurisprudencial subjetiva pero progresivamente
objetivada96, en la  cual se ha  invertido la  carga de  la prueba, al presumirse culpable al
agente  dañador, el  conductor, en contraposición, a la  doctrina jurisprudencial imperante
hasta  la  Ley de  1962, en  la  que para  acreditar la  existencia de  la  culpa, se imponía la
clásica  regla  probatoria  actore  incurnbit probatio  o  affirmanti  non  neganti  incumbit
probatio,  que gravaba a la víctima, sujeto paciente que pretende el  resarcimiento, con la
carga  de probar tanto  el hecho  dañoso como la  culpa97, puesto que  se cobijaba  con la
presunción  de inocencia al agente dafioso98 situación que viene a modificarse a partir de
la  década de los sesenta cuando se empieza a recurrir a la culpa levísirna99, y luego a su
  MEDINA CRESPO.M. Responsabilidad... op.ciL, p  15, define el  autor  en  su  obra, la  doctrina
jurisprudencia! de la responsabilidad subjetiva objetivada, como aquella que se da en:
(...)la  regulación comíui de los ilícitos dañosos extracontractuales producidos en  el  ámbito de  estrictas
actividades mecánicas e industriales a renglón seguido en cuanto al fortalecimiento de la objetivación cita a
la  Sala 1’ del Tribunal Supremo: cuando, al aplicar el art.  1902, vio que  la solución justicia! de algunos
supuestos obliga a prescindir del elemento culpabilístico, al quedar cumplidamente acreditada su existencia,
afirmándose que el agente dañoso inculTe n responsabilidad civil, aunque el menoscabo se haya producido
fortuitamente, por razón de una  fuerza mayor endógena.
Concluyendo el autor, como el sistema de imputación de la causa culpable presumida e inventada cede para
integrarse de hecho en el sistema de imputación de la causa propia no desmentida por una causa ajena.
  DE ANGEL YAGUEZ, Ricardo. Tratado de responsabilidad civil.  Madrid:  Civitas, 1993,  p
237.  Para el profesor, De Angel, uno de los tratadistas más autorizado en el Derecho español, en cuanto a la
teoría  de la  culpa probada, la pondera con la filosofia liberal del laissezfaire,  con la cual se corresponde
perfectamente, puesto que a  ésta le repugnaba la posibilidad de  que una persona fuera responsable por la
producción de daños no reprobables, cometidos sin culpa, por ser ajenos a su libre voluntad.  Al presumirse
la  bondad del  agente dañoso,  solo  seria responsable  si  se  dernostrara su  culpa.  No  existiendo pues,
responsabilidad sin culpa, deduciéndose en tanto que podía haber culpas sin responsabilidad, hecho cierto y
muy  frecuente en la práctica, que constituyó un sistema regresivo y de grandes injusticias. Del mismo autor
vid,  su excelente obra Lecciones de Responsabilidad  Bilbao : Publicaciones de la Universidad de  Deusto,
1978,  p  15, en las  que  corrobora el  predominio de  la  culpa como  fruto  de  la  sociedad y  del  Derecho
imperante  en el siglo XIX, ahora, afortunadamente con profundas transformaciones.
98  Haciendo una  crítica al  sistema de  la culpa probada, que  también puede predicarse del  sistema
colombiano en cuanto a  administración de justicia en accidentalidad vial, el destacado doctrinante miembro
de  SEAJDA, Mariano MEDINA  CRESPO,  en  su obra Responsabilidad Civil Automovilística... op.cit., p
24,  cita  a  GULLON  BALLESTEROS,  en  Curso  de  Derecho  Civil.  Contratos  en  especial.
Responsabilidad  extracontractual. Madrid: e.d, 1968, p 473- 474,  al resumir el significado normativo de la
culpa  probada, expresaba “(..)  que la irresponsabilidad era la norma y  la responsabilidad la excepción.’
  CÁVANILLAS MUGICA, Santiago  La  transformúción de  la responsabilidad... op.cit., p  55.59
objetivizaCiófl con la Ley especial del automóvil, que regula la responsabilidad civil del
asegurador’°° tanto por daños personales, como por los materiales, en consonancia con la
norma  general del art.  1902 del C .C, proyectada sobre una  nueva realidad histórica, con
una  actividad  de  riesgos  movilizados,  derivados  del  uso  de  artefactos  mecánicos,  e
industriales,  intrínsecamente considerados de alta peligrosidad para la comunidad.
Es  de señalar, que en materia de criterios de responsabilidad subjetiva tal como lo
apunta  MEDINA CRESPO101, autor  especializado  en  esta  materia,  el  criterio  de
Respecto  de  este recurso  in lege Aquilia  levissima culpa  venil, afirma que  es utilizado  en  el  sistema de
responsabilidad  español,  a  partir  de  la  sentencia  3299  del  14  de  octubre  de  1961,  y  -  comenta
CAVANILLAS-  “por esta vía, empieza!? a recibir tratamiento condenatorio las conductas simplemente
torpes,  desafortunadas O erróneas” (el  subrayado es  nuestro) citando entre  ellas, p.e., por  la  velocidad
media,  podía considerarse “ligera” la forma de conducción del demandado; por  la rotura de  la dirección de
un  auto-camión, se  considera  la  falta de  revisión  del  vehículo  y  la  ‘falta  de presencia  de  ánimo  del
conductor “;  por la murte  de un peatón que sin adoptar las más elementales precauciones, al intentar cruzar
de  izquierda a  derecha a  escasa distancia de un motociclista, se  funda la  culpa del conductor, en  que éste
circulaba  a velocidad inadecuada a la escasa intensidad de la luz de cruce, y  que por  ello debió extremar su
atención  y no cruzar sin cerciorarse  de que su marcha podía hacer peligrar la vida de terceros, “no acreditó
condulese con la prudencia  exigible, que  en  circulación ha  de  ser  exquisita y  no  estuvo atento a  las
circunstanciaS del tránsito, no advirtiendo la presencia del peatón hasta que lo atropelló”.
Por  eso  su aserto  de  que  los  contornos  . ‘i  culpa  levísima  son  más  difusos  que  los  de  la
diligencia  de  un buen padre de  familia y su delimiL.iófl  no puede  ser  sino casuística. Por  ello el ámbito
preferido  de  la culpa levísima, es el  “de los accidentes de  circulación, donde siempre es posible  encontrar
un  leve jállo  en la actuación del conductor”, recurso  que decayó al entrar en vigor  la Ley del automóvil.
‘°°  MEDINA  CRESPO.  El  seguro  obligatorio de  Automóviles.  Cuestiones básicas.  Principios y
límites.  Compensación de Ctilpas. Treinta anos después o la agonía de la razón. Madrid:  e.d.,  1994,  p  35 y
ss.  Trabaja  una  hipótesis  bastante  interesante,  de  la  Ley  del  automóvil  de  1986,  que  desplazaba  la
responsabilidad  civil  del  conductor  (e indirecta  del propietario- tenedor) al asegurador, razonamiento válido
hasta  la reforma de  1995, mediante  la  cual  sigue  siendo  punto  de  conexión  y  se  le  vincula  independiente  de
que  esté  o no protegido  pot  el seguro  obligatorio,  expresando:
La  ordenación contenida en la Ley del Automóvil (...)  no  regulaba ni regula la responsabilidad civil de los
conductores,  sino exclusivamente la del asegurador y,  dentro de  la  específica órbita de  ese seguro, la  del
Consorcio  de Compensación, en  su doble función de  asegurador directo y  supletorio.  Las normas de  esa
legislación  especial no  dotaban en sí al perjudicado de acción civil contra el éonductor, sino sólo contra el
asegurador.  (...)  el conductor aparece como punto de conexión que desencadena, en su caso, la responsabili
dad  directa del asegurador, que es siempre, exclusiva y  excluyentelfleflte, quien tiene que indemnizar, (si)
cuyo  conductor es culpable del  accidente; pero cuando no existe culpabilidad del conductor o  no resulta
acreditada,  el  asegurador del vehículo causan   -.  .ausalidad  dinámica) ha  de  abonar  la  indenrnizaciófl
precedente.  sustrayéndose a tal obligación sólo cáando el accidente se haya producido por culpa exclusiva de
la  víctima o causa de fuerza mayor ajena a la conducción; (...)
101  Ibidem,  p  81.  Otro  cuestionamiento  gira  en  rededor  de  la  pervivencia  del  criterio  de  responsa
bilidad  subjetiva  que  “nace no sólo cuando se demuestra que se causó culpablemente el daño, sino  también
siempre  que se deje de demostrar que se causó culpablemente”.
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subjetividad  no  sólo  es  aplicable  a  los  daños  materiales  derivados  del  accidente  de
tránsito,  como expresamente lo regula la ley de responsabilidad y seguro, sino que en lo
mas  intrínseco de  la norma del art.  1.1 de la LRCSCVM puede  afirmarse su aplicación
para  los  daños  corporales  en  los  eventos  de  exención  de  responsabilidad,  dada  la
exigencia  de demostrar el agotamiento de k   igencia, circunstancia que hace imposible
o  dificulta en extremo, el demostrar la participación “única o exclusiva de la víctima” o la
“fuerza mayor” o “causa de un tercero” en la producción del daño, por lo cual ante la falta
de  demostración de esa culpabilidad externa al conductor, deberá en últimas responder.
No  obstante,  sigue  igual  en  la  nueva  LRCSCVM,  de  enmarcar  los  daños
materiales  dentro  de  la  responsabilidad subjetiva, constituyendo motivo  de  indudable
controversia  en  la jurisprudencia  y  la  doctrina  actual,  los criterios  de  responsabilidad
subjetivada,  dentro  de  un  marco  de  responsabilidad por  el  riesgo  creado  que  por  su
naturaleza,  se  contrapone al  criterio  de  asignación de  responsabilidad para  los  daños
iomateriales, planteado en los siguientes términos por la jurisprudencia menor  —
Cabe preguntarse si este era el fin perseguido por el legislador o sí, por el contrario, es posible una
interpretación distinta del art. 1 de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación
de  Vehículos a Motor que pei-rnita llegar a la conclusión de que en este tema de la  responsabili
dad por daños materiales, siempre dentro de los límites del seguro obligatorio, rige un sistema de
responsabilidad civil semejante al de los daños personales, (responsabilidad objetiva- atenuada,
derivada del riesgo) de manera que el causante responda siempre salvo que se  acredite culpa
exclusiva de la víctima o frierza mayor extraña a la conducción.
Este  cuestionamiento,  se  fundarnenta,  en considerar  que  interpretar,  como lo viene
haciendo  la jurisprudencia  en  general,  parece  que  es  ir  en  contra  del  mismo  espíritu  y
finalidad  de  la Ley  de  Responsabilidad  y  seguro,  que  en  término  general  comprende  un
sistema  de  responsabilidad  por  riesgo,  y  no  de  responsabilidad  subjetiva  como  se  verá
más  ampliamente  mfra.
102  GOMEZ MARTINEZ, Carlos. Presidente de la Sección 31 de la Audiencia Provincial de Palma
de  Mallorca, se pronunciaba así en ponencia “La responsabilidad civil por daios  materiales” presentada en
el  XIII Congreso de Derecho de la Circulación -CDC’97- Madrid : 2 1-22 de abril 1997.
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1.3.2.2.  Daños cubiertos por Ía responsabilidad por riesgo
No  fue  ajena España  al  advenimiento del  maquinismo’03 y  de  la  necesidad  de
socialización104 de  la  responsabilidad  civil.  Acerca  de  la  evolución  del  sistema, en
palabras  de REGLERO  CAMPOS  105,  señala, como no sólo era afectada exclusivam
ente  la  clase  asalariada,  sino  también  el  resto  de  las  clases  sociales,  porque  la
accidentalidad  del tráfico los alcanza a todos; la instauración del Welfare State, del Estado
bienestar;  la  concienciación del  individuo de no  dejar al  azar o  en manos  de  Dios  las
desgracias,  como los accidentes del automóvil, exigieron encontrar medios más idóneos,
para  reparar los daños sufridos en esta  creciente actividad, que hicieron adoptar teorías
modernas,  diferentes a  la  culpa probada,  que  dieran mayor  protección  a  las  víctimas,
resquebrajando  el principio de la culpa, para dar paso a un criterio denominado  por un
sector  de la doctrina de responsabilidad por  riesgo.106
03  Hay  en la  obra de MEDINA CRESPO, Responsabilidad civil automovilística.  op.cit. a p  IX,
una  cita tomada de  José María NAVAS MULLER,  “En torno a la  regulación  jurídica  del  riesgo  de  la
circulación.  la  legislación  del siglo  XVIII”,  R. Seguros, núm. 28,  1968, octubre-diciembre, pág. 213, que
bien  vale la pena reproducir, corno antecedente histórico (año 1787):
Enterado de ser frecuente el abuso de correr por las calles públicas de los pueblos los coches de rua, de cuyo
desorden  se han seguido... perniciosas consecuencias, pues... no sólo en varias ocasiones se ha atropellado y
maltratado  a  diversas personas,  sino que...  se  les ha  causado la  muerte, y,  deseando  evitar  semejantes
infaustos  sucesos, prohibo por punto general que los  cocheros de rua vayan por las calles de  los pueblos
con  seis mulas... y a los contraventores.., quiero se les exijan ...  las  penas que prescribe.., la Real Pragmática
de  9 de noviembre de  1785  (Real Orden de Carlos UI, de 11 de junio  de 177,  confirmada por Cédula del
Consejo  del día 21 siguiente; bandos renovados por la Real Orden del 19 de febrero de 1789, de Carlos 1V)
“con motivo de haber reparado Su Majestad no czimplirse las ordenes prohibitivas de correr los coches po;
las calles, y...  haber uno  atropellado al de su Boticario Mayor...”
104  SANTOS BRIZ,  La responsabilidad civilop.cit.,  p 6 1-62.
‘°  REGLERO CAMPOS. Accidentes de circulación... op.cit., p 79- 88.
106  Entre  otros,  ALONSO  PRIETO,  Luis.  “El  tratamiento  de  la  culpa  de  la  víctima  en  los
pronunciamientos  sobre  responsabilidad  civil  acordados  en  sentencias  penales.  Incidencia  del  seguro
obligatorio”.  Revista  de  Derecho  de  la  Circulación,  1972,  núm  6,  noviembre-diciembre,  p  537;
PANTALEON  PRIETO,  A.  Femando.  “Notas sobre  la  nueva  ley  de  contrato  de  seguro,  en
Comentarios  a Ley  de  contrato  de  seguro,  dirigido  por  Evelio  Verdera  Tuelis.  CUNEF,  Madrid,  1982,
vol.  1, p 937-940;  REGLERO CAMPOS, Luis  Fernando.  “El juicio  ejecutivo de la Ley  del automóvil:
la  culpa  exclusiva  de  la  víctima  como  causa  de  oposición  al  ejecutante” PJ,  1986,  núm 4, diciembre, p
127-130.
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Aunque,  como lo hemos visto supra, el criterio subjetivo  de responsabilidad por
conducción  de automóviles, sea notoriamente objetivado107, no puede  decirse en  forma
absoluta  que  en  el  ordenamiento jurídico  español,  se haya  prescindido  del  principio
básico  de la culpaS sigue presente en la normatividad legal; sí bien ésta se ha reducido a
un  mínimo,  tampoco  puede  entenderse  como  una  responsabilidad  civil  totalmente
objetivada, sino de una responsabilidad por tiesgo objetivada108.
Para  autores tan  importantes como el  magistrado DIEZ  PICASO,  se  establece
una  necesidad de protección a las víctimas’09, enfatizando más en  los daños producidos
que  en los otros elementos -  culpa,  nexo de causalidad, acción u omisión- configurando el
principio  del resarcimiento del daño, denominado “principio pro  damnato”11°
No  es  posible, hoy por  hoy,  admitir, es  cierto un  sistema de  socialización de  los  daños, pero
tampoco  nos  encontramos ya  en el puro sistema de responsabilidad por culpa.  La ralio inris del
nuevo  Derecho de daños, parece encontrare.  de algún modo más que en la idea de sanción poi un
acto  ilícito o  antijurídico, en  la necesidad  protección de  la persona y de  sus bienes jurídicos
107 Para  SANTOS  BRIZ.  La  responsabilidad civil...op.cii., p  71- 74,  la Ley del Autornovil tiene el
carácter  de norma especial dictada para un  concreto supuesto de  responsabilidad civil privada,  debiendo
operar  en su aplicación sólo para los supuestos que la nonna prevé, y en caso de insuficiencia debe aplicarse
en  lo que no se oponga a  ella la norma general de responsabilidad del art.  1902, a mas de  estar previsto, la
supletoriedad  del  Código Civil, para  todas las  nonnas  especiales (art. 40,  apartado 3  del  C.C).  Por eso,
advierte  que la regulación del D.L. de  1986, similar a la vigente:
(...)  no regulaba una verdadera responsabilidad objetiva o  por mero riesgo, basada exclusivamente n la
causalidad fisica. Debe mantenerse, aun vigente esta norma, el principio de que sólo  el sujeto  culpable es
responsable (...)  no se trata de una responsabilidad objetiva, como a primera vista parece, sino  solamente de
una  presunción de culpa del conductor. (...) Hay un nexo adecuado entre el acto de conducir y el resultado
dañoso para un  tercero a consecuencia de aquel acto. Aun en supuestos de fallos mecánicos o defectos de
funcionamiento  del vehículo, totalmente ajenos al conductor, éste debe responder de  las consecuencias
dañosas para terceros: la voluntad de conducir el vehículo se conecta al resultado mediante una causalidad
adecuada que debe llevar como anejo la imputabilidad e las consecuencias al conductor o al responsable
civil subsidiario. Y concluye diciendo que  ‘Es indudable la base de  la voluntariedad como actitud frente  a
valores jurídicos ajenos  exieriorizados  que  pvc’n  resultar  cla,iados:  hay, en definitiva una  culpabilidad
determinada por  circu,islanCiaS de orden socia.’(E1 subrayado es nuestro).
08  STS de 27-01-83, Ar. 392.
109                                         ..TAMARIT  SUMALLA,  Josep M. La reparacion a la victima  en  el derecho penal... op. cii., p 15,
habla  del “redescubrirniento” de protección a la víctima incluso en el ámbito criminal.
10  DIEZ  PICAZO,  L. Estudios sobre la Jurisprudencia Civil, vol. 1, 2  ed. Madrid : Tecnos, 1979,
p  276.  Vid.  A.  TUNC,  Hacia  un Derecho nuevo de  la indemnización de  los accidentes de  circulación.
R.G.L.J,  1974 II, p 578 y ss.
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(espirituales,  coi-porales, patrimoniales) ante  los  riesgos  que  la  vida  moderna  crea y  ante  el
incremento de la peliosidad,  ¿sería aventurado hablar de un principio pro damnato?
El  elemento intencional -culpabilidad- puede exitir  aunque carezca de relieve y transcendencia y
de  hecho concurre en  supuestos en  que, sin embargo,  son calificados  como de  responsabilidad
objetiva.  La voluntad humana, al menos de fonna mediata, es la fuente de ésta responsabilidad.
La  nueva  de  Ley  de  Responsabilidad  y  Seguro  en  la  Circulación de Vehículos a
Motor,  en  el art. 1.1, contiene una novedad reveladora de que el legislador al optar por un
sistema  de  responsabilidad cuasi  objetivo,  lo  hace  fundado en  la  actividad del  riesgo
desplegado  por  el  vehículo de  motor. Y  por primera vez  en el  ordenamiento jurídico,
como  lo  señala  la  doctrina jurisprudencial’  :  “(...)  el  texto  normativo  se  dota  a  sí
mismo, (..)  de  un referente técnico incorporcindo a su articulado una mención expresa a
la  teoría del riesgo, sin hacer distinción entre daños a las personas y a las cosas.
Por  ello  la  Jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  Español,  en  materia  de
responsabilidad  civil  por hechos  derivados de  la  circulación de  vehículos, aplica  -  en
nuestra  opinión- el principio de responsabilidad por riesgo objetivada, al prescindir de la
culpa  de las personas y atribuirles una presunción de responsabilidad por el manejo de los
vehículos,  dado que se estima que la conducción implica de suyo un riesgo suficiente para
hacer  surgir esa responsabilidad 112, con exclusión en el caso de que la propia víctima se
GOMEZ  MARTINEZ,  Carlos. “La responsabilidad por daños materiales .. .op. cii.  p 3.
112  DE  ANGEL  YAGUEZ.  Lecciones  sobre  responsabilidad... op.cit.,  p  86,  refiriéndose  a  la
Doctrina  francesa (SALEILLES Y JOSSERAND),  mejorada por  la jurisprudencia (por aplicación de  los
art.  1382 y 1383 que se asimilan al 1902 del Código español) y del art. 1384, en la que el patrono respondía
por  el sólo hecho de ser dueño o guardián  de la máquina causante del daño, que sustituía “la idea de culpa
por  la  de  riesgo, y  la responsabilidad recaía sobre  el  empresario (‘inicinlnlente n el  ámbito laboral,)
aunque  probase  que Izo había  incurrido en  culpa,  extendible luego  a  los  accidentes de  automóviles,
considerados los daños causados como “hecho del hombre” sujetos a la doctrina tradicional  de  culpa;  modo
de  pensar jurisprudencia1, que cedió como lo cita el autor:
Se quebró a partir de una célebre sentencia de  las Salas reunidas del Tribunal de Casación, de 13 de febrero
de  1930,  que,  refiriéndose a  un  accidente provocado por  un  automóvil en  marcha, sustituyó
significativamente la idea de “presunción de  culpa” por la de  ‘resunción  de  responsabilidad” .  Dijo el
Tribunal que la presunción por el art.  1384 párrafo 10... no puede ser destruida más que por la pmeba de un
caso fortuito o de fuerza mayor, o de una causa ajena que no le sea imputable (al que tiene la guarda de la
cosa):  y  no  basta -  añade la sentencia- la demostración de que no incurrió en culpa alguna o de que la  causa
del  hecho dañoso permanece desconocida.
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interfiera  en  la  cadena  de  causalidad,  o  lo  haga  un  tercero;  debiendo pues  asumir  el
conductor  las consecuencias del riesgo creado con su circulación, del cual es exonerado
solamente  en caso de la culpa exclusiva de la víctima o en virtud de un suceso de fuerza
mayor  que no sea rotura o fallo de los mecanismos del vehículo.  Así se encuentra consa
grado  en  las  normas  aplicables desde  la  LUCVM  de  1962, la  reforma  de  1986, y  la
reciente  Disposición Adicional 8  de “Modificaciones de la Ley de Uso y Circulación de
vehículos  de motor” de la Ley 30/1995, que la denominó LRCSCVM.
El  riesgo creado por un  género de actividad -  como  explica SOTO N1ET01113 -
viene  a constituirse en fuente de responsabilidad objetiva, a la par que la derivada del acto
injusto,  determina una  “esfera de responsabilidad” para distribuir y atribuir los riesgos y
sus  consecuencias económicas que permiten fundamentar la  imputación a un patrimonio
diferente  del peijudicado, que bien puede  ser el del agente externo o el del  asegurador -
reconocido  por los sistemas de socialización del riesgo.
Este  reconocimiento en  opinión  de  RUIZ  VADILLO  114,  es  “una evolución,
llena  de buen sentido, de la Jurisprudencia pero  que ha modficado  la responsabilidad
por  culpa en otra, nacida del riesgo insito en determinadas actividades que la transfor
man por  una presunción de culpa e inversión de la carga de la prueba,  en otra objetiva”.
Surge  de  la  confrontación del  sistema de  responsabilidad por culpa o  subjetiva y de la
responsabilidad por riesgo, un nuevo criterio que es el de la responsabilidad objetivada.
En  nuestra interpretación, para  la  doctrina española, como  actividad creadora de  los jueces,  las
anteriores  premisas reconducen a  la  “responsabilidad por  riesgo” o  de  la  actividad peligrosas que  da
origen  a  la  “presunción  de  responsabilidad”, que vendría a  reemplazar la  presunción de  culpa o  mas
conocida “culpa subjetiva”.
‘  SOTO  NIETO,  Francisco.  “La  responsabilidad  civil  en  el  accidente  automovilístico.
Responsabilidad  objetiva’,  en Revista cíe Derecho Judicial, Madrid, 1969, p  116.
‘  RUIZ VADILLO.  “La valoración del daño corporal” en Revista de Derecho de ¡ci circulación, n°
6/89,  p  293  y  294.  Citado  por  VAÑEZ  DE  ANDFS.  Responsabilidad ...  op.cit.,  p  23-24,  cuando
contestaba  a  Santos  Briz.  Vid,  también  sobre  el  mismo  terna  a  CAVANILLAS  MUGICA.  La
Ircuísforinación  de la responsabilidad civil ...  op. cii.,  p 117 y Ss.
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1.3.2.3.  Daños  cubiertos  por  responsabilidad  objetiva
La  jurisprudencia a través de la Sala  1a del Tribunal Supremo de Justicia, hacien
do  eco  de  la  doctrina  científica y a  partir de  la  conocida  sentencia del  10 de julio  de
1.943115 ha ido inclinándose hacia una apreciación cada vez  más objetivada de la  culpa
extracontraCtual  en  general.  A  decir  de  muchos  autores,  entre  ellos  YAÑEZ  DE
ANDRES’16,  se han  ido  introduciendo diversos paliativos a  las pautas  interpretativas,
para  una nueva apreciación de la culpa, que  se traduce en los siguientes supuestos, y que
identifica  la denominada “culpa objetiva»7  generadora de la obligación de responder en
115  STS.  10-7-43, Ar. 856, considera, más que  una quiebra del sistema de responsabilidad, una
modificación jurisprudencial del tratamiento de la prueba, trasladando la carga de la prueba de la actuaçión
culposa  al agente del daño. El alcance de está sentencia cambio radicalmente la doctrina jurisprudencia1
española  en  esta materia,  en  la  cual se  nota la influencia tanto de la doctrina judicial francesa, sobre la
responsabilidad  por  el hecho de  las cosas y de  la doctrina judicial  italiana, que  en su art. 2054 del  Código
Civil,  estableció  una presunción de culpa contra el conductor.  Con esta sentencia del 10 de julio  de  1943,
se  reconoce iniciada la responsabilidad objetiva. Vid a REGLERO  CAMPOS.  Responsabilidad..  op.cit., p
106-107.
6  YAÑEZ DE ANDRES, Aquilino.  ResponsabilidadY Seguro... op.cit., p 19-21.
(...)  partiéndose de  la base de que si bien el art.  1902 del Código Civil y la Doctrina Jurisprudencia1 Con el
relacionada es fiel al principio de responsabilidad por culpa, incompatible con una coinpleta objetivación y
socialización del daño, no es menos cierto que la hermenéutica del referido precepto legal, con fundamentos
en  la apreciación de que la culpa es cuestión jurídica (...) ha ido introduciendo en él diversos paliativos según
las pautas interpretativas a que se refiere el n° 1 del art. 3 del Código Civil (...)
Para  este  autor  en  la  medida  en  que  se  exija  el  aseguramiento en  forma generalizada, se
incrérnentan  los  supuestos  de  responsabilidad fundados  en  las  actividades  de  riesgo  o  peligro  y  en
consecuencia  dentro de  la conciencia social, el responsable asegurado es reputado como diligente al asumir
un  coste de primas, que redunda en la valoración de  su conducta, por eso a  pág. 28 dice  “(..)  cuando  no
existe  tal  aseguramiento, se  tiende  acentuadamente a  una mayor exigencia del principio  de culpabilidad
subj etiva para  la imputación del resultado lesivo al sujeto causante del mismo(..)”
117  CAVANIILLAS  MUGICA.  La transformación de ...  op. cit., p 60- 62. Se pregunta qué siificado
puede  darse a la objetivación de la culpa. Encontrando cuatro significados: El primero que por ser la culpa
un  hecho  subjetivo, “deba probarse, sin embargo, con los umnicos instrumentos posibles,  los procesales, que
sean  presunción.  confesión, documento u otros,  son  siempre  mera  ,nan?festación objetiva del dicho hecho
subjetivo.”  No  pudiendo  la  Ley  por las impurezas procesales, abordar el misterio profundo que se encierra
en  todo acto humano,  sino aquellas mas visibles y externas, mostrando la necesidad objetivadora.
El  segundo es la superación de considerar la culpa como mero nexo psicológico entre el sujeto y su
acción  dañosa (antijurídica) y la culpa normativa. En  cuanto al nexo psicológico “habría culpa cuando un
sujeto,  consciente de la peligrosidad de su  acción, quiere, pese  a todo, realizarla, en la esperanza de que
ese  peligro no  derive  en  daño efeótivo”.  Exchiye obviamente el querer, en cuyo caso el nexo psicológico
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1.  “Inversión en la carga de la prueba” obligando al autor del daño a acreditar su obrar
con  toda prudencia y diligencia, precisas para evitar el daño.
2.  “Presunción de culpa en la acción o en la omisión del daño”, a no ser que su autor
acredite,  el  haber  actuado con  el  cuidado y diligencia que requerían las  circunstancias
sería  de  dolo.  En  sentido divergente, la  concepción objetivadora  llamada “teoría de  normativa  de  la
culpabilidad”, es  la conducta de  reproche, contenida en  la norma y  exigible al  individuo, por  lo cual “la
culpa  no sería un querer  algo que  no-debe ser,  sino un querer que no-debe-ser.”  Se sitúa al lado de esta
última,  la teoría de la doctrina penal finalista, que “sitúa la culpa (y el dolo) en la antUuridicidady no en la
culpabilidad”  o sea en un deber objetivo de cuidado.
El  tercero, involucra la valoración “in abstracto” de la culpa, al  “despreciar las particularidades
que  afectan a la personalidad del causante del daño a la hora de valorar su conducta como culpable o no.
Forma  de  responsabilidad  objetiva,  preferida  mayoritariamente por  la  jurisprudencia  y  la  doctrina
comparada.
El  cuarto es valoración  “in concreto de  la culpa’  fundada en  la confianza que cualquiera debe
tener  de  un  actuar  normal y  regulado  del  comportamiento ajeno,  al  “valorar aquellas  circunstancias
personales  que pueden  eliminar  la reprochabilidad de  una conducta exterior u objetivamente culposa, por
afectar  la  capacidad perceptiva,  intelectiva, volitiva  o fisica  del  enjuiciado”.  Hay  un  amplio  sector
doctrinal  yjurisprudencial en favor de valorar las condiciones personales del sujeto.
A  estos significados la jurisprudencia no da un uso excesivamente técnico y preciso del concepto
de  culpa, deduciendo que el Tribunal  Supremo “va más  allá de  la culpa normativa y  alude a  una  cierta
tendencia  a desplazar el centro de gravedad de la culpa, de lo subjetivo a lo objetivo, introduciendo por
¡cinto,  valoraciones  basadas en la confianza y  la finalidad distributiva de la responsabilidad civil”.  Dado
que  “la función  esencial de la responsabilidad, no es  la sancionadora o punitiva, sino la de realizar una
distribución  equitativa de  los daños” (CIAN, Antigiuridicitá e colpevolezza, Padua, p 211,  1966, citado en
La  transformación de la responsabilidad.... op. cit., p 61-62 por CAVANILLAS MUGICA).
“  DE ANGEL YAGUEZ, Ricardo.  Algunas previsiones sobre el futuro  de la responsabilidad civil
(con  especial atención a  la reparación del daño). Madrid:  Civitas, 1995,  p  32,  el  prestigioso tratadista,
coincide  en  señalar en idéntica forma, los criterios adoptados desde hace algunas décadas por  la jurispru
dencia  del  art.  1902 del  Código  Civil; y  sostiene su  postura  de  que  tienen un  autentico carácter  de
responsabilidad  objetiva, con base en los siguientes principios:
a)  se presume que el autor del daño ha incunido en culpa y que a él corresponde desvirtuar esta
presunción;
b)  cuando no se puede probar con exactitud la causa del daño, es el agente quien debe probar su
propia  diligencia;
c)  no basta con el cumplimiento del reglamentos y demás disposiciones legales que obligan a  la
adopción  de garantías para prevenir y evitar los daños, pues si estas medidas no han ofrecido
resultado  positivo, se revela su  insuficiencia y que  faltaba algo por  prevenir, no hallándose
completa  la diligencia;
d)  también una actuación lícita puede dar lugar a daños indenmizables, cuando el agente nos se
asegura  diligentemente del alcance y consecuencias de sus actos;
e)  aplicación  rigurosa  del  art.  1104  del  Código  Civil  al  ámbito  de  la  responsabilidad
extracontractual,  en  el  sentido de  exigir  al  agente  no  una  diligencia  simple,  sino la  que
&mrresponda a las circunstancias de las personas, el tiempo y el lugar (...).
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concuiTenteS en el caso específico.
3.  Se erige como canon la exigencia de “agotar la diligencia”, atribuido al art.  1104 del C
ódigo  Civil en cuanto al ámbito definidor de lá culpa o negligencia, que no se elimina siq
uiera  con el puntual cumplimiento de las precauciones y prevenciones legales y reglamen
tarias  y de las usualespor  la técnica, si todas ellas fueren insuficientes para la  evitación
119del  riesgo
4.  Aplicación del principio de “expansión de la apreciación de la prueba en beneficio del
más débil”, cuando no  se puede probar  con exactitud la causa  del  daño y  la  culpa del
agente.
5.  Inaplicabilidad  de  “la presunción  de  inocencia”, (art.  24.2  de  la  Constitución
Española)  en la culpa extracontractual, ya que aunque se extienda fuera del ámbito penal
la  presunción  de  inocencia,  ésta  siempre  habrá  de  referirse  a  normas  represivas  o
sancionadoras120, no  teniendo tal  carácter el  art.  1902 del  C.C, pues  la  indemnización
119  Para  SANTOS  BRIZ.  La  responsabilidad civil.  op.cit. p  68;  ‘no  era  necesario acudir  a  la
doctrina  de  la  diligencia  exigible para  imponer  (...)  una  responsabilidad por  culpa’  por  el  Tribunal
Supremo.  al  aplicar  a  la  responsabilidad  extracontractual,  regulada  en  el art.  1902  deI  C.C, la  teoría de  la
culpa  contractual,  y  no  exonerar de responsabilidad al causante de  un daño que cumplió formulariamente
todos  los  requisitos  reglamentarios a que venia obligado, cuando la realidad demuestra que las medidas por
él  adoptadas  no dieron  resultado.  Basando  así,  la existencia  de la  culpa:
No  en definitiva en un defecto de diligencia, sino principalmente en que la conducta del responsable resultó
socialmente  dañosa:  no  observó  la  debida  actitud  u  orientación  de  conducta  frente  a  valores  ajenos
jurídicamente  protegidos.  Si  se  observaron todas  las precauciones y  no  obstante el  daño  se  produjo,  es
evidente  que  la  culpa  no  se  basó  en  una  falta de  diligencia,  sino  en  otras  circunstancias no  puramente
objetivas,  sino radicadas más o menos directameIte en tina conducta voluntaria del responsable. En el fondo
siempre  ha  de  hallarse un  acontecer  controlabie por  la  voluntad  humana, y  en  esa  voluntad  se  halla  la
conducta  culposa aunque haya sido diligente; esa conducta es socialmente desaprobada o reprochable.
Es  éste  un  concepto  amplio  de  culpa,  que  aplican  la  teoría  de  la  culpa  contractual  del  art.  1104  del
C.C  a la responsabilidad  extracontractual.
20  El  Tribunal  Supremo  en su sala segunda,  ha  reiterado  en  distintas  sentencias  que:
(...)  el derecho fundamental a la presunción de inocencia recae únicamente sobre cuestiones fácticas y sobre la
existencia  de  un mínimo de  actividad probatoria de  signo incriininatorio practicadas  con las formalidades
legales,  acreditativas de la participación del inculpado en la realización de los hechos, por lo que resulta de
dificil  aplicación a los  delitos de  imprudencia ...en  cuanto en  está clase de  delitos suele hallarse clara la
detenninación  de la persona que ha  cometido los hechos, siendo lo que se ventila..., la procedencia o no de
subsumir  los hechos en un deteniinado  precepto penal, o sea, la calificación jurídica de los mismos, lo que es
materia  totalmente extraña al  referido principio constitucional.  (STS  26-9-90,  Ar.  7250;  y  en  la misma
línea,  entre  otras,  TS  5-1 1-90,  Ar.8658  y  11-12-90,  Ar.9455,  y  de  las más recientes  la  del 27-11-
95,  R.A.  9803.)
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tiene  es  un  carácter  de  reparación  o  de  compensación.  Se  consagra  entonces  una
responsabilidad  objetiva121, al reconocer la existencia de una  nueva fuente de responsa
bilidad  que tiene su origen en el daño producido a un tercero y la peligrosidad inherente al
riesgo  de conducir, desvinculada del criterio subjetivista de culpa probada, aplicable a la
responsabilidad  derivada de  accidentes de tráfico, exclusivamente para la  reparación de
122los  danos corporales
1.3.2.4.  De la responsabilidad  objetiva  a la responsabilidad  objetiva-
atenuada  o cuasi objetiva
De  esa pugna  entre la  responsabilidad  subjetiva, responsabilidad por  riesgo y,
responsabilidad  objetiva pura, se abre una nueva fase en la doctrina española, defendida
por  un importante sector, a la cual han denominado responsabilidad objetiva atenuada o
cuasi  objetiva.  Es copiosa la jurisprudeiicia y las posturas doctrinales de autores, como
SANCHEZ  CALERO, GOMEZ DE LIAÑO, SANTOS BRIZ, SOTO NIETO y
MORILLAS  JARILLO,  pudiendo resumirla en las palabras de ésta última, que predica:
“Ciertamente, en la Ley -  de  responsabilidad civil del automóvil- se establece un sistema
de  responsabilidad objetiva o sin culpa atenuada” (Así lo reconoce la STS. de 29-10-87
123          .                 .(R.A.  7483)  con dos precisas causales de exoneraclon, la culpa exclusiva de la victima
121  La  teoría objetiva tiene su origen en el principio romano ubi est emolumenturn ibi  est onus esse
debet  -circunscrito más  a  la  actividad de empresas, e industrias- por el cual, aquel que emprende una
actividad  peligrosa con el exclusivo propósito de obtener un beneficio, también ha de soportar los daños que
de  tal actividad se deriven, aunque tales daños hayan sobrevenido sin culpa, nos determina la responsabili
dad  por  el  ejercicio  de  actividades peligrosas.  Es  también,  así  conocida  en  el  Derecho  colombiano,
responsabilidad  objetiva, no  siempre aceptada por  los doctrinantes, que  repulsan el  principio de  riesgo-
beneficio,  para la actividad de conducción de vehículos. No obstante, las doctrinas modernas que acogieron
el  principio de  responsabilidad objetiva, básicamente los países  anglosajones, lo hicieron con límites  de
responsabilidad, casi siempre a través de los seguros.
122  El  sistema de  responsabilidad objetiva, está también de  algfin modo,  presente en  el  sistema de
responsabilidad automovilística colombiano, que obliga a indemnizar objetivamente sin probar elementos de
culpa  del  conductor, de  la  víctima o  de  un tercero para  los mismos daños corporales hasta el  límite del
S.O.A.T, con la variable de que este mas que un sistema de responsabilidad es un sistema de seguro sanitario
y  de accidentes personales, como veremos mfra, en el capítulo V.
123  MORILLAS JARILLO. El seguro del automóvil... op.cit., p89-  90.
y  la  fuerza  mayor  extraña  a  la  conducción,  que  quiebran  la  pureza  del  principio
objetivista.124 Constituye entonces la responsabilidad objetiva pura,  una exigibilidad en
forma  muy limitada, deviniendo así en un  responsabilidad objetiva atenuada.
En  virtud a  la presunción de  responsabilidad, y su  objetivación, aceptada por  la
doctrina  y la jurisprudencia, diríase que también la adopta el legislador en forma general
en  la Ley del automóvil, deducción de una primera lectura del sistema de responsabilidad
contenido  en la  reglamentación del T.R en el caso del aseguramiento obligatorio, por el
cual  quedarían  cúbiertos  por  el  S.O.A  tanto  los  daños  corporales  como  los  daños
materiales,  resultado de una responsabilidad eminentemente de carácter objetivo, (art.  1.1
de  la LRCSCVM) bastando  la producción del daño por un vehículo de motor con motivo
del  riesgo derivado de la circulación, para hacer surgir la obligación de  indemnizar, que
garantiza  una  efectiva  satisfacción a  la  víctima.  Pero,  tal  afirmación tiene un  matiz,
porque  lo anterior puede sólo predicarse para los daños corporales, y no en toda su exten
sión,  sino hasta  el límite del seguro obligatorio, cuando el daño se cause por culpa; pues
en  el caso de  “culpa relevante”, se cubre toda  la extensión del  daño  correspondiente al
“peijuicio  económico  o lucro  cesante” ain  en  exceso de  las tablas  baremadas para  su
valoración;  aunque  a  simple  vista,  parecieran  totalmente  objetivados  los  daños
personales,  esa  regla  de  atribución  de  responsabilidad  cuasi  objetiva,  variará
sustancialmerite, hasta tomarse a decir de muchos autores125, en cuasi objetiva u objetiva
atenuada,  criterio  que  también  comparto, en  cuanto  que  esta  regla  general tiene  sus
24  SOTO NIETO. Responsabilidad civil derivada ...  op.cit.,  1989,  p 25 y ss, dice al respecto:
Un  sentidó objetivador está presente a lo largo del aticulado  de esta peculiar ordenación y así se manifiesta en
su  propio  frontispicio  regulador.  (...)  No  obstante,  aun  en  estos últimos  casos  no  dejan  de  concebirse
determinadas  exclusiones en la cobertura reparatoria, amén de ciertas causas exoneradoras que hacen quebrar
la  pureza del principio objetivista (...)
2  SOTO NIETO.  La  responsabilidad civil derivada del accidente automovilístico.  Madrid:  1989,
p  31  y  ss.  SANTOS  B1UZ,  La  responsabilidad civil... op.cit.,  69-74,  GOMEZ DE  LIAÑO.  El juicio
ejecutivo  de  la  Ley  del  Automóvil.  Salamanca:  1975,  p  24,  MORILLAS  JARILLO.  El  seguro  del
70au(ómóvil..  op.cit.,  p  89- 90.
excepciones,  al liberar de responsabilidad al conductor, en caso de probarse que el  daño
fue  debido a culpa única y exclusiva de la víctima, o a fuerza mayor extraña a la conduc
ción  o al funcionamiento del vehículo.
Complementa  esa distinción  del  sistema de  responsabilidad objetiva  a  la  cuasi
objetiva,  la diferencia que  sobre el criterio regulador de responsabilidad automovilística
señala  acertadamente  SANTOS  BRIZ  para  definirla  como  una  responsabilidad
126
social
Se  trata de  una  nueva manifestación de  la  culpa civil, no basada  en  la  omisión de  la diligencia
debida,  sino en directrices de las  modernas corrientes (...) que se aleja de la estricta responsabili
dad  objetiva o por riesgo para basarse siempre en una conducta dañosa para los derechos ajenos, a
su  vez fundamentada en una voluntad consciente,(...)
insiste  el autor SANTOS  BRIZ,  que  no  se  regula  una verdadera responsabilidad
objetiva  o  por  mero  riesgo,  basada  en  la  ausa1idad  fisica,  sino  solamente  de  una
presunción  de  culpa  del  conductor, surgida  en el  acto de  conducir,  con consecuencias
dañosas  para  un  tercero,  determinando  una  culpabilidad  por  circunstancias  de  orden  social
consideradas  ex  lege  de  riesgo  para  la  comunidad.  También,  haciendo  eco  de  otros
doctrinantes,  ha definido esa especie de culpa social corno una culpa sin culpabilidad,127
126  SANTOS  BRIZ, La  responsabilidad civil...  op.cit.,  69-74, hace  un  estudio  que  sigue estando
vigente  con la nueva LRCSCVM, del antiguo art. 1° del R.D.L de 28 de junio de  1986 (Ley del automóvil)
sobre  la responsabilidad civil, regulada desde el artículo 39 de la Ley de 1962, después artículo 1° del texto
refundido  de 1968, sobre el cual destaca lo siguiente:
Regula  este precepto legal  una responsabilidad propiamente dicha, resultante de obligación extracontractual
surgida  al causar un daño en personas o patrimonios ajenos.  El proceso fáctico y lógico es, a este respecto. el
siguiente:
a)  Conducta imprudente o socialmente nociva;
b)  Producción de un daño en personas o cosas ajenas;
c)  Obligación de resarcir este daño;
d)  Responsabilidad del agente, consustancial a su obligación, que se  hará efectiva judicialmente sobre sus
bienes  o  sobre los bienes de quienes subsidiariamente respondan por él, en caso de que voluntariamente no
cumpla  aquella obligación extracontractual.
127    Distingue, SANTOS BRIZ en su obra,  ibidem, p 63- 64:
La  culpa civil ha  recibido, pues, en  nuestros días,  una colaboración social innegable.  La  expresión ‘culpa
social,  cada vez  más empleada por  los autores, explica la tendencia actual de  la responsabilidad y  la culpa
civil,  y muestra cada vez más cómo esta última es mirada a través del prisma, a veces deformado, de la víctima
o  d  la sociedad. A ello se ha llegado pór la apreciación in abstracto_de la  culpa civil, que al utilizar un
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denominación  COfl  la  que  no  están  de  acuerdo  algunos  autores128, considerando mas
aceptable  el de responsabilidad objetiva atenuada.’29
En  virtud de la doctrina pianteada se tiene entonces un sistema de responsabilidad
objetiva  atenuada o cuasi objetiva, dado los supuestos, en la producción del daño cuando
conculTe culpa o negligencia de la víctima1 30, siempre y cuando revista esta caracteres de
patrón de medida general lleva consigo un cierto sacrificio de los individuos menos dotados, en cuanto para
éstos es más fácil no llegar al tipo medio de persona diligente...(...)
128  MEDINA  CRESPO.  a  p  54  y  ss,  en  su  importante  obra,  con  el  sugestivo  nombre  de
Responsabilidad  civil automovilística. De las culpas absueltas a  las inocencias condenadas, nos plantea
como  en la  Ley del  automóvil, ya  “la imputación del  daño  no está  constituida por  la culpa  del  agente
dañoso  (real, presumida  o  inventada), sino por  la  causa  que  aporte  en  la producción  del  accidente”
imputación no por la mera causalidad fisica, sino a un criterio dialéctico de causalidad. Explicada a partir de
que  la responsabilidad se genera sin necesidad de culpa, diciendo a renglón seguido que:  “(..)  se afirma que
causado  un  daño,  hay que  responder de  él, salvo  e  demuestre  debido a  la causa  aportada por  la
victimo  o  a  mmci causa  de  fuerza  mayor  extrínseca al  vehículo,  como  elemento niovilizador  del  riesgo
circulatorio”.  Norma esta especial, que constituye el titulo de imputación no en  la culpa, sino en  la causa
del  daño.  Siendo responsable cuando se es  causante. y se es causnte  cuando hay causa propia y no se  es
cuando  la hay ajena o sea que se sitúa la causa extramuros del riesgo que moviliza.
Este  razonamiento, nos aleja de la imputación la culpa, porque la culpa es una modalidad de causa,
por  eso para el autor, “  la  culpa queda préterida, porque se  causaliza (..)  responde  el culpable porque  es
causante,  pero  se  puede  ser  causante sin ser  culpable.  Resmuiendo entonces que  en  la  subjetividad
culpable,  se objetiva mediante la presunción de la culpa y en el principio de subjetividad causal, la causali
dad  dialéctica, enuncia la  objetividad atenuada, que para  él  lleva a  declarar una  “responsabilidad por  la
existencia de autoría”.
129  Lo señala así GOMEZ DE LIAÑO al expresar:
El  establecimiento de  excepciones a  la  regla general de responsabilidad, hace que no  sea adecuada la
expresión de responsabilidad objetiva, o responsabilidad sin culpa al reflejar una situación que no es exacta ni
deseable, por no  estar ausente en forma absoluta el  elemento subjetivo de  la culpabilidad, siendo más
aceptable el usado por algún sector doctrinal, de ysponsabilidad  objetiva atenuada,  la obligación legal de
indeiniiizar. u otra  semejante  que  revele  mejor  su naturaleza. (GOMEZ DE LIAÑO. El juicio  ejecutivo
de  la Ley del Automóvil. Salamanca: 1975, p 24.)
‘  DE ANGEL VAGUEZ. Alguncts re  visiones...  op.cit., p 32-34. Al analizar en su reciente obra, el
confuso  papel  que  se  atribuye a  la  culpa como  fundamento del  deber  de  responder, y  la  crisis  de  la
institución  de  la responsabilidad civil, en  la  época  actual, hace notar  cómo  incurriendo así  en  una  cierta
contradicción,  “la culpa  sigue  teniendo un  papel  relevante  cuando  se  trata  de  la  culpa  de  la  propia
víctima”.  Bien, se trate de actividades regladas por la responsabilidad objetiva, o de  la responsabilidad por
culpa  inspirada en el art. 1902 del C.C español, pudiendo conducir a “la reducción o incluso a la supresión
de  SU derecho  a  se;. indemnizado”.  Por tanto, la  culpa tiene una  función de  “pena privada”, relevando la
paradoja  de  que  se  castigue así  a  las  “víctimas  culpables”  mientras que  comúmrkeflte los responsables,
cuando  disponen de un seguro, “gozarán  de una  total  inmunidad”.
Acogiendo  los ilustrados  planteamientos del profesor DE ANGEL YAGUEZ, en nuestro concepto, yendo
más allá del ámbito de responsabilidad civil, a la donática  constitucional, riñe el principio de igualdad en
a  ley, que sitúa en  desvéntajade  tutela jurídica la prtección  de la víctima, al equipararla a un asegurador,72
“única o  exclusiva”31, casos en  los  cuales  libera al  autor  del  daño,  el  conductor, de
responsabilidad,  tal corno acontecía en el art. 39 de la Ley de  1962, señalando la doctrina
que  “Por ello, desde el momento en que el conductor interfiere con su conducta, aunque
sea  está  califIcada de  culpa  levísima, deja de  ser  aplicable  esta previsión”32 y  se  le
imputa  el daño por el principio de responsabilidad objetiva atenuada.
Las  excepciones, contempladas en la Ley del automóvil, en concordancia con lo
dispuesto  en  el Código Penal vigente, para los delitos de imprudencia en la actividad del
automóvil,  atenúan  o  mas bien  diluyen la  responsabilidad y  obligación  de indemnizar
para  el  conductor  y  el  responsable  del  vehículo  causante  del  daño  como  se  explica
inmediatamente  ¡nfra.
1.4. CAUSAS DE EXENCION  DE RESPONSABILIDAD
Los  eximentes, tienen su fuente en la propia Ley de responsabilidad civil y seguro
en  la conducción de vehículos a motor, que determina  un tratamiento diferente, según sea
el  tipo  de daños causado,  daños corporales o  daños materiales, quedando exonerado el
autor  del daño’33, tanto  el conductor y el propietario, corno el asegurador obligatorio  -  a
través  de! SOA- del pago  de la indemnización.  Las causales de exoneración son dos:
poi  lo cual es ella misma la que deberá proveer con sus propios recursos cualquier daño en  accidente de
tráfico  debido a su propia culpa y  que no puede ser cubierto poi el mismo SOA que si cubre la culpa del
conductor  que cause un daño por su imprudencia. Resumiendo se castiga “pecuniariamente”, sin posibilidad
de  contratar un SOA -  la  imprudencia de la víctima y  “socializadarnente” la de los conductores que si cubre
el  SOA.
Vid,  en la misma dirección a SOTO NIETO. La responsabilidad civil derivadaop.ciL,  p 31 Ss.
32  MORILLAS JARILLO. El seguro de automóvil.... op.ciL, p426.
   PLANIOL, Marce! y  RIPERT,  Jorge. Tratado práctico  del  derecho civil francés.  Las
obligaciones.  Tomo sexto.  Trad.  Mario  Díaz  Cruz.  La  Habana: Cultural, 1936, p  781-782, ya
consagraban los tratadistas franceses que el autor d  nii daño no es responsable, cuando su acto ha sido
producido por fuerza mayor o caso fortuito y por la existencia de culpa por parte de la víctima.
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1)  La culpa o negligencia de la víctima
2)  La fuerza mayor extraña a la conducción o al  vehículo.
1.4.1.  La culpa o negligencia de la víctima
Supuesto  legal que constituye una excepción en el cual es la propia víctima quien
con  su  actuación negligente es  causa  del  evento dañoso,  llegando a  ocasionar por  su
actuar  la  ruptura  del  nexo  causal  de  responsabilidad’34. Por  este  principio  rector  del
párrafo  tercero  del  art.  1. de  la  LRCSCVM,  en  los  daños  corporales  o  daños  a  las
personas  el conductor no  responde’35 en  el supuesto de  que se pruebe que el  daño fue
debido  únicamente a culpa o negligencia del peijudicado, queda en tanto por fuera de la
órbita  de responsabilidad del sistema de seguro obligatorio, los daños sufridos en forma
exclusiva  por  su  propia culpa; puesto que en caso  de concurrir culpa del  conductor por
mínima  que  ésta  sea,  pierde  el  carácter exonerador  que  la  Ley  prevé,  dándole  otro
tratamiento  emnarcado dentro de la concurrencia de culpas (Vid epígrafe 1.4.1.2).
Para  enervar  esta  vía  de  excepción,  como  lo  reitera  la  jurisprudenCia’36y la
34  Aónque  para  autores  tan  importante  como  ALONSO  PRIETO,  ese  nexo  no  se  rompía,
respecto  de  la  cobertura  del  aseguramiento  obligatorio,  porque  poco  importa  que  el  hecho  de  la
circulación  sea punible o no,  o  mejor  dicho que sea causado por  el agente, el conductor o por  la  propia
víctima  pues  considera que  es  en esencia  ‘mw garcmtía  mínima  de  la persona”  (ALONSO PRIETO,
Luis.  “Tendencias jurisprudenCiales sobre  el seguro  de  responsabilidad civil  automóvilíStica.  Aspectos
procesales”.  En Revista Derecho de la Circulación, 1974/3, mayo-jUnio,  p 235-237.
135  PANTALEON PRIETO.  Fernando.  “De nuevo sobre la  Constitucionalidad del Sistema para la
Valoración  de Daños personales de la Ley sobre Responsabilidad Y Seguro en la Circulación de Vehículos a
Motor”  .  En  Revista La Ley, 4 marzo 1997, opina  que en cuanto a  los daños corporales, seguir hablando de
responsabilidad  del conductor en el ámbito del seguro obligatorio no es sino un artificio técnico con el que
sostener  la ficción de que nos encontramos ante verdaderos seguros de  responsabilidad civil, ya  que en  la
realidad  de  las  cosas se  trata  de  un  fondo  de  garantía disperso, financiado por  los  propietarios de  los
vehículos  de manera que  la  imposición de  ‘respomi’.Jad”  al conductor solo sirve para determinar que
concreto  asegurador, es  decir,  que  concreto  “concesionario del fondo  de garantía” habrá  de  efectuar  el
pago.
La  STS  del  11-6-92 (Ar.876)  se  refiere  al  presupuesto exonerador de  “culpa  exclusiva de  la
víctima.
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doctrina  científica,  se  exige  del  conductor  la  máxima  prudencia,  “un  actuar
absolutamente  correcto  e  intachable,  técnica  y  reglanientariamente’  porque  en  la
complejidad  y riesgo que la circulación automovilística entraña, la atención del conductor
del  vehículo debe  extremarse y  mantenerse en  tal grado  de  tensión  que  sea  capaz de
apercibirse  de aquellos descuidos ajenos normalmente previsibles en un conductor celoso,
consciente  del  grave  peligro  que  proyecta  frente  a  los  que  circulan  a  su  alrededor,
137
asegurando  SOTO  NIETO:
(...)  debe  probar  inequívocamente la  real  e  incuestionable existencia  de  un  actuar  culposo  o
negligente  en la conducta de la víctima, que resulte relevante causalmente para el daño producido;
y,  además, por  añadidura, debe  acreditar que  el  conductor asegurado, cuyo vehículo  generó el
daño,  actuó  en  todo  momento  no  sólo  dando  un  exacto  cumplimiento  a  los  mandatos
reglamentarios  sino, también, agotando cuantas posibilidades había para evitar el siniestro, hasta el
punto  de  que  se  pueda  afirmar rotundamente que  sus evoluciones y  sus maniobras estuvieron
presididas  por la  más exquisita y  delicada prudencia, de  modo que su conducta quede exenta de
todo  reproche.
1  .  4  .  1  .  1  Acerca de la culpa  “única  y exclusiva” de La víctima
Se  considera  -  siguiendo a REGLERO  CA1’WOS- para que opere la culpa de la
víctima  como  causa excluyente de  la  responsabilidad del  conductor, y por tanto,  de la
obligación  de indemnizar de su asegurador obligatorio’38, ésta debe tener cierta entidad de
ser  única y exclusiva’39para diferenciarla de  aquella,  en  que  por su  contribución al hecho
137                  . .  .  .SOTO NIETO. Responsabilidad civilop.  cii.  p i9.
138  No comparten la exclusión de  culpa de  la víctima,  los doctrinantes ALONSO PRIETO, Luis.
“El tratamiento de la culpa de la víctima en los pronunciamientos  sobre  responsabilidad civil acordados
en  sentencias penales.  Incidencia  del seguro  obligatorio” Revista de  Derecho  de  la Circulación,  1972,
núm  6,  noviembre-diciembre, p 537. TIRADO  SUAREZ.  “El  asegurado- consumidor... op.cit.,(1995),
p  6.  REGLERO  CAMPOS,  Luis  Fernando.  “El juicio  ejecutivo  de  la Ley  del  automóvil...  op.cit.,  p
127.;  PANTALEON PRIETO,  A.  Femando.  “Notas sobre  la  nueva  ley  de  contrato de  seguro,  en
Comentarios  a  Ley de  contrato de  seguro,  dirigido por  Evelio Verdera  Tuelis.  CUNEF, Madrid,  1982,
vol.  1, p 93 7-940;
39  REGLERO CAMPOS.  Los accidentes de circulación...op.cit., ap  188-190, es  un doctrinante
que  en cuanto a  “la culpa única y  exclusiva de la “[duna”, no la admite  concurrencia de culpas en la Ley
del  automóvil, la considera únicamente como causa excluyente de la obligación de indemnizar por el S.O.A,
y  así se infería dela  Ley del automóvil hasta la reforma con la Disp. Adic. octava de  la Ley 30/1 995, que en
su  nuevo art. 1 apartado cuarto, consagra expresamente la concurrencia de  culpas, si bien no para exonerar,
si  para disminuir el quanluin  de la indemnización.
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dañoso  tiene  otro  tratamiento,  manifestando  que:
(...)  la culpa de la víctima ha de reunir los requisitos de ser única, total y exclusivamente la
originadora del daño y, además, interpretarse en un sentido rigurosamente técnico- jurídico y no
en la acepción vulgar de “causa matçrial”.
Cuando  tales requisitos no concurran, como bien lo  expresa  autorizadamente el
autor,  no se da la causa liberadora de la obligación de indemnizar, y ello aun en el caso de
que  la  actuación  del  conductor  del  vehículo  haya  sido  irreprochable  y  ajustada
estrictamente  a  la  normativa  legal  que  regula  su  actividad140. La  “culpa única  del
peijudicado  -  sobre la que también coincide SOTO  NIETO’41-  siempre debe estar sobre
la  base de  un significádo de  “totalidad” y “exclusividad”, en  el  negligente proceder de
aquel’42,  y  ser  la  desencadenante del  desgraciado  accidente,  no  bastando  la  simple
causalidad  material para determinar una respuesta de responsabilidad.’43
°  Ibidem,  p 189.
141  SOTO  NIETO, Francisco.  Responsabilidad civil  .op.cit., p  37-45.  Explica,  corno la  “culpa
única  del peijudicado “,  elimina el deber reparador, siempre y cuando se de una  conducta intachable, técnica
y  regIamentaria  del  agente  conductor,  existiendo  sólo  un  concurso  meramente  material  de  éste  y  su
vehículo,  desapareciendo el nexo causal entre su comportamiento en la actividad vial y el resultado dañoso
producido;  gozando de “un efecto exonerador absoluto para  el conductor libre de toda imputación culposa,
ni  siquiera tachable de  aquella culpa calificada de levísima”, recayendo los efectos nocivos del  accidente
en  la propia víctima.
‘  (fr.  STS de  15-2-95 que establece:” (...)  porque  la  doctrina del riesgo excluye la responsabilidad
de  resarcir  los  daños  cuando  se  traía  de  riesgos  normales  o  “razonablemente  previsibles”  para  la víctima,
declarándose  la  culpa  exclusiva  de  ésta, por  razÓn de su propia  negligencia..”
SOTO  NIETO. Responsabilidad  civil  ...  op.cit.,  p 39, considera que. La culpa de  la víctima debe
interferir,  atrayendo una  causalidad interna  totalizadora,  preponderante y  absorbente, eliminando  de  la
conducta  del conductor, cualquier voluntad imputadora, por que  de concurrir cualquier grado de  conducta
del  conductor, procederá la conculTencia de culpas y  la graduación de la indenmización, según el grado de
participación  (Vid  epígrafe  1.4.1). De  ahí  que  derive  dos  conclusiones para  esta causa  exoneradora  de
responsabilidad, que arnerita ser transcrita en toda su extensión:
1)  Queda eliminado todo deber reparatorio tanto a cargo del Seguro de Responsabilidad Civil, de suscripción
obligatoria, como respecto al patrimonio del causante material del hecho- cuando, siendo absolutamente
correcto e intachable, técnica y  reglamentariamente, l comportamiento del conductor, ‘se prueba  que el
hecho  limera debido únicamente  a  culpa  o  negligencia del pejudicado”  (...)  2) A  la vista del adverbio
“únicamente” empleado en el precepto, se colige que el deber de reparación gravita (...)  sobre el conductor -
mejor.  sobre las instituciones aseguradoras previstas para ello- cuando se patentice cualquier atisbo de culpa
en  SU comportamiento... -  o  una indemnización proporcional a su grado de participación en la causa del daño
-.  Dada  la  complejidad y  riesgo que  la circulación automovilística entraña,  la  atención del  conducto” del
vehículo  debe  extremarse y  nrnntenerse en  tal grado  de  tensión que sea  capaz de  apercibirse de  aquellos
descuidos  ajenos normalmente previsibles en tu  conductoi’ celoso, consciente del grave peligro que proyecta.
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En  lo que  concierne a  los daños materiales, se remiten  al  art.  1902 del Código
Civil  y al art.  19 del antiguo Código Penal -  actual  109 C.P-, y también a lo dispuesto en
la  propia Ley de Responsabilidad y seguro, infiriendo de ello en términos generales que el
conductor  sólo responde cuando en su acción u omisión hubo voluntad de dañar o negli
gencia,  ‘44regulada  en  la  legislación  penal,  con  aplicación  de  los  paliativos
jurisprudenciales  a favor de la víctima de inversión de la carga de la prueba y teoría del
riesgo,  cuyo  concepto  moderno amplia  el  criterio  basado  en  la  omisión  de  diligencia
exigible  al  de  conducta antijurídica y  conducta diligente pero  coii resultado antisocial
dañoso  indilgado al conductor14
1.4.1.2  La  culpa  de la víctima  incapaz
También  está  excluida  la  culpa de  la  víctima  de  los  incapaces, conforme a  lo
dispone  el  Aparte  Primero  del  ANEXO  “Sistema para  la  valoración  de  los  daños  y
perjuicios  causados a las personas en accidentes de circulación” de la nueva LRCSCVM,
dice  en  el  aparte  de  criterios  para  la  determinación  de  la  responsabilidad  y  la
indemnización  (1 .2) que:  “Se equipararó a la  culpa de  la  víctima el supuesto en  que,
siendo  ésta inimputable, el accidente sea debido a su  conducta o concurra con ella a la
producción  del  mismo.”  No  es  pacífica  la  doctrina,  que  excluye  la  reparación  de las
víctimas  ininputables,  pues  siguiendo a  SOTO  NIETO146 “la culpabilidad presupone
imputabilidad, condiciones de inteligencia y voluntad precisas para  que un concreto acto
  Aunque como ya lo hemos citado supra  un sector de la doctrina, mantiene que existen bases sufi
cientes  en la misma Ley, para regir los daños materiales por el sistema de responsabilidad cuasi objetiva y la
teoría  del riesgo con exclusión de la responsabilidad del conductor, además de las causales contempladas en
el  Reglamento de Seguro obligatorio, y las previstas en el art. 1 apartado 2 del T.R es decir la culpa exclusiva
de  la víctima y  la  fuerza mayor extraña a la conducción, lo que supondría el establecimiento de un régimen
de  cobertura idéntico para daños corporales y materiales. (GOMEZ MARTEZ,  C.  “La responsabilidad
por  Daños Materiales  en el A ;nbito del Seguro... op. cfI..  p 5-10.)
  STS de  13-9-93  (Ar.1645).
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sea  reprochable,  en  razón  a  la  posible  exigibilidad  de  un proceder  más  correcto y
previsor  (..)  de ahí que no pueda ser imputado el privado  de discernimiento o de razón,
por  falta de conciencia del acto que realiza y  en su libre ejecución”.
Sin  embargo,  dada  la  naturaleza  del  aseguramiento  obligatorio  de  cubrir  la
responsabilidad  civil  del  llamado  a  responder,  legalmente  se  consagró  como  causa
exoneradora  la culpa de la víctima en general, sea ésta imputable o ininputable, sin que
sea  dable reprochar tal  precepto,  que  solo  bajo  un  sistema totalmente  socializado  de
riesgos  si  tendría  cabida  de  aseguramiento’47, y  corno  ya  se  ha  expresado  el  SOA
148
espanol  es un tipico seguro de responsabilidad civil
146  SOTO  NIETO.  Responsabilidad civil ...  op.cil.,  p  39.
‘  MEDINA  CRESPO.  Responsabilidad civil ...  op.cit.,  p  148-150,  afirma al respecto que  en los casos
de  causa  exclusiva  de la propia  víctima:
(...)  sería la técnica del seguro obligatorio la que de  nuevo tendría que ser  utilizada para  esa  expansión,
afirmándose  con una  cobertura  mixta  (le acci(lCfltCS y  responsabilidad civil, (el  subrayado es nuestro)
operando  en ese primer aspecto  en los casos de culpa exclusiva de la propia víctima, de modo que ésta sería
restaurada,  incluso plenamente por el asegurador. pero sin que la  obligación de  éste fiera  correlativa a una
obligación  resarcitoria del conductor asegurado. que no ha de responder nunca de una causación impropia’
pues.  agregamos. para él sigue siendo  un eximente de fuerza mayor)
Mas  adelante.  concluye  el  autor.  que:  “La  clave de  esta  nueva  risión  ,adica en  que.  si  se  considera
progresivamente  justo  que  la  nc/una  aulOca,ISan/e  sea  resarcida  -  colocando  la necesidcid e su protección
por  encima de  las razones preventivas que  llevan a  negar  el resarcimiento -  la  solución  ha  (le hallarse
extramuros  de la responsabilidad civil, (el subrayado es nuestro) insertándola en un seguro  obligatorio que
garantice  esa restauración.
Se  cercenaría radicalmente  así  la  posibilidad de  los  resultados  inicuos  a los  que  lleva,  en  ocasiones,  el
sistema  vigente -fuente  parcial de aquellas resoluciones que lo distorsionan para evitarlos -, sobre  todo en
los  casos de  generalizada fuerza  mayor exógena en la  que la víctima se  ve privada  de resarcimiento,  sin
tener  el deber de soportar el daño sufrido.
Se  trataría  de una medida  legal que, a primera vista, trastocaría  los fundamentos  del sistema, pero,  en la
medida  en que  se mantuviera  el criterio de  la  irresponsabilidad del  conductor y  se  introdujera  el de la
responsabilidad  del asegurador, como cobertura de accidentes ( el subrayado es  nuestro)  en los  casos
en  que  falte aquella,  se estaría  dando a  la cuestión una  solución  cualitativamente idéntica,  al menos  de
forma  parcial.  a  la  aportada por  la  legislación para  los  accidentes  laborales,  como  ejemplo  de  máxima
progresividad  en la tutela.
4S  TIRADO  SUAREZ.  “  El  asegurado-  c”nisumidor....op.cil.,  p  6.  Es  citado por  MEDINA
CRESPO.  Responsabilidad  civil(1995)  op.cit.,  IJ 146-147  y  dice:  “1-fa pregonado  su  discrepancia  a
que  se  dé  relevancia  exijuidora  o  reductora  a  la  culpa  (causa)  de  los  ¡niinpuiables;  e  incluso  la
expresión  de su  disentimiento  llega  a  más,  pites  entiende  que  debiera  negarse  relevancia  alguna  a  la
culpa  de peatones  y  cicli1as,  reprochando  al  Par/amen/o  una Jálta  de receptividad  a  las  demandas  de
los  ciudadanos  de  a pie  («  La  nueva  Ley  sobre  responsabilidad  civil  y  seguro  en  la  circulación  de
vehículos  a motor.  Su transcendencia en  el ámbito  de la responsabilidad  civil»,  ponencia  presentada  en
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Esta  causal de exoneración, aunque responde a la estricta naturaleza de un seguro
de  responsabilidad civil y es de carácter legal, no deja de cuestionamos sino va un poco
en  contravia del espíritu de la  misma ley, de su parte motiva, de responder al clamor de
una  doctrina progresista  de  socializar los riesgos  inherentes a  la  circulación y tráfico,
como  una de las mayores expresiones del Estado social de derecho, constituido así por el
Estado  español, el cual debe proveer un sistema amplio de garantías que atienda y repare
a  las víctimas de  accidentes, que  la masa de asegurados financia, por lo que no debería
asumir  el  costo de la modernidad la  víctima de los daños, ya estos fueran causados por
culpa  de un tercero o por su propia culpa, aunque el  legislador tanto comunitario corno
estatal  hubieren  expedido una legislación basada en la teoría del riesgo con su exclusión,
pues  si somos consecuentes con este principio informador, su  finalidad permite adoptar
cánones  no estrictamente de un régimen de responsabilidad civil y, sí más de un sistema
de  socialización  de  daños  para  proteger  a  todos  los  perjudicados  por  accidentes de
tráfico,  por  lo  cual no debería constituir exclusión la conducta negligente o imprudente
del  peijudicado,  fundados  en  que  eran  “riesgos razoncblemente  previsibles”,  pues
«IV  Congreso  de  responsabilidad  civil«,  del  ICA  de  Barcelona.  Barcelona,  1996,  enero,  t.m, p  5)
expresa:  “Una vez más,  estamos ante  una ,nanJs/ación  de  enemiga frente  al  maquinismo. Si de fármci
¡acondicionada  han  de  ser  protegidos  el peatón  y  el  ciclista,  aunque  sean  causantes  exclusivos  del
accidente,  igual protección  debería predicarse  de los conductores.  Tal sería el sentido  de una auténtica
progresividad  que  huya  de  cualquier  prejuicio  sectario,  como  medida  socializadora  de  auténtico
calado”.  A renglón seguido MEDINA  CRESPO,  Responsabilidad civil....op.cit, p  47,  con base  en las
pautas  de la estricta causa  fisica aportada por  el vehículo de motor y superando la “configuración  moral
y  religiosa  del  Derecho  de  daños” que  por  culpa  exclusiva  de  la  víctima  impide  el  cobro  de  la
indemnización,  agrega
(...)  asumido que  el  criterio legal  es  correcto, por  acomodarse a  las  propias exigencias de  una
responsabilidad objetiva atemperada. hemos de nostrar  nuestro apoyó, (el  subrayado es nuestro) desde
una  perspectiva de legeferendo.  a la tesis de que la autocausación de los menores no se traduzca en negar
el  correspondiente  resarcimiento.  Mas  esa  extensión  la  predicamos  de  todas  las  víctimas del tránsito
rodado  y. por tanto,  de los peatones adultos, de los ciclistas y de los conductores que sean exclusivamente
autores  de sus daños.
Se  trata  de  una  opinión  que  emito  no  tanto  desde  una  perspectiva  de lege ferenda como  desde  una
perspectiva  de jure  co,idendo.  pues supondría configurar  el derecho de  daños parcialmente al margen del
instituto  de la responsabilidad civil, en esos casos concretos.
Así  las cosas, solo los causantes dolosos estarían sustraídos a los beneficios de su restauración.
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considerada  así la culpa de la víctima, paradójicamente en la práctica, se privilegia por esa
misma  conducta al causante de los daños, para quien  “su culpa” exclusiva o concurrente
-  la  del conductor o responsable -  si  está cubierta por el pago de la prima de un seguro -  el
SOA  -,  y  su  patrimonio  sale  indenine,  sin  que  repele  a  la  conciencia  de  los  demás,
mientras  que  esa  misma  culpa atribuida al  que  soporto los  daños por  su  culpa, no  es
asegurable  en el SOA, y si repercute en su peculio personal.
Otra  razón  de  justificación,  desde  una  perspectiva  sociológica es  que  ante  un
horizonte  de potenciales víctimas de accidentes de tráfico, mayoritariamente de jóvenes,
con  un complejo sistema vial, mas potentes vehículos, con mayor probabilidad de daños,
debe  acudirse a principios de solidaridad social y evitar el deterioro de los patrimonios de
los  eventuales cocausantes para prever su empobrecimiento, y, se reformara la legislación
de  LRCSCVM  para  cubrir  los  daños  causados  por  culpa  exclusiva  de  la  víctima  o
ininputables,  pues nada obsta a un sistema de responsabilidad por riesgo, que se reitera
busca  proteger a la víctima del daño, pero eso si, diferenciados y limitados a la cobertura
del  SOA  con  un  régimen  de  disminución  por  agravación  de  su  culpa  exclusiva,
porcentualmente  a  la  prevista  para  la concurrencia  de  culpas,  pues  en  congruencia  con  la
esencia  de  la doctrina del  riesgo,  de protección a la víctima, o el principio  pro  damnato
permitiría  que  todas  las  víctimas  “con su  culpa”  o  sin  ella  pueda  atenderse  a  su
reparación  en el marco  estricto  del aseguramiento  obligatorio.
1.4.1.2.  La concurrencia  de culpas
El  art.  1.1,4 de la nueva LRCSÇVM, introdujo en su reforma, la consagración de
la  “compensación de  culpas”  cuando  la  actuación culposa  o  negligente de  la  propia
víctima  no es única y exclusiva para llegar a ocasionar la ruptura del nexo de causalidad,
pero  que  si  contribuye  eficientemente  al  resultado  daño.  Surge  entonces,  una
concurrencia  causal  con  el conductor, al resultado final del daño que sin la participación
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de  los dos, no podría haberse dado.  Es  la jurisprudencia y la  doctrina,  quienes  inicial-
mente  abordan la  cuestión relativa a  la  operatividad de la  concurrencia de  culpas,’49 o
“solidaridad  judicial  de  los  participes”  corno  lógica  consecuencia en  un  sistema  de
responsabilidad civil, que lleva a su positivación en la reforma de 1995150.
Son  muchas  las posiciones doctrinales que propendían por  la compensación del
daño  cuando se presentaba concurrencia de las  causas aportadas en  el  accidente por el
conductor  y  la  víctima,  conocida  como concurrencia  de  culpas151, y  otras  tantas  que
opinaban  que no era propia de un sistema de responsabilidad por riesgo, como el de la ley
del  automóvil, alejado de  los tradicionales principios de la culpa subjetiva’ 52, MEDINA
149  Denominada por  sectores doctrinales españoles de raigambre positivista, “solidaridad judicial de
los  partícipes”. Anotado en cita 19, por MEDINA CRESPO, El seguro obligatorio... op.cit., ap 226.
150  En  citas  de  la  obra de  MEDINA  CRESPO,  El  seguro  obligatorio... op.cit.,  p  238  a  243,  el
prolífico  autor, hace una análisis de las diversas posturas doctrinales en  cuanto a  la expresada admisión por
el. legislador de la  “concurrencia de  culpas” que termina con la controversia doctrinal, de tesis defendidas
poi  importantes autores como REGLERO CAMPOS, YZQUIERDA TOLSADA, SOTO NIETO, sobre
la  inoperancia de la compensación de culpas, en normas modernas generadas para dar  respuesta a los efectos
inherentes a la creación de riesgos por el uso de  artefactos mecánicos.
-      Se declara en base a unos concretos hechos dañosos enmarcados en la esfera de los riesgos que conlieva el
uso  y circulación de vehículos de motor, en el  entendimiento de que la realización de esos riesgos exige una
respuesta  con nuevos instrumentos jurídicos. con nuevas formas que no estén condicionadas por el lastre de
las  concepciones  tradicionales propias  del principio  de subjetividad, rememorando las ideas que en  este
sentido  ya había expresado COMEZ CALERO.
A  seos u  contrario  de  estos argumentos, otro  sector doctrinal, en  el  que  destaca  GONZALEZ
HABA  GUISADO, Medilaciones ...  .op.cil.,  P 63, replicaba, cara a los accidentes de peatones:
(..)  efectivamente l riesgo aparece en el circular, pero que también se encuentra porque se ha buscado, en el
andar  o  en el  caminar del  otro, incidiendo en un área ajena, y ello en mayor o menor grado”, agregando
lIEDINA CRESPO, que con lo dicho por GONZALEZ -HABA GUISADO, “  se saca a la luz el problema
de  los riesgos que en la circulación motorizada despliegan los peatones, haciéndose una observación que debe
ser ampliada con la referencia  los riesgos que despliegan aquellos conductores que, siendo víctimas de acci
dentes de circulación, son al tiempo sus causantes”.
151  URIA  GONZALEZ,  Rodrigo.  “Problemas  fundamentales  del  seguro  automovilístico  de
res1,unsabiliclacl civil”. En  Actas del  1 Coloquio sobre el Seguro Obligatorio.  SEAIDA. Bilbao,  1963, p
29-  30. GARRIGES  DIAZ- CANABATE,  Joaquín.  Contrato de Seguro  Terrestre. 2 ed. Madrid:  1983,
p  422-423.  MEDINA  CRESPO,  El seguro  obligatorio de  automóviles. Madrid:  1994, p  238  a  243;
GONZALEZ-  HABA  GUISADO.  José Maria.  1/íec/iIaciones sobre el seguro voluntario- neceSario)’ no
necesario,  del automóviL Cáceres  : 1. Colegio  de  Abogados de Cáceres, 1993, p 267;  GONZALEZ- HABA
GUISADO,  José  Maria.  “Aoci/isis cte la compensación  cte culpas  en  el  ámbito del proceso ejecutivo”.
Jornadas  sobre  Contrato  de Seguro.  Ilustre  Colegio  de Abogados  de Cáceres. Cáceres: mayo, 1992.
SOTO  NIETOLqrespon.nibil!dad  civil de,’ivada del áccidenle automovilístico. Madrid:  1989,
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CRESPO,  manifestaba que  “no existe la más mínima razón para que pueda  afirmarse la
inimputalibidad  de la responsabilidad civil por  riesgo y  la técnica compensatoria por  la
coparticipación causal de la  íi”153  Esta discusión científica, se vino a zanjar con la
consagración expresa en el apartado 4 del artículo 1.1 de la LRCSCVM que dice:
Si  conculTiel’efl la negligencia del conductor y la del perjudicado se procederá a la equitativa
moderación  de la responsabilidad y al repartimiento en la cuantía de la indemnización, atendida
la  entidad respectiva de las culpas concurrentes.
Entraña  la norma un precepto informador  de la necesidad  de  equilibrar  el  reparto
del  daño, acudiendo al  principio  de  la  solidaridad’  por  el  cual debe  ponderarse  la
intervención  de la culpa de cada uno de ellos’55, perjudicado y conductor, en la produc
ción  del mismo,  extremando la norma el cuidado a la  hora de  atemperar’56 la indemni
p  31 y ss; ALONSO PRIETO, Luis.  “El tratamiento de la culpa de  la víctima en  los pronunciamientos
sobre  responsabilidd  civil  acordados  en  sentencias  penales.  incidencia  del  seguro  obligatorio”.
Revista  de  Derecho  de  la  Circulación,  1972,  núm  6,  noviembre-diciembre,  p  537;  PANTALEON
PRIETO,  A.  Fernando.  “Notas sobre  la  nueva  ley de  contrato de  seguro,  en  Comentarios  a  Ley de
contrato  de  seguro,  dirigido  por  Evelio  Verdera  Tuelis.  CUNEF,  Madrid,  1982,  vol.  1,  p  937-940;
REGLERO  CAMPOS,  Luis Fernando.  “E/juicio  ejecutivo de  la Ley del  automóvil: la culpa exclusiva
de  la  víctima  co/no  causa  de  oposición  al  ejecutan/e”  PJ,  1986,  núm  4,  diciembre,  p  127-130;
REGLERO  CAMPOS.  Los accidentes  de circulación...  op.cit., ap  188-190.
‘  MEDINA  CRESPO.  El  seguro  obliga/ocioop.cif.  p 241,  concluía:  ‘el hecho de  que  la
responsabilidad  civil por  los  daños generados  en  el  ómbito  de  los riesgos  circulatorios  se  encuentren
amparados  por  un seguro  obligatorio  --que  es  instrumento para  la  liquidación  de aquella  — no puede
alterar  la  naturaleza  de  lascausas,  careciendo  de  sentido  que  una  institución  adjeliva  condiciones y
tergiverse  elfuncionamiento  de  la institución sustantiva  a la que sirve de soporte.
  GONZALEZ- HABA GUISADO,  José María.  Meditaciones sobre  el seguro... op.cit.,  p 267,
señalaba  respecto  de  la legislación vigente del  automóvil que negaba  el uso  de  la  técnica  compensatoria
predicada  por la jurisprudencia y la doctrina, que tal negación debía ser tildada de insolidaria, pues con ella
se  socavan los fundamentos éticos de  la institución de la responsabilidad civil, al negar la reducción de  la
indemnización por la coparticipación de víctima  en la autocausación del daño.
  PANTALEON PRIETO,  A. Fernando,  “Notas sobre  la  nueva  ley de  contrato  de  seguro,  en
Comentarios  aop.cit.,  p 937-940.  Es un autor contrario a que se reconozca la compensación de culpas
en  el ámbito del aseguramiento obligatorio y por tanto dada las naturaleza del aseguramiento obligatorio,
solo  le  es oponible  la fuerza mayor y la culpa exclusiva del peijudicado y se  debe atener  al tenor literal
de  la norma
  MARCO  COS,  José  Manuel.  “Algunas  cuestiones  acerca  de  la  nueva  regulación  de  la
responsabilidad  civil y del seguro obligatorio del automóvil” En Revista Derecho de  los Seguros Privados,
no. 6 noviembre - diciembre 1996, p 9, reflexiona en la i’ota 6:
En realidad, la nueva Ley no habla de aminoración.de la indemnización a cargo del conductor, sino de que
se procederá a la equitativa moderación de la responsabilidad y al repam’tinmienIO de la indemnización “. No
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zación  a  satisfacer  por  el principal  responsable  del daño,157 en cuanto  afecta  a  la  realidad
del  accidente  como  a la  gravedad  de las lesiones  y sus  secuelas.
La  problemática  de  la  concurrencia  de  culpas’58  y  sus  efectos  generales  en  el
ámbito  indemnizatorio,  puede  operar  exista  o no  seguro y,  se resuelve  al  aplicar  las tablas
del  anexo  de  la  Ley  para  valoración  de  los  daños  corporales,  cuantificados  en  forma
absoluta,  especificando  su ámbito  de cobertura,  como  puede leerse  en uno de  sus apartes:
Son elementos correctores de disminución en todas las indemnizaciones, incluso en los gastos de
asistencia médica y  hospitalaria y de entierro y funeral, la concurrencia de la propia víctima en la
producción  del  accidente  o  en  la  agravación de  sus  consecuencias y,  además, en  las
indemnizaciones por lesiones permanentes, la subsistencia de incapacidades preexistentes o ajenas
al  accidente  que  hayan  influido en  el  resultado  lesivo  final;  y  son  elementos correctores  de
agravación  en  las  indemnizaciones por  lesiones  permanentes la  producción  de  invalideces
concurrentes y, en su caso, la subsistencia de incapacidades preexistentes.
La  adopción  en  la  normativa  del  automóvil,  del  principio  de  la  “concurrencia de
me  parece una redacción técnicamente correcta pues. ya cjue se parte de la responsabilidad el conductor
(artículo 1.1, primer párrafo). no se trata tanto de que se reparta la indemnización entre conductor y perjudica
do.  sino que se rebaja el importe de la que debería en otro caso ser satisfecha por el primero.
  ROCA, Encarna.  Derecho de daños... op.cit., p  124, se refiere a ésta última tendencia, como la
tenida  en  cuenfa por  la jurisprudencia española. en  la  cual se  viene aplicando el  art.  1103  del CC,  que
permite  la  moderación de  la  culpa en  la  responsabifldcd exigible en  el  cumplimiento de  toda  clase de
obligaciones  y  si la victima interfiere en  la  cadena de  causalidad, concurre también su culpa -  aunque la
intervención de la propia víctima, suponga la ruptura del nexo causal por lo que el agente externo no debería
responder-  se produce una ponderación o reducción de la indemnización.  Se apoya, y cita las sentencias
del  Tribunal Supremo del 5 de febrero 1990, 11julio  1990 y 21 de enero 1991.  Anota como esta técnica, es
aplicable en la responsabilidad civil pura  o en la responsabilidad penal, como se deduce del art. 114 C.P al
establecer  “si la víctima hubiese contribuido con su conducta a la producción del daño o perjuicio sufrido,
los Jueces o Tribunales podrán moderar el importe de su reparación o indemnización”.
Hay  otros  criterios  que  venían  siendo  empleados por  la  Jurisprudencia  española,  según  la
valoración de la concurrencia de culpas, sean de la misma o parecida entidad, para determinar si la culpa de
la  víctima es absorbida por  el agente del daño, dada su insuficiente entidad como para hacer desaparecer la
del  agente externo, debiendo responder por la totalidad del daño o si es de tal similitud la de los dos, en cuyo
caso.  el criterio era de atribuir a cada uno los daños propios.
158                  .  .REGLERO  CAMPOS,  Luis  Fernando.  E/juicio  ejecutivo  de  la Ley  del  aulomovil:  la  culpa
exclusiva..  op.cil.. p  128-  130.  Su tesis  la  apoya  en  que  el  sistema  especial  de  la  Ley del  automóvil,
responde  a  la idea de  que quien  sufre  un daño debe ser resarcido, prescindiendo  del elemento culposo y
entiende  que la  víctima  “ya ha pagado  un e/evado paecio a la sociedad...” bien sea con su muerte, sus
lesiones  o secuelas, al que la sociedad lo sometió a afrontar por el despliegue de  la actividad circulatoria.
Incluso  afirma  que  debería  derogarse  la  norma  que establece  la  culpa  de  la  víctima  corno causal  de
exclusión  de responsabilidad y de no cobertura.
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culpas’  viene  a  equilibrar  con  criterios  de  distribución,  dentro  del  sistema  de  res
ponsabilidad  objetiva atenuada, la disminución de la indemnización y obliga a la víctima
a  asumir  un  coste  -  aunque  técnicamente  no  se  exprese  así-  y  recibir  una  menor
valoración159  del  daño por  su  actuar negligente o culposo  con  el  que  contribuye a  la
160
causalidad  del accidente.
1.4.1.3.  La  culpa en la colisión de vehículos
Otro  aspecto a  tratar,  es  el  régimen de  la  culpa, cuando  colisionan dos  o  más
vehículos;  en  este  evento  tanto  el  conductor peijudicado como el  causante quedan
sometidos  al  principio  de  responsabilidad subjetiva,  del  art.  1902  del  Código  Civil
español,  debiendo  probar  su  no  responsabilidad  en  la  causación  del  daño.  Esta
circunstancia  que  difiere  del  tratamiento  general  a  las  víctimas  de  accidentes  de
circulación,  ha  encontrado eco  en  muchos  doctrinantes161 que  claman por  superar la
‘  La  concurrencia de  culpas.  se  refuerza en  la  nueva  LRCSCVM  en  el  Aparte  Primero  del
ANEXO  Sistema para  la  valoración de  los daños y  peijuicioS causados a  las personas en  accidentes de
circulación  en  los  Criterios  pc/ra la  determina’  ia;esponsabilidad  y  la inde;imizaCióll. Prevé la
misma  Ley la actualización de las cuantías indemnizaloriaS. anualmente, con efectos de primero de enero de
cada  año o  en  SU defecto, quedan  automáticamente actualizadas en  el  porcentaje del  índice  general  de
precios  al  consumo correspondiente al  año natural  inmediatamente anterior.  En  este último  caso y  para
facilitar  su conocimiento y aplicación  se publicarán dichas actualizaciones por Resolución de  la Dirección
General  de Seguros.
1993,
160  GONZALEZHABA  GUISADO,  José  María.  “Meditaciones sobre  el  seguro  voluntario...
.op.cil.,  p 257,  apoya ésta tesis, anotando que  negar el uso  de  la técnica compensatoria  es precisamente
insolidario,  porque,  así,  se socavan  los fundamentos éticos de  la institución  de  la responsabilidad  civil
dañosa.
‘  MEDINA  CRESPO. El  seguro obligatorio  ...  op.cit.,  p  35  y  ss,  reflujéndose a  la  colisión de
vehículos,  plantea  como  lo  anotamos  supra  la  hipótesis  de  la  Ley  del  automóvil,  que  desplaza  la
responsabilidad  civil del conductor (e indirecta del propietario- tenedor) al asegurador, en su decir:
(...)  Las nonnas de esa legislación especial no dotaban en si al peijudicado de acción civil contra el conduc
tor.  sino sólo contra el asegurador. (...)  el con  o: :parece como punto de conexión que desencadefla. en
su  caso, la responsabilidad ditecta del asegurador. que siempre. exclusiva y excluyentemente. quien tiene que
indemnizar.  (si) cuyo conductor es culpable del accidente; pero cuando no existe culpabilidad del conductor
o  no  resulta acreditada, el  asegurador  del vehículo  causante (en  causalidad dinámica) ha  de  abonar  la
indemnización  precedente, sustrayéndose a tal obligación sólo cuando el  accidente se  haya producido por
culpa  exclusiva de la víctima o  causa de fuerza mayor ajena a la conducción; y en este caso, si son dos los
vehículos  que han intervenido activamente en  1a producción  del accidente, (colisión devehiculos)  sin  que
haya  culpa o prueba de culpa de ninguno de los  dos conductores, la víctima ha de ser indemnizada por las
dos  entidade  asegura1doras, bien entendido que la responsabilidad de éstas, pese a la  dicción literal del art.
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tendencia  de separar el tratamiento debido a los supuestos en que  la víctima cocausante
no  es un peatón, de  aquellos, en que  la víctima es también  el conductor de uno de  los
162
vehiculos
La  colisión entre dos o más automóviles, supuesto por demás frecuente, en el que
pueden  ser varios los concurrentes a la producción del daño, presupone un problema para
determinar  la atribución de responsabilidad, cuando pueden ser los conductores a la vez,
dañantes  y dañados, no todos  los conductores participantes están  llamados a responder,
sino  al  conductor que  “cause” el  daño,  precepto  que  impide  que  el  otro  o  los  otros
conductores  sean  responsables,  con  base  en  el  principio  de  causalidad  que  se  viene
aplicando  en el ámbito de la Ley del automóvil, según resulta del art. 39 de la Ley (2 del
T.R  de  1968)  y que surge con  la decisión jurisprudencial de la Audiencia Territorial de
Maddd163. y del Tribunal  Supremo  (Sala  1’) de diciembre de  1980 164 que  declara una
responsabilidad  atribuible “sólo a quienes sean causa de la colisión”, o sea atendiendo a
la  causalidad del daño y, sólo cuando no pueda clarificarse la conducta censurable en uno
14.2  de la Ley, es solidaria, constituyendo la prima anual de riesgo un mero dato para la determinación de la
cuota  interna de esa solidaridad pasiva (..).
162  Ibidein,  p 227.  Señala  corno  sobre  todo  la  jurisdicción  penal,  “ha padecido  tradicionalmente el
lastre  de  una  concepción  represiva de  la  responsabilidad civil, que  se  ha  terminado por  superar,  al
acept arse la solución equitativa  y  a la que era más propicia  la jurisdicción  civil; siendo de señalar que
en  no pocas  ocasiones, al resolverse un mismo  supuesto  de daños bilaterales, se ha aplicado la técnica de
la  compensación abstracta a los daños materiales, mientras que a los daños corporales se les ha negado la
técnica  compensatoria  o se  ha utilizado  de forma  correcta”.  Supuesto este  último,  ya  superado  por  la misma
LRCSCVM  que unificó el  tratamiento  de concurso de  culpas para  los daños  corporales,  siendo  de  aplicación
la  técnica  compensatoria,  tanto  a daños  materiales  como  corporales.
163    S.A.T. de  Madrid del  06-07-73  Sala  P’.
‘°  STS  de  diciembre  de  1980,  citada  por  MEDIIA CRESPO, en  su  obra  Reponsabilidac1 Civil
.4utomo”ilística... op.cit.,  p  17, que se  transcribe
en  supuestos de concurrencia de dos o mas vehículos, la intervención de estos ha  de ser causal (...)  la Ley no
hace  responsables a todos los participes, sino  sólo a quienes sean causa de la colisión, (...)  sin que pueda conce
derse  a la tesis de la responsabilidad objetiva tui desmedido alcance y  sin que la intención legal de resarcir a
toda  costa pueda configurarse como un propósito indiscrirninado de exigencia reparadora. que prescinda de la
culpa  reprochable, según las normas generales, por lo que hay que entender que, en caso de varios concurrentes
a  la producción del daño, solo cuando no pueda clarificarse y polarizarse la conducta censurable de uno de los
protagonistas.  con duda o indeterminación de culpa, cabe imputar a todos la obligación resarcitoria.
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de  los  protagonistas, con  duda  e  indeterminción  de  culpa,  cabe  imputar  a  todos  la
obligación  resarcitoria.
No  obstante,  es  motivo  de  gran  discusión  y  polémica’65 el  cómo  atribuir  la
responsabilidad  en la colisión de vehículos; la doctrina científica tiende a decantarse por
los  principios de “causalidad” -  citados  mfra  a pie de página- determinante del resultado
dañoso,  substrayendo del ámbito de responsabilidad civil al conductor ajeno al daño, por
ser  normal y  pasivo  su  comportamiento y  constituir una  fuerza  mayor  exonerativa’ 66,
teoría  a  la que se contrapone la concepción europea de  “neutralización de riesgos”167, el
Tribunal  Supremo excluye en estos casos la teoría del riesgo, y la inversión de la carga de
la  prueba, postura  tradicional168 fundamentada en  “la existencia de  reciprocidad en  el
resultado  dañoso enfiinción  del equilibrio de fuerzas intervinientes en la colisión”169. El
‘  Vid MORILLAS JARILLO, El seguro del automóvil... op.cit., a p 476, quien a su vez aduce que
en  la colisión de vehículos la proporcionalidad en la obligación de indemnizar es aplicable sólo a los daños
corporales  en el que rige el principio de responsabilidad objetiva atenuada, más no en  los daños materiales
que  se  regulan  exciusivaniente por  el  sistema tradicional de  responsabilidad subjetivada Y  volviendo al
principal  comentarista de este precepto, a decir de MORILLAS  JARILLO, el autor MEDIT’A CRESPO,
Responsabilidad  Civil... op.cit., p  83 a  126,  señala que “la culpa del conductor contrario constituye para  el
conductor inocente un supuesto de fuerza mayor  ajena  a  su  conducción, circunstancia que justica
legalmente la exención de responsabilidad.  Se trata de  una fuerza  mayor que sufre el conductor inocente
por  la actuación de su antagonista”.
6  ..           .                    .  .id  en el mismo sentido a REGLERO CAMPOS,  Accidentes de Circulacion ...  op.cit.,  a p.  254 y
ss.,  ¡nfra.
167  En  el derecho comparado europeo se encuentran ejemplos de aplicación de la  doctrina del riesgo al
supuesto  de  daños recíprocos en  colisión mutua.  El  art.  2054  del  Código civil italiano,  estatuye en  su
pálTafo  segundo que  “en caso de colisión entre vehículos  se presume.  salvo prueba  en  contrario, que  cada
uno  de los conductores ha  concurrido igualmente  en  producir  el  daño sufrido  por  cada  uno  de  los
vehículos “.  Eii el Code francés, el art. 1384. es interpretado por la Cour de Cassation, para los supuestos de
daños  recíprocos en  los que  no  consta la culpa del  accidente, cada  uno de  los guardianes  que  tienen el
vehículo  bajo su guarda, deben responder por la totalidad de  los daños sufridos por el otro. Y en el Código
civil  portugués, el art. 506 establece en caso de duda sobre la culpa del accidente en el que  intervienen dos
vehículos,  considerar igual la medida de contribución de cada uno de los dos conductores por los daños.
I68  Vid STS del 29-4-94.
169  STS de 10-3-87. A esta sentencia que se fundamenta en un equilibrio de fuerzas entre los vehículos -
atendiendo  a sus similares características- por  lo cual quedan sometidos al sistema de responsabilidad por
culpa,  se  opone para desvirtuar el elemento “equilibrador de fuerzas”;  la STS de 28-5-90,  que  permite la
inversión  de  la carga de la prueba, cuando las características de  los vehículos no  cumplen el  requisito
equilibrador  de  fuerzas. p.e. el caso de  colisión de un automóvil con un ciclomotor, supuesto en que el Alto
Tribunal,  para  estos vehículos  con notorio  “desequilibrio de  fuerzas”, sigue  manteniendo que  “rige la
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Tribunal  Supremo viene rechazando la  aplicación de  la teoría del  riesg&70, y aplicando
los  principios de la  responsabilidad subjetiva objetivada, “ya que los conductores de una
y  otra máquina ponen en juego,  al utilizarlas, idéntico peligro, por lo  que uno anula al
otro”,  rigiendo entonces la carga de la prueba del art.  1214 C.C, debiendo probar el que
reclama  que el  conductor adverso incurrió en  culpa, aunque  algún sector de  la doctrina
jurisprudencial  manifiesta  que  “no existe  inconveniente  dogmático  para  aplicar  la
doctrina  del riesgo en supuestos de daños recíprocos ‘Y’  que  propiamente son  los que
corresponden a la colisión.
Mas  sin  embrago, en la aplicación del sistema de responsabilidad por culpa, el re
quisito  de previsibilidad es esencial para desvirtuar el principio de responsabilidad, y esa
previsibilidad  comporta  la  exigencia de  considerarla dentro  de  la  actividad normal del
hombre  medio con relación a  las circunstancias del caso  172; en  el  momento en  que no
pueda  estimarse su  previsibilidad, cesará la obligación de responder. por aplicación del
art.  1905 del C.C, al entrar en juego  el mecanismo del caso fortuito, entendido como ato
do  suceso imposible de prever  o que, previsto, sea  inevitable y, por  tanto, realizado sin
culpa  alguna  del  agente, por  lo  que  el  vínculo de  causalidad se  da  entre  el  aconte
responsabilidad por  culpa, COn carga  de probar para quien acciona
170  STS. de 28 de mayo de  1990, justifica  la exclusión de la inversión de la carga de la prueba en “la
existencia de reciprocidad en  el resultado dañoso en  fllnción del  equilibrio de fuerzas intervinientes en la
colisión”.
‘  GOMEZ  MARTINEZ,  Carlos.  La responsabilidad civil por daños  materiales, op.cil.  En su
ponencia,  el Presidente de la Sección 30  de la Audiencia Provincial de Palma de  Mallorca, al referirse a los
daños  recíprocos, y  a  la quiebra de la teoría del riesgo, que sigue imperando para los daños corporales, más
no  para los materiales, en supuestos de colisión, se pronuncia sobre la  procedencia de que siga aplicándose
la  teoría del riesgo a todos los supuestos de  colisión, al decir:”  Los propios textos legislativos demuestran
que  no  existe  inconveniente  dogmático para aplicar la doctrina del riesgo a supuestos de daños reciorocos,
así  lo  hace la propia Ley  sobre Responsabilidad y  Seguro  en  la Circulación (..)  cuando los  daños son
corporales...”
72  Enjurispi-udencia de la Audiencia Territorial de Valencia:  Sentencia de  16-2-88, sobre el concepto
de  caso fortuito, se aclara que  “cuando el  acaecimiento dañoso fue  debido a  incwnplimienio  del  deber
¡ele l’ante de previsibilidaci, no puede darse  la situación de  caso fortuito,  porque  con ese actuar falta  la
adecuada diligencia por omisión de la atención y  cuidados requeridos con arreglo a las circunstancias del
caso.”  imputándose por ello las consecuencias de responsabilidad al causante del daño.
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cimiento  y el daño  sin que en él intervenga como factor  apreciable la actividad dolosa o
,,173
culposa  del agente
Para  mayor comprensión del tema,  debe tenerse  en cuenta lo  dispuesto para  la
concurrencia  de  culpas supra,  en  sede  de  aplicación del  art.  14.2 del  Reglamento del
S.O.A’74 (del  nuevo Real  Decreto 7/2001,  de  12 de  enero  de  la LRCSCVM),  cuando
hace  referencia a la “concurrencia de daños  a terceros por colisión de dos o más vehícu
los’,  que  obliga a  responder conforme al  principiO de  la  culpas  concurrentes o ante la
imposibilidad  de prueba, proporcioflal1ue1te a  la potencia de  los respectivos vehículos,
fórmula  que sitúa en la esencia de la doctrina del riesgo, la mayor o menor capacidad de
daño  de cada vehículo involucrado en la colisión, como lo describe la norma:
Si  a consecuencia de un mismo siniestro cubierto por este seguro de suscripción obligatoria, en
el  que  intervengan dos o más vehículos, se producen  daños a  terceros,  cada  asegurador de  los
vehículos  causantes  contribuirá al  cumplimiento de  las, obligaciones que  del  hecho  se deriven,
teniendo  en cuenta, cuando se pueda determinar, la entidad de las culpas concurrentes y, en caso
de  no poder ser determinadas, proporcionalmente a  la potencia de  los respectivos vehículos, o
de  conformidad con lo que se hubiera pactado en los posibles acuerdos entre aseguradoras.
Cuando  los  dos  vehículos  interviniefltes  fueran  una  cabeza  tractora  y  el  remolque  o
ernirremOlque  a  ella  enganchado.  o  dos  remolques  o  ernirrernOlqUe5.  y  no  pudiera
determiflarse  la entidad de las culpas concurrentes, cada.asegUi’adOI contribuirá al cumplimiento
de  dichas  obligaciones  de  conformidad  con  lo  pactado  en  los  posibles  acuerdos  entre
aseguradoras  o,  en  su  defecto,  en  proporción  a  la  cuantía  de  la  prima  anual  de  riesgo  que
corresponda  a cada vehículo designado en la póliza de seguro suscrita.
Ahora  bien,  atendiendo a lo rituado en el citado art.  14.2 del nuevo Reglamento
del  S .O.A, la concurrencia de culpas entre dos o más vehículos, determinaría un reparto
de  la indemnización pagada,  dado que es el asegurador quien está llamado a indemnizar
por  los vehículos asegurados, y el  Consorcio de CompensaQiófl de  Seguros, por los no
asegurados,  quienes a su vez, podrán repetir por la parte proporcional de la indemnización
paada  al peijudicado, persiguiendo al conductor culpable, siempre y cuando se deba a su
  STS de  16-2-88  (Pi  1988	994)  S.  Audiencia  Provincial  de  las  Palmas  ‘de  13-9-93  (Ac.
t993t5).
  Real Decreto  7/2001,  de  12  de  enero,  por  el  que  se  aprueba  el  Reglamento  sobre  la
Responsabilidad  Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor (BOE núm. 12, enero 12/2001)
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culpa  exclusiva, o  al  asegurado propietario  no  conductor, probada  su  responsabilidad
indirecta,  o por insolvencia del conductor culpable.
Con  la  admisión  de  la  concurrencia de  culpas  en  la  nueva  normativa  de  la
LRCSCVM,  concluimos entonces que por el grado de causalidad de cada conductor, en
caso  de acreditar culpa en ambos conductores, la atribución de responsabilidad culmina
con  un concurso o  compensación de  culpas’75, y que  de probarse la  culpa a  la  luz  del
1902 del C.C, en uno de ellos, éste será el exclusivo responsable del deber de indenmizar,
exonerando al no culpable y al asegurador de este.
1.4.2.  La fuerza mayor extraña a la conducción o al funcionamiento del  vehícdo
La  segunda causa  de  exclusión,  para  los  daños corporales es  la  fuerza mayor
extraña  a  la conducción, considerada corno aquella que  “sólo puede  estimarse cuando el
acaecimiento es imprevisible  inevitable o irie.ristible y no puede achacarse a la conducta
del  agente”,1 6  no estando incluidos en este concepto- ni considerándose por tanto casos
de  fuerza mayor- los defectos, ni la rotura o fallos de partes o piezas del mecanismo del
vehículo,  que de oculTir no constituyen eximente; y de ser así, se ve obligado a responder
el  conductor, conforme a la Ley del automóvil177 pues se consagra en forma legal, que no
constituye  fuerza mayor “los defectos de éste ni la rotura o fallo  de algunas de sus piezas
 STS de 20-05-76 Sala 2a) en la que se aplicó p.e. en la colisión de dos vehículos- con daños recí
procos.  el criterio jurisprudencia! de atribuir a  cada uno los daños propios. Reforzada por  la STS de febrero
1987, que aceptó la vacilante doctrina judicial, de la compensación de culpas, fundada en acreditar en ambos
conductores  la  negligencia de  uno y  otro;  criterio sobre el  que opinamos que  al  ser admitida dentro del
ámbito  del seguro obligatorio en el párrafo cuarto del art. 1.1 de  la Ley de responsabilidad civil y seguro, “la
concurrencia  de culpas” y  al no regir en la practica un principio de presunción de distribución de  la respon
sabilidad  por igual, sólo cabrá en  la colisión de vehículos, la responsabilidad cruzada, solución semejante a
la  del derecho francés.
   URJA, R.  “Problemas fundamentales  del seguro  aulo,novilístiCO  ...  op. cii.,  (1963”). p 31, citado poi
MORILLAS JARILLO. El seguro  de  automóviles...  op.cit., p 434.
177  STS, Sala la,1 1-5-6, (Ac. 620); 24-5-96, (Ac.663); 13-6-96 (RAJ 4763).
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o  mecanismOS”,178 con  arreglo a lo  dispuesto en  ait  1.1,2 LRCSCVM,’79 y la  doctrina
legal  -  de  invencibilidad y extrioridad-  este último  evento corresponde al  típico  caso
fortuit&8°  surgido dentro  de  la  esfera  de  acción del  propio  vehículo,  cuyo  riesgo  de
ocurrencia  dentro de un  sistema de responsabilidad objetivado  acertadamente, no debe
considerarSe como causa de exoneración de la obligación de indemnizar, aunque pueda
tener  otro tratamiento en el ordenamiento penal.  Entre otras razones, constituye la causa
de  numerosos accidentes de tráfico, que la ley al prever así,  garantiza la  reparación del
daño  causado por un riesgo muy propio de la circulación vial, predicable tanto del estado
del  vehículo, las condiciones de la vía, el estado del conductor o cualquier otro imprevisto
que  se presente durante la conducción.18
  STS 22-4-87 (R.A. 646). Aunque el  Código Civil español no  define el  caso fortuito ni la fuerza
mayor.  si  las  contempla  como  supuesto  de  extinción  de  una  obligación,  siendo  aplicables  a  la
i.esponsabilidad extracontracwal en general como lo argumenta  ROCA. E Derecho de Daños op.cit., p 56
Pero  la  cuestión debe centrarse sobre  si la  concurrencia del caso foiuito  se nia  desde el punto de vista
subjetivo ó debe tenerse en cuenta desde un punto de vista estrictamente objetivo  Se considera que la pie-
visión exigida para evitar la responsabilidad es la (lite coiTeSponde a las facultades nonnales de previsión de
un hombre medio (STS 11 iayo  1983): si excede de estas facultades, hay caso foiluito y. por tanto, no hay
responsabiliclad si se encuentra dentro de estas facultades, se pudo evitar el acontecimiento y si el daño se
produjo. fue porque no se actuó de fonl1a diligente, debiendo responderse por ello (STS 23junio  1990)
7  MORILLAS  JARILLO.  El Seguro de auio,nó viles... op.cit., p 434, conceptúa que se puede dar
el  caso de  defectos de fabricación de las partes  o repuestos del vehículo, permitiendo  extender la responsa
bilidad  al  fabricante  o  proveedor,  contra quien  podría  repetir el  asegurador obligatorio y  voluntario, el
propietario  o conductor, que pagó la indemnización.
Los  defectos también pueden derivar de su conservación,  en este caso estaríamos ante un  supuesto
de  negligencia del  tenedor del  vehículo -  conductor,  propietario, poseedor-  que por  descuido no  hace  el
mantenimiento  para reemplazar y tene  en perfecto estado de  funcionamiento la  máquina, de  ahí que no
puede  calificarse como de fuerza mayor, para exonerar la responsabilidad.
Aunque  por expresa disposición del Art .  n  la LRCSCVM, sólo hace alusión el legislador a la
fuerza  mayor como  causal  de  exoneración, más no el caso fotiito,  para emir  de responsabilidad en  los
daños  corporales en  el  ámbito del seguro obligatorio: siendo válido el caso foiito  al  igual que  la  fuerza
mayor  para los daños materiales al regirse estos por el principio comím de la culpa del art. 1902 C.C, como
también  en el ámbito del seguro voluntario de automóvileS.
St  Sobre este tema el Tribunal Supremo en sentencia del 21-9-89 (RA.  7897), se ocupa precisamente
de  un  accidente producido pot  un fallo en  el sistema de  frenado de un camión a  consecuencia del cual se
produjo  mLterte. lesiones y daños materiales, manifestando que “  el art.  1 del T.R, establece la asunción  por
el  conductor de las consecuencias del riesgo creado por  la circulación, al exonerarlo de las consecuencias
nocivas  del accidente únicamente en caso de culpa exclusiva de la vícti,na o de  un suceso de fuerza  mayor
que  no sea la ro/ura o fallo  de los mecanismos del vehículo, por  lo que, el fallo  del sistema de frenado, por
avería  mecónica,  hace responsable al conductor de sus consecuencias perjudiciales para  terceros”  Esta
inima  línea la sostiene, para un caso de rotura del trapecio de dirección en S.T.S. de 2 1-7-1989 (RA.  5772)
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En  la  jurisdicción  española  el  Tribunal  Supremo  no  se  ha  pronunciado  por
ninguna  doctrina  diferenciadora entre  caso  fortuit&82 y  fuerza  mayor1 83, optando  por
exponer  dos de ellas corno posibles:  “según una el caso fortuito será lo imprevisible y  la
fuerza  mayor lo inevitable. A tenor de otra el caso fortuito opera en la esfera interna y la
fuerza  mayor en la esfera externa del circulo afectado por  la obligación.”184 .  Debiendo
tener  en  cuenta además el llamado doctrinalmeflte modelo de conducta referencia!, a los
efectos  de determinar la imprevisibilidad o la inevitabilidad del resultado producido.  En
citadas  por MORILLAS JARiLLO, El seguro de  £,u,olnóviles.. op.cit.,  a p  435.
82  Aunque  la tesis  de  EXNER  parece  encontrarse  en la doctrina  legal  del  Tribunal  Supremo,  recogida
en  los  apartados  c)  y  d)  de  los  distintos  criterios  doctrinales  diferenciadoreS  de  los  supuestos  de  fuerza
mayor  y  caso  fortuito,  citados  en  STS  de  9-6-94  [AC  1994A61  que  por  la  importancia  que  reviste,
procede  su reproducción:
(...)  a) Por  el origen del evento se considera caso fortuito al  provocado por fuerzas de la naturaleza y  fuerza
mayor  al  suceso acaecido por la inteiferente actuación de un tercero;  b) por sus efectos se dice que el caso
fortuito  es la cosa la que soporta inmediatamente la acción del hecho extraño mientras que en la fuerza mayor
es  la persona del deudor directamente afectada; c)  Por la evitabilidad mediante la previsión. La fuerza mayor
significa  un obstáculo invencible, aun habiéndolo previsto, y el caso fortuito constituye un impedimento no
previsible  usando una diligencia  normal, aunque no  absolutamente insuperable; d)  Por  la producción  del
hecho.  El caso fortuito se produce en la esfera interna de la actividad del deudor; la fuerza mayor constituye
un  evento extraño al circulo de tal actividad, en la que irrumpe corno un obstáculo externo.(...) Así, los hechos
integrantes  del caso fortuito, aunque se confie, implícitamente, en su no concurrencia, suelen ser tenidos en
cuenta  en  el  curso  normal  de  la  vida,  son  eventos  connaturales,  aunque  esporádicos,  a  la  actividad
empresarial,  industrial o de servicio en que acaecen.  La fuerza mayor deriva de un suceso totalmente extraño
a  dicho círculo de actividad. el cual hace acto de presencia de un modo inesperado, violento e insuperable.
  REGLERO CAMPOSciclenles  de circulación...  op.cit., p  207-230,  en un profundo análisis
jurisprudencia1 y doctrinal, resume  en dos  grupos los  criterios  de  distinción  de  fuerza  mayor y caso fortuito -
con  fuerza exoneradora la primera  y sin  ella el segundo en la LRCSCVM- encuadrando en el primer  grupo
las  tesis que  diferencian uno  de  otro,  pero  que  producen  los mismos efectos  y  en  el  segundo  los  que
distinguen una perfecta diferencia entre estas dos figuras jurídicas.
En  el segundo grupo, cita como punto de partida las teorías de EXNER, (profesor austríaco que le
dio  impulso) sobre  el  criterio  de  la  “interioridad o  exterioridad  del  evento  en  relación con  una
determinada  actividad”,  definiendo como  “caso fortuito  todo  aquel  suceso  originador del  daío  que
ocurra  dentro del  ámbito de riesgo de  esa actividad.  Por  contra, la fuerza  mayor definida por  el suceso
exterior.  De esta forma,  la fuerza  mayor  exoneraría de responsabilidad, no así el caso fortuito”.
Anota  el autor, que puede afirmarse que en  la ley del  automóvil,  tiene  cabida  la tesis  formulada  por
EXNER.  coincidiendo  en  esa  misma  línea  con  URIA  (“Problemas  fundamentales  del  seguro
azitomovilíslico de responsabilidad civil”. En  las Actas del  Coloquio sobre el  seguro de R.C. en la Ley del
Automóvil.  Bilbao, 1963. p 31) y  GARRIGUES,  Contrato de seguro ...op.cit., (2  ed.  1983),  p  421,  nota
15.
s.  SS. 2-1-45   de 30-9-83
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sentencia  reciente del  5  de noviembre  1993, (RJ  1993  8970) se sostiene  acerca de  la
diferencia  entre fuerza mayor y caso fortuito que:  “la diferencia reside en el sentido de
estimar  que el evento productor del incumplir se origine como consecuencia de factores
exteriores  a la empresa (ayos,  huracanes, inundaciones, etc.), para  la fuerza  mayor, o
dentro  de ella respecto del caso fortuito”
De  ahí  que  la  fuerza  mayor  ofrezca  una  doble  característica: a)  su  concepto
implica  una  independencia absoluta del  concepto  de  precaución en  la  conducción,  es
decir,  que exista o no esta última, o ya extreme o no  la misma el  conductor al  circular,
puede  darse la fuerza mayor; y b)  que la  fuerza mayor elimina per  se” el  concepto de
culpa,  en el sentido de que, así como en el caso fortuito el grado de culpabilidad que se da
en  función de las precauciones en orden a lo previsible, y que por lo tanto, el caso fortuito
esta  condicionado a la inexistencia de culpa, por el contrario la fuerza mayor podrá existir
tanto  si el conductor emplea el cuidado que requiere lo que puede racionalmente prever
como  si no adopta precaución alguna o no extrema lo que precisa para evitar el siniestro,
elementos  ellos determinantes en otros supuestos de la culpa en sus diversos grados.’8
En  sede de  discusión, ha  de notarse que la fuerza mayor escapa a  lo  “humano “,
haciendo  inevitable el daño y el caso fortuito a lo  “racional” del “ser humano”.  De esta
forma  a  la hora de eximir de responsabilidad al conductor, y por ende  a la  aseguradora
obligatoria,  impera  el  criterio  de  exterioridad  e  irresistibilidad,  de  ahí  que,  con
independencia  de  la  mayor previsibilidad o  evitabilidad -  caso  fortuito -,  todo  lo  que
provenga  y  sea  consecuencia de  la  conducción  o  funcionamiento del  vehículo  nunca
podrá  tener virtud  exoneradora como supuesto de fuerza mayor en el  ámbito del  seguro
obligatorio  por  no  romper  el  nexo  de  causalidad,  en tal  forma sólo podrán  constituir
fuerza  mayor las  catástrofes naturales, los actos  de terrorismo, tumultos y,  en  general
85  Vid. STS de 9-6-94
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hechos  de terceros totalmente ajenos al  ámbito de  la  circulación de vehículos -  en  los
cuales  el  vehículo se  convierta en  i.in elemento  pasivo,  meramente instrumental en  la
producción  del daño,  por una  causa extraña a  la  circulación del  mismo- que  rompe el
nexo  de causalidad para el agente- y, que, son objeto de cobertura como riesgos especiales
o  catastróficos, encomendados al Consorcio de Compensación de Seguros como fondo de
garantía..
1.4.2.1.  La causa  por  el hecho de un tercero
Se  plantea si dentro de la órbita general del art.  1  de la Ley de Responsabilidad y
Seguro  del automóvil, se puede entender dentro de la exclusión de fuerza mayor el hecho
de  un tercero; es claro que la Ley nada dice al respecto, por lo que es la  doctrina quien
opina,  en la construcción del  concepto para determinar si el  hecho de un tercero, puede
constituir  o  no  causa  exonerativa  de  responsabilidad.  La  interpretación judicial,  se ha
inclinado  por considerar que habrá de atenderse al dato de su ajenidad y no  al ámbito de
la  circulación de vehículos86 para que el hecho de un tercero  pueda,  en ciertos  supuestos,
reunir  caracteres de fuerza mayor.
En  una jurisprudencia del Tribunal Supremo de  1989 (STS de  17-10-89 -Sala  l’),
considerada  la primera en que el máximo Tribunal trata de establecer la diferencia entre
caso  fortuito y fuerza mayor por el hecho de un tercero, para el caso de irrupción de un
186  REGLERO CAMPOS, Accidentes  de  circulación... op.cit.,  p  229,  contempla  las  siguientes
condusiones  atinentes a  la fuerza mayor para liberar de responsabilidad al agente del daño, a  la luz del art.
1.2  del RDL 1301. -  que paso igual a la LRCSCVM y sigue siendo válido en el nuevo contexto- extrayendo
tres  hipótesis de la Ley:
a,)  La fuerza  mayor  ajena a la conducción o al funcionamiento del vehículo.
b,)  La ‘fuerza  mayor” que no es ajena a dichas circunstancias.
c)   La rofura o fallo  de algunas de las piezas o mecanismos del vehículo.
Sólo  la  primera hipótesis libera de  responsabilidad; las  otras  dos por desenvolverse dentro del
específico  ámbito material de responsabilidad objetiva determinado en la Ley, no liberan de responsabilidad,
al  ubicarse en la “esfera dei caso fortuito” no contemplado en la Ley como eximente.
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peatón  en la vía, causando colisión entre dos vehículos con resultado de muerte de uno de
los  conductores, reconoció que el accidente tuvo como causalidad el hecho del tercero -  el
peatón  -,  constitutivo de fuerza mayor, al reconocer:
(...)  es  evidente que  en el  presente caso la  i:crza  mayor ha existido: o  porque el  resultado se ha
producido  por virtud de la actividad de una tercera persona por completo ajena a la conducción de
los  velculos  intervinientes en  el  evento;  o  porque en  todo caso  la  acción  de  ese tercero,  (...)
además de simplemente imprevista, dando lugar a un supuesto caso fortuito y por ello fuera del art.
l  del Texto  refundido (...),  ha  provocado la inevitabilidad de la  maniobra que  condujo a  que el
evento  muerte se hubiere producido, rompiéndose así radicalmente y por virtud de una “vis majo?’
el  vínculo entre la conducta inicial y el resultado producido.
De  esta forma es claro, para que el hecho de un tercero pueda  calificarse  como un
evento  de fuerza mayor, a más de la conducta del tercero ajena al uso y al funcionamiento
del  vehículo,  también  debe  darse  la  exterioridad a  la  actividad  de  la  circulación  en
general,  -  lo  que  ocurre  con  el  peatón  sobre la  vía  etc.-;  atemperado a  la  Ley  del
automóvil,  el hecho debe estar por fuera de su ámbito material de riesgo.  Es así, como un
fenómeno  ajenó  a  la  circulación,  adquiere  legitimidad para interrumpir el nexo de causa
lidad  y en consecuencia, se conceptualiza en fuerza mayor, liberadora de la obligación de
indenmizar.  Más sin embargo esa fuerza mayor por el hecho de un tercero, no libera al
asegurador  obligatorio de la obligación de reparar el daño a la víctima, que a pesar de que
el  conductor o asegurado no sea responsable del accidente, debe pagar la indemnización a
la  víctima  -  en el caso planteado, al conductor fallecido en uno de los vehículos -.
Sentado  lo anterior, el asegurador, supudsta la prueba de culpa por el hecho de un
tercero,  que  exime  de  culpa  al  conductor  poi  tüerza  mayorus7,  puedes  después de pagar la
indenrnizaciófl  a  la víctima, repetir contra el tercero  causante para recuperar lo pagado
por  el S.O.A, pues en virtud  del pago de la  indemnización, el asegurador se subroga en
los  derechos  del  asegurado  y  puede  iniciar  la  acción  judicial  para  recuperar  la
187  Vid STS de 17-10-89. La jurisprudencia ha determinado que la culpa del tercero encaja en
la  figura de la fue!za mayor ajena a la conducción del vehículo. 94
indenmización  pagada contra el tercero responsable.  En el  sistema de  responsabilidad
colombiano  la  culpa por hecho  de un tercero, es considerada por la jurisprudencia y la
doctrina  como “causa extraña” de fuerza mayor o caso fortuito, y liberadora para el con
ductor  causante material del daño, y transfiere al tercero la obligación directa de resarcir a
la  víctima, independiente de las coberturas  de daños corporales del S.O.A.T.
1.4.3.  La  actividad  de  la conducción y la tipi:ficación penal
La  legislación  penal  española,  acertadamente,  estructura  e  identifica
taxativamente  en tipos penales las conductas de imprudencia  o negligencia  temerarias,
desplegadas  en  la  conducción  de  vehículos  de  motores,  superando  así  el  enfoque
tradicional  de  la  generalidad  de  los  ordenamientos  penales  de  incluir  en  los  delitos
contra  la vida,  incluyéndolos en la norma general  de homicidio y lesiones con carácter
culposo.  como  generalmente se les distingue en los códigos continentales, entre ellos en
el  Derecho colombiano.  Está nomenclatura específica, es sin  lugar a dudas un avance
jurídico  en  la  técnica  legislativa  del  ordenamiento  español,  que  permite  a  los jueces
penales,  aplicar  las  doctrinas civilistas  de responsabilidad  civil del  automóvil  con  los
criterios  de  la  Ley especial  de  responsabilidad y seguro,  sin crear  las resistencias tan
propias  entre  las  dos  ramas,  dadas  la  naturaleza  y  finalidad  de  cada jurisdicción,
beneficiando  tanto al  causante del daño como a la víctima, con una legislación clara y
precisa  aplicable al caso particular y concreto.
A  decir de  BARRON DE BENITO88,  la nueva  codificación penal española,
contiene  un  regulación  más  evolucionada  y  estructurada  de  los  denominados  por  el
legislador  delitos  de riesgos afectos  a la circulación  de vehículos de motor que la del
Código  anterior de  1973. El  nuevo  Código Penal, en vigor a partir  del 24 de mayo de
 BARRON DE BENITO, José Luis.  Derecho Penal  de la  Circulación: Delitos dolosos  y seguro de
suscripción  obligatoria. Mádrid: Dykinson,  1999, 146p.
95
1996  (que  derogó  el  de  1973)  “supuso una  importante  mutación  del  régimen  de  la
imprudencia  punible”  189en conductas típicas  de la conducción de vehículos de motor
y  explícitamente  a  los  ciclomotores,  superando  dudas  de  la  doctrina  y  contempla
nuevos  tipos penales derivados de la conducción.
El  art.  381 del  CP., tipifica y sanciona la conducta  temeraria,  por la forma de
conducir  imprudente, es un delito de riesgo  concreto,  un tipo básico del delito derivado
de  la conducta.  (copiar el art. 381...)  El art. 382 C.P., sanciona una serie de conductas
generadoras  de  riesgos  para  la  circulación,  consideradas  graves  en  si  misma,  siendo
atípico  y no punible el riesgo que no merezca tal consideración.  El ordinal primero del
artículo  cita  la  “colocación en  la  vía  de  obstáculos  imprevistos, derramamientos  de
sustancias  deslizantes  o  inflamables,  mutación o  daño de  la  señalización  o  por
cualquier  otro  medio  “.  En  esta  estructura,. el  sujeto  activo  puede  ser  una  persona
diferente  del conductor y no se agota el contenido de  las conductas típicas (p. 49)  Es
190
un  delito de riesgo  concreto,  TAMARIT  SUMALLA  ,  afirma  que se trata de un
“delito  de  peligro  hipotético”  ,  contraria  a  la  doctrina  de  Barron  de  Benito.  191
afirmación  que compartimos, pues por norma general el autor del delito tipificado, casi
siempre  es imposible de determinar.
El  art.  384  CP.,  contempla  una  cualificación  del  dolo,  regula  un  tipo  de
cualificación  o agravación respecto de la conducta regulada en el art. 381, al considerar
el  conducir temerariamente con consciente desprecio por la vida de las demás  personas,
castigado  con  pena  de  prisión.de  uno  a  cuatro  años,  multa  de  seis  a  doce  meses  y
18Q Ibidein
190  TAMARIT  SUMALLA  .  De  los  delitos  contra  la  seguridad  del  tr4fico.  En  AA.VV.
Comentarios  a  la parte especial  del Derecho Penal  dirigidos por  Gonzalo Quintero Olivares.  Pamplona:
Aranzadi,  1996, p 1050-1051.
191 Ibídem
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privación  del  derecho de conducir de seis y hasta  diez años.  Si no hay peligro para  la
vida  de  las personas  se reduce  la pena  de prisión  de  uno a  dos  años e  igualmente  el
resto  de las penas.  Este tipo penal se dirige hacia los “conductores suicidas”,  en que
el  autor pese a estimar posible la concreción de un daño por el peligro con un resultado
lesivo,  es consciente y asume el riesgo, despreciando la vida ajena e inclusive la propia.
En  el  art.  385.  C.P., el vehículo  o ciclomotor  se considera  el  instrumento  del
delito,  por tanto  afecto al  decomiso, para  cubrir la  responsabilidad  civil del  penado  y
destinado  a la reparación del daño, supuesto que en accidentes de tráfico se presume la
existencia  de un  seguro obligatorio, en  cuyo caso  de no haberlo  contratado, responde
ante  la  víctima  el  Consorcio  de  Compensación  de  Seguros,  quien  repetirá  contra  el
conductor  responsable  o  los  terceros  llamados  a  responder  por  la  ley  por  ser
solidariamente  responsables como terceros civiles responsables.
Sostiene  BARRON  BENITO,  “la  incriminación  ex  novo  de  algunas
conductas”  por ejemplo  el  art.  379  C.P.,  que  tipifica el  delito de  conducción  bajo  la
192
influencia  de  bebidas  alcoholicas  o  drogas  toxicas  .,  sanciona  como  delito  de
desobediencia  grave,  la  negativa  del  conductor  de  un  vehículo  a  someterse  a  las
pruebas  de detención alcohólica. Se tipifica en el art. 379 un delito de riesgo abstracto,
porque  con su  acción negativa  de no someterse a las pruebas, el riesgo que crea por la
negativa  en  si  misma,  es abstracto  o  sea que  no  podrá materializarse,  porque  ningún
daño  causa con  no  someterse  a  la prueba.  independiente, de  que consecuencial  a esa
negativa,  cause un daño a terceros, desplegando una nueva conducta que se tipificará en
otro  norma penal.
192  El  art. 379 del C.P., tipifica el delito  de  conducción bajo  la influencia  de bebidas alcohólicas,
drogas tóxicas, con penas de arresto de  8 a  12 meses y multa de  3 a  8 meses y privación del derecho a
conducir  de  1 hasta 4aios.
97
El  art.  380 C.P., complementa  el  379 C.P., altipificar  que “El  conductor que
requerido  por el agente de la autoridad, se negaré a someterse a las  pruebas legalmente
establecidas  para la comprobación  de los hechos, será castigado con la pena de prisión
de  seis  meses  a  dos  años  y privación  del  derecho de  conducir  vehículos  a  motor  y
ciclomotores  por tiempo superior a uno y hasta seis años”.
Estas  conductas y la declaratoria judicial  son determinantes de la configuración
de  los delitos de imprudencia o falta y  particularmente de la culpa relevante que de ser
declarada,  quiebra  el  sistema  de  valoración  de  perjuicios  o  baremo-  para  ser
indenmizado  en  cuanto  a  los  perjuicios  económicos  derivados  de  rentas  e  ingresos,
conforme  se pruebe en  el debate procesal, aún excediendo los límites del aseguramiento
obligatorio,  el SOA,  como se detallará ¡nfra.
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CAPITULO  II
LA  LEY DE RESPONSABILIDAD CIVIL DE SEGURO
OBLIGATORIO  (S.O.A) DEL AUTOMO VIL
2.1.  CONSIDERACIONES PREVIAS
En  España, el desarrollo tecnológico del automóvil y su incidencia en la sociedad
comportó  la necesidad’93 de buscar protección a los riesgos que amenazaban  no solo la
vida  y patrimonios en sí de las personas, sino incluso de los recursos socio económicos,
propio  de  los  Estados  considerados  desarrollados, por  lo  cual  fue  necesario  erigir el
aseguramiento  obligatorio  como  medida  indispensable para  paliar  los  grandes  costes
sociales  que el particular y el Estado por sí mismo no podían absolver.
Es  con  el  derecho  como  disciplina  reguladora  de  las  relaciones  entre  los
asociados,  que viene a crearse los mecanismos tendientes a evitar o disminuir ese impacto
económico,  político  y  social de  tales  consecuencias dañosas. Y  dentro  de  éste  es  el
Derecho  de Seguros, atendiendo a elementos técnico-jurídicos, basados en la  ley de  los
93  La necesidad puede  encontrar su  causa  en  un  hecho natural,  en  un  acto  del  hombre o  en  un
acontecimiento dentro de un contexto de la actividad económica o social.  La necesidad de  protección a la
personas  o a la propiedad, derivada de hechos como la muerte, el incendio, las inundación, el rayo; los daños
generados  por  las máquinas, lesiones y muerte a  las personas,  a los bienes;  la huelga, el  paro laboral, el
lucro  cesante, etc.  Todas estas fonnas de necesidad, pueden ser objeto de protección a fravés del seguro.  La
relación  entre necesidad y  seguro, se  encuentra manifiesta, en  la completa definición del  doctrinante del
Derecho  seguros MANES, Alfredo. Teoría General del Seguro. TI.  ed, ad. donde dice:
El  seguro puede definirse como aquel recurso por medio del cual un gran número de  existencias
económicas,  amenazadas por peligros análogos, se organizan para atender mutuamente a posibles
necesidades  tasables y  fortuitas de dinero.  La necesidad de dinero que el  seguro tiende a  cubrir
puede  ser de  diversa índole.  Puede consistir en  una pérdida inmediata o en  el malogro de  una
ganancia,  en  la  incapacidad para  el  ahorro,  en  un desembolso hecho  para  evitar una  pérdida
inminente, en la necesidad ineludible de realizar un gasto, etc.  Son todos casos en que se produce
una  necesidad de dinero o de objetos valorables pecuniariamente.
Esta  definición, viene a ampliar el campo de acción del seguro, en  consonancia con el acontecer
de  la  vida actual, asignando a este mecanismo de  previsión una función dinámica y efectiva, que permite
incluso, asignar valor económico a los derechos positivos de las personas y de la propiedad.
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grandes  números y el cálculo actuarial entre otros, por medio del cual se desplaza en un
tercero,  el asegurador, los efectos indenmizatorios de los daños causados en un accidente
vehicular;  y  son  múltiples  y  diferentes  los  tipos  de  pólizas  que,  giran  al  rededor  del
vehículo194, como mecanismos de garantía que entran a regular el traslado de esos riesgos
a  través de los contratos de seguro.
Entre  ellos, es el  Seguro del automóvil en sus diferentes modalidades de  seguro
obligatorio  para accidente de tránsito (SOA) y seguro voluntario de responsabilidad civil
extracontractual  el objeto de nuestro estudio que ofrecen una amplia gama de coberturas,
dependiendo  de las diversas modalidades, ya sea de clase, uso, destino, etc., tanto para su
usufructuario  (ya sea propietario  o en alquiler), el conductor (mismo propietario, amigo,
pariente  o chofer asalariado) o como para el tercero potencial víctima de un accidente de
circulación.  Es indudable que el automóvil, concebido como un medio de transporte para
acercar  distancias, brindar comodidad y seguridad, debido a su avanzada tecnología, alto
cilindraje  y capacidad de desplazamiento a mayores velocidades, sumada a la  compleja
gama  de calles, carreteras, viaductos y autopistas, le han convertido en nefasto medio de
siniestros,  con  cuantiosos  daños a  las personas y  a  los  bienes,  siendo necesario  en  la
mayoría  de  países  del  mundo  civilizado’95, a  más  del  diseño  y  mantenimiento  de
  La póliza  de  AutomóvileS voluntaria v.gr.  a  todo  riesgQ’, que  incluye dentro de  su cobeiira
todos  los riesgos inherentes a la conducción y a la protección del vehículo en si mismo, es la más conocida
en  la práctica comercial.  El otro gran seguro, es el obligatorio. o  comúnmente conocido como el S.O.A. ó
el  seguro de  daños  causados a  las personas en  accidente de  tráfico.  Dentro del  pi-imero, hay una gran
variedad  de  opciones asegurativas. que  se puede tomar junto con el  Amparo básico de  Responsabilidad
Civil  ExtracontractUal, para responder a terceros por daños a las personas y a los bienes, más uno o varios
amparos  adicionales, ó asumir el tomador por su propia cuenta, los riesgos excluidos.
‘  RIEGLERO CAMPOS, L. Accidente de Circulaciónop.cit.,  p 97. Al referirse a la aparición
del automóvil, cita a PERIETTI GR1VA, “La Responsabilitá Civile nella circolazione”, pág.4:
(...)fue  acogida en principio con indisimulada hostilidad tanto por  los peatones como los
propietarios de  carruajes de  tracción animal, cuyas  seculares diferencias desaparecieron
súbitamente para hacer causa común, en tácita alianza frente al nuevo y peligroso enemigo, frente
al  intruso, impuesto y mal recibido.
Este estado de ánimo social tuvo fiel reflejo ‘,i los esfuerzos desplegados por algunos miembros
de  las Cámaras arlanentarias  de cieCos países europeos orientado a la promulgaçiófl de textosloo
carreteras,  implementación  de  políticas  de  seguridad  vial,  sanciones  penales  y
contravencionales, también hacer frente a los costes sociales, políticos y económicos, de
numerosas  víctimas -  jóvenes  en su mayoría -  incapacitadas, de  familias que caen en la
horfandad,  viudedad  o  empobrecirniento  a  causa  de  la  accidentalidad vial  -verdadera
violencia  latente del mundo moderno -  derivada  de los riegos que comporta la  actividad
del  automóvil.  Tendríamos  como  riesgos  derivados  de  esa  actividad,  en  parte  los
clasificados  en  su  tratado  de  responsabilidad  del  automóvil  por  la  autora  española
MORILLAS  JARILLO 196:
1)  que  afectan  a  su  integridad fisica o a  la  de sus  familiares,  dependientes y
socios  los;
2)  los  que afectan  a  su  patrimonio, ya  sea a  bienes  concretos -  en  especial el
propio  vehículo  -  o  bien  a  la  totalidad  de  éste,  a  consecuencia  de  la
responsabilidad  civil  en  que incurra por  razón  de  los  daños personales yio
materiales  causados a terceros, de multas o sanciones administrativas, o de los
gastos judiciales o extrajudiciales originados por la reclamación de o a tercero;
3)  Los que  de  modo  directo pueden  recaer  sobre su  persona a  causa  de  su
responsabilidad penal (privación de libertad) o sobre sus derechos  (privación
del  permiso de conducir).
Agregando  en nuestra opinión en segundo orden aquellos  que  surgen  de
su  responsabilidad indirecta, o en forma subsidiaria:
legislativos que  contuvieran los más estrictos regímenes de  responsabilidad y  las sanciones más
severas contra los propietarios de automóviles.
196   MORILLAS JARILLO. El seguro del auíomóvil...op.cit., p19.
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4)  los derivados de  la conducción del  chofer asalariado, amigos  o parientes en
caso  de insolvencia de estos, o de aquellos que tenga su representación legal,
como  hijos menores  de edad;
5)  los propios  de  la  conducción  sin  afectación de  responsabilidad civil  sobre
daños  parciales o totales al mismo  vehículo, ejemplo daños por volcarniento,
choque,  incendio, derrumbes, etc.
6)  los causados por terceros sin autorización, caso del robo;
7)  los  hechos  de  la naturaleza corno temblor, terremoto,  erupción volcánica,
anegaciones,  inundaciones, marejadas, y por último;
8)  los producidos por convulsiones sociales, terrorismo, motín, huelgas.  Sin
agotar  las  posibilidades  de  existencia  de  otros  riesgos  derivados  del
automóvil,  diríamos  también  que  los  riesgos  se  irán  volviendo  más
complejos,  caso de destinar el automóvil al servicio particular (o familiar) o
al  público (buses, taxis) o servicio especial (transporte escolar, carga).
Todos  los riesgos citados supra pueden ser objeto de contratación de un seguro
en  particular197  mediante  una  póliza  voluntaria  u  obligatoria,  si  existe  un  interés
asegurable198,  excepto  aquellos  que  sean  conseciencia  de  la  responsabilidad penal  o
  Código  Comercio y Legislación Complementaria Bogotá : Nueva Ley, 1992,p 405.  Vid, art.
1056  en el Pacto sobre los Riesgos:
Con  las restricciones legales el asegurador podrá a su arbitrio, asumir todos o algunos de los riesgos
a  que esténexpuestos  el interés o la cosa asegurados, el patrimonio o la persona del asegurado. En
el  art. 1055 se estipula, también como -  Acios inasegurables:
El  dolo,  la culpa grave y  los actos meramente potestativos del tomador, asegurado o beneficiario
son inasegurables
l8 OSSA  G, J. Efren. Tratado Elemental de Seguros. Bogota: Lerner, 1963,p 278.  Considerado el
más  importante tratadista colombiano, en  Derecho  de  Seguros, define  el  interés  asegurable corno “...  la
relación  económica c,;nena:adct en su integridad por  uno o varios  riesgos, en que una persona se halla
consigo  misna,  o con otra persona o con otras cosas o derechos tomados en sentido general o particular”.
Para  otro destacado autor VALENCIA ZEA, Arturo. “Contratos civiles”.Bogotá : Temis,  1975, p
296.. define ese interés como ‘el  interts  de evitar los riesgos”
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administrativa,  como sanciones o multas’99 a cargo del asegurado.
En  materia de  cobertura de  lús- riesgis  derivados de  la responsabilidad civil del
automóvil  y de su sistema de garantías, el ordenamiento jurídico español  emprendió  un
proceso  profundo de reformas legislativas de todo orden, mediante la adopción de una ley
autónoma  de  responsabilidad  y  de  aseguramiento  obligatorio  como  se  verá
inmediatamente mfra.
2.2.   La Ley de Responsabilidad  Civil y Seguro en la Conducción de
Vehículos  a Motor (LRCSC VM) 200
El  sistema  de  responsabilidad  del  automóvil  y  seguro  derivado  del  uso  y
conducción  de  vehículos a  motor201, ha  experimentado entonces,  en  los  últimos años
importantes  cambios, por su proceso de adaptación al Derecho comunitario europeo, que
a  decir de esto último el profesor ILLESCAS ORTIZ  ttHa determinado la aparición de
una nueva y potente fuente del Derecho que se impone por encima de  la soberanía del
Pcir/ainento y  que  obliga a éste a promulgar normas y  moc4ficar las preexistentes de
conformidad  con  los  compromisos  derivados de  los  Tratados constitutivos de  la
 Vid  Art.  1055  Código  de  Comercio  (en  adelante  C.Co),  segundo  inciso  respecto  de  actos
inasegurables.
(..)  Cualquier  estipulación en contrario no producirá efecto alguno; tampoco la producirá la que
tenga por objeto amparar al asegurado contra las sanciones de carácter penal o policivo.
200  T.R. Ley 122/1962, de 24 de Diciembre (BOE n° 85, de 8 de abril de  1998)
20!  Es este un país con un alto índice de motorización, y así lo afirma el más prolífico tratadista de
responsabilidad automovilística MEDINA CRESPO, Mariano. (Responsabilidad Civil Automovilística. De
las  culpas absueltas ...op.cit., p 13.) hace la siguiente cita:  (.)en  las palabras de  clausura del XI Congreso
de Derecho de la Circulación,  del INESE (Madrid, 1995, abril) e/profesor RAMON TAMAMES resaltaba
que  el  ‘.prqueauiomouilísliconacionalcontabavacon18.000.000devehículos’,  siendo Espa0a el sexto
país  del ¡nuncio en índice de inotori:ación;  ciato elemental que explica la  importancia que tiene el Derecho
(le  ¡ci responscihiliclaci c-irii del ciutOiflOVil.  --
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Conwnida  -.  Es  asi,  que,  por el  comproir  :j  de  adhesion a  la  Union Europea, y la
obligatoriedad  de emprender un proceso de armonización en  materia de responsabilidad
automovilística y su aseguramiento obligatorio,  emprendió el proceso de modificación de
las  leyes, aunque, previa a su adhesión al Tratado, la legislación de  responsabilidad civil
del  automóvil se regulaba ya en una ley autónoma y especial, que excluía de las normas
generales  de responsabilidad del  Código Civil,  la  responsabilidad por  el  accidente de
tráfico,  con la  “Ley 122/1962, de 24 de diciembre sobre Uso y Circulación de Vehículos
dé  Motor” (LUCVM), 203 o Texto refundido de la ley del automóvil como es conocida por
expertos  y profanos. a la que, en reciente reforma (1995),  se ha dado un nuevo nombre, y
con  mejor técnica,  de  Ley  de  Responsabilidad Civil  y  Seguro en  la  Conducción de
vehículos  de Motor (LRCSCVM).
Con  la  ley  especial  del  automóvil,  se  deroga  del  sistema  general  de
responsabilidad  del Código Civil, la responsabilidad ligada al automóvil204, se reemplazo
el  tradicional  sistema de  responsabilidad  subjetiva, por  un  sistema de  responsabilidad
objetiva  atenuada, aunque como veremos mfra, sigue aún en parte, sometida al imperio
del  art.  1902 del  C.C  de  responsabilidad subjetivada205, según sean  los  daños que  se
causen,  y e! grado de culpa judicialmente declarada.
Siguiendo  al Derecho comunitariO, las citadas modificaciones recayeron sobre el
202  ILLESCAS  ORTIZ,  Rafael. Dirección y  coordinación. Derecho  Mercantil.  Textos  legales.
Barcelona:  Ariel, 1990, p XL.
203  (BOE no. 85, de 8 de abril de 1968) modificada por la Disposición Adicional 8” de la Ley 30/95 de
8  de noviembre de l  nuéva Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados. -LOSSP-.
204  REGLERO CAMPO. Accidente  de  circulación... op.cit., p  81,  manifestaba sobre la nueva Ley
del  Automóvil:  “En efecto, es  claro que  la derogación del  régimen general  de  i.espot2sabilidad del art.
¡902  (le! Cócl.civ mediante el  establecimiento de  un sistema  de responsabilidad objetiva tan sólo puede
haceise  pw  Lev. Esto ha sido lo que ha hecho la Lev del Automóvil (Y’.
2O  ArticLilO basado en  el  principio de  respoiiiiiidad  por  culpa; que  efectivamente sigue rigiendo
para  los daños materiales (daños a  cosas) y  para  la  víctima cuando el accidente se  causa  por  su  culpa
exclusiva’,  evento en el que constituye eximente de la obligación de indemnizar.
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texto  original de la antigua Ley sobre Uso y Circulación de vehículos de motor de 24 de
diciembre  de  1962,(hoy LRCSCVM)  después Texto  Refundido206 aprobado  por  Real
Decreto  632/1968 de 21 de marzo, ya directamente resultante del Derecho Comunitario,
contenido  en  las  Directivas  72/166/CEE, de  24  de  abril  de  1972 modificada por  la
72/430/CEE  de  diciembre de  1972, y  por la  84/5/CEE, de  30  de  diciembre de  1983,
relativas  al  aseguramiento  de  la  responsabilidad civil  derivada  de  la  circulación  de
vehículos  automóviles y el control de la obligación de asegurar esta responsabilidad, que
exige  por un lado la adaptación de  la cobertura del actual Seguro  obligatorio  de  auto
móviles  al ámbito territorial de los Estados miembros, y por otro, la contratación obliga
toria  del  seguro de Responsabilidad Civil, que incluya tanto las coberturas de los daños
corporales  como  los  materiales en  los  términos y  con  la  extensión prevista en  el
Derecho  comunitario,  regulado  en las Directivas de primera y segunda generación207.
Muestra  de la evolución histórica del sistema  de responsabilidad, es la regulación
del  derogado  Real  Decreto  Legislativo de  28  de  junio  de  1986,  que  introdujo  las
modificaciones  del  Derecho  Comunitario,  sobre  el  T.R.  de  la  Ley  122/62,  pero
208
sometiendo  a  un  doble  regimen  la  responsabilidad  civil  del  automovil  ,  dualidad,
206  ILLESCAS ORT1Z.(Cord) Derecho Mercantil. Textos Legales. Barcelona: Ariel, 1990, p 852,  al
referirse  al Decreto 632/1968, de 21 de marzo, aprobatorio del Texto Refundido de la Ley 122/1962, de 24
de  diciembre, sobre Uso y Circulación de Vehículos de Motor; como una técnica legislativa que permite,
incluir  las modificaciones introducidas por otra Ley, con los artículos que continúan vigentes, en este caso
para  introducir el  título ejecutivo  en  diligencias preparatorias llevadas a  cabo  en  el  proceso  penal por
responsabilidad derivada de accidente de tráfico.  El Texto Refundido, actualmente se denomina, Ley sobre
Responsabilidad  Civil y  Seguro  en  la Circulación de Vehículos de Motor,(LRCSCVM) nuevo nombre
que  se le dio a partir de las modificaciones introducidas en la Disposición Adicional 8  de la Ley 30/95 de 8
de  noviembre (nueva Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados en España -LOSSP).
207  En  estas mismas directivas, en  cuanto al deber  de  constituir o  reconocer un  Organismo que
tenga  como misión  la  de  reparar,  al menos en  los límites del seguro obligatorio, los daños corporales y
materiales,  en  algunos supuestos (caso de  vehículos sin seguro o no identificables) previstos en  la propia
norma  comLlnitaria, obligó a revisar y ampliar las funciones del Consorcio  de Compensación de Seguros,
que  ya venía desempeñando tal misión en territorio español.
208  En  el  T.R.  Ley  122 de  24  de  diciembre/62. posteriormente modificado,  la  responsabilidad se
definía  así, en el art. 1:
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que  establecía  dos  regímenes  diferentes  de  responsabilidad  para  el  mismo  riesgo,  ls
mismos  daños, las mismas víctimas, por lo que fue considerado como un desatino por las
más  autorizadas doctrinas, como lo expone  en  su trabajo  de investigación la profesra
MORILLAS209, conservando para la cobertura mínima del S.O.A., por daños corporales
una  responsabilidad cuasi objetivada en el T.R. de la Ley del automóvil de  1962, y para
los  daños materiales, incluso los contenidos en el  S.O.A, al  igual que para el  exceso del
límite  asegurado en los daños corporales el régimen general de responsabilidad civil por
culpa  del art. 1902 deI Código civil.
Esta  Ley  del  automóvil,  antigua Ley  sobre Uso  y  Circulación de  vehículos de
motor  (LUCVM),  luego  Texto  Refundido  (T.R.  LUCVM)  con  las  modificaciones
1)  El  conductor de  un  vehículo de  motor  que  con  motivo  de la circulación cause daños  corporales  o
materiales estará obligado a repararlos conforme a lo establecido en la siguiente Ley.
2)  En el caso de daños corporales.  y hasta el límite cuantitativo que reglamentariamente se fije, el conductor
quedará  exento de  responsabilidad si  se  prueba  que  los  mismos fueron  debidos  únicamente a  culpa  o
negligencia  del pemjudicado o a fuerza mayor extraña a la conducción o al funcionamiento del vehículo. No
se  consideran como casos de fuerza mayor los defectos de éste ni la rotura o fallo de algunas de las piezas o
mecanismos.
3)  En el  caso de los  daños materiales, el conductor responderá frente a terceros cuando resulte civilmente
responsable  según lo establecido en los artículos 1902 y siguientes del Código civil, artículo 19 del Código
penal.  y lo dispuesto en está Ley.
209  MORiLLAS JARILLO. El seguro del autonióvil..  op. ciii.. p 39. al referirse  al  “Libro Blanco”, en
el  cual  se consideraba  que el  sistema  de  responsabilidad  obligatoria,  para  alcanzar  mayor  perfeccionamiento,
uno  de  los  criterios  que  deberían  instaurarse,  era  “el establecimiento de  un régimen de coberturas obliga
toria  y voluntaria integradas en  un solo seguro y  en un solo ramo”, no obstante, dejó de lado la unificación
del  sistema  y fmalmente se pronunció sobre el mantenimiento de la dualidad, como puede deducirse  de  sus
conclusiones en el punto sexto, transcritas por la autora:
(...)  a)  Se mantendría la responsabilidad por culpa para toda clase de daños materiales y para los personales
que  excediesen de las cantidades señaladas para  la cobertura automática o  de riesgo, haciendo  que todas las
reclamaciones hubieran de verse, cualquiera que fuese su cuantía, en un procedimiento único, breve y con las
garantías  de defensa suficientes.  b) La responsabilidad objetiva funcionaría pues, exclusivamente, en  daños
personales  hasta unos límites determinados sin atenuaciones ni posibilidades de discusión en pleito, a base de
pago  directo, automático y predeterminado legalmente en su cuantía, que habría de realizar el asegurador a los
beneficiarios, sin perjuicio de ulterior reclamación civil al culpable causal del accidente, si es que lo hubiese.
De  la  anterior  cita,  obsérvese  el  apartado  b),  y  véase como la  responsabilidad  objetiva  descrita,
corresponde,  a nuestro  juicio,  exactamente  al  sistema  de  responsabilidad  del seguro  obligatorio  colombiamio
o  SOAT.  Aunque  en  nuestra  opinión  el  SQAT  es  más  un  seguro  no-fui!!,  o  sea  un  sistema  de
aseguramiento  que elimina  totalmente  el principio  de  la responsabilidad  por  culpa  en el  ámbito  del accidente
de  tránsito.
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introducidas  en 1968- implantó, también en el sistema dos concretas causas de exclusión,
cuales  son la culpa exclusiva de la víctima y la fuerza mayor extraña a la conducción. En
cuanto  al daño indenmizable, inicialmente la LUCVM incluía, sólo como indemnizables
los  daños corporales210, puesto que la cobertura de  los daños materiales, aunque estaba
prevista  en  el  articulado de  la  primitiva  Ley,  fue  suspendida  su  aplicación, hasta  su
modificación,  mediante otro Real Decreto, el  130 1/1986 de 28  de junio,  por  el  que se
adaptó  el  Texto Refundido de  la  LUCVM al  Ordenamiento jurídico  de  la  Comunidad
Económica Europea, con cambios que podrían resumirse así:
a)  Se incluyó como  daños  indeninizables los daños  materiales, en  suspenso  desde  la
creación  de la Ley 122/1962, b) se definen dos tipos de responsabilidad del conductor del
vehículo  para determinar la obligación de indemnizar 1a  objetiva atenuada para los daños
corporales  hasta  el  límite  del  valor  asegirado  en  el  S.O.A,  y  2a•  subjetiva  clásica
(aquiliana)  para los daños materiales, sea cual fuere la cuantía del  daño y para los daños
corporales  en  exceso  del  valor  asegurado  del  S.O.A.  c)  La  no  cobertura  de
responsabilidad  de  bienes  propios,  del  cónyuge  y  familiares  hasta  el  30  grado  de
consanguinidad  o afinidad que vivan a expensas del asegurado. d) Las causas agravatorias
del  riesgo, que constituyen  exclusión para los daños corporales y materiales, como  los
causados  por vehículos robados-hurtados a terceros y a ocupantes del vehículo robado, no
están  cubiertos por el asegurador, ni por el Consorcio de Compensación de Seguros.  No
obstante, para este último tipo de daños se cubrían por el Consorcio, siempre y cuando se
demostrara  que los ocupantes no conocían la circunstancia de ocupar un vehículo robado
o  hurtado, quien a su vez podía repetir contra los causantes del daño.
Otras  exclusiones incluidas  en  la  reforma de  1986, atañen  a  la  exclusión de
21U  Situación igual. a  la que  presenta el seguro obligatorio colombiano desde su aprobación hasta la
fecha,  sin  visibles perspectivas de modificación, que  cada vez se  hace más urgente de  involucrar. valores
fijos  para indemnizar daños materiales a bienes.
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cobertura  en el seguro obligatorio para el conductor del vehículo, propietario, tomador o
asegurado,  en virtud  a  tratarse de  un  seguro de  responsabilidad civil, que  repulsa  a su
técnica,  bajo  este  criterio,  que  una  misma  persona  pueda  tener  simultáneamente  la
condición  de  asegurado  y  tercer  perjudicado211 son  también  excluidos  los  daños
corporales  causados por  conducir en estado de embriaguez o bajo el  influjo de drogas,
etc.;  en cuanto a  las condiciones del vehículo, el  exceso de carga; número de  personas
transportadas;  utilización del vehículo sin autorización, sin permiso o licencia de conduc
ción  o  incumplimiento de determinadas obligaciones en  relación  al mantenimiento del
vehículo,  e) La ampliación del  ámbito territorial del seguro obligatorio por  la adhesión,
extendiendo  su  cobertura  a  aquellos  países  con  los  que  se  firmó  el  Convenio
complementario  entre  las  oficinas  representantes  de  las  aseguradoras  en  cada  país,
conocidas  con  el  nombre  de  Bureaux  como  son  : Austria,  Suiza,  Bélgica,  República
Federal  Alemana,  Dinamarca,  Francia,  Gran  Bretaña,  Italia,  Irlanda,  Luxemburgo,
Holanda,  Portugal, Noruega,  Suecia, Finlandia, Checoslovaquia, República Democrática
Alemana  y Hungría, también Grecia, que aunque miembro de la CEE, seguía exigiendo el
control  de la “carta verde”(certificadO internacional de seguro).
Nuevas  valoraciones  en  el  marco  jurídico  del  Derecho  comunitario
europeo2  ‘2imponefl la obligación a plazo cierto, para España de trasponer el Derecho del
seguro  y  de  responsabilidad del  automóvil  al  mareo  cornunitario,  especificado en  el
211  Se  observa, que  el  caso contrario ocurre en  el  ordenamiento jurídico colombiano, en el SOAT,
fundado  en la socialización del riesgo y la protección a las víctimas; el conductor, está cubierto si resultaré
también  con daáos corporales en  el  accidente de tránsito,  de  ahí que  sostengamos que el  SOAT, poi  su
técnica,  responde más a un seguro de personas, más exactamente a un seguro de accidentes personales.
212  Por la creación del Acuerdo del Espacio Económico Europeo, celebrado en la ciudad de Oporto el
2  de  ma’o  de  1992, adoptado en Bruselas el  17 de  marzo de  1993, incluía la  exigencia de  armonizar el
Derecho  de  la Unión Europea y el del Espacio Económico Europeo con el derecho interno de los Estados
miembros,  con  lineamentos  similares  a  la  regulación  sobre  aproximación  de  la  legislación  de
responsabilidad  civil contenida en la tercera Directiva Conunitaria 90/232/CEE.
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conjunto  de  modificaciones  de  las  tres  Directivas  213  aprobadas  en  materia  de
responsabilidad  civil automovilística: la  72/166/CEE, la  84/5/CEE y la  90/232/CE, que
vienen  a  incorporarse  en  la  refonnt  de  1995, a  través  de  la  Ley  30/1995  de  8  de
noviembre  de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados214y se complementa con
el  nuevo Reglamento de la LRCSCVM.
2.2.1.1.   La última  reforma  a la Ley de responsabilidad  y seguro del
automóvil  y su  reglamento  (1995-2001)
A  partir  de noviembre de  1995, con  la reforma  introducida por la Ley 30/995 de
Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados215 se produce la  última modificación
que  cambió el nombre de  la Ley de Uso y Circulación de Vehículos de Motor,  por la que
paso  a  denominarse  Ley  de  Responsabilidad  Civil  y  Seguro  en  la  Conducción  de
Vehículos  a  Motor (LRCSCVM), que  vino  a  ser reglamentada posteriormente, con  el
Real  Decreto  7/2001.  sobre  la  Responsabilidad Civil  y  Seguro  en  la  Circulación de
Vehículos  de  Motor.
213  Sobre está temática vid LATORRE LLORENS, Luis.  La Nueva Regulación de  la Libertad de
Servicios en el Sector Asegurador. Madrid : Centro de Estudios del Seguro, 1991, p 319 y ss. CAMACHO
DE  LOS RIOS, Javier.  Armonización del Seguro de Daños...op.cit., p  156 y  ss. a  MEDINA  CRESPO,
Mariano. Responsabilidad Civil Automovilística... op. cii., p 189 y ss.  MORILLAS JARILLO, María José.
El  seguro  del automóviL... op.cit. p 83 y ss.  REGLERO CAMPOS. F. Accidente  de Circulación... op.cit.
p  3 y ss.
214  La Disposición Adicional octava, de  la Ley de Ordenación y Supervisión de  los Seguros privados
de  8 de  noviembre de  1995, a más de dar un nuevo nombre al Título 1 de la Ley del Automóvil, ahora con
una  intitulación más acorde “Ley  de Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a
Motor  (LRCSCVM)  adecua la  normativa interna de  responsabilidad derivada del  uso y  circulación de
vehículos de motor, especialmente con la Tercera Directiva 90/232/CEE, del Consejo de mayo 14 de 1990,
relativa a la aproximación de las legislaciones sobre el seguro de responsabilidad de los Estados miembros.
21  En la exposición de motivos de la  nueva ley del contrato de seguros Ley 30/95, en la Disposición
Octava,  que reformó y dio nuevo nombre a la ley de! uomóvil,  se argumenta que  con el objeto de dotar
de  estructura adecuada a  su Título  1, regulador de  la  materia, se  ha  considerado necesario reorganizarlo
íntegramente  de  modo  que responda al  conjunto de  las  tres  Directivas que  han sido  adoptadas en  este
seguro;  y,  con el  objeto  de  clarificar su  ámbito, recibe  esta Ley la  nueva  denominación de  Ley sobre
Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor.”
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La  legislación de la  LRCSCVM, introduce importantes cambios216, deroga todas
las  disposiciones vigentes sobre la materia y mantiene las diferencias con la primitiva Ley
del  automóvil de  1962, 217 de  un régimen de responsabilidad distinto, según se trate de
daños  a  las  personas  de  responsabilidad objetivada o  a  los  bienes  de  responsabilidad
subjetiva  tradicional, y mantiene la exclusión de cobertura al conductor del vehículo, y en
cuanto  a los bienes de tel-ceros, se excluyen tanto los del conductor, asegurado, tomador,
propietario  cónyuge o parientes hasta  el tercer grado de  consanguinidad o afmidad sin
requerirse  el  elemento de convivencia que traía  la normativa  anterior218.  Constituyen
modificaciones sustanciales, en el nuevo texto refundido de la Ley del automóvil de 1995
-  LRCSCVM- las siguientes:
a)  Se ha  elevado, a un estricto rango normativo -por ley- el principio de imputación de
responsabilidad  por riesgo, expressis verbis en  su articulado219, que venía siendo en
216  Cambios  cuya finalidad era  llegar a  la  armonización de  los  diferente  sistemas de  Derecho  de
responsabilidad  de los Estados miembros, establecienao reclamaciones similares, a favor de  las víctimas en
cualquier  Estado en que se causaré un accidente.
217  LETE  DEL  RIO,  José  Manuel. Derecha  de  ...op.cii..  p  176.  Vid también a  REGLERO
CAMPOS,  Accidentes  de  Circulación...  op.ci!.. p  ‘9.
218  En  el  art. 5, de  la  LRCSCVM, del  ámbito material y exclusiones, deja fuera de  la  cobertura del
seguro  de  suscripción obligatoria  a  los  daños  ocasionados  a  la  persona  del  conductor  del  vehículo
asegurado,  tampoco alcanzará a los daños en los bienes sufiidos por el vehículo asegurado, por las cosas en
él  transportadas, ni por los bienes de los que resulten titulares el tomador, asegurado, propietario, conductor,
así  como los del cónyuge o los parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad de los anteriores
y  también  quedan  excluidos  de  la  cobertura  de  los  daños  personales  y  materiales  por  el  seguro  de
suscripción  obligatoria  quienes sufrieran daños  con motivo  de  la  circulación  del  vehículo  causante,  si
hubiera  sido robado. A  los efectos de  esta Ley se  entiende por robo  la conducta tipificada como tal en  el
Código  Penal. En los supuestos de robo será de  aplicación lo dispuesto en el artículo 8.1, c) sobre violencia
en  el despojo de la posesión.
En  las exclusiones a favor del asegurador, no podrá este oponer frente al perjudicado ninguna otra
exclusión,  pactada o  no.  de  la  cobertura. En particular, no  podrá hacerlo  respecto de  aquellas cláusulas
contractuales  que  excluyan de la cobertura la utilización o conducción del vehículo designado en la  póliza
por  quienes carezcan de permiso de conducir, incumplan las obligaciones legales de orden técnico relativas
al  estado de seguridad del vehículo o, fuera de los supuestos de  robo, utilicen ilegítimamente vehículos de
motor  ajenos o no estén autorizados expresa o tácitamente por su propietario.
219  Conforme a  la redacción dada a  art.  1.1) de  la nueva ley de  1995, que dice:  “El conductor de
vehículos  a motor es responsable  en virtud  del riesgo creado por  la  conducción del  mismo, de  los daños
causados a las personas o en los bienes con motivo de la circulación.”  Así lp afirma uno de los doctrinantes
con  más literatura jurídica del Derecho de responsabilidad y seguro. (MEDINA CRESPO.  Responsabilidad
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las  leyes anteriores sólo un principio informador;
b)  la novedad  en cuanto a  los daños corporales, causados en  exceso de  la  cuantía del
S.O.A,  regulados  en  el  Texto Refundido  del  R.D.  Ley de  1986 por  el  sistema de
responsabilidad  por  culpa,  quedan  en  su  totalidad  substraídos  del  ámbito
culpabilístico  del art. 1902 C.C, “en lo que se refiere al criterio de imputación y  tam
bién  en lo que afecta a la determinación y valoración daño resarcible”,220, acabando
con  la  tan  discutida  dualidad de  la  reforma de  1986,  al  quedar  sometido el  daño
corporal  íntegramente al principio causal de la responsabilidad objetiva atenuada, en
atención  al  riesgo  desplegado al  conducir,  con  solo  dos  exclusiones:  1) la  culpa
exclusiva  de la víctima y 2) La fuerza mayor extraña a la conducción.
c)  La  cobertura de los daños materiales siguen, sometidos al principio de responsabili
dad  tradicional de la culpa o negligencia del art. 1902 del C.C y 19 del C.P antiguo -
actual  art.  109 C.P-221. En tanto que se amplía el ámbito subjetivo de exclusión (art.
5,2)222  al  no  cubrir  el  seguro  los daños  materiales sobrevenidos  a  los  bienes  del
asegurado  (incluyendo  el vehículo asegurado) y de los que resulten titulares el toma
dor,  asegurado, propietario, conductor, así como el cónyuge o los parientes hasta el
tercer  grado de consanguinidad o afinidad de los anteriores, suprimiendo respecto del
civil... op.cit., p 189-190).
220  MEDINA CRESPO. Responsabilidad civil... op.cil.,  p  127-129.
221  En nuestra opinión, siendo consecuentes con lo dispuesto el art.  1.1 de  la Ley de responsabilidad
civil  y  seguro  española,  referida  a  una  responsabilidad  surgida  “en  virtud  del  riesgo  creado  por  la
conducción”  consideramos que podría haberse englobado tanto  los daños causados a  las personas como a
los  bienes bajo  el sistema de  responsabilidad objetiva atenuada, por  ser un sistema complementado con el
mecanismo  del  seguro. que permitiría establecer limites cuantitativos de  la  indemnización por  bienes, y
evitar  La subsistencia de la dualidad de regímenes para daños corporales y materiales -  que  si bien, antes se
predicaba  como  desatino  para  el  exceso  de  los daños  corporales-  creemos  sigue teniendo vigencia, al
niantener  los daños materiales bajo el sistema de responsabilidad por culpa, dentro de  una Ley moderna de
criterio  objetivizador orientada por el criterio de responsabilidad por riesgo.
222  En la LRCSCVM dice el Art. 5.2):
La  cobertura del seguro de suscripción obligatoria tampoco alcanzará a los  daños en los bienes sufridos
por  el vehículo asegurado, por las cosas en él transportadas, ni por los bienes de los que resulten titulares
el  tomador, asegurado, propietario, conductor, así como los  del cónyuge o los parientes hasta el  tercer
grado  de consanguinidad oafinidad de los anteriores.
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anterior  D.R.L 1301/86 (art. 3.1 de  la antigua ley) la  cualificación de  “...  siempre y
cuando  vivan a sus expensas “;  significando que al ser eliminado este requisito, basta
que  el perjudicado por daños materiales este vinculado con algún grado de parentesco
de  las  personas expresadas en  la  norma, para  que  opere  la  exclusión de cobertura,
desconociendo  su calidad de tercero, sin derecho a ser indemnizado.
d)  se consagra  por primera  vez,  de  forma expresa  la  “concurrencia de  culpas” por  la
víctima  y la consecuente disminución de la indenrnizacin,  según la redacción dada al
nuevo  art.  l  de la Ley de 1995, que reernplaza el del T.R de la Ley del automóvil223.
e)  el  seguro obligatorio cubrirá los daños corporales de todos los ocupantes,(art. 1 de la
Tercera  Directiva 90/232/CEE) con excepción del conductor corno dispone efectiva
mente  el apartado 1 del art. 5 de la LRCSCVM, modificando muy  sustancialmente la
regulación  preexistente incluso extendiéndola más allá, al  incluir como ocupantes, a
todas  las  personas  (entendiéndose  al  propietario,  tomador,  asegurado)  siempre  y
cuando  sean diferentes del conductor, aunque no ocupen el automóvil en el momento
de  producirse el siniestro; situación que bien puede suceder, como lo señala MARCO
coS224 que  el  propietario,  tomador  o  asegurado,  resulten  lesionados  al  ser
223  El  art. l  de  la  LRCSCVM,  regula  la  responsabilidad  civil  automovilística  en  los  siguientes
ténTlinOs:
Art.  1. De  la responsabilidad civil.  1) El  conductor de vehículos a motor es  responsable, en virtud  del
riesgo  creado por la conducción del mismo,  de  los daños causados a  las personas  o  en  los bienes con
motivo  de la circulación.(el subrayado es nuestro)
En  el caso de daños a las personas. de esta responsabilidad sólo quedará exonerado cuando pruebe que los
daños  fueron debidos únicamente a la conducta o la negligencia del peijudicado o a fuerza mayor extraña a la
conducción  o  al  funcionamiento del vehículo; no  se considerarán casos  de  fuerza mayor los  defectos del
vehículo  ni la rotura o fallo de alguna de sus piezas o mecanismos.
En  el  caso de  daños  en  los  bienes,  el  conductor responderá frente a  terceros  cuando resulte civilmente
responsable  según lo establecido en los artículos 1902 y siguientes del Código Civil, artículo 19 del Código
Penal, y lo dispuesto en esta Ley.
Si  concurrieren la negligencia del conductor y la del peijudicado se procederá a la equitativa moderación de
la  responsabilidad y  al repartimiento en la cuantía de la indenmización, atendida la entidad respectiva de las
culpas  concurrentes.
224  MARCO  COS.  José  Manuel.  Algunas cuestiones acerca  de  la  nueva  regulación  de  la
responsabilidad civil  op cit., (1996),  p 12,  13.
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atropellados  corno  peatones  o  sufrir  daños  como  pasajeros  al  momento  de  una
colisión  con otro móvil.
f)  en cuanto a la responsabilidad del propietario no conductor, la legislación anterior, no
hacia  ninguna  referencia  a  su  responsabilidad  por  lo  que  venía  siendo  atribuida
jurisprudencialmeflte  por  vía  del  artículo  1903 del  C.C  y  22  del  C.P  a  la  sazón
vigente.  Aunque  la nueva  ley, no modifica tal  situación, si hace  una regulación en
relación  con los vínculos de dependencia, al establecer en el penúltimo párrafo del art.
1.1, que : el propietario no conductor responderá de los daños a las personas y  en los
bienes  ocasionados cuando el  conductor tenga  con aquel  alguna de  las relaciones
reguladas  por  los  artículos  1903  del  Código  Civil  y  22  del  Código  Penal
(áctualmente  art.  120 del  C.P  vigente). Se obliga al  propietario  a responder por su
relación  de dependencia con el conductor225, más no por ser mero titular del vehículo,
así  mismo, el art. 2.1 le impone la obligación en calidad de propietario de contratar el
seguro  obligatorio, y  sobre la base  de responsabilidad directa del  conductor es que
puede  exigirle al asegurador que responda por la cobertura indenmizatoria del SOA,
pudiendo  quedar  exonerado de  responsabilidad, sólo  cuando  pruebe  que  él  corno
propietario  conductor empleó toda  la  diligencia de  un buen  padre  de  familia para
prevenir  el daño, corno reza en el último inciso del art. 1.1.
g)  en cuanto a las causas de exclusión en la  LRCSCVM, se establece taxativamente  en
el  inciso final del art. 5.1 que  “El asegurador no podrá  oponer frente  al perjudicado
ninguna  otra  exclusión, pactada  o  no,  de  la  cobertura.” En  particular no  podrá
excluir  de  indenmizar en  los siguientes eventos.  a) la  conducción o utilización del
vehículo  asegurado por  quien carezca de permiso  de conducir, b) el incumplimiento
225  La  ley  Orgánica  10/1995,  de  23  de  noviembre,  del  Código Penal  (BOE, núm  281,  de  24  de
noviembre)  en  el  art.  120.5  dispone:
Son también responsables civilmente, en defecto  de los que lo sean criminalmente:
(....)  5)  Las  personas  naturales  o  jurídicas  titulares  de  vehículos  susceptibles  de  crear  riesgos  para
terceros,  por  los  delitos  o  faltas  cometidas  en  la  utilización  de  aquellos  por  sus  dependientes  o
•  representnte5 o personas autorizadas.
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de  obligaciones  legales de  orden iécnico  relativas al  estado y  mantenimiento del
vehículo,  y  c) la utilización ilegítima del vehículo por  no estar autorizados expresa o
tácitamente por  el propietario ,,226  Por contra, al no poder ser oponible ninguna otra
exclusión,  es  innecesario  citar tantas otras como pueden  ser  la  conducción en estado
de  embriaguez27, bajo  el  influjo de  drogas tóxicas o  estupefacientes228, exceso  de
carga  o de pasajeros, que al igual que las decarecer  de licencia, o utilización ilegítima
por  culpa o negligencia del propietari’  c  asegurado, todos estos eventos  deben  ser
cubiertos  por el S.O.A, indemnizando al peijudicado.
h)  Una vez efectuado el pago por el asegurador -  según  el art. 7 de LRCSCVM- puede
este  repetir  contra  el  propietario  del  vehículo,  el  asegurado, tomador  o  contra  el
tercero  responsable229, por  la  culpa  o  negligencia en  la  causación  del  accidente,
posibilidad  que  P.C no  contempla el  SOAT colombiano, función que corno seguro de
226  Podría  contemplarse en esta modalidad el hurto  de uso, que  aunque puede eximir al propietario
conductor  de  la responsabilidad penal, no así al asegurador.
27  En  sentencia  del  28-3=1996 el  Tribum:  sticia  de  las  Comunidades  Europeas  (Sección
Quinta),(Revista  de Derecho de los Seguros Privad,  óiarzo- abril 1996, marginal 67, p  69- 71.) ha  venido
a  resolver sobre los siniestros por causa de embriaguez que:
El  contrato de seguro obligatorio no puede prever  que en detenninados casos y,  en  particular en el  de
embriaguez del conductor del vehículo, el asegurador no éste obligado a indemnizar los daños corporales y
materiales causados a terceros por el vehículo asegurado. Sin embargo, el contrato de seguro obligatorio
puede prever que, en tales supuestos, el asegurador disponga de una acción de repetición contra el asegurado.
No  obstante, el conductor deberá responder penalmente por su conducta a  la luz del artículo 379
del  C.P., configurado corno un delito de riesgo abstracto, complementada con el art. 380 que eleva
a  la categoría de
228  Vid art. 379  C.P., esta conducta  se considera  un agravante, por  violar  el deber  de  seguridad a
que  está sometido todo  conductor de vehículos. Constituye un típico delito de peligro  abstracto, habiendo
declarado  la jurisprudencia  que  constituye temeridad manifiesta y  grave conducir  un  vehículo de motor
bajo  la influencia de la ingestión de bebidas alcohólicas
22    Es de adveiir  que en el  caso del  seguro .    wio de  automóviles, si  tiene plena  vigencia estas
exclusiones  como  ‘cláusulas limitativas de los dere  :.  de  los asegurados”, siempre que  se pacten y  sean
expresamente  aceptadas por  el asegurado, puesto que en garantía de  sus derechos, en la Ley de Contrato de
seguro  (LCS) el  art. 30,  establece  la  obligación de  la  “doble firma”, o  sea  la  aceptación  escrita de  las
cláusulas  limitativas, expresada por una firma diferente de la que acepte el contenido global y genérico de la
póliza.  Es una  forma de  establecer un control  del consentimiento del  asegurado en  forma visible y  real,
como  parte débil  en  el  contrato,  evitando la  adhesión con  una  sola firma de  condiciones generales que
comúnmente  son  las que  operan  en  los  contratos de  seguros y  que  como  asegurado desconoce que  ha
pactado.
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responsabilidad  debería  atribuírsele.  Es  de  advertir  que  en  el  caso  del  seguro
voluntario  de  automóviles, tiene  plena vigencia  estas exclusiones como  “cláusulas
limitativas  de  los  derechos  de  ls  asegurados “,  siempre  que  se  pacten  y  sean
expresamente aceptadas por los aseguras. ;.
i)  Se  mantiene la  exclusión de cobertura de  los daños  materiales y  materiales por  el
seguro  obligatorio  a quienes sufrieren daños, en vehículos robados, entendiendo por
robo  “la conducta tipificada en  el código penal” -  art.  244 y 242 del Código vigente-
de  utilización ilegitima con empleo de  violencia o intimidación  en las  personas en
cuyo  caso no deberá responder la aseguradora y si el Consorcio de Compensación de
Seguros,  cuando  se  trata  de  vehículos  que  estando  asegurados,  fueron  robados,
operando  así una  verdadera traslación de! riesgo asegurado de una de las partes del
contrato,  del asegurador, al Consorcio de Compensación de Seguros, con la salvedad,
que,  “quedan excluidos de la indemnización los daños a las personas y  en los bienes,
sufridos  por  quienes  ocupasen voluntariamente el  vehículo  causante  del  siniesfro
conociendo  que había sido robado”,  disposición con la cual,  se pretende proteger a
aquellos  peijudicados que resulten totalmente ajenos al hecho del robo.
En  la  Ley del  automóvil -  la  LRCSCVM-, se regula entonces, no solamente la
imputación  de  responsabilidad  civil  extracontractual,  sino  también  la  naturaleza  y
cobertura  del  aseguramiento  obligatorio,  que  han  venido  a  ser  reglamentados
recientemente,  mediante la  aprobación de  i:  nuevo  reglamento, aprobado por el  Real
Decreto  7/2001, de  12 de enero,231 que derogó todas las disposiciones vigentes sobre la
231  R.  D.  7/2001,  de  12  de  enero de200l, por el  cual se  aprobó el  Reglamento sobre la
Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos de Motor.(BOE núm 12, de  13 de  enero de
2001)  Este  nuevo  Reglamento,  en  nuestra  opinión,  debió  haberse  expedido  conjuntamente  con  las
reformas  introducidas  en  1995  en  el  Anexo  8  de  la  Ley  3 0/95,  de  Ordenación y  supervisión  de  los
seguros  privados  que modernizo con sus modificaciones la antigua Ley del automóvil, texto refundido de
la  Ley  1 22/62.  sobre Uso  y  circulación  de  vehículos  de motor  (LUCVM)  que pasó  a  denominarse  a
partir  de  1995.  Ley  de  Responsabilidad  civil  y  seguro  en  la  conducción  de  vehículos  de  motor
(LRCSCVM),desapareciendo  la  connotación  de  uso  para  reemplazarse  por  la  de  responsabilidad y
seguro,  importante cambio que  apunta a la naturaleza  del sistema de responder  a la  necesidad social  de
•  protección  contra  la  creciente  accidentalidad  en  la  circulación  vial.  Vid sobre  los  aportes  del  nuevo
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materia  de reglamefltaciófl y expresamente el D. R. 2641 de 30 de diciembre de l986P2,
y  se da cumplimiento a los aspectos pendientes de las directrices establecidas por las tres
directivas  comunitarias  para  el  régimen  de  reparación  por  responsabilidad  civil
automovilística a través del seguro obligatorio.
2.3.    DEL SISTEMA DE GARANTIA:  SEGURO OBLIGATORIO
DEL  AUTOMO VIL -  SOA
El  sistema  de  garantías  se  concreta  en un Seguro Ob1igatorio233 desalTolladO234
en  el  marco de la  Ley de Responsabilidad Civil y Seguro de Vehículos a Motor (nuevo
reglamente  los autorizados comentarios del profesor DE ANGULO RODRIGUEZ, Luis.  Comentarios
al  reglamento  de  la  Ley  de  responsabilidad civil  y  seguro en  la  conducción de  vehículos  de  motor”.
Madrid:  2001.
232  Se planteó la duda de si estaba o no vigente, después de la refonna  de  1995.  El  reglamento, D.
R.  2641 de  30 de  diciembre de  1986, tuvo una  vigencia de  más de  15 años con una  doctrina no pacífica
sobre  su vigencia o no, un sector de los doctrinantes no tenia duda de su vigencia, entre ellos MARTINEZ
MIGUEZ, Manuel María.  “Notas sobre el seguro de responsabilidad civil, de suscripción obligatoria, en la
circulación  de  vehículos  a  motor’.  En  R.L.L,  1996,  n°5,  pl428-  1421,  y  señalaba acertadamente que
continuaría  vigente el reglamento del seguro obligatorio de 1986, hasta que se aprobara el nuevo reglamento
de  la LRCSVM, opinión que compartimos sobre su vigencia y que a la expedición del nuevo reglamento  en
el  2001, se ha derogado expresamente.
    lic! las  acertadas  diferenciaciones  del  Magistrado  SOTO  NIETO,  Francisco.  ‘El  seguro
obligatorio  y  voluntario.  Diferenciaciones y  coincidencias  En  Esiudios y  Comen/arios sobre  la  Ley  de
ordenación  y supervisión  de los seguros pri vados  Madrid: Mapfre, SEA1DA, 1997, p  413-442.
234  GABALDON GARCIA,  José Luis. ‘Anotaciones  sobre el régimen de policía  de la navegación
marítima  y por  agua en  el Derecho  español”. En  Separata del Anuario de Derecho Marítimo. Vol.  XIII,
p  191- 279.  Referido al Estado  español, comenta que desde la entrada  en vigor de  la Ley 50/1980, por
mandato  expreso del  alt  75  se hace  obligatorio  el seguro  de  responsabilidad civil para  el  ejercicio  de
aquellas  actividades que por  el Gobierno se detenninen.  (ver nota  140 p256)  entre ellos tanto el seguro
del  buque,  del  automóvil  y  demás  actividades  peligrosas.  En  el  caso  del  seguro  obligatorio  de
responsabilidad  extracontracti.lal para el buque, la obligación de contratar el seguro obligatorio se dirige a
las  personas  fisicas o jurídicas  de  nacionalidad  española  que  exploten  buques  mercantes  con pabellón
nacional.  A ellas  se  impone la  obligación de  asegur1por  la  explotación del  buque y las  cobeiiraS  se
fijan  por los Clubes de protección e indemnización conocidos como PANDI
Puntualiza,  a  p  335,  que  los  terceros  aunque  ajenos a  la  expedición  marítima, pueden  ser
víctimas  de  un  daño.  De una parte  los propietarios  de  estncturas  terrestres y  de  otra las  victimas por
contaminaCió1.  Los segundos, son los que  sufren daños en  sus personas y en  sus vidas  por causa de  la
aventura  marítima, por  lo  cual  en  la  legislación  de  responsabilidad  el  centro  de  gravedad  está  en  la
imputación  del buque que debe responder de las consecuencias patrimoniales del siniestro., ‘siendo  muy
i.igiirosapb’  la adopción de criterios objetivos en algunos casos.
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Motor  (nuevo nombre dado a la Ley de Uso y Circulación de Vehículos de Motor de 1962
o  Ley del  automóvil) y su  reglamento25  se atiende  en esta normativa  a las directrices
introducidas  por  el  Derecho  Comunitario europeo  y  sus  efectos directos, tanto  en  el
Seguro  de Responsabilidad Civil del automóvil,236 el S.O.A  y en su  anexo especial que
adopta  un “Sistema para  la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas
en  accidentes de  circulación”, compuesto de  tablas de  baremación para  la  liquidación
indemnizatoria  de las personas perjudicadas237 en un accidente de  circulación. El  nuevo
reglamento  de aseguramiento obligatorio del 2000 comprende tres títulos; el primero de
ellos  referido a la responsabilidad civil, el  segundo en el que se desarrolla el seguro de
suscripción  obligatoria de responsabilidad civil  (SOA) en aquellos aspectos necesarios,
y  el tercero referente al  Consorcio de Compensación de Seguros; de tal  manera que el
conocimiento  de  la  normativa  reguladora  de  la  responsabilidad  civil  derivada  de  la
235  Mediante la Disposición derogatoria Única del R.D 7/2000 expresamente se deroga la siguiente
normativa
-   Real  Decreto  2641/1986,  de  30  diciembre,  antiguo  Reglamento  del  Seguro  de
Responsabilidad  Civil derivada del uso y circulación de  vehículos de motor, de  suscripción
obligatoria,  derogado por  disp. derog. única a).
-   Real  Decreto  2486/] 998,  de  20  noviembre.  disposición  adic.  7a:  del  Reglamento  de
Ordenación  y Supervisión de  los Seguros Privados,  derogado por disp. derog. única f)
-   Resolución,  de  8  marzo  1996 de  la  Dirección  General  de  Seguros,  sobre suministro  de
información  por  las  entidades  aseguradoras  de  los  vehículos  asegurados.  Anexos 1 y  II:
derogado  salvo por disp. derog. única e).  Anexos 1 y II: declarado vigente por disp. derog.
única  e)
-   Orden,  de  18 marzo  1993 por  la que  se  concretan los órganos competentes para sancionar
las  infracciones a la legislación del SOA, derogado por  disp. derog. única d)
-   Orden,  de  10julio  1990 por  la que se fija el plazo de entrada en vigor de  la responsabilidad
del  Consorcio  de  Compensación  de  Seguros  en  daños  materiales  derivados  del  SOA,
derogado  por disp. derog. única c)
-   Orden,  de  23 abril  1987  relativa al  modelo  a  utilizar  para  probar  la  existencia  del  SOA,
derogado  por disp. derog. única b).
236  La  más  reciente  plasmada en  la  Ley  de  Ordenación del  Seguro  Privado  (LOSP en  adelante)
denominada  Ley 30 de  1.995 al modificar mediante su Disposición Adicional Sexta, la Ley del Contrato de
Seguro  (LCS) particularmente el  Seguro de  Responsabilidad civil y  la  adopción obligatorio de  baremos
indemnizatorios para el Seguro obligatorio de automóviles, como la LRCSCVM vista supra.
BATANA  AGRA,  Manuel.  La  ili,niiación  de  la  responsabilidad  del  transportista  aéi’eo
coinuilitariO  por  daños  a  los  pasajeros  en  caso  de  accidente.  Un  estudio del  reglamento  (CE)
2027,1997. Barcelona: Pons, 2000,  p 51; presenta un panorama comparativo de las coberturas del Pacto
de  Varsovia de  1929. sus modificaciones y la reparación  del daño causado en accidentes aéreos, “en que
basta  la- muelle  o heridas  u  otra  lesión  COrporc’  pasajero,  para  ser  requisito  inexcusable  de  la
existencia  del daño, susceptible  de resarcimiento”.
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circulación  de vehículos  a motor requiere  de la  comprensión conjunta  de  la Ley sobre
responsabilidad  civil y seguro en la  circulación de vehículos a motor  y el  Reglamento
que  la  complementa,  en  el  que  se  deroga  toda  la  legislación  que  se  oponga  a  lo
dispuesto  en las mismas materias
De  éste contenido normativo, se tomará específicamente el statu quo existente en
el  S.O.A., al  que  concurrirán también,  por  ser  de  consuno, las  posturas doctrinales y
jurisprudenciales  más relevantes de ser destacadas como modelo conceptual a tomar  en
cuenta  por  la  doctrina colombiana en  los  procesos  evolutivos de  las  instituciones  de
responsabilidad civil automovilística y del contrato de seguro obligatorio de accidentes.
2.  3. 1. Estructura y naturaleza del se  .iro obligatorio
Se  regula por el Texto Refundido de la Ley del Automóvil (LRCSCVM) y en el
Reglamento  del S.O.A238, y en  lo no previsto por  la Ley  de  Contrato de  Seguro29. El
238  Real  Decreto  7/2001,  de  12 de  enero.  (BOE núm.  12,  de  13 de  enero  de  2001).  La  habilitación
reglamentaria  al  Gobierno  para  dictar  cuantas  disposiciones  sean  necesarias  aparece  reconocida  en  la
disposición  final  de  la  Ley  sobre  Responsabilidad  civil  y. seguro  en  la  circulación  de  vehículos  a  motor,
introducida  por  la disposición  final  tercera  de  la  Ley  40/1998,  de  9  de  diciembre  (RCL  1998,  2866),  del
Impuesto  sobre  la  Renta  de  las  Personas  Físicas  y  otras  Normas  Tributarias,  mediante  la  cual  se  expide  el
presente  reglamento  del  seguro  obligatorio
239  La  LRCSCVM  debe  interpretarse  conjuntamente  con  la  Ley  50/1980,  de  8  de  octubre,  Ley  del
Contrato  de  Seguro.  en  lo que  a  ella  se  refiera,  en  matJia  de  responsabilidad  civil  del  automóvil  y  normas
comunes  del  contrato  de  seguro  obligatorio.
El  art.1  del  Reglamento  del  seguro  obligatorio,  R.D.  7/2001,  define  la  responsabilidad  y
finalidades  por  lo cual  lo transcribimos  íntegramente:
Artículo  1. Seguro de responsabilidad  civil en la circulación de vehículos a motor.
1.  Todo propietario  de vehículo a motor que tenga su estacionamiento habitual en España, sin perjuicio de
lo  dispuesto  en el apartado 2  del artículo  16, está obligado  a suscribir y mantener  en vigor un contrato de
seguro.  por cada vehículo de que sea titular,  mediante el que la entidad  aseguradora cubra, en los  ámbitos
y  con  los  límites  fijados  en  este  Reglamento  para  el  aseguramiento  de  suscripción  obligatoria,  la
responsabilidad  civil  prevista  en  el  artículo  1  de  la  Ley  sobre  Responsabilidad  civil  y  seguro  en  la
circulación  de vehículos a motor, en su redacción modificada por la disposición adicional octava de la Ley
30/1995.  de 8 de noviembre. de Ordenación y supervisión de los seguros privados
2.  Además de  lo previsto en el  apartado anterior, la  póliza en  que se formalice el  contrato  de  seguro de
responsabilidad  civil de suscripción obligatoria contratada entre el tomador y  la entidad aseguradora podrá
incluir  otras coberturas que libremente se pacten entre las partes. así como ampliar el ámbito y  los límites de
cobertüra.  rigiéndose en ambos casos por lo establecido en la Ley de Contrato de Seguro.
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seguro  obligatorio español, consagra un típico seguro para cubrir la responsabilidad civil
extracofltractual del  conducto” por el  riesgo desplegado en  la circulación del vehículo a
motor,  atribuyendo  por mandato expreso  de  la  Ley  (art.  1 LRCSCVM), una  respon
sabilidad  objetiva atenuada en cuanto a los daños corporales, y para los daños materiales
el  sistema de responsabilidad subjetivadO del art. 1902 deI C.C.  A este respecto, bueno es
reconocer  que el aseguramiento obligatorio en España se implantó desde hace tiempo en
el  sector del automóvil y de la navegación aérea, pues nadie discute “el papel paliativo
que  el  seguro  obligatorio  de  responsabilidad  civil  está  llamado  a  cumplir  en  las
actividades  que comportan grandes o numerosos riesgos, especialmente en el sector de
los  transportes  240,
Se  proyecta entonces  una responsabilidad por daños a terceros, tanto en el T.R.
como  en  el  reglamento de  aseguramiento obligatorio  (del  S.O.A), con  dos  disciplinas
divergentes24’ para la responsabilidad civil del automóvil; dualidad normativa, en la que
quien  está  obligado a responder civilmente es el  conductor, aunque en la  praxis, no es
más  que punto  de conexión del  sistema de  aseguramiento obligatorio al  asegurador; a
partir  de  la  reforma  de  1986,  se  extiende  la  responsabilidad  al  propietario242 titular
formal213 del  vehículo, según  el  art.  1903, en nuestro concepto faltando integrar a otras
3.  El propietario  no conductor de un vehículo asegurado  responderá de los  daños a las personas y en  los
bienes  ocasionados por  el  conductor  cuando  esté  vinculado  con  éste  por  alguna  de  las  relaciones  que
regulan  los artículos 1903 del Código Civil y 120.5 del Código Penal .  Esta  responsabilidad cesará cuando
el  mencionado propietario pruebe que empleó toda la diligencia de Ud buen padre de familia para prevenir
el  daño.
El  propietario no conductor  de un vehículo  sin el seguro de  suscripción obligatoria responderá
civilmente  con el conductor del mismo de  los daños a las personas y en los bienes ocasionados
por  éste, salvo que pruebe que el vehículo le hubiera sido sustraído.
240               . .Asi  lo ilustra  el  especialista  en Derecho maritirno, profesor GABALDON GARCIA, Jose Luis.
Anotaciones  sobre  el  régimenop.cit.,  p 256.
241    MEDINA CRESPO, Responsabilidad....0Pt.  p  15.
24  IZQUIERDO TOLSADA  Aspectos civiles del  iníevo código penal.  Madrid: Dykinson,  1997,
p  291-292.  ReferidO  a las virtudes  del  apauado  5C ç’’rt.  120  del  nuevo  Código  Penal:
serian  compleas  si s  trasladarán al marco  de la Ley sobre Responsabildad  Ci’ily  Seguro en la
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personas  vinculadas  a  su  detentación2”,  usufructo,  etc.;  la  primera  atenuadamente
objetiva  corresponde a la cobertura de daños cotoraleS,  hasta el  limite de la cuantía del
seguro  obligatorio, COfl dos  clásicos supuestos de exclusión (art.  1.2) por culpa exclusiva
de  la víctima y fuerza mayor extraña a la conducción y al funcionamiento del vehículo. La
segunda  para  los  daños  materiales,  (art.l.3)  consagrados  bajo  los  principios  de
responsabilidad tradicional “aquiliana” del Código civil y  del Código Penal, que como lo
•  señala  MEDINA CRESPO245 “es  la  regulación  común  de  los  ilícitos  dañosos
extracontraCtuaies  producidos  en  el  ámbito  de  estrictas  actividades  mecánicas  e
industriales”  y las disposiciones contenidas en la misma Ley.
En  el  SOA, como se anota supra  se  responde a favor del tercero,  “considerando
como  tal  al  tercero  perjudicado  por  el  accidente  y  no  aquella  persona  cuya
responsabilidad  ha sido  cubierta por  el  seguro,  sin  que figurara  en  el  contrato  como
,,246
asegurado  o  como  alguien  de  quien  debiera  este  responder...  ,  el  tercero  es
indeterminado  y  solo tiene  entidad  propia  a  la  ocurrencia  del  daño,  convirtiendo  en
acreedor, beneficiario de la prestación asegurada a título de indemnización.
CnculaCiOn de VehiculoS a Motor. se empanan en parte si se observa que la responsabilidad  se ha venido
a  edificar  en esta norma  -  art  1903 C.C -  sobre  la base de la «  titularidad  formal »  del vehículo, cuando
lo  ciei5o es que lo importante no es la propiedad sino la «detentación»:  hay casos en que el control del
riesgo  no lo ejerce el propietario,  sino el usufructuario, el adquirieflte con pacto  de reserva de dominio o el
adquirieflte  mediante sistema de «leaSing».  Pero se trata de figuras «demasiado  complicadas»  como
para  que fueran tenidas en cuenta por el legislador penal....
244  Y  a propósito  del  art.  1903, cita  el  acucioso autor,  IZQUIERDO TOLSADA, el  cambio  de
orientación jurispmdenCial “copemicano” respecto  de  los supuestos incluidos en  la célebre sentencia de
los  “novios de Bilbao”,  STS- 23 de febrero  1976 (Aranzadi n° 880), para las relaciones que se basan en
el  hecho  ajeno,  que  comenzaron  siendo  de  “dependencia familiar  o  laboral, paso  a ser  de  beneficio
económiCo o espiritual  y  «ahorq  basta con que simplemente exista»,  sin que  sea  necesariamente de
naturaleza  jurídica  ni  típica,  gratuita  o  remunerada,  permanente  o  transitoria,  con  el  solo
c.o)lcjjcjofla/)Jiei7to que la actividad  de  la persona  esté, al menos, potencialmente  sometida  a la posible
inte;pretació?7 de quién  haya  de ser responsabilizad0  sin necesidad tampoco de previa  relación laboral
y  aunque se trate de relaciones esporádicas, 1ra/ls”  as y  gratuitas  porque  «  lo que  vincula no es la
naturaleza  de la ¡elación,  sino  el hecho de  su  existencia  (Aspectos  civiles del  nuevoop.cit.,  p 291-
292).
  MEDHSA CRESPO.  ResponsabÍ/id1dop.cil..  p  15.
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En  sus principios informadores, aunque no  sea  opinión unánime  de la  doctrina
subyace  el principio  pro  daninoto o de protección a la víctima, que  se configura como
uno  de los principios rectores del Derecho de Daños247, que junto al alterum non laedere
o  deber  de no  dañar  el  prójimo  en  general,248 obliga  a  responder civilmente y que  se
traslada  del causante al S.O.A.  El sistema de reparación  obligatorio agota con sus limites
cuantitativos  la  indenmizaciófl  debida  por  responsabilidad  civil  automovilística,
excediendo  sus topes asegurativos, únicamente para liquidar el lucro cesante por lesiones
graves  causadas  con  “culpa  relevante”,  dejando  inoperante  las  previsiones  de  la
cobertura  adicional del seguro voluntario de automóviles249 si se tuviesen contratadas.
2.3.2.  CaracterísticaS del contrato de seguro obligatorio
Se  destaca  como  un  auténtico  seguro  de  responsabilidad  extracontraCtUal de
contratación  forzosa, con concretas coberturas, bajo  un régimen de  responsabilidad por
riesgo,  objetiva atenuada y de protección a las víctimas; también con concretas causas de
  REGLERO CAMPOS, Accidentes de circulación... op.cit., p 351.
247   MORILLAS JARILLO.  El seguro  de au/omóvileS... op. cii., p 87-88.
YZQUIERDA TOLSADA. Responsabilidad contractual y exiracontracíllal. Vol 1. Madrid: Reus,
1993,  p 21. manifiesta  en tanto:
Es  evidente que toda obligación de reparar los daños causados en un patrimonio  puede  atender  en
su  origen a la  infracción  del deber de no dañar al  prójimo en general (el principio  alterum non
laedere’  de Ulpiano) o la infracción del deber de no dañar a aquel con quien el autor del daño se
encontraba  vinculado  por  una  relación  contractual  previa.  En  el  primer  caso,  hablamos  de
responsabilidad  civil  extracontractUal o  aquiliana;  en  el  segundo,  de  responsabilidad  civil
contractual.
   Crítica a  este sistema  y  a  la  reciente sentencia  de  inconstitucionalidad parcial  del baremo,  en
JIMENEZ  LECHUGA,  Francisco Javier.  “La  creación  de  los  riesgos como consecuencia de  la
circulación  de  vehículos  a  motor  y  las  exigencias  de  reparación  integral  de  daños  ocasionados  a  los
particulares.  Los sistemas de aseguramiento de riesgos. En particular,  el  caso  de  la  STC  181/2000,  del  29
de  junio.  En Revista  de administración pública, n°  155, mayo-agostO  2001,  manifiesta:
no  parece razonable que existiendo un seguro voluntario y otro obligatorio  para cubrir  la responsabilidad
civil  por daños de  los conductores  de vehículos a personas  o cosas, y  siendo un principio  tradicional del
instituto  resareitorio  en  este campo  --también en  otros,  desde  luego  -  la  reslilutio  ¡u  integru ni  haya
quedado  este  sistema  de  baremación (vocablo  horrible  donde  los  haya)  fijado  en  cantidades  o  topes
máximos.  porclue.  desde  luego. no  hay  problema para  los  mínimos  u orientati vos.  Concluyendo que  la
solución  de la sentencia  es  forzada  y  no congurente.
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no  cobertura,  conforme  a  la  naturaleza  de  la  instituCiÓn  de  responsabilidad  civil
extracofltraCt1  que  sigue  principios  rectores  del  derecho  cornunitario  europeo,
reglamentado  mediante  el  Real  Decreto 7/200 1250, en  el  que  se  pueden  distinguir los
251
siguientes aspectos
2.3.2.1. El tomador o suscriptor del seguro obligatorio
Ex  lege se le atribuye al “propietariO252  la obligación de suscribir la póliza de
seguro(art.  2  del  D.R.)  y  no  a  otros  detentadores del  vehículo253, que  eventualmente
estarían  llamados por las leyes civiles o penales  a responder254 por los daños que con este
se  cause.  También  es  cierto, que  al recaer  sobre  “todo propietario  de  un  vehículo de
motor”  255 que tenga su estacionamiento habitual en España256 considera la doctrina, que
250  Sobre  la  nueva  reglamentación  el  completo  trabajo  del  profesor  DE  ÁNGULO
RODRIGUEZ,  Luis.  Comentarios al reglamento de ...  op.cit.
251  Sus  característica  mas  notorias  de  aseguramiento,  coinciden con  las  básicas  del  contrato  del
S.O.A.T,  del  ordenamiento jurídico  colombiano, encontrando obvias  diferencias,  en  cuanto  al  ámbito
material  del seguro, ámbito telTitorial, 1íntes  cuantitativos y sistema de valoración de daños coiorale5.
SOTO  NIETO. Responsabilidad Civil  ...  (1989)  op.  cit.,p 91.  se refiere  a  “la vinculación del
propietariO a  la  obligación de  asegurainieilto  se  halla en  la línea trazada por  el  Convenio Europeo de
Estrasburgo de  1959, mantenida por la Comunidad, dadas las dcullodes  que otra fórmula  encierra”.
23  ARROYO  Ignacio.  Es/ud/os de  Derecho ,naríliflio. BarcelOna  Bosch,  1985,  p  334.  En  el
seguro  obligatorio  marítimo, junto  al  abordaje,  los  daños  frente  a  terceros  son  las  responsabilidades
extracofltraCtuas  en  que puede  incurrir la “empresa  naviera’,  que  no  necesariamente es  la  propietaria
del  buque;  la  legislación  de  seguro obligatorio  no  identifica la  responsabilidad extracOntractual con la
propiedad,  sino con la  nociÓn de  empresa, como lo  afirma también GABALDON GARC,  José  Luis.
“Anotaciones  sobre el régimen de policíaop.cil,  p 257.
254  IZQUIERDO TOLZADA, Mariano. Aspectos  civiles del  nuevo código penal..  Madrid:  Dykison,
1997,  p 290-297, hace una  excelente distinción sobi  la titularidad  de los veculoS  y  la responsabilidad
civil  subsidiaria  por  los delitos cometidos por  sus dependientes O representaflte5  además bajo  la  nueva
norainátiva  penal,  apartado 50  del  art.  120,  “sinO también por  los  que  cometan cualesquiera persona
autorizada  por  ellos”
255  Se  subsume en la definición de vehículos a  motor los que aunque jurispmdencialmente  estaban
reconocidos  como tales, los ciclomotores, remolques o sernilTemolqUes, eran objeto de  doctrina no muy
pacífica;  ahora  incluidos en  el art.  2  deI R.D. 7/2001:  « (..)  todo  vehículo,  especial o  no,  idóneo para
circular  por  la  supeificie  terrestre  e  impulsado por  motor,  inclu idos  los  ciclo,not01eS, así  como  los
,.e,iiolques  y ,nirre,flOlq1le5,  está,? o  no  enganchados  con  exclusión  de  los ferrocarrile5  tranvías  y
O//OS  cJU.C  circule)?  por  vías  que  les sea’? propias  ».  Se  prevé  en  esta redacción la  creación  de nuevos
 vehulos  que sean  “idóneos” para  circular  por  la superfici  teITestre importante avance  de  tUro  que
122legisla  anticiadameflte  por los nuevos vehículOs ¿iue se desarrolleñ incluso sin motor.
lo  serán todos aquellos, que posean un interés en el mismo  -  a  la luz del art. 1903 del C.C,
corno  el  tenedor, poseedor,  usufructuario, comodatario,  etc.,  -  aunque  éste  puede  ser
relevado  por un tomador espontáneo, corno se faculta en la norma reglamentaria que si lo
contempla;  autorizando a cualquier persona que tenga interés en el aseguramiento, quien
deberá  “expresar el concepto en que contrata”(Vid art.16 del Reglamento)257.
Esta  es una gran diferencia con el sistema colombiano, que no defme la  persona
que  está obligada a contratar el seguro obligatorio, por recaer la vinculatoriedad no sobre
la  persona natural o jurídica.  sino sobre el  vehículo  mismo y  lo  será quien  tenga un
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relacion  efectiva de  domimo  ,  el  detentador  que  ejerza poder  sobre  el.  Se vincula
entonces  a toda  persona que “use” un vehículo, norma producto del interés socializante
del  riesgo, de no limitar el ámbito de responsabilidad que puede caber tanto al propietario,
poseedor,  usufructuario, arrendador o  cualquier  otro en  particular.  Se  observa que  el
concepto  de “propietario” del  derecho español, sigue enraizado al derecho de propiedad,
de  tradición  romanista, que  busca  identificar y  garantizar  el  interés asegurable en  el
contrato  de seguros, uno de los elementos esenciales del negocio jurídico asegurativo.
256  El  artículo 8.  Del  R.D. 7/2001,  define  el  concepto  de  Vehículo a  motor  con estacionamiento
habitual  en  España. así:
A  los  efectos  de  este  seguro,  se  entiende  que  el  vehículo  a  motor  tiene  su  estacionamiento
habitual  en España:
a)  Cuando ostente matrícula española.
b)  Cuando tratándose de un tipo de vehículo para el que no exista matrícula, lleve placa de
seguro  o signo distintivo análogo a la matrícula que haya sido expedido en España.
c)  Cuando tratándose de un tipo de vehículo para el que no exista matrícula, carezca de placa de
seguro  o signo distintivo, su usuario tenga su domicilio en España.
27  Reglamento Artículo 16.1. Tomador del seguro de suscripción obligatoria.
1.  El  seguro  de  suscripción obligatoria deberá ser  concertado por  el  propietario del  vehículo,
presumiéndose  que tiene esta consideración la persona natural o jurídica a cuyo nombre figure aquél en el
registro  público que corresponda. No obstante, el propietario quedará relevado de tal obligacióñ cuando el
seguro  sea concertado por cualquier persona que tenga interés en el  aseguramiento  que deberá expresar el
concepto  en que contrata.
28    En el  seguro  obligatorio  colombiano  l  hace  recaer  en  el  vehículo,  aunque  se  presunta  que  el
propietario  es el  obligado,  por  lo es  quien  tenga  real  y efectivamente  su detentacióli.  El art.  l  del
D.1032/91  obliga  “Para transitar  por  el territoriO  acjonol  todo vehículo (tulOIflOtOr  debe estar
ainparaIo por  un seguro obligatorio...
123
En  el  alt  17.2, del  Reglamento  se dispone que sobre los vehículos  de los que
fueran  titulares el Estado,  las Comunidades Autónomas, las corporaciones locales y los
organismoS públicos  dependientes de cualquiera de ellos, será cubierta por el Consorcio
de  Compensación  de  Seguros  cuando  éstos  soliciten  concertar  tal  seguro  con  la
mencionada  entidad (Vid mfra epígrafe  E.),  entidad de Derecho público, que constituye
el  fondo  de  garantías  ésta  disposición  también  puede  entenderse  que  permite  la
contratación  del  seguro obligatorio, en  cualquier Empresa  aseguradora, autorizadas en
régimen  de establecimiento O de libre prestación de se1iCioS.259
2.3.2.2.  La terminación del contrato por transmisión del vehículo
Constituye causa de rescisión del contrato de seguro obligatorio, la transmisión de
la  propiedad del vehículo a un tercero.  El asegurado tiente la obligación de notificar tal
circunstancia  al  asegurado,  pues  es  una  modificación del  riesgo del  cual era  titular,
notificado  el asegurador de la  transferencia del titular del  dominio, queda  obligado por
un  plazo de 30 días a contar desde la notificación al nuevo propietario  de su decisión de
rescindir  el contrato y siempre que se notifique dentro de los quince días siguientes a que
llegue  a su  conocimiento la transmisión,  que debe ocurrir mediante la comunicación a que
está  obligado hacer el  asegurado al  asegurador  en el  momento  de  la  transferencia del
vehículo.
Distinto  tratamiento, se da en el  S.O.A.T colombiano, que a la transmisión de la
propiedad  va  unida  la  continuidad del  seguro obligatorio, puede  decirse que  el  nuevo
propietario  o tenedor, se subroga en los derechos y deberes del tomador de la póliza de
seguro  obligatorio,  pues  de  acuerdo  a  su  ratio juris  se  suscribe  no  en  cuanto  a  la
  conespondiefldo al place! o  licencia única  de funcionamiento, para las  empresas de  los países
-   miembros, debidamente autorizadas por la.ley naciooal: su licencia de funcionamiento puede etender5e
en  rgiÍen  de libre prstación  de servicios a cualquier otio Estado.
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personalidad  del propietario o asegurado, sino en virtud del vehículo, y al ser este el punto
de  conexión del sistema reparatorio y no la conducta de la persona, ni del conductor ni del
propietario,  pues  entonces,  en  nada  modifica  la  relación  contractual,  el  cambio  de
propietario.
2.3.2.3.  La  obligación  de expedir  la póliza de seguro
Los  contratos  de  seguro  obligatorio,  deben  ser  suscritos  por  las  Entidades
aseguradoras  debidamente autorizadas260 por  el  Ministerio de  Economía  (art.  17 D.R),
sujetas  a  la  supervisión de  la Dirección General  de  Seguros, entidad estatal que fija las
directrices  de oferta y aceptación del  S.O.A., o para  empresas  domiciliadas en  un país
perteneciente  al espacio económico europeo que obtengan el derecho de establecimiento
o  en régimen de libre prestación de servicios.
No  hay  obligatoriedad de  aceptación de  la  solicitud  de  seguro  obligatorio, la
entidad  aseguradora puede rechazar o no aceptar la contratación del seguro, en un plazo
260  DE ANGULO, Rodríguez, Luis.  ‘Condiciones  para  el ejercicio de  la actividad aseguradora’.
En  Estudios y  Comentarios  sobre  la Ley  de  ordenación  y  supervisión  de  los  seguros privados.  Madrid:
Mapfre.  SEAIDA,  1997, p  112-126, presenta un estudio de  la  actividad asegurativa, desde el  punto  de
vista  técnico-  económico y jurídico  de  gran  utilidad para  entender  la  importancia  de  los márgenes  de
solvencia,  las reservas técnicas y matemáticas de  los seguros.  Igualmente destaca la  intervención pública
en  los seguros privados, aun cuando revista diferentes características y concepciones está intervención es
universal  por  “la especial  sensibilidad  social  debida  a  que  los  compromisos  han  de  cumplirse  en
momentos  de especial necesidad, y  las exigencias de  una gestión  técnica especializada (..)  que permita
superar  los efectos defenóinenos  siempre aleatorios”. En cuanto  a las provisiones técnicas las considera
“un  auténtico imperativo  económico y racional” para  cumplir la finalidad básica  de servir  “de garantía
suficiente  de  la  solvencia  estática  de  las  entidades  aseguradoras  respecto  del  conjunto  de  sus
actividades”,  con  la  finalidad,  entre otras  “de cubrir  los riesgos que  deban asumir las  aseguradoras
después  de finalizar  el ejercicio, con objeto de hacer frente  a todas las solicitudes de  indemnización”.
Debe  tenerse  en  cuenta,  entonces  que  el  Estado  debe  ejercer  una  supervisión  y  control
administrativo  sobre ellas, y agregaríamos nosotros, que con el mismo razonamiento de control,  desde lo
judicial  se debe  tener extremo cuidado en  los efectos  económicos que  encierran los  pronunciamientos
doctrinales  de los jueces,  y no pueden pasar desaperLbidos  los costosos efectos técnico- económicos que
pueden  llevar al  desequilibrio del  aseguramie1to por  la  insostenibilidad de  la  “promesa de  futuro’,  en
razón  a  la  variabilidad  de  las  condiciones  que,  como  en  el  caso  de  la  última sentencia  del  Tribunal
Constitucional.  al  convertir  en  ilimitada  la  indemnización  por  rentas  dejadas  de  percibir  en  lesiones
graves,  se puede llegar a  romper el equilibrio en  las reservas matemáticas del contrato de seguro.
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máximo  de  diez  días  desde  el  diligenciamiento  de  la  solicitud  de  seguro.  y  deberá
expedir  certificación acreditativa  de tal extremo, mediante  escrito dirigido al  tomador
por  cualquier  medio  que  asegure  la  constancia  de  su  recepción,  especificando  las
causas,  y tendr4 derecho a la percepción de la prima que le corresponda por la cobertura
de  los  quince  días  previstos  en  el  art.  20.!  La  solicitud  del  seguro  de  suscripción
obligatoria,  a partir del momento en que esté diligenciada por la entidad aseguradora, o
agente  de ésta, produce los efectos de la cobertura del riesgo durante un plazo de quince
días,  de ahí que sea fundamental notificar oportunamente al solicitante la no aceptación
del  riesgo,  porque  transcurrido  el  plazo  de  diez  días  s  el  asegurador  no  hubiera
manifestado  el rechazo de la contratación, se entenderá que  la misma  ha sido admitida.
Diligenciada  la  solicitud  y  transcurrido  el  plazo  de  diez  días,  el  asegurador  deberá
remitir  la póliza de seguro en un plazo de diez días.
Las  solicitudes rechazadas por las  ..  uradoras,  son aceptadas obligatoriamente
por  el Consorcio de Compensación de Seguros, quien asumirá igualmente la de aquellos
vehículos  que circulen en territorio español sin seguro261, o lós que pertenecen a un tercer
país  que no ha adherido al  Convenio multilateral de garantías  se les expedirá un Seguro
de  Frontera, bajo el sistema  de Certificado internacional de seguro, que en esencia tiene
el  mismo contenido del seguro obligatorio, suscrito por un período de tiempo en nción  a
lo  que vaya a durar su estancia en el país.
Está  prohibida  la  circulación  sin  seguro,  incumplimiento262 que  apareja  el
depósito  del vehículo y sanción pecuniaria cÍe 601,01 a  3.005,06 euros o de  100.000 a
26  MORILLAS JARILLO.  El seguro del automóvil... op.cit.,p. 127. Lo defrne corno el seguro “que
uiili:an  los  conductores  de  vehículos matriculados en  el  extranjero para  cumplir con  la obligación  de
asegurulniento  vigente  en  el  país  que  visitan,  dado  que  por  lo general  está  obligacióli tiene  carácter
,erri!orial”.  En nuestroSiStema no se  le  conoce con este nombre, siendo  en  esencia el mismo  S.O.A.T,
expedido  en Zonas Fronterizas como seguros de corto plazo. (Cfr. art. 31)
262  cfr. art 29 del nuev  Reglamento, que comporta igualmente la prohibición de circular, la retirada y
126dépósito  cautelar del vehículo.
500.000  pesetas,  de  cuyo  recaudo  se  entregará  al  Consorcio  de  Compensación  de
Seguros,  el 50 % de las sanciones impuestas, como compensación de las indemnizaciones
asumidas,  por  vehículos  no  asegurados  o  desconocidos263. La  cuantía  de  la  sanción
económica  puede  ser  actualizada periódicamente264 por  el  Gobierno265 por  facultad
concedida  en el T.R. de la Ley del automóvii.
2.3.2.4.  Los beneficiarios del seguro
Son  todas las personas integrantes del cuerpo social sin más excepciones que las
enumeradas  en  la  Ley,266 la  víctima culpable y  el  conductor, y  en  cuanto a  los daños
materiales  los sufridos por  el tomador, asegurado, propietario, conductor y  cónyuges o
parientes  hasta el 30  grado  de consanguinidad o afinidad.  En el  art. 9 del reglamento, se
establece  la cobertura a todo peijudicado por hechas de la circulación; excluyendo, en el
art.  10 a), únicamente al  conductor del veh:culo, y los daños materiales sufridos por él
vehículo  mismo,  por  las  cosas en  el  transportadas, extendido a  los  bienes  de  los  que
resulten  titulares el cónyuge y sus familiares del conductor,  vivan o no a sus expensas;
también  están  excluidos  los  daños  a  las  personas  y  en  los  bienes  causados  por  un
vehículo  robado,  entendiéndose  como  tal,  exclusivamente,  las  conductas tipificadas
como  robo y robo de uso en los artículos 237  y 244 del Código Penal,  respectivamente,
salvo  que se pruebe que los peijudicados desconocían tal situación. En el aseguramiento
obligatorio  colombiano,  en  cambio  toda  persona  es  beneficiaria  de  la  cobertura
26  DE ANGULO RODRIGUEZ, Luis. Régimen de la liquidación de las cuentas
264   MORILLAS JARILLO, El seguro de automóvil... op.cit., p320  -321.
26  DE ANGULO, Rodríguez, Luis.  ‘Condiciones para el ejercicioop.cil.,  p  144;  se refiere a la
exigencia  sobre  los modelos  de  las  pólizas  de  seguro de  suscripción  obligatoria  que  deberán  estar  a
disposición  de  la  Dirección General  de  Seguros  en  la  forma  que  reglamentariamente  se  establezca,
conforme  a  lo dispuesto en  el  art.  24.5  de  la  Ley de  Ordenación de  los  Seguros Privados  de  1995 y
considera  está Ley.  Considerando que es está un normativa ‘digna  de elogio (...)  por  su  adaptación  a la
normativa  comn unitaria  y  responder  a  la realidad  social
266  Así  lo anota. SOTO NIETO. La responsabilidad civil... op. cit., p 94.
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obligatoria, inclusive el conductor del vehículo causante del daño, o incurso en una delito
como  el  robo  del vehículo,  o así  sea utilizado dolosamente como arma  para  causar el
pérjuicio:  lo que  muestra una gran diferencia desde la perspectiva del derecho sustantivo
respecto  de la legislación española, que corresponde a una derogación, en el S.O.A.T,  de
los  principios de la culpa.
Se  extiende en el  SOA la no cobertura e  la culpa a las personas ininputables; al
expresar  la norma que  “se equiparará  a  la culpa de la víctima el supuesto en que, siendo
ésta  inimputable, el  accidente sea debido  a su  conducta o concurra con  ella a  la pro
ducción  del  mismo” tal  como se consagra en el  Aparte Primero  del  ANEXO “Sistema
para  la  valoración  de  los daños y peijuicios  causados a  las  personas en  accidentes de
circulación”, por tanto por vía de excepción, a la luz de la LRSCVM constituye causal de
exoneración,  considerando en nuestra opinión,  que con  esta  disposición se contraria  la
ratio  iuris  del nuevo derecho de accidentes de circulación267, que parecía, estar soportado
sobre  la teoría del riesgo creado, más  en  interés  de protección de las personas268 ante los
riesgos  que  la vida moderna crea269, que en :a  idea de sanción por un error de conducta, o
un  hecho causal que sería el predicable de esta clase de personas.
El  S.O.A,  español,  es  un típico  seguro  de  coberturas de  daños,  con  criterios
objetivados,  configura  un  verdadero  seguro  de  responsabilidad  civil  a  favor  de  los
267           ,  .TUNC,  A.  Hacia un  derecho nuevo de la indemnizacionop.cit.,  p 578.
268  DIEZ PICAZO,  L.  Estudios sobre la jurisprudencia... op.cil, p 276.
269  MEDINA  CRESPO,  M. Responsabilidad. .np.cit., p 47,  en  aras  del  reconocimiento  a  los
incapaces,  abandona  su  férrea  postura  de  “las  c .j.  as  absueltas a  las  inocencias condenadas”  y
muestra  su apoyo,  desde una  perspectiva no tanto de legefererda, sino de  jure condendo a la tesis  de
que  la  autocausación  de  los  menores  no  se  traduzca  en  negar  el  correspondiente  resarcimiento.
Agregando  “Mas esa extensión la predicamos de todas las víctimas del tránsito rodado y, por tanto, de
los  peatones adultos, de los ciclistas y  de los conductores que sean exclusivamente autores de sus
daíiosa’  ...)  lo  que supondría configurar el derecho de daños parcialmente al margen del instituto de la
responsabilidad civil, en esos casos concretos.” Así  las  cosas,  solo  los  causantes  dolosos  estarían sustraídos  a
los  beneficios de su restauración.
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terceros,  determinando  que  pueden  ser  beneficiarios,  los  ocupantes del  vehículo, sea
inclusive  el propio tomador, asegurado o propietario, siempre y cuando no conduzcan el
vehículo  al momento del siniestro y  las personas externas al mismo, los peatones, que se
les  cause daños personales o materiales en un siniestro automovilístico.
2.3.2.5.  La acción directa de la víctima o perjudicado
El  art.  5  de  la  Ley  de  responsabilidad  civil  y  seguro  en  la  conducción  de
vehículos  de  motor  -LRCSCVMI1995)  establece que  la  acción  directa para  exigir al
asegurador  la  satisfacción del  importe de  los daños sufridos por el  perjudicado27° en su
persona  y en sus bienes prescribe por el transcurso de un año.
En  virtud  de  la  garantía  asegurativa,  el  asegurador  deberá,  hasta  el  límite
cuantitativo  del aseguramiento obligatorio, afianzar las responsabilidades civiles y abonar
las  pensiones que  por  la autoridad judicial  ueren  exigidas  a los presuntos responsables
asegurados,  de  acuerdo con  lo establecido en  el párrafo  segundo de  la regla quinta del
artículo  784 y en la letra d) de la regla octava del artículo 785 de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal.
Aunque  el SOA es un seguro de responsabilidad moderno, que evita al causante
de  un daño o al obligado a responder a cualquier título, soporte directamente el peso de la
indemnización, trcinsjiriendo  esta obligación al asegurador, un tercero que es el sujeto que
garantiza  la  reparación del  daño, colocando nJ tercero peijudicado en  una situación de
°  SOTOMAYOR  ANDUIZA, Eduardo.  Los  peijudicados por  muerte en  accidente de  tráfico,
art.  1 .2 a) del proyecto de ley sobre responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a motor;
cueestiones  de  legitimación activa.”  Documentación  jurídica  n°  81,  Coloquios  de  Bilbao.  Manifiesta
como  una autentica  revolución  la  introducción  de  la  condición  legal  de  “perjudicado”,  pasando  del
sistema  de libre apreciación para la legitimación activa. A más de la tasación sobre indemnizaciones, tasa
también  la condición de perjudicado.
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mayor  seguridad por  la  solvencia patrimpnial  de la  Compañía  aseguradora, quien  por
regla  general, gracias a este  cambio, indemniza más  rápidamente y quizas  de  ahí,  este
plazo  tan corto, fundado en la garantía de protección a que alude RE VILLAS 271
Este  cambio en  el mecanismo reparador  por  el que  se preserva de  un desembolso patrimonial al
sujeto  que  en  un  principio  debe  soportar  las  consecuencias  del  daño,  haciendo  recaer  el
resarcimiento  sobre el  patrimonio de  la  Compañía aseguradora. se  ha  interpretado simplemente
como  un deseo de garantizar al petjidicau  J  .:obro de la indemnización.  Se pasa así de  la idea
del  seguro de  responsabilidad civil  como  medio  de  protección  del  patrimonio  del  deudor,  a
considerarlo  en su dimensión social, como institución que traspasa la barrera de la relación jurídica
bilateral  asegurador- asegurado. Se contempla como un fenómeno que debe servir a  los intereses
sociales  de protección a la víctima o peijudicado”
En  la jurisprudencia  española, se predica  que  el  seguro  de  responsabilidad en
general,  tiene  como  finalidad  principal  dejar  indemne  al  tercero272. Para  facilitar  tal
propósito,  se doto también  al seguro obligatorio de acción directa contra el asegurador,
para  garantizar  tal  fin  se  prevé,  en  el  Real  Decreto  7/200 1  reglamentariO  del
aseguramiento  obi igatorio7  el cumplimiento  con  carácter  definitivo  del  mandato del
artículo  5 de la Directiva comunitaria 90/?CEE,  que establece  la obligación, para  las
entidades  aseguradoras,  de  llevar  un  registro  en  el  que  constaran,  al  menos,  la
circunstancias  relativas  a la  matrícula  del vehículo,  número  de  la  póliza y  período  de
vigencia  de la misma. con  la finalidad de que las personas peijudicadas en un accidente
de  circulación puedan  conocer a la  mayor brevedad posible  las circunstancias relativas
al  contrato de seguro y a la entidad aseguradora de los vehículos274. Çircunstancia que
27i  REVILLA GONZALEZ  José  Alberto. La acción  directa contra el  asegurador en  el proceso
civil.  Madrid: Trivium.  1 996, p  26,
272  STS- Sala 2’. de 1-12-89. (Colex Data 89Pl73.)
27j  Además,  como lo dice la exposición de motivos,  ‘(...)  se  incorporan en el presente  Reglamento
nuevas  consideraciones  que la  experiencia  ha  aconsejado  introducir,  y  se  clarUica  y  precisa  el
contenido  de  la Ley  sobre  Responsabilidad  Civil  t’ seguro  en la  circulación  de  vehículos  a  motor.”
Positivando  la praxis judicial y social en la nueva normativa,  fruto de un importante avance evolutivo del
Derecho  de responsabilidad automovilística en España.
274  DE  ANGULO  RODRIGUEZ,  Luis.  ‘Régimen de la liquidación de  las cuentas de  siniestros y
provisiones  técnicas al término del reaseguro. Trascendencia en los seguros de responsabilidad civil”. En
Estudios  sobre el aseguramiento de la  gran  empresa.  Dirigidos  por Fernando Sánchez  Calero.  Madrid:
Musini,  1994,  p  533-  553.  En  el  contexto  de  las  previsiones  de  siniestros,  es  fundamental  para  el
asegurador  contar  con plazos  de  prescrípción cortbs,  porque esto  le  permite cuantificar y  calcular,  las
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como  lo expresan  los doctrinantes  más  destacados  en esta materia, estaba en mora  de
reglamentar  definitivamente  el  legislador español.  La  importancia  de  tal  registro,  va
ligada  a la  posibilidad  que tiene  el peijudicado,  la  propia  víctima o el tercero  que  lo
sufre,  generalmente  su  familia  o  sus  deprudienteS,  de  poder  hacer  efectiva  la
prestación  asegurada y  a  la  oportunidad de  ejercer  la  acción  directa  dentro  del  plazo
establecido  por la Ley que indudablemente es en extremo un lapso muy corto, como lo
)75
critica  la  doctrina  ,  aunque  se puede  acudir a  lo dispuesto  en la  Ley  del  contrato  de
seguro,  art.  73, y  el  plazo  quedará interrumpido  por  la  iniciación  de  la  acción penal
hasta  que se profiera el fallo en firme o se abandone la acción.  Situación que permite
desvirtuar  la creencia de quienes creían  hacer  “arrancar  el computó del plazo desde la
fecha  de  originclciÓfl  del  siniestro,  lo  que  no podía  tener  aplicación  más  que  en  el
supuesto  -  recilmente  infrecuente  -  de  que  no  se  iniciasen diligencias  criminales por
rcl:ón  del accidente
Se  egula, tanto en la LRSCVM  (art.  7) y  en el apartado 2 del art.  15 del nuevo
reglamento  la  acción de repetición del  asegurador y  del  Consorcio  de Compensación
de  seguros, cuando actúa como asegurador directo,  contra  el  responsable  del daño, el
tomador  o asegurado, el  propietario  o los autores,  cómplices  o encubridores  del robo
del  vehículo, cuando proceda contra cualquiera de ellos, para recuperar lo pagado y no
enriquecer  ilícitamente al dañante.
reservas  necesarias  para  la  atención  de  los  siniestros.  asi  corra  este  término  contra  los  intereses  del
asegurado  o de los perjudicados  aunque en esencia, y en  beneficio de ambas partes,  lo que se  pretende
es  determinar, conocido el  siniestro,  cuál es el  motante que  recibirá el  beneficiario  y cual el que  debe
desembolsar  el asegurador.  Pues,  como lo dice el  autor, experto en  la actividad aseguradora, respecto a
los  efectos en los seguros de responsabilidad civil, y  su compensación “no es sencillo analizar y  evalu ar
y  evaluar  los  siniestros pendientes  de  ajustar”....”pOrque a derencia  de otros,  nos suelen  conducir  a
indemnizaciones  superiores al cien por  ciento de la valoración inicial”.
‘  TOBIO  RiVAS,  Ana María.  “Acción  directa  del  perjudicado  contra  el  asegurado!’ de
responsabilidad  civil”.  En Semana  Jurídica,  1996, n° 17, p 574- 583.
276  SOTO NIETO, Francisco. Responsabilidad civil derivada del accidente  automovilístico.
(Segu/’o de suscripción  obiigatoi’iq.  Madrid: Ley, 1988,p  151- 169.
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El  asegurador  también  tiene  el  mismo  plazo  para  ejercer  su  derecho  de
repetición  que prescribe en un año, contado a aiir  de  la fecha en que efectuó el pago
al  perjudicad0  norma mucho más clara que la que se tiene en el Derecho  colombiano,
que,  deja  a  la  interpretación  de  aplicar  los  términos  de  prescripción  que  tiene  el
asegurado  o  beneficiario,  ordinario  de  dos  años  y  extraordinaria  de  cinco,  sin
determinar  cual  sería  la  aplicable,  obviamente  dependiendo  del  tipo  de  seguro,  con
otras  variables que hacen mucho más compleja ejercer la acción de subrogación a favor
del  asegurador,  pues  en  la  practica  se hace  imposible  repetir  contra  el  causante  del
siniestro  por  que  en  la  mayoría  de  los  casos,  ha  transcurrido  el  plazo  fatal  de
prescripción  de dos años aplicable al  contrato de sguro,  que es en nuestro concepto el
que  corresponde,  diferencia  sustancial con  el  SOA español que se empieza a contar con
una  fecha  legal,  desde  el  momento  del  pago  y  no  desde  el  conocimiento  de  la
ocurrencia  del  siniestro  que  se  pi-esta  para  tanta  interpretació1  y  desviiúa  la
constitución  del supuesto de repetición.
2.3.2.6  El ámbito territorial
Cubre  la  responsabilidad  civil  derivada  de  los  vehículos  con  estacionamiento
habitual  en  España,  con  circulación en  todo  el  espacio  económico  europeo  y  de  los
Estados  adheridos al Convenio multilateral de garantías  en cumplimiento del Tratadó de
Adhesión  de  España  a  la  Comunidad Económica Europea, según la  Directiva  24/4/72
para  cubrir los daños causados en  su territorio  y  en el de los otros Estads  miembros277,
277  Los  países  se relacionan en  el  Reglamento, y  deben ser aquellos  con quienes se ha  finado  el
Conve1o  complemefltalio entre BUREA(  para la  aplicación del  seguro de responsabilidad civil.  Vid  a
MORILLAS  JARLO.  El seguro del Automóvil... op.cit., a Cap. VII, Ñnbito  de  aplicación. p 331 a  397,
en  igual  sentido a  CAMACHO DE LOS  R1OS. Ar,noniaCió1  del Derecho  de seguroS  de  daños  en  la
Unión  Europea. op.cit., p  161. Vid también a JIMENEZ LECHUGA, Francisco Javier. “La creación de
los  riesgos  como  consecuencia  de  la  circulación  de  vehículos  a  motor  y  las  exigencias  de  reparación
integral  de  daños ocasionados a los paiiculareS.  Los sistemas de aseguramiento de riesgos. En panicUlar,
el  caso  de  la  STC  181/2000,  del  29  de junio”.  En  Revista  de  adminiStracióhl  pública  n°  155,  mayo-
agosto  2001
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con  arreglo a la legislación vigente de responsabilidad civil en esos Estados, mediante el
pago  de una prima única278 -no sometida a recargos al salir de España-.
Cabe  advertir que  se excluye de indemnización  por  el S.O.A, los daños corporales
y  materiales, sobrevenidos en  accidente,  que  se  haya  producido  en  el  territorio  de  un
Estado  no previsto en el art. 4.1 de la LRCSCVM, (los determinados por el Ministerio de
Economía,  terceros países no comunitarios) sin que se halle amparado por el  certificado
internacional de seguro279, aconteciendo que cada vez son menos, por la adhesión de más
países  europeos al Tratado.
2.3.2.7.  Ambito material de cobertura del S.O.A
Sobre  el  asegurador  pesa la  obligación  de  indenmizar  los  riesgos  cubiertos  y hasta
los  límites autorizados  en  la Ley (LRCSCVM), fijados desde 1992 para daños corporales
una  cuantía  de hasta  50 millones  de pesetas  por  persona  y  por  daños  materiales hasta  14
millones  por evento, con un baremo indemnizatorio que será revisado anualmente para la
280fijacion  de las cuantias
  TiRADO SUAREZ, Javier,  La  adaptación  del  seguro  ele! automóvil español a  la  normativa
comunilaria  (segunda  parte”.  En Revista Española de Seguros, n°49, p 73, Al respecto, uno de los mejores
trabajos en este tema., igualmente el  de CAMACHO DE  LOS  RIOS. Armonización  del Derecho  de
seguro...  op.cit.. p 160, respecto de la prima única:
Es esta garantía la que permite la efectiva eliminación de barreras a la libre circulación de
vehículos  y  personas y  justifica  el  mandato contenido en  el  art.  2.1 de  la  Primera
Directiva, según el cual  los Estados  miembros se  abstendrán de  realizar el control  del
seguro  de  responsabilidad civil que resulte de  la circulación de  vehículos, cuando estos
tengan  su estacionamiento habitual en el territorio de otro Estado miembro.
279  REGLERO CAMPOS. Accidentes de circulación... op.cit., p 352.
280  La última publicación de cuantías indemnizatorias, para la vigencia del año de  1997 se hizo
mediante  RESOLUCION DEL IvIINISTERJO DE ECONOMIA Y HACIENDA de 13 de marzo de 1997,
de  la Dirección General de Seguros, ‘por la que se da publicidad a las cuantías de las indemnizaciones por
muerte,  lesiones permanentes e incapacidad temporal que  resultarán  de  aplicar durante 1997 el sistema de
valoración de los daños ype/juicios  causados a las personas en  accidentes de circulación”.
La  revisión anual comporta su actualizac.a  o en  su defecto se  hará de manera automática,
atendendo a la viación  experimentada por el índice de precibs al consumo correspondiente al año natural
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1.  DAÑOS CORPORALES; cubre  los  daños  sufridos  por  motivo  de  la
circulación,  durante el  período de  cobertura del  contrato, por  todos  los ocupantes con
excepción  del conductor del vehículo28’ identificado en la póliza (que no es excluido de
la  cobertura  del  S.O.A.T  colombiano)  por:  a)  Muerte  b)  Lesiones  permanentes,
incluyendo  los daños morales y c) Incapacidades temporales.
Al  cubrir  la  incapacidad temporal  y  el  daño  moral,  aparte  de  la  muerte y  las
lesiones  permanenteS hay una gran diferencia con lo contemplado en nuestro sistema de
aseguramiento  que no  incluye, las  incapacidades temporales, ni  el  daño  moral,  por  el
coste  económico tan significativo para el sistema asegurador del país.
1. 1) ExclusioneS: Daños coiporclles no indemnizabies
a)  Los debidos “únicamente” a culpa o negligencia del peijudicado, debiendo ser
atribuible  en forma exclusiva y corno causa determinante, porque de  mediar en
cualquier  grado  el  concurso  del  conductor, no  se  libera  de  la  obligación  de
indemnizar  al asegurador. ( Vid supra Cap. 1)
b)  Los ocurridos por fuerza mayor extraña a  la conducción o al  funcionamiento
del  vehículo.  No  considerándose como casos de  fuerza mayor  los  defectos de
este,  di la rotura o fallo de algunas de sus piezas o mecanismos.
c)  También están excluidos de la cobertura de  daños corporales, además de  los
sufridos  por el conductor, los de aquellas personas que ocupen voluntariamente un
vehículo  robado o hurtado,  siempre que el  asegurador pruebe  que  conocían tal
anterior al considerado.
28i  Dispuesto  en  el art.  1.  de  la  Tercera Directiva, que  excluye sólo el  conductor, además de  los
supuestOS autores o cómplices de robo del vehícülo siniestrado como se cita supra
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circunstancia.
11.  DAÑOS  MATERIALES;  los  sufridos  en  bienes  por  todas  las  personas,
excepción  de los bienes del conductor, tomador, propietario, o asegurado identificado en
la  póliza, y de  los que sean titulares el  cónyuge (aunque la  Ley no  lo dice, la  doctrina
presume  que  se  refiere a  cualquiera de  los  nombrados  inmediatamente supra,), y  los
familiares, hasta el tercer grado de consanguinidad, de cualquiera de las personas citadas,
independiente  de que vivan bajo dependencia de éste. (Vid art. 3.1)  Los daños materiales
tampoco  están cubiertos por  regla general, en  los  siguientes casos, por  corresponder a
“exclusiones” generales o particulares (art.12 del Reglamento del S.O.A):
a)  Si ocurren fuera del período de cobertura,
b)  En los que no ha mediado culpa del conductor o del  detentador del vehículo, o
de  persona que se deba responder,
c)  Los causados por el vehículo asegurado al ser  robado o hurtado,
d)  Los  del  vehículo  identificado  en  la  póliza  o  por  las  cosas  en  él
transportadas.
2.3.2.8.  El sistema de valoración de daños y perjuicios: el baremo
En  el  ordenamiento jurídico  español  como  en  todos  los  países  del  derecho
continental,  la obligación de indemnizar los daños injustamente causados derivados de
un  accidente automovilístico, venían  reglados en el Código Civil.  En tanto, para que a la
producción  de  un  peijuicio  naciera  la  obligación jurídica  de  indenmizar,  encontraba
respaldo  en los arts. 1089 y 1093 incluidos en el título genérico de la responsabilidad civil
o  de la responsabilidad extracontractual, haciendo alusión esta última a la diferenciación,
que  debe  hacerse de  aquellas responsabili’k !.s  surgidas del  contrato, llamada  común
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mente  contractual  y  la  surgida  entre  partes  por  un  crédito  de  responsabilidad.  La
responsabilidad  civil extracontractual, denominada en los países anglosajone, law on tors
o  derecho de daños, enfatizando en  la obligación que surge de resarcir el daño o perjuicio
causado.  Esta  terminología  “derecho  de  daños”282,  también  adoptada  por  algunos
doctrinaflteS continentales, implica un alejamiento de la  clasificación clásica de DOMAT
y  POTHIER,28 que se introduj  en el  siglo XVffl a través del Código Francés, la cual
centra  la  finalidad  de  la  responsabilidad en  la  capacidad resarcitoria  de  los  daños
284
causados.
En  principio, es una constante que para atender a la reparación de la víctima, rige
el  principio de reparación integra, presente en forma tácita o explícita en la mayoría de los
ordenamientos,  puesto que tiene como finalidad “devolver a la víctima de una accidente a
la  situación anteriOr al acaecimiento del  mismo mediante el pago  de  una  cantidad de
dinero”2  aspiración dificil de cumplir2,  y particularmente en ordenamientos jurídicos
con  recursos  económicoS  escasos  del  Estado  y  de  la  población  en  general,  que
282  Como lo cita en su obra, ROCA, Encarna. Derecho de Dañosop.cit.,  p  19, en la configuración
del  derecho de daños, contribuyeron muchas corrientes filosóficas para justificar el principio indemnizatoriO,
como  el del humanitarismo neminem  laedere, obligación de no dañar a nadie, deduciendo la obligación de
indemnizar  como un mandato racional; la consagración de la libertad humana y la  distinción entre derecho
penal  y derecho de responsabilidad civil.
283  ROCA. Derecho de Daños, op.cit., p 19, cita la distinción que hizo DOMAT  de los actos expresa
mente  prohibidos por  la Ley, distinción que en nuestro sistema es el hecho ilícito, que comporta una pena
frente  al hecho culposo. derivado de las violaciones contrachales  o de  la culpas que no son delito, sino un
comportamiento imprudente o negligente de las personas o de la falta de vigilancia de las cosas o amales.
La  teoría de POTRIER,  un siglo después plantea el hecho por  el  que una persona, sin intención directa de
delinquir,  causa daño a otra con impmdencia no excusable, dando origen a su defiición  de responsabilidad:
el  elemento subjetivo  (dolo  o  culpa),  el  daño,  como  elemento  objetivo,  la  intención  que  implica  la
imputabilidad y el nexo causal entre la conducta y el daño causado.
284  ROCA,  Derecho  de  daños... op.cit.,  p  21-  23  sintetiza  en  tres,  las  finalidades generales del
derecho  de daños:Jii,ición rej,,iegradora, función ,esarc .  ría. yfw,ción  disuasoria.
285 PINTOS  AGER,Jesus.  Baremos,  seguros  y derechoop.cit.  p 89-90
2S6  MORILLAS JARILLO, M. “La valoración de los daños... op.cit.  p 205 y ss, lo atribuye
también   los múltiples intereses en juego, la escasez de transacciones entre otros factores.
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imposibilita  valoraciones  de  daños  suficientes287 que  compensen  integralmente  a  las
víctimas,  debiendo acudir a mecanismos de seguridad social o de seguros obligatorios.
Aunque,  es frecuente que, para daños por accidentes de tránsito en la práctica, la
valoracióll  de daños y su compeflSaCiófl se haga por acuerdos extrajudiciales  a propuesta
del  propietario y  asegurador voluntario de las  pólizas de  seguro  del  automóvil  Estas
valoraciones,  conducen  generalmente  al  reconocimiento  de  cuantías  inferiores  a  las
obtenidas  que  cuando la disputa se resuelve judicialmente porque se produce un ahorro
en  costes procesales y representa una opoiunidad  para la víctima recibir la indemnización
en  un menor tiempo.  La práctica valoratiVa del  daño en  accidente de tránsito, dada su
frecuencia e incidencia en la sociedad, llevó a países con alto índice de motorización y de
daños  a  implantar  tablas  de  valoración  para  indenmizar  el  daño  a  las  personas  y
reemplaza1 el arbitrio judicial.288 Es así, que el sistema jurídico español, introdujo desde
el  año  de  1981, tablas objetivas para  la  valoración judicial  de  las indenrniZaci0s  por
daños  personales en accidente de tráfico, no con  carácter obligatorio, sino orientatiVo.
Posteriormente  en reforma aprobada por el Parlamento Español con la Ley de Ordenación
y  Supervisión de los Seguros Privados, de 8 de noviembre, de  1995 inco1oró,  en fom1a
de  Anexo, un sistema de delimitación cuantitativa de las indenrniZaciones a víctimas  en
accidentes  de circulación nacidas de la responsabilidad civil del causante, un baremo legal
que  impone su aplicación, dejando de ser optativa su aplicación en la valoración del dañó
287  Situación contraria  a lo que plantea. DIAZ  PINTOS, Guillermo. Utilidad  y sentimientos  en los
derechos  cje J.  Stuart  Mill.  En,  Persona  i., Derecho,  N° 36,  1997,  FundaCión de  las  Instituciones
Jurídicas  y  de  Derechos  Humanos,  Universidad  de  NavalTa. Aplicando  los  conceptos  de  la  ética
utilitarista,  este  autor.  hace  referencia  al  principio  de  utilidad,  por  el  cual  siempre  es  deseable  lo
máximamente  eficiente a favor de la víctima.
288  A  este respecto,  la  interesante obra  del  prolífico  autor  que  presenta  en  sus obras  las  soluciones
prácticas  a  problemas  de  la  responsabilidad  automovilística,  MEDINA  CRESPO,  Mariano. La
valoración  legal del daño corporal, Análisis jurídic0  del sistema incluido en la Ley 30/95. Los  cimientos
de  la ,.eacio,ialidady  el triunfo tendencial de las bajas azoteas. Madrid:  DykinSOfl, 1997,  p 39 y ss  Es
un  partidario  de  los  baremos  para  reemplazar  el  arbitrio  judicial,  pero  “sin que  se  aparten  de  las
exigelwias  jus!iCia’s  del  instituto  de  la  responsabilidad  civil, que  es  jnderogableme?lte reparatorio”
Pregona  su bondad  para  tasar  los  daños  extrapatrim0nes  y  pide se extienda este baremo a todo el
ámbito  delo  daño  corporales en  cualquier materia de responsabilidad.
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corporal patrimonial y extrapatrirnonial que se tría desde 1981.
El  sistema de valoración o baremo, es todo  un avance jurídico,  -  aunque  no  es
pacífica  la doctrina a este respecto 289  adóptó  un sistema objetivado, para  la valoración
de  daños especialmente de dificil valoración, como los relativos al peijuicio moral y los
ingresos  dejados  de  percibir  por  muerte,  lesiones  permanentes  -invalidantes  y  no
invalidantes-  a  más  de  las  incapacidades temporales290. A  diferencia de  otros sistemas
legales  indemnizatorios, en su  mayoría, seguros de previsión social,  estructurados para
cubrir  los gastos médicos de la víctima,  el baremo español excluye de su cobertura, a los
daños  materiales recaídos sobre bienes y los daños corporales patrimoniales, tales como
los  gastos médicos, hospitalarios de  recuperación o  rehabilitación y  funerales  que  ya
están  cubiertos por  el  seguro obligatorio o  el  sistema general de  salud;  el  baremo  se
destina  a valorar la compensación del daño patrimonial  económico —  el  lucro cesante- y
el  daño moral.
La  aplicación del sistema baremado para indemnizar el daño corporal patrimonial
y  extrapatrimonial  en  accidente de tránsito, no está condicionado a  la  contratación ex-
289  PIITOS  AGER,  Jesús.  Responsabilidad civil y  reparación sin  culpa. Un  análisis jurídico y
económico  cíe las alternativas globales y  las reformas  parciales mediante barcinos.  Tesis doctoral leída en
junio,  1998. Getafe: Universidad Carlos III de Madrid, p412  a 415, el más reciente trabajo de investigación,
con  la  novedosa interpretación del  análisis económico del  derecho,  su autor,  considera un  efecto  de  la
baremación  del daño  corporal patrimonial o  extrapatrimonial, la  promediación de  indemnizaciones a  las
víctimas  y la congelación de la tendencia al alza -  que  sólo crecerán en proporción a la inflación por demás
mínima  -  ‘  cuestiona si como consecuencia de ello, debería darse la disminución del monto de las primas de
seguros  a los conductores o poseedores de  automóviles, que por efecto redistributivo del sistema, produce
un  efecto  colateral. de  traslado de riqueza  de  las víctimas de  accidentes en  favor de  los conductores y/o
compradores  del  seguro.  De  no  producirse  un  descenso  en  la  tarifa de  primas de  seguro,  entonces  la
redistribución  cambia,  desplazando  la  riqueza  de  las  víctimas  y  asegurados  a  las  aseguradoras  de
responsabilidad  civil, al parecer el caso español en  la actualidad, “.  hace sospechar la tardanza con  la que
las  compañías  de  seguros  están trasladando  a  los precios  las mejoras  que  ellas  mismas  atribuían al
baremo para just flcar su aplicación
290  PEREZ  PINEDA  ,  Blanca.  et.al.  Manual  de  valoración y  harem ación  del  daño  corporal.
Granada:  Comares,  1996,  p  57  y  ss  y  a  todo  lo  largo  del  manual,  afirma  contundemente  que  “la
valoración  del daño corporal y  la fijación  de la indemnización para  resarcir el  perjuicio  nunca debería
estar  sujeta a patrones  rígidos, dejando  al juzgador  libertad para  apreciar las complejas circunstancias
personales  y propias de cada caso
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ante del seguro obligatorio ni voluntario, pero sí tiene exclusiones en cuanto a la forma de
causación  del daño,  puesto que en el evento de acreditar un daño corporal, con resultado
de  muerte  o  lesiones calificadas corno  delito doloso, en  este  caso  no  se  aplicará para
obtener  la indenmización resarcitoria, es el caso de las personas que sufren el accidente de
tránsito  en un  vehículo,  que conocen, es robado291, o cuando esté, es utilizado como un
arma  mortal, verbi  gracia la ejecución de  un homicidio o  su  tentativa, no  legitirna a  la
víctima  o sus herederos para ser indemnizados por el sistema de valoración del SOA.
En  el  contexto  europeo,  el  baremo  español  es  el  único  de  creación  legal para
accidentes  de  tránsito,  en  el  que  la  intervención del  juez,  no  dirimirá  ya  en  forma
exclusiva,  la  cuantía  del  conflicto indenmizatOrio, pues  está  sujeto  a  los presupuestos
baremados,  que en este ámbito, lo lleva a determinar a su juicio, si existe el daño y cuáles
son  sus  características, para  luego  aplicar  las  partidas  asignadas  en  las  tablas  de
clasificación,  y  adicionar  los  factores de  corrección, correspondientes  a  las  particula
ridades  de la víctima y su  esfera de peiudicados,  determinará el valor de la reparación del
daño  causado292, pudiendo calcular por  encima  de tales valores, sólo en el caso particular
y  concreto, de ls  peijuicios económicos relativos a lucro cesante de la víctima, siempre y
cuando  se  hubiese  probado  y  declarado judicialmente  culpa  relevante  por  parte  del
conductor  causante.  Está  es  una  de  las  consecuencias  de  la  declaratoria  parcial  de
291  En  el art. 5.3 de la LRSCVM, se contempla la exclusión de la cobertura de los daños personales
y  materiales por  el seguro de suscripción obligatoria  ‘quienessufrierafl  daños  con motivo de  la circula
ción  del  vehículo causante,  si  hubiera  sido  robado.  A  los efectos  de  esta Ley  se  entiende por  robo  la
cOfldli(da  ¡Ip U’icacla como  ial  en  el  Código Penal.  En  los  supuestos  ele robo  será  ele aplicación  lo
dispuesto  en  el  artículo  8.1, c.”
 Tal y como lo hemos expuesto, se puede llegar a pensar que el Baremo, es una ley que  elimina parte
de  las grandes dificultades de la valoración y reparación de  los daños personales; para algunos  no es así,
ya  que  tanto,  cuando  se  analiza  desde  el  punto  de  vista  jurídico  como  médico  legal,  el  sistema  de
valoración  y  reparación  de  daños  que  impone la  Ley,  puede  calificarse por  algunos de  injusto para  la
víctima,  al ir en contra de los piincipios médico legales y jurídicos  de la valoración del daño a la persona
de  reparación  ad  integrum,  individual, justa  y  equitativa.  Ante  ello,  en  el  caso de  los  accidentes  de
circulación  el  sistema  de  valoración  de  daños  de  la  Ley  30/95,  es  fundamental  en  la  valoración,  la
realización  siempre  de  un  informe pericial  completo,  que, tenga  en  cuenta  todos  los  daños  personales
derivados  de  las  lesiones y  secuelas consecutivas  al hecho  lesivo en  cuestión, para  que  tal forma sirva
para  asesorar al juez,  con independencia de cuales sean sus criterios personales  sobre. el caso concreto.
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inconstituciofla  dad  del baremo  que  permite valorar con  base  en  el  acerbo probatorio
sumas  compensatorias diferentes a las establecidas en el Baremo, para  el rubro de lucro
cesante  de la víctima.
En  el  Anexo relativo  al sistema de  valoración de  1995293,  se  regula en
forma  general las partidas que comprenden  el quantum indemniZatorio, determinando el
valor  de  la  pérdida  sufrida  y de  la  ganancia que  hayan  dejado  de  obtener, previstos,
previsibles  o que conocidamente se deriven del hecho generador, incluyendo por primera
vez  los daños morales liquidables en forma igualitaria para todas las personas.  En cuanto
al  daño  moral se liquida en forma igua1itaria294 conforme a las  circunstancias de  cada
caso  paiicular  y concreto, indemnizando a  las víctimas de  accidentes de tránsito, con
parámetros  fijados en  tablas categorizadas por  edad,  ingresos, estado  civil,  número de
hijos,  padres, hermanos, etc.,  con indicadores de las  sumas a pagar, dependiendo de las
características de las víctimas y las secuelas consecUenciales al accidente automovilíStico,
aplicando  esos  criterios  para  la  determinación de  la  indemnización.  El  sistema  de
valoración,  se aplica  exclusivamente para  los peijuiciOs extrapatrifl0flia1es295 derivados
  Los apartados 5, 6 y 7, de la LRCSCVM definen en cuanto a los daños corporales, cuales y en que
forma se valoraran
5  Darán lugar a indenmizaCióll la mueie,  las lesiones pennanenteS invalidanteS o no,  y las incapacidades
temporales.
6AdemáS de las indenrnizaciones fijadas con arreglo a las tablas, se satisfar1 en todo caso los gastos de
asistencia  médica y hospitalaria Y además, en las indemniZaCiotles por muerte, los gastos de entielTo y funeral.
7) La cuantía de la indemnización por daños morales es igual para todas las víctimas y la indemfliZaciófl p01’ los
daños  psicofisicOS se entiende en  su acepción integral de respeto o  restauración del derecho a la  salud. Para
asegurar la total indemnidad de los daños y perjuicios causados se tienen en cuenta. además, las circunstancias
econónca5,  incluidas  las  que afectan a  la  capacidad de  trabajo y  pérdida  de  ingresos de  la  víctima, las
circunstancias  familiares y personales y la posible existencia de circrmstancias excepcionales que puedan sen’ir
para  la exacta valoración del daño causado.
294  PEREZ PINEDA ,  Blanca.  et.al.  Manual de valoraciónop.cit.,  p 43 a 64 hace un análisis crítico
de  la situación  actual del sistema de valoración de daños y su legislación.
295  PEREZ PINEDA ,  Blanca.  et.al.  Manual  de  valoración... op.cit., p 57, en cuanto a los perjuicios
morales  y de  disfrute  o placer  manifiesta  que “continuamos una línea tímida e incorrecta donde no
acaba  de abordarse en toda su  dimensión el concepto de secuela extracorPOréa o, si se quiere,
,.epercJsióu1 extraco/’PO1’éa”. No.se tiene en cuenta que en más de las veces  “el daño co/poral trasciende
   del pi’opio individuo, dei’ivandO. eJctos  sobre pérsonaS o cosas “.
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de  los  daños corporales, en las siguientes categorías: 1) Las lesiones, 2) la gran invalidez,
3)  la muerte, y  4) las rentas.
Inherentes  a  estos  daños  corporales  de  carácter  patrimonial,  están  los  tan
cuestionados  y  esquivos  daños  morales,  o  daños  corporales  extrapatrimOflialeS que
pueden  ser subjetivos u objetivos, y que en el baremo se valoran en forma igualitaria para
todas  las víctimas296, incorporados en la Tabla 1 de Indemnizaciones básicas por muerte y
en  la Tabla ifi de Indemnizaciones básicas por lesiones permanentes.
En  lo  que  toca  a  los  criterios  utilizados  para  proceder  a  los  efectps
indemnizatorios  de los seguros de responsabilidad civil, cabe  recordar que, proporcional
a  la ¿ada vez mayor socialización del daño, permisiva de la  objetivación297— para LETE
DEL  RIO-,  es consecuente  la aplicación de nuevas formas o medios liquidatorios, que
respondan  a  cánones más justos y  equitativos298, dotados de coherencia con la  realidad
actual  y  futura  a  que  ha  de  enfrentarse la  víctima  o  sus  causahabientes, después  del
siniestro  automovilístico.  Aunque  a  este  respecto hay  voces  que  expresan,  que  con
  PINTOS AGER,  Jesús.  Responsabilidad  civil’  op.cit..  p 432..  conceptúa en  su  interesante
trabajo  de  tesis,  que  aplica  las  novedosas  teorías  del  análisis  económico  del  derecho,  al  derecho  de
responsabilidad  civil y particularmente al  análisis del sistema de  valoración de daños,  que el baremo es
bueno  para el daño moral, aunque no desglosa las partidas de daño. Y opina que  el baremo es un remedio
al  que se debe acudir pero subsidiariamente, cuando hay incertidumbre para  la aplicación de  los criterios
de  restitución  plena  del  daño  moral  y  no lo justifica  para  los demás  tipos  de  daño.  Aduce  que  no
desgiosa  las partidas del daño.°
297  LETE DEL RIO. Derecho de obligaciones...OP.Cit., p 174, en el capítulo XIV, AL fundamentar
la  Responsabilidad  objetiva impuesta por  ley, al  maquinismo y  los  accidentes derivados  para  algunos
sectores,  como  el  de  los  vehículos de  motor (de  la  navegación aérea,  de  los  daños nucleares, etc.),  cita
particularmente  lo dispuesto en  la  sentencia de  14 de  mayo de  1963 en  la  que  se  declara que  “  es  una
aspiración  en  la evolución del  Derecho moderno que  el hombre responda de  todo daño,  incluso del  no
culpable.  que sobrevenga  a consecuencia de su  actuar o de  las cosas que  le pertenecen o  están bajo Sil
guarda”  Agregando  que al  tradicional principio de  “no hay ,.esponsabilidad sin culpa”  la doctrina ha
añadido  que  “ningún  daño derivado de riesgo previsible debe quedar sin  indemnización”  Y es bajo este
último postulado. que se encuentra el fttndamento de la responsabilidad objetiva o cuasiobjetiva.
298  .DE  ANGEL   AGUEZ,R.  Evaluacion  del  perjuicio  corporal  en  Derecho  comun  de  la
respdnsabilidad.  Los terceros pagadores”.  R’i’is!a Española de Seguros, N° 56,  1998; La  protección  de
la  personalidad en el Derecho privado”,  Revista de  Derecho Notarial,  1984.
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excepción  del daño moral, no se justifica barernar los demás tipos de daños, por tanto no
debe  aplicarse a  derechos  patrimoniales  excepto cuando  se  desconoce p.e  el  nivel de
ingresos  de  la  víctima299.  Ello  implica un cambio de  mentalidad300’ el  cual pretende
recogerse  con la imposición de baremos indenmizatOrioS, como el  establecido en forma
vinculante  para el S.O.A., que fija automáticamente unos valores según el tipo de lesión o
pérdida, tanto en daños corporales30’ corno materiales.
La  jurisprudencia  española,  tomaba,  hasta  1989  corno  baremo  orientativo,
básicamente  los establecidos en el Derecho Laboral -  fórmula que aún rige en la mayoría
de  países  del  Derecho  Continental;  en  Colombia,  sigue  vigente  para  el  calculo  de
299  PINTOS  AGER,  Jesús.  Responsabilidad civil y  reparación sin culpaop.cit.,  p  422-  423.  A
su  decir:  En  esos  supuestos  “la  solución  está  en  la  subsunción  en  categorías  dentro  de  las  que  se pueden
aplicar  aproximaciones  obtenidas  de  niveles  medios  de renta  de  grupos  en  los  que pueda  encuadrarse  a
la  víctima,  La  estimación  del  otro  parámetro  necesario  para  el  cálculo  del  lucro  cesante,  el  tiempo,
puede  obviarse  recurriendo  a las  indemnizaciones  en forma  de renta  periódica”.
300  YAÑEZ  DE  ANDRES,  Responsabilidad  civil...  op.cit.,  p  28 dice  sobre  el  cambio  y la  importancia
del  seguro  que
(..)el  aseguramiento obligatorio  más  o  menos  generalizado, de  los  múltiples  riesgos  consustanciales al
devenir  actual. creándose así un solvente patrimonio independiente del sueto  responsable. destinatario en
definitiva  y en forma directa de la obligación de  resarcimiento íntegro del daño.  según las exigencias de la
calidad  de  vida  actual.  A  renglón  seguido  (...)  cuando  no  existe  tal  aseguramiento  se  tiende
acentuadamente  a  una mayor  exigencia  del  primmipio de  culpabilidad  subjetiva  para  la  imputación del
resultado  lesivo al  sujeto causante del mismo. del mismo modo que nos revela cómo la entidad  o cuantía
del  resarcimiento  se  ven  en  tales  supuestos  consideradamente  menguada  o  reducida(el  subrayado es
nuestro)  en atención a consideraciones más o menos explicitas de equidad que impiden dejar en situación de
necesidad  al obligado a indemnizar en caso de que le fuere exigido un íntegro resarcimiento del daño.
Está  última  afirmación  la  basa  en  cita del Art.  44 del  Código  Suizo  de  obligaciones  y  en  supuestos
de  responsabilidad  por  riesgo,  al establecer  que  “También podrá  el juez  reducir  la  obligación  de  indemnizar
cuando,  tratándose  de  daíios  no  dolosos  ni  culposos,  el  obligado  a  indeinn izar  se  vería  en  situación  de
necesidad  en  caso  de  tener  que pagar  toda  la  indemnización”.  Para  concluir  el  autor  diciendo  que al  exigir
el  aseguramiento  en  forma  generalizada,  se  incrementan  los  supuestos  de  responsabilidad  por  riesgo,
desplazando  así el  criterio  de  responsabilidad  subjetiva.  (el  subrayado  es nuestro).
   CLEMENTE  AUGER,  “Posición  de  los jueces  ante  el  daio  corporal”  en  Revista  de  Derecho
de  la Circulación,  N°.  489,  p  179,  se  manifiesta  sobre  los peligros  de  hipervalorar  el daño:
Si  en la  determinación  judicial  del mínimo  asegurado  se ha  acudido  siempre  al  límite máximo  y,  al
mismo  tiempo.  se  ha  producido  ulla  tendencia  al  alza  en  la  cuantía  de  la  fijación  de  la
indemnización  culposa,  desde  el  punto  y  ho  m del  espectacular  aumento  de  la  cifra  de  nlíllifllo
aseguranlieflto  (por consecuencias  del  ingreso  de  España  en la  CEE),  parece  razonable  sugerir  que
en  la interpretación  judicial  sobre  los niveles  de indemnización  no se  produzca  ese  automatismo  y
se  ponderen  los  niveles  de  indemnización  (que  corresponden  a la  realidad  del  daño  producido  ei
cada  caso  en el  contexto  del nivel  económico  del país).
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incapacidades  y  lesiones  corporales  derivados  de  los  accidentes  de  tráfico  -  y
posteriormente  en los fijados en la Orden Ministerial del  16 de marzo/87, que inició los
elementos  claves, para  la  fijación  de  indemnizaciones por  incapacidades transitorias y
gran  invalidez, a fin de fomentar la seguridad jurídica, las transacciones y facilitar el pago
de  los perjuicios.
Las  ordenes ministeriales del  5 de rnarzo/9 1 que recomendaban la utilización del
baremo  optativo para tasar los daños derivados de accidente de tráfico, tenía la finalidad
de  empezar a unificar la excesiva variabilidad e incertidumbre en las indemnizaciones de
daños  para casos análogos, que en razón de ser las normas de responsabilidad  abiertas,
sometían  a la  libre valoración judicial su tasación.  Se pretendía superar la aleatoriedad
de  la  valoración, en  donde intervenía a  más del  criterio del juez302, factores externos,
corno  su  ubicación geográfica, y el  respaldo  o no para  el  conductor o  propietario del
vehículo  de  tener  o  no,  un  Seguro  de  Responsabilidad  Civil,  llegando  a  incidir
notablemente, de tenerlo contratado, una mayor  tasación de daños en la sentencia, y como
señalaba  YANEZ DE ANDRES  “con la particulciridad de que  la valoración del daño
hecha  por  los tribunales de  Instancia no es  discutible en  general  en casación  cinte el
Tribunal  Supremo,  ni pianteable  tampoco cinte el  Tribunal Constitucioflal’°  creando
esa  discrecionalidad  como  “consecuencia  el  que  supuestos  iguales  merezcan
cuantificaciones  distintas  sin  posibilidad  de  corrección  un (forme  en  instancias
superiores,  lo que provoca  el consiguiente agravio comparativo y  vulneración de lícitos
Entre  los  autores  mas  reconocidos  por su  crítica a  la  libre  discrecionalidad  judicial  está  YAÑEZ
DE  ANDRES,  Responsabilidad civilop.ciL,  p 116:
(...)  Resulta pues  completamente imprescindible arbitrar  un  sistema que.  sin  mengua  del principio  de
discrecionalidad judicial en atención a las particularidades de cada caso concreto. logre con carácter general
la  necesaria  armonización en  la  cuantificación del  daño  resarcible.  Ese  sistema, debería  estar basado
entonces,  en una baremización, como punto de referencia para “el  calculo de las indemnizacioneS y para el
logro  del necesario mínimo de certeza y seguridad que debe presidir la misma’.
YAÑEZ  DE  ANDRES,  Re’konsabilidad civil....  op.ciL, p 117.
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sentimientos  de justicia  en los  interesados, y  al  mismo  tiempo introduce un factor  de
incertidunibi’e en esta materia que alienta la litigios idad y  dculta  la solución rápida y
pacca  de la controversia a través de acuerdos transaccionales de indemnización entre
el  asegurador del  daño y  el perjudicado “,  que  pretende superarSe con  el  baremo de
tasaciones  iguales a supuestos iguales°4  superando así la tendencia judicial de valorar en
concreto  el daño emergente y en abstracto el lucro cesante y el beneficio esperado.
Aunque  a  este  respecto, hay  que  matizar que  el  daño podrá  unas  veces,  ser
estimado  con exactitud, y otros ,de  modo solo aproximado por ser a priori  su valoración,
generalmente  en  abstracto,  COfl criterios  puramente  objetivos  por  parte  del  perito  o
evaludador.  En tal razón, forzosamente en todo seguro (de daños o personas) primará  el
carácter  indemniZatorio, y más aún en uno, como el seguro obligatorio, CUYO riesgo  es la
vida  de humana y la salud, considerados como el máximO  bien patrimonial  y moral, con
el  que  el  hombre produce y  crea valores económicos, para  sí mismO, su  familia o sus
dependientes.
En  1995, mediante la  nueva  Ley  de  Ordenación y  Supervisión de  los Seguros
Privados,  (Ley 30/95 del  8 de noviembre!95); se aprueba con la  Disposición Adicional
Octava,  que modifica el Título I  de la Ley de Contrato de Seguro, el baremo, nombre con
el  que  sUele denominarse  comúnmente,  al  “Sistema de  valoración  de  los  daños  y
perjuicioS  causados  a  las  personas  en  accidente de  circulación”, que  reemplazó  la
valoración  judicial  del  daño en  accidentes de  tráfico y  se reemplaZa por  la  aplicación
O-     La disposición  del art. 9.3 de la  Constitución  española,  reza:
La  Constitución  garantiza el principio de legalidad, la eraIquia  nonnatiVa. la publicidad de las nomaS,  la
irretroactividad  de las disposiciones sancionadoras no  Çavorables o  restrictivas de  derechos individuales, la
seguridad juridica. la responsabilidad y la interdiccióli de la arbitrariedad de los poderes públicos.
Y  el att  14 se detemúna que  los españoles son iguales ante la ley”. sin que pueda prevalecer discriminación
alguna  por  azóil  de  nacimiento; raza,  sexo,  religión, opinión  o  cualquier  otra  condición o  circunstancia
personal  o social.
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legal,  de los criterios contenidos en las tablas del  sistema  305,  independiente de que los
gastos  de asistencia médica, se indemnicen totalmente, atendiendo a las necesidades del
caso,  lo cual es  desde todo  punto  de  vista,  humano,  social y jurídico  un  acierto y  no
limitar  como suele ser tradicional, el montante para atención de víctimas de accidentes de
tráfico,  caso  del  S.O.A.T  en  la  legislación  colombiana, que  lo  convierte, por  tanto,
solamente  en un seguro sanitario de primeros auxilios o de socorro.
El  baremo  español  ha  suscitado  pronunciamientos  polémicos  de  la  doctrina
científica,  que alegó la inconstitucionalidad del baremo por supuesta vulneración de los
derechos  a la vida y a la integridad personal, a la igualdad, al valor superior de la justicia
y  a  la  exclusividad  de  la  potestad jurisdiccional.  Vulneración  de  la  interdicción de
arbitrariedad y del derecho a la tutela judicial efectiva: que invoca la nulidad parcial de la
tabla  y  del baremo, en  lo  que atañe  a los peijuicios sufridos por incapacidad temporal
causados  por culpa del conductor,  los cuales fueron resueltos por sentencia del Tribunal
Constitucional, n° 181/2000, del 29 de junio.  declarando  la constitucionalidad del baremo,
pero  reconociendo  que  en la Tabla V del anexo,  el inciso  final «y  corregido conforme a
los  factores  que  expresa  la  propia  tabla»  del  apartado  e)  del  criterio  segundo
(explicación  del  sistema),  así  como  el  total  contenido  de  la  letra  B)  «factores  de
corrección»,  de la Tabla V,  son inconstitucionales y nulos.  Este apartado c) de la  letra
B)  «factores  de corrección»  se refiere a la aplicación de criterios para la cuantificación
de  los “peijuicios económicos  o  ganancias dejadas de  obtener”, que  por  tal  decisión,
podrán  ser  establecidos  de  manera  independiente  y  fijada  con  arreglo  a  lo  que
3>    Vid el art.  13), en lo tocante a límites cuantitativos para la reparación de daños corporales, para la
indemnización  de ingresos esperados  o lucro cesante, la declaratoria de  inconstitucionalidad parcial,  del
baremo  como  textualmente  dice  en la  sentencia  181 /2000:  son  ¡nconsli!uCioncties ‘  nulos,  en  los
términos expresados en el óltiino funclam en/o  jurídico  de  es/a sentencia,  el inciso final  «  y  corregido
conforme a los factores que expresa la propia labia»  del apartado c) del criterio segundo (explicación
del  Sistema), así como el total contenido del apartado de la  letra B)  ‘factores de corrección” de la
Tabla  V, ambos del Anexo que contiene el «Sistema  para  la  valoración de los daños y  pc/juicios
causados a  las personas en accidentes de  circulación»,  diferenciando  los  daños  cubiertos  p01’
responsabilidad  sin culpa y  los ocasionados por  culpa relevante en cuyo caso,  en  esta última, se  declara
que no están sometidos a los límites del baremo sino a  lo que acredite oportunamente la víctima.
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oportunamente se acredite en el correspondiente proceso.306
La  nueva jurisprudencia  sobre el baremo,  constituye,  en nuestra  opinión,  una
muy  sui generiS inteiretaCiófl  de la doctrina del Tribunal Constitucional sobre el terna,
que  tira  por  la  borda  la  doctrina  de  certeza  y  seguridad  jurídica  que  ofrecía  la
introducción  del  Anexo,  (“Sistema  para  la  valoración  de  los  daños  y  perjuicios
causados  a las personas en accidentes de circulación”) de la Ley  sobre Responsabilidad
Civil  y Seguro en la Circulación de Vehículos  de Motor, Disposición Adic.  Octava de
la  L.  30/95,  de  1995 al  2000, con  la  que  se pretendió  introducir  prestaciones  iguales
para  supuestos  similares,  y  en  cuyo  texto  de  la  ley,  no  hizo  el  legislador,  ninguna
distinción  legal  de  la  culpa  para  el  reconocimiento  de  peijuiciOS especiales,  ni  de
ninguna  naturaleza.  Aunque dable es, y con fundamento en la  institución reparatoria,
aspirar  a la restitución  integra del daño, particularmente en un tipo de daño de carácter
económiCO tan  sensible  como es,  el  rubio  de  ingresos esperados,  que  desde  estrictos
cánones  de  la  dogmática jurídica  debe  obligarse al  responsable del  daño a  indemnizar
los  peijuicioS económicOS o ganancias dejadas de obtener con las reglas sustantivas del
derecho  civil y  del derecho probatoriO en toda  su real entidad, pero que  debía limitar
el  sistema por ser corresponder  a un sistema de  tasación legal cerrada; statu quo  que
vino  a  ser  modificado  con  la  declaratoria  de  nulidad  parcial,  para  el  supuesto  de  la
culpa  relevante  y la  ruptura  del  blindaje  de  las  coberturas en  las tablas,  que  obliga a
indemnizar  en forma ilimitada, hasta el monto de los peijuicioS que se llegaren a probar
judicialmente  ,  y  a cargo del  seguro obligatorio;  con tal carga, el  sistema dejo de  ser
previsible  pues  las  indemnizaciones  podrán  desbordar  en  mucho  los  límites
inicialmente  establecidos.
Cfr.  STC 181/200
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En  consecuencia, reiterando nuestra posición,  consideramos  que tal obligación
en  exceso de los limites fijados en el  baremo, debía haberse  extendido el pago de esos
perjuicios  a  cargo  del  asegurador  voluntario  o  del  patrimonio  de  los  responsables,
porque  desde la  perspectiva de  las políticas  públicas, al que obedece el  aseguramiento
obligatorio,  y al  régimen asegurativO, los  seguros  obligatorio  deben  estar  limitados y
no  someterlos  a  eventuales  excesos  al  acreditar  las  víctimas  un  valor  superior  por
perjuicios  económicos.  Es  una quiebra del  sistema asegurador  obligatorio,  que podrá
repercutir  en  el  calculo  de  primas  de  aseguramiento  y,  serán  en  últimas  todos  los
asegurados-  propietarios  de  vehículos  los  que  vendrán  a  financiar  las  “culpas
relevantes  de  los  conductores  imprudentes,  como  acertadamente  lo  expusieron  en
salvamento  de  voto  los  magistrados  que  discreparon  de  la  estimación  parcial  de
jOinconstitucionalidad  sostenida en  la Sentencia  .  Al  respecto, la  doctrina dejo  de ser
 y  se  plantean  interrogantes  sobre  la  “culpa  relevante”  judicialmente
declarada,  que  vuelve  a  someter  a  uia  dualidad  de  responsabilidad  para  el
reconocimiento  de  una  parte  de  los perjuicios  económicoS a  los  ingresos dejados  de
percibir  por la víctima.
No  obstante, el sistema baremado es un buen sustituto de la valoración judicial,
por  la aplicación de  tablas a cada caso particular y concreto, respondiendo, que responde
a  los  anhelos doctrinales en  los ordenamientos continentales°9,  interesada en  unificar
  STC 181/2000, con Voto particular de  D. Rafael de Mendizabal Allende, D. Manuel Jiménez de
Parga  y Cabrera, D. Vicente Conde Martín de Hijas y D. Femando Garrido Falla.
  REGLERO CAMPO, L. Fernando.  “La /en/encia  del Tribunal Constitucional  181/200, cte 29
de  junio  sobre  el sistema  de valoración  de  daios  corporales de  la LRSCVM” .  En  Actualidad Jurídica
Aranzadi,  X, núm. 499,  27 de julio  de  2000, p  1 y  ss.  SOTO NIETO, Francisco.  “Constitucionalidad e
inconstitucionalidad  del sistema establecido en la Ley  30/1995. Culpa relevante del conductor”. Revista
Actualidad  Penal, n° 15, 9 -15 de abril ,2001,  p 305- 324
,09  MORILLAS JARILLO, María José.  “La valoración de los Daños: el baremo.  En Coloquios
de  Bilbao  sobre Responsabilidad  Civil del Automóvil,  Documentación  Juríica N°  81,  1996, p  207.  en
cuanto  a  la adopción de  un  baremo decía: “Sin éinbargo, se puede  decir  que  ha sido la valoración  del
daiio  personal la «asignatura  pendiente».  Y destaca como la novedad más importante no  el baremo
en  si mismo, sino la naturaleza del mismo, que paso de ser un conjunto de normas de  carácter dispositivo,
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criterios  de interpretación de la doctrina jurisprudencia!,  y nos atrevemos a afirmar que es
un  modelo importante de tomar en consideración en cualquier sistema de responsabilidad
civil  en general y particularmente en la responsabilidad civil automovilística que todos los
ordenamientos sigue reposando la valoración del daño en el libre arbitrio de los jueces.
2.3.4.  El ConsorCio  de Compensación de Seguros
El  Consorcio es un Fondo de garantía, con  obligación perentoria de  asumir  los
riesgos  del  seguro  obligatorio, rechazados  por  aseguradoras  privadas  y  garantizar  la
reparación  de  los  daños  a  las  víctimas, de  accidentes de  circulación  ocasionados  por
vehículos  no  identificados o  no  asegurados, o  de  aquellos asegurados en  empresas en
situación  de disolución forzosa, suspensión de  pagos o quiebra.  Asimismo,  asume las
indemnizaciones  que  componen  causa  de  exclusión  para  el  asegurador  (privado),
representadas  en indemnizar tanto los daños corporales como materiales producidos por
el  vehículo  asegurado  robado  o  hurtado  (salvo  lo  previsto  para  ocupantes  con  su
consentimiento).  Igualmente está  obligada  a  indemnizar los  daños producidos  p01.  un
vehículo  de motor, cuando no se pudiera hacer efectiva la prestación económica por los
medios  regulados en  la Ley de todas  las prestaciones hasta los límites de aseguramiento
obligatorio3’0
Al  Consorcio, la Ley le  ha otorgado la facultad de repetición contra el causante
con  criterios  orientativos  (como  venía  siendo  en  el  ordenamiento  español,  antes  de  la  disposición
Adicional  octava)  que no vinculaba  a los Tribunales, para  establecerse como un  conjunto de  normas de
contenido  imperativo. (art.  1.2 de la LRSCVM).
  REGLERO CAMPOS.  Accidentes  de  circulacio’n... op.cit.,a  p  428  a  461,  hace  una amplia
exposición  de  las funciones y coberturas del Consorcio de Compensación de  Seguros español, éste quizas,
pionero  en Europa como Fondo de Garantía.
También,  en  su ilustrativa tesis doctoral  la  profesora María  José  MORILLAS  JARILLO,  (El
seguro del Automóvil...  op.ciL, p 637 a  658) desalTolla en el Capítulo XI, la naturaleza jurídica, regulación,
funciones y  ámbito de actuación del Consorcio de Compensación de Seguros.
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del  daño, que nace en virtud del pago de la indenmización. Al Consorcio se le asia  tao
faculta  para ejercer una  acción subrogatoría y repetir contra el  conductor, el  propietario
del  vehículo causante o el asegurado, o el tercero llamados a responder, en los siguieres
casos:
1)    que el daño se deba a conducta dolosa;
2)    cuando se declara a un tercero ajeno al conductor responsable de los daños;
3)    cuando existan vicios del contrato;
4)    contra el responsable del accidente en los eventos de  vehículo no asegurado, y
5)    contra los  autores,  cómplices  o  encubridores del  robo  o  hurto  del  vehículo
causante  del daño.
El  Consorcio de Compensación de  Seguros, es una entidad de Derecho público,
cuya  principal función es  asumir los riesgos de daños corporales y de bienes, causados
por  vehículos no  asegurados o no identificados o cuando estan expresamente excluidos
del  contrato de  seguro obligatorio a  cargo  de  un asegurador -p.e  daños a  terceros por
vehículo  robado-  pagando las indemnizaciones que se produzcan conforme a la Ley de
responsabilidad y seguro.
2.35.  La Oficina Española de AsegwadoreS de Automóviles -OFESAUTO
En  el  art.  13 del  nuevo Reglamento  de  la  Ley  sobre  Responsabilidad  Civil y
Seguro311, establece  una  oficina  nacional  de  seguro del  automóvil312, denominada  la
Oficina  Española de Aseguradores de Automóviles (OFESAUTO), que agrupa a todas
SM  Real Decreto 7 de  2001
l2  Establece el art  13.4 ¿el reglamento que el  Ministro de Economía dictará  las normas relativas al
funcionamiento  de la  Oficina Española  de  Aseguradores de  Automóviles  (OFESAUTO),  como oficina
nacional  de seguro.
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las  entidades aseguradoras autorizadas para  operar  en el  ramo de responsabilidad  civil
de  vehículos terrestres automóviles y al Consorcio de Compensación de Seguros, tendrá
la  consideración de oficina nacional de eguro  a que se refiere la Directiva 72/166/CEE,
del  Consejo.
Estas  oficinas, tienen  a su cargo la tramitación  de los siniestros y garantizar en
nombre  de  todas  las  entidades  que  agrupan,  el  cumplimiento  de  las  obligaciones
derivadas  de los  seguros de responsabilidad civil de  suscripción obligatoria, por razón
de  accidentes causados en  otros países por vehículos con  estacionamiento habitual  en
España•  o  asegurados  en  España  mediante  el  certificado  internacional  de  seguro
denominado  carta verde o seguro en  frontera, para aquellos vehículos de terceros países
que  no  tienen  estacionamiento  habitual  en  la  comunidad  ni  al  espacio  económico
europeo.
No  obstante  OFESAUTO,  como  oficina  nacional  del  automóvil  en  España,
podrá  delegar la representación de  las diferentes entidades  aseguradoras extranjeras,  a
solicitud  de  la  oficina  nacional  de  su  respectivo  país,  en  favor  de  alguna  de  las
entidades  aseguradoras  o  de  entidades  especializadas  en  la  gestión  de  siniestros313
siempre  y  cuando  esten  debidamente  autorizadas  por  la  autoridad  nacional  ara  su
funcionamiento.  Asimismo,  a  solicitud  de  las  entidades  aseguradoras  que  operan  en
España  podrá cursar  idéntica petición  a las oficinas nacionales  de otros Estados  a fin
de  delegar su representación.
Las  citadas  entidades  aseguradoras  o  entidades  corresponsales  españolas,
Modificado  por  la ampliación de  la CEE, con la Directiva 72/430/CEE de  diciembre 1972, para
garantizar  los pagos  de  los siniestros  ocurridos en  el  territorio  de  cada  país  miembro,  que hayan  sido
provocados  por  la circulación de los vehículos que tengan su estacionamiento habitual en  el territorio de
ótro  Estado mieibro,  estén asegur2idos o no, en las condiciones de su legislación nacional de seguro.
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autorizadas  para  representar  a  entidades  aseguradoras extranjeras,  responderán  en  los
mismos  términos  que  OFESAUTO ESPAÑA.  A tal  efecto,  la  Oficina  española  de
Automóviles  —OFESAUTO- llevará  los  registros  necesarios  de  corresponsalías
autorizadas,  al  objeto  de  facilitar  la  información  necesaria  a  quien  tenga  un  interés
legítimo,  particularmente  las  personas  pei  udicadas  en  siniestros,  para  que  puedan
identificar  sus reclamos y la entidad a donde deben dirigirse.
Se  prevé en la norma que en caso de incumplimiento del corresponsal, conflicto
de  intereses  o  cese  voluntario  en  la  representación  autorizada,  OFESAUTO  España
asumirá  el  cumplimiento  de  las obligaciones  que le  han  sido asignadas  por la  Ley de
responsabilidad  y  seguro,  para  que  en  ningún  momento  exista  indefensión  de  los
peijudicados.
Puede  decirse como colofón que con esta reglamentación de la Oficina española
de  automóviles,  cumple  el  Estado  español  las  disposiciones  establecidas  en  las  tres
Directivas  comunitarias  de  armonizació”  y  adaptación  de  la  legislación  de
responsabilidad  civil y seguro, a partir  del  art. 2.2 de la  primer Directiva  72/166/CEE
de  24 de abril de  1972, y los acuerdos complementarios de  16 de octubre de  1972 y 12
de  diciembre  de  1973  y  especialmente  con  el  principio  de  la  tercera  Directiva
90/232/CEE  de  “inóxima  protección  posible  a  las  víctimas  de  los  accidentes  de
tráfico”
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CONCLL) ,IONFS
Resumiendo  los  puntos  más  relevantes  del  sistema  de  responsabilidad  y
aseguralTliento  obligatorio  del  ordenamiento jurídico  español,  podemos  extraer  las
siguientes conclusiOte5
PRIMERA
La  responsabilidad automovilística, se encuentra tipificada en leyes especiales y
autónomas:  la Ley de Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a
Motor  -LRCSCVM- (T.R de la Ley del Automóvil de  1962), y su nuevo reglamento el
Real  Decreto  7/2001, complementado por  las  disposiciones  del  Código  Penal  que
tipifican  para los accidentés de tráfico, un delito de imprudencia por violación del “deber
de  seguridcicf’ con  circunstancias  de  agravación  por  conducción  bajo  estado  de
embriaguez,  drogas  o  estupefacieflte5 infringir  el  deber  de  socorro  y  la  conducción
temeraria;  excluye los delitos dolosos en los que el vehículo sea utilizado como un  arma,
y  se atenúa la objetividad con dos causales legales de exoneración de responsabilidad: la
fuerza  mayor extraña a la  conducción y la culpa exclusiva de la víctima respecto de los
daños  coiorales,  casi que se convie1en en una sola, ante la exigencia de la carga de la
prueba  para demostrar, la no responsabilidad del conductor, que en  la praxis, reduce la
posibilidad  exonerativa, de demostrar la culpa exclusiva y única de la víctima.
El  sistema de responsabilidad civil extracontractual  aplicado a los accidentes de
tráfico,  aunque estructurado sobre la teoría del riesgo, sigue sometido a principios de lege
ferenda  de  culpabilidad, pero con  una avanzada evolución jurisprudencia!  que con la
Ley  del  automóvil  de  1962 empieza a  estructurar la  responsabilidad por  riesgo,  hasta
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llevarla a una responsabilidad objetiva atenuada, que aunque no prescinde totalmente del
elemento  culpabilístico, tanto a  cargo del agente dañador, como a cargo de  la víctima,
cuando  por culpa, así sea levísima para el conductor o única y exclusiva para la víctima,
neutraliza  a favor de uno o del otro o compensa, los efectos reparatorios derivados.
SEGUNDA:
Aunque,  en la  LRCSCVM no se atribuye estrictamente un criterio de responsa
bilidad,  su herrneneútica  desentraña una dualidad en cuanto: para  la cobertura de  los
daños  corporales hasta  el  límite del  S.O.A objetivo atenuado;  y tradicional  subjetivo
objetivado  o de causalidad para  los daños a bienes, sometidos a la legislación civil del
art.1902.
TERCERA:
Es  claro  que  en  la  normativa  de  responsabilidad  civil  automovilística,  la
obligación  de  indemnizar, se  desplaza  al  asegurador  obligatorio,  por  la  “culpa o  la
causalidad  del conductor” o asegurado  y, hasta los límites de  la cobertura obligatoria;
sustituyendo  la  obligación  de  indenmizar,  nacida  en  cabeza  del  conductor  -  o  el
propietario  en  los casos determinados en  la  misma Ley-  que  se convierte en  sólo  el
punto  de conexión del sistema para el reparto de la indenmización,  debiendo liquidar en
su  totalidad o proporcional a la responsabilidad del conductor, la indemnización a favor
del  pejudicado.
Con  tal ratlo Jons,  se puede afirmar que el S.O.A, español, es un típico seguro
de  cobertura de daños, estructurado para garantizar la pérdida que sufriría el asegurado
-  por  su  responsabilidad  y  que  debe  a  favor  del  peijudicado  en  el  accidente  de
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circulación,  y  que  como  auténtico  seguro de  responsabilidad  a  terceros,  excluye  el
pago  de  la  indemnización  cuando  el  daño  se  debe  no  a  la  responsabilidad  del
garantizado  -  el  conductor  o  propietario  -  sino  a  la  propia  culpa  de  la  víctima,
incluyendo  entre estos a los inimputables.   sin que  repugne a su naturaleza, extiende
las  coberturas,  al  propio  tomador,  asegurado  o  propietario  siempre  y  cuando  no
conduzcan  el  vehículo  al  momento  del  siniestro;  adquiriendo  como  pasajeros  del
vehículo  o peatones,  la  calidad de terceros frente al conductor y el asegurador, por los
daños  personales  o  materiales,  dada  su  finalidad  “socializante” tanto  en  el  Derecho
nacional  como en el comunitario europeo.
CUARTA
La  cobertura del aseguramiento obligatorio -SOA-, se aplica independientemente
de  la  existencia  o  no  del  contratado de  seguro  en  cuyo  caso  será  el  Consorcio de
Compensación  de  Seguros  quien  soporte  el  pago  de  la  indenmización  por  el  daño
causado  por  el vehículo no identificado, no  asegurado o robado, siempre y cuando, de
esta  circunstancia, no tenga conocimiento, ni sea cómplice la víctima- y subsidiariamente
responderá  con su propio patrimonio el obligado a responder en su caso, el conductor, el
ladrón,  cómplices o encubridores -  u  otros llamados por la Ley -,  contra  quienes podrá
repetir  el  Consorcio de CoiiWensación de Seguros.  De  ahí que sea mucho más convç
niente  para los peiudicados  al iniciar las acciones procesales por accidentes de tráfico,
tanto  por  daños  corporales  como  materiales,  dirigirlos  exclusivamente  contra  la
aseguradora  o el  Consorcio; y beneficiarse el  actor por la  inversión de  la  carga de  la
prueba,  siendo mas  factible el triunfo de la pretensión y la condena a pago de intereses
moratorioS, que no estarían a cargo del codemandado -conductor- por el mismo montante
estipulado  en  la  Ley  de  responsabilidad y  seguro, que  si  se  demanda  solamente  al
responsable  del accidente.
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QUINTA
La  gran novedad legislativa de la Ley del Automóvil, consiste en la introducción
con  la  Ley 30/1995, de  un  sistema legal de  baremación de  los daños corporales, que
incluye  el  daño  moral  y  el  lucro  cesante,  con  el  que  se  vino  a  reemplazar  la
discrecionalidad judicial,  el libérrimo poder del juez, discrecionalidad criticada por gran
parte  de  la  doctrina  como tasación  “a  ojo  de  buen  cubero”, “lotería judicial”  que
producía  una excesiva variabilidad en  las indemnizaciones para supuestos iguales, pero
que  otro sector critica por arrasar la  individualidad y particularidad del daño  que debe
tenerse  en cuenta en cada caso particular y concreto.
En  nuestra  opinión,  consideramos  en  términos  generales,  muy  afortunada  la
decisión  del  legislador  de  adoptar  un  baremo  como  mecanismo,  que  limita  la
discrecionalidad  y  variabilidad judicial,  y  que frente  a  los peijudicados  otorga  mayor
certeza  y seguridad jurídica  que como toda  norma legal, será en su  aplicación práctica
que  se pruebe su eficacia, siendo susceptible de mejorar.  No obstante, si consideramos
que  la rigidez de  las tablas en la liquidación del  lucro cesante, tiene plena validez para
aquellas víctimas que no tienen ingresos definidos al momento del accidente, en razón de
su  edad,  condición temporal  laboral o  de  incapacidad pero  no  para  las  que  están  en
capacidad  de demostrar su productividad que tienen derecho a  la plena indemnización,
debiendo  dejar estás  reclamaciones sometidas a  las reglas probatorias de peijuicios de
responsabilidad  civil, porque lo contrario es ir en contravia del  principio de reparación
integra  y obviamente, acudiendo al  seguro voluntario de  automóviles o  al  peculio del
civilmente  responsable para las sumas que se liquiden en exceso de las tablas baremadas
del  seguro obligatorio.
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SEXTA
Consecuencia  de  las demandas de inconstitucionahj  al sistema de valoración
de  daños -  el  baremo -  el  Tribunal Constitucional en reciente sentencia  -  STC  181/2000,
de  29 de junio-  vuelve al principiO de la culpa, par morigerar la interpretación del Texto
ReftmdidO de la Ley de Responsabilidad Civil  y Seguro en la Conducción de Vehículos
a  Motor,  que  en  su  extenso cuerpo,  a  nuestro entender,  no  infiere ni  categoriza la
acepción  de “culpa relevante”,  pero que el honorable Tribunal atemperó al resolver las
demandas  de  inconstitucionalidad.  Se  determifló entonces,  que  probada  una  “culpa
relevante”  a  cargo  del  conductor, y  estando judicialmente  declarada, no  se  aplicaran
estrictañwnte  los límites del baremo para  el apartado de “perjuicios económicos” o de
lucro  cesante,  contemplados  en  el  apartado  B)  de  la  tabla  V  del  Anexo,  en  la
cuantificación  de  tales  peijuicioS  o  ganancias  dejadas  de  obtener,  pudiendo  ser
establecida  de  manera  independiente, Y fijada  con arreglo a  lo que  oportunamente se
pruebe  en  el  correspondiente  proceso.  Con  este  pronunciamiento jurisprudenCial  se
desvirtuó  la  firmeza  del  baremo,  declarando  tácitamente  en  tales  supuestos  una
responsabilidad ilimitada, que precisameñte se consideraba de tasación única e igualitaria
para  todos.
La  decisión  es  irreprochable  desde  la  perspectiva  de  la  responsabilidad  civil
extracontractual,  que  en justicia  permite prevalecer la  institución reparatotia  aquiliafla
hermeieútiCa  que compartimos, por que subsana la rigidez del baremo para reconocer la
“integralidad”  del daño en cuanto a los ingresos dejados de percibir por la víctima, que
no  puede sufrir ese empobrecimiento, pero que desde otra perspectiva, del  Derecho de
seguros,  en nuestro modesto concepto, consideramos que no debería  trasladarse al SOA,
por  su naturaleza de cobertura limitada, impuesta obligatoriafl1eflte por un interés social;
el  exceso  de  la  indenmización  debe  ser,  a  todas  luces,  aplicable  a  la  cobertura
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complementaria  del  seguro voluntario de automóviles, afectando la  cobertura básica de
Responsabilidad  Civil, destinada a cubrir las indenmizacioneS en exceso del SOA y que
debería  tener  contratado el  tomador, asegurado  o propietario, bien  anexo  a  la  misma
póliza  de seguro obligatorio o en póliza adicional; puesto que los seguros obligatorios, en
su  esencia,  corresponden  más  a  un  problema  de  previsión  social  y,  cumplen  a  su
finalidad  con una cobertura limitada.
Consideramos  que  la  decisión  jurisprudencial  en  los  términos  fallados,  no
obstante  los numerosos salvamentos de  voto,  grava el  sistema a  cargo del  asegurador
obligatorio,  y puede poner en peligro el citado sistema de previsión, y la financiación del
mismo  asentado  en  principios  económicos jurídicos  del  seguro,  y  generar  efectos
indeseados,  resquebrajarse, pues es evidente que la mayoría de las víctimas futuras, van a
pretender  ser reparadas por encima de los límites del  baremo con el  fundamento de “la
culpa  relevante” y en consecuencia obtener altas indemnizaciones, que pueden  llevar a
tomar  medidas  que  limiten  el  crecimiento de  los  montos  indenmizatorios, mayores
costes  de aseguramiento o incluso al desmonte del sistema, efectos que quizá excedan el
alcance de la referida jurisprudencia pero que debió preverse así.
SEPTIMA
Aunque,  reconocido es  que el  sistema de responsabilidad y seguro derivado del
accidente  de  tráfico  sigue  gravitando sobre  la  clásica naturaleza  de  la  institución  de
responsabilidad,  ha  evolucionado hacia  un  sistema cuasi-  objetivado,  que  involucra
conceptos  de  ‘culpa social “,  principios “pro  damnato “,  acorde con las modernas teorías
del  riesgo, que buscan la reparación de la vina  bajo el principio de que “ningún daño
derivado  de riesgo  previsible  debe  quedar  sin  indemnización  “,  postulados que deberían
llevar  a  una reforma para  extender la  cobertura de  los daños por culpa  atribuible a  la
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propia  víctima,  siempre  y  cuando  ésta  no  sea  dolosa,  Único evento  de  exclusión;
aplicando  para la  indemnización, sin romper los criterios de seguro de responsabilidad,
los  mismos  preceptoS compenSat01’0s asimilables al  supuesto de  contribución  de  la
víctima  en  la  causación  del  daño,  por  la  cual  se  reducirá  la  indemnización,  no
proporCiOflaIh1te  sino  en  cuantía  fija,  p.  e  de  un  50%, puesto  que  no  puede  ser
indemnizada  igual que la  víctima inocente, ni  la  cocausante del  daño;  de  no ser  así,
repugna  a  los  principios  rectores  del  sistema, que  en  la  parte  motiva  de  la  Ley  de
ordenación  y  supervisión de  los  seguros privados,  se  precia  de  colTesponder a  un
“Derecho  que no  se  quede  rezagado  respecto  de  la  realidad social” y  que  en
cumplimiento  de la tercera Directiva comunitaria, el  sistema obligatorio de  accidentes
de  circulación,  “únicamente excluye  de  su  cobertiirct los sufridos  por  el  conductol”,
coberturas  propias  de  un  sistema  de  responsabilidad  por  riesgo  y  paradójicaflnte
excluye  de indemnización a la víctima del daño,  quien culpable o no en su actuar,  a más
de  sufrir el peljuicio  en su propia humanidad, su vida y su  salud,  gravara su patrimonio
para  resarcirSe del  daño y sensu  contrario que  esa misma culpa pero  atribuible a otro
agente  dañante -  el  conductor -  si  le permita  a este proteger  su patrimonio mediante el
seguro  obligatorio.  Igual critica  y en el mismo  sentido,  hacemos  para  la exclusión  de
indemnización  a los inimputabIes que ya,  no debido a ‘su  culpa “,  sino  a  “su conducta “,
sin  reparos desde  concepciones de la dogmática jurídica, no son cubiertos pol el SOA y
censurables  a  “un seguro de la  mayor sensibilidad social”, así reconocido en  la misma
exposición  de motivos.
En  virtud  de  todo  lo  anterior, como  colofón  reitero mi  postura, respecto  a  la
conveniencia  de  adoptar bajo  las concepciones del  moderno derecho de  accidentes, el
sistema  de  seguros  obligatorios sin culpa  para  la  reparación de  daños  coioraleS  en
accidentes  de circulaciófl  seguros obligatOr0S en los que  no se  valorará la  culpa de
ningunO de los agentes interveniefltes, ni del conductor, ni de la víctima  puesto que los
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accidentes  de tráfico deben considerarse accidentes unilaterales, causados por las cosas,
las  máquinas, que similares a los accidentes aeronáuticos o los empresariales de carácter
laboral,  no  repugnan  a  los  principios  de  imputación  del  derecho  de  resarcimiento,
arropando  a los peijudicados a  la par del progreso económico de los empresarios corno
generadores  de  riqueza;  pudiendo  hacer  efectiva  la  responsabilidad objetivada  o  por
riesgo,  esencia  de  la  responsabilidad  automovilística,  trasladando  el  coste  de  la
reparación  del daño al  sistema de garantías del seguro obligatorio del automóvil.
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PARTE  II
EL  SISTEMA  DE RESPONSABILIDAD  CIVIL  AUTOMOVILISTICA  Y  DE
GARANTIAS  EN EL DERECHO  COLOMBIANO
CAPITULO  III
EL  SISTEMA DE RESPONSABILIDAD AUTOMOVILISTICA
EN  EL DERECHO COLOMBIANO
3.1.  NOTAS PRELIMINARES
A  partir del dualismo de naturaleza y sociedad, el hombre primitivo interpretaba
la  “naturaleza” como una parte de la sociedad, y conforme a esas normas sociales, la “lex
talionis”65,  era la norma de retribución, cuando se había causado un daño.  Por eso la
talio  tenía como fin dañar al ofensor más que  retribuir a través del castigo al agraviado
por  el  mal sufrido “reparando” o  “curando”, expresiones que vinieron a  ser conocidas
sólo  en la moderna terminología jurídica  y más en la institución de responsabilidad civil
extracontractuall€E o de la ley ctquiiia167.
Posteriormente,  con el principio retributivo, unido al principio de causalidad -
desarrollado  bajo las doctrinas atomistas, acogido por EPICURO y en la edad moderna
por  BACON, GALILEO y  KEPLER y después por KANT-  se considero aquel -  el
retributivo-  como el principio por el que se distribuye  el castigo “a causa de el pecado”
y  el premio “a causa  del mérito “,  y  al  principio de causalidad como aquel por el  cual
“existe una  conexión  objetiva entre causa y efecto,  una  conexión  inherente  a  las  cosas
‘  KELSEN. Hans.  Society  cinc! nalure. Chicago  : The University of  Chicago Press. Traducción
castellana  por  Jaime  PERRIAUX.  Sociedad y Naturaleza.  Una investigación sociológica. Buenos Aires:
Depalma,  1945, nota  39, Cap  III, p  491,  se  refiere  al  ‘las talionis, o  regla de  la  equivalencia entre  la
injuria  y  la  represalia,  que  es  característica  de  la  justicia  salvaje”  (en  cita  de  EDWARD
WESTERMARCK,  Early Beliefs and Their Social Influece(1932), p 95).
  DE ANGEL YAGUEZ,  Ricardo. Lecciones sobre  responsabilidad civil. Bilbao: Universidad
de  Deusto, 1978, p  13. Considerado el profesor De Angel  Y, como  una de  las voces más  autorizadas en
materia  de  responsabilidad  en  España,  hace  un  análisis  de  las  diferentes  definiciones  de  la
responsabilidad  civil extracontractual o aquiliana.  ‘K’
‘   KELSEN. Hans.  Societv  op. cii., p49l
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mismas  -  un  lazo íntimo  tal que la  causa produce  en alguna forma  el efecto; la causa
hace  algo  que  trae  como  consecuenCici el  efecto”.168  Entonces,  la  causa  es
primitivamente  concebida como  un  ante,  una  sustancia que  produce  fuerza’69,  que
transforma  el principio de retribución en ley de causalidad, por el cual en  los hechos, el
castigo  y la recompensa se tornaron en  “efecto”, de ahí  que  “no hay suceso sin culpa”,
asimilada  está última a  “causa “,  por  eso, “los hechos en cuanto efectos son relacionados
con  otros hechos en cuanto causas” y sirvieron de soporte y fundamento a la institución
de  la  responsabilidad aquiliana, que  posteriormente obligaría  a responder por  el  daño
causado,  pero siempre que existiera culpa, ya fuera por un  delito o un cuasidelit&70.
   Ii,id, p 380- 383. KELSEN  cita a los atomistas LEUCIPO y DEMOCRITO.  ftindadores de la
ciencia  natural pura que  lograron una separación de la  Ley de  causalidad y el principio  de  retribución.
En  los dos principiOS de  causa y efecto”, téngase en  cuenta que  en la vieja  filosofia de la naturaleza, el
significado  originario  de la palabra  “causa  era ‘culpa’,  y que  la  causa era la  “responsable” del efecto:
Igualmente,  que la  Ley de  causalidad  en  la ciencia  natural moderna  la  “causa” es  concebida como  un
agente.  una  sustancia que emite berza,  inspirada en la  experiencia de  la  operación de  la  voluntad del
hombre,  que consideraba a su yo, a su alma, como la “causa” de sus acciones.
69  Ibid,  p 388, se refiere a la afirmación de  KELSEN que si el derecho penal abandona el principio
de  retribución y  con  ello  la  idea del  delito y  el  castigo  consubstancial, reemplaZandQ la  retribución y
aceptando  que el fin del castigo es la prevenciófl pierde sentido la equivalencia delito y pena, por que está
ya  no se  infligiría por  causa del delito sino para preve1r  delitos futuros. En criterio del mismo autor. lo
atribuye  a  que  quizás apoyados en  la voluntad del ser humano, se  siia  la  fuerza en  su  “alma” su yo,  la
“causa’  de  sus  acciones. HUME  transfirió la  conexión objetiva  entre  causa  a  efecto,  a  lo  subjetivo,
convirtiendo  un problenia ontológico en epistenlológico (teoría del conocimiento).
°  Entendida a partit  de la clásica clasificación de DOMAT y POTHIER. introducida en el siglo
XVIII  a través del Código Francés en las legislaciones consideradas como de  Derecho continental europeo
que  centra la  finlidad  de la responsabilidad en la capacidad resarcitoria de los daños causados. Respecto a
esta  clasificación, DOMAT hizo la distinción de los  actos expresamente prohibidos por la  Ley (derecho
penal),  de aquellos que eran contrarios a la equidad, la honestidad, las buenas costumbres, aunque estos no
esWvie1efl expresamente prohibidos; distinción que en nuestro sistema es el hecho ilícito, que comporta una
pena,  el hecho culposo, derivado de las violaciones contractuales o de la culpas que no son delito, sino un
comportamiento imprudente o negligente de las personas o de  la falta de vigilancia de las cosas o animales.
Para  POTHIER,  con  planteamientos similares,  derivados  de  la  clasificación romanista  de  delitos  y
cuasidelitos,  este último era el hecho por el que una persona, sin intención dfrecta de delinquir, causa daño
a  otra con imprudencia no  excusable, da  lugar a  su deficiófl  de  responsabilidad, caracterizada por  el
elemento  subjetivo  (dolo  o  culpa),  el  daño,  como  elemento  objetivo,  la  intención  que  implica  la
imputabilidad y el nexo causal entre la conducta y el daño causado.( Cita tomada de  ROCA. Derecho de
162Daños,  op.cit.. p  19).
Esta  concepción  más filosófica que jurídica,  de principios cristianos,  asentada
en  el  concepto  de  “pecado”, culpa,  sanción,  castigo  o  premio,  ha  sufrido  profundas
transformaciones  en  las  legislaciones  de  responsabilidad  modernas,  particularmel1te,
en  el  ámbito  de  las  máquinas  accionadas  por  él  hombre,  como  son  los  vehículos
automotores,  creadores  de  riesgos,  denominados  actualmente,  riesgos  de
responsabilidad  civil automovilística o por nuestra jurisprudencia,  “hechos de las cosas
en  actividades peligrosas” y con menor rigor,  “accidentes de tránsito o circulación”.
En  materia de  accidentes de circulación es donde  se ha hecho  más evidente  [a
transformación  de  ésta  materia,  siendo  propósito  entonces  de  los  ordenamientos
jurídicos  modernos, como ha puesto de relieve DE  ANGEL  YAGUEZ,171  fijar  reglas
legales  sobre atribución de responsabilidad civil, que:
(...)  intentan restablecer  el bien  lesionado  por  un hecho dañoso, pero sin sujeción al criterio
básico  de  la responsabilidad  penal que  es  la  “culpabilidad’.  Aunque el  criterio  de  culpa  se
halle  en  lo  más  profundo de  sus raíces,  pero  a  diferencia de  la  responsabilidad  penal,  juega
otras  motivaciones, otras  circunstancias, variables de contenido económico y  social, o sea que
se  debe responder en muchos casos, aán sin culpa.
La  Responsabilidad  civil  extracontiactual  lo  que  pretende  es  indemnizar  a  las  víctimas,  no
castigar  a quien soporta la responsabilidad, ese es asunto de la responsabilidad penal.
De  ahí  que  los  códigos  europeos  decimonónicos  se  basaran  en  la  culpa,  y
siguiendo  a la  doctrina francesa de  la época,  adaptada en  el  Código  Civil chileno  de
Andrés  Bello,  la responsabilidad  civil colombiana  se rige  por el  postulando  de  quien
cause  un  daño a otro con “culpa o negligencia” y no  por cualquier otra circunstancia172
como  también  se regula en el Código Civil español, deberá reparar el daño.
‘  DE  ANGEL  VAGUEZ.  Ricardo. Lecciones  sobreop.cil.,  p 13.
72    Ibídem.
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Los  daños  causados  a  las  personas por  la  conducción de  vehículos  a  motor,
tiene  su  fuente,  en  nuestro  ordenamiento,  en  la  denominada  “responsabilidad por
actividades  peligrosas “,  canon  de  responsabilidad,  de  creación  jurisprudencial’73 y
piedra  angular  del  sistema  de  responsabilidad  civil  extracontractual,  cuya
hermeneútiCa,  aunque tiene origen en el  Code francés y en la  obligación de guarda  de
la  cosa,  posee una entidad propia’74,  aunque se basa, igualmente, en la presunción de
culpa  y la inversión de la carga de la prueba175 que apareja una obligación de resultado
de  vigilancia  de  la  actividad176, que  en  nuestra  hipótesis  sigue  siendo  de  marcada
influencia  francesa,  evolucionada  también,  hacia  una  responsabilidad  cuasi
objetivada’77  propia,  del  influjo irresistible,  de  la teoría  del  riesg&78 creado por  la
Vid sentencias de la Corte Suprema de Justicia, 30 de noviembre de 1935, 14 de marzo y 31 de
mayo  de  1938,  con  que  se  sentó  doctrina  de  inversión  de  la  carga  de  la prueba en asuntos de
responsabilidad  civil  extracontractUal  por  actividades  peligrosas.  Tesis  acogida  poi  los  más
importantes  doctrinaflteS nacionales  TAMAYO  JARAMILLO.  Javier.  Tratado  de  responsabilidad
civi.  T  2.  Bogotá:  Temis,  1999,  p  6.  MARTINEZ  RAyE.  Gilberto.  Responsabilidad  civil
extracontraCtual en Colombia. 93 ed.  Medellín: Dike, 1996, p61.
174  En  doctrina de la  Corte Suprema- Sala Civil -  ST-  Diciembre 2 de  1943 -R 0090 0.  J 2001 P
320  ) decía:  “Las normas  que  regulan  la  culpa extracontractual en  el  derecho  colombiano  (Título 34
del  Libro  4o.,  del  Código Civil), son  no  sólo  mós  numerosas  yprecisas  sino  máS completas  que  las  que
regulan  esa  culpa  en el  Código Civil  rcincés.  Por eso  las conclusiones que la doctrina  colombiana ha
derivado  de  la  aplicación  de aquellas normas  no pueden  considera/se  ni  CO WO lina  imitaCión  y  menos
como  una  copia de la  doctrina  »ancesa”.
175  Para DE ANGEL YAGUEZ, Lecciones sobreop.ciL,  p 19, la  presunción de culpa en actividad
peligrosa,  es la más benigna de  las doctrinas jUntO.o la  responsabilidad poi riesgo y la responsabilidad
objetiva.
176  Vid sentencia CSJ del 5 de mayo 1999. G.J. CCXXXIV, p 260, la doctrina de infracción al deber de
vigilancia  del guardián del vehículo, sigue enraizada en la doctrina francesa, art. 1384 del C.C.
177  Aunque  en verdad hay un sistema mixto  de responsabilidad de la  actividad peligrosa, aplicada  a
los  vehículos  :  1)  para  la  reparación  de  daños  corporales,  con  límite  de  cuantía  al  aseguramiento
obligatorio,  es una responsabilidad objetiva  o sin falta, que prescinde  del elemento culpa para  accionar
el  mecanismo indemnizatorio; y, 2) para el excedente de los daños corporales no  cubiertos por  el SOAT
y  los daños  a bienes quedan sometidos al sistema  de responsabilidad por  actividades peligrosas del  art.
2356  CC, de responsabilidad subjetiva objetivada por basarse en el principio de presunción de culpa, en
nuestro  concepto  más  una  responsabilidad  cuasi-objetivada.  Puesto  que  en  la  responsabilidad
objetivada,  como  lo anota el  prof. DE  ANGEL YAGUEZ.  Lecciones  sobreop.cit.,  p  19,  “(...)  los
alivios  a  este  sistema,  son  los  seguros  obligcmiorios y  la  limitación  de  las  cuantías  de.  la
iiicleiiiiiiacioml”.
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“actividad  del  vehículo”79, con  tres  crite...  atenuadores de  exoneración,  agrupados
en  una  “causa extraña”  o  “causa ajena” que  la  convierten  en una  subdivisión  de  las
cosas  peligrosas”,  que  podríamos  denominar  simplemente,  “responsabilidad
automovilística”  o  “responsabilidad  por  la  actividad  del  vehículo”,  necesaria
caracterización  para  individualizar,  la  atribución  de  responsabilidad  nacida  de  los
accidentes  de  tránsito,  de  tanto  protagonismo,  y,  tan  específica  aplicación  en  la
herrneneútica jurídica  actual.
3.2.  LA RESPONSABILIDAD  AUTOMOVILISTICA
A  pesar  de  que  en  nuestro  sistema,  no  existe  una  normativa  expresa  de
responsabilidad  civil  extracontractual  del  automóvil,  en  el  ámbito  de  la
responsabilidad  civil aquiliana en general, ocupa un  lugar  relevante la responsabilidad
derivada  de los accidentes de tránsito180. Es una sentida carencia, a diferencia de otros
178  La  doctrina  de  la  guarda jurídica,  con  carácter  de  limitada y  en  tratándose  de  actividades
peligrosas,  ejercitadas  por  terceros  que  no  son  dueños  o  subordinados  de  la  máquina  que  causa  el
accidente,  no ha  sido aceptada irrestrictamente por  la Corte, porque además desemboca en la teoría del
riesgo,  que  tampoco ha  sido acepta por  esta Corporación,  como puede verse,  entre otros,  en el  fallo de
18  de noviembre de  1940 (‘Gaceta  Judicial,  tomo  L. número 1964 y  1965,-  p437),  y nuestro  Código
Civil  no la  considera  situación que  no  pasa en  e! Código Civil  francés, en  el  que  si  se  la  considera.
(Sentencia  de 17 de noviembre de  1943).
179                                .  . . .Expresion  que consagra legalmente p.e, el ordenamiento juridico  de Portugal en  el Art. 50  del
Código  Civil que  establece la obligación de responder por  los riesgos propios del vehículo, al expresar:
“aquel que  tuviere la dirección efectiva de cualquier vehículo de circulación terrestre o lo utilizará en su
propio  interés, o bien por  intermedio de mandatario (“comissário”,), responde por los daños provenientes
de  los riesgos propios del  vehículo, (el subrayado es  nuestro) incluso aunque este no  se  encuentre  en
circulación
180                    .  .  .    .MEDINA  CRESPO,  Mariano.  Responsabilidad  civil  automovilistuca:  De  las  culpas
absueltas  a las inocencias condenadas.  Granada: Comares, 1996, p 7,  también se  refiere a que en el
ordenamiento  jurídico  español,  ocupa  lugar señero  la  responsabilidad  derivada  de  los  accidentes  de
tráfico.  Y  respecto  a  la  falta de  legislación especial,  señala  la  función complementaria  asignada  a  la
jurisprudencia:  “hai; que  conf icir en  que  los jueces,  a/nc  las inconsistencias expresivas  del legislador,
terminen  por  descubrir  ¡ci necesidad  de  un  Ira/amiento  u,nficaclo  de  la  materia  y  que  lo  impongan,
partiendo  de  ¡ci base  de  que,  como  decía  en  193’  ‘)  MIGUEL  GARCILOPEZ,  la necesidad  es
immadre de  leyes  («La  responsabilidad sin culpa»,  1. Rey. Ibérica, Barcelona,  1931, pág. 28).
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ordenamientos  jurídicos’81  particularmente  de  los  europeos  y  norteamericano,  con
‘‘  REGLERO CAMPOS. Accidentes de Circulación... op.cit., a p 97, se refiere a la primera mani
festación  sobre la responsabilidad automovilística, que surge en Francia “.  .  se  halla en  un proyecto  de ley
presentado  por  los diputados BERNARD YDAUTHIE,  en el que se proponía la adición al art. 1386 del
Cod.  civil del siguiente párrafo.  “El propietario de un vehículo automóvil es, en todo caso  e  independien
temente  de  cualquiera que fuese  su  culpa personal  responsable del daño ocasionado por  su vehículo.
Esta  responsabilidad no tendrá lugar cuando pruebe la culpa directa y grave a cargo de la víctima”; (cita
tomada del Jotua1 oficielle, cam. dip., Doc.  parl.,  1906, núm.  522, pág. 235. ) mfra  a págs. 47 y ss el
mismo  autor, hace un análisis de los diversos sistemas de responsabilidad, que citamos, en virtud a  su
importancia  como referente del Derecho comparado:
En  el sistema francés,  hasta la Ley de  5 de julio  1985, no existía ninguna norma especial sobre
i.esponsabilidad automovilística, regía el principio de  interpretación jurisprudencia! del  art. 1384
del  Código Civil, relativo al  “gardien de  la  chose”, a partir de la  célebre sentencia “Jand’heur”
del  13 de febrero de  1930, con la cual se ligó la responsabilidad a la  guardia de  la cosa y, no a la
cosa  misma.  Se establece un sistema de responsabilidad prácticamente objetivada del guardián de
la  cosa,  en  el  que  se  consolida la  declaración  de  responsabilidad, sin distinguir si  la  cosa  es
accionada o no por la mano del hombre.
En  la República Federal Alemana, igual que en  España, la responsabilidad automovilística, se
edcuentra  regulada desde 1909, po!. la Ley sobre accidentes de circulación KrafthfahrZe11gge5etz”
reemplazada  por la Ley federal de  19 de diciembre de  1952 rassenverkehhrsgesetz”  (“StVG’9.
Se  obliga  a  responder  no  tanto  al  conductor -sistema  de  responsabilidad  español- que  sólo
responde  solidariamente al acreditarse su actuar negligente, como sí a su propietario o detentador
“el  Ha/ter’;  responsabilidad objetivada  basada  en  la  doctrina del  riesgo  de  presunción de
responsabilidad,  como lo señala el precepto  de la “StVG”
Cuando  como consecuencia del uso de un vehículo de motor muere una persona o se causan daños
corporales  o su salud, o daños a las cosas. el “halter” esni obligado a reparar al aaviado  el daño
sufrido.  La obligación está excluida, por “un evento inevitable que no se deba a un fallo o defecto
del  ftmncionamieflto del vehículo.  Se considera como evento inevitable sobre todo la acción de la
víctima,  de un tercero ajeno a la actividad del velculo  o de un animal, siempre que el “halter” o el
conductor  hayan guardado la debida diligencia de las circunstancias del caso.
Es  preciso aclarar que  las víctimas, pueden optar por acogerse a  este sistema de  protección de  la
Ley  de  1952 o al régimen general de responsabilidad civil (823.1), en  el cual tienen la carga de la
prueba,  puede reclamar la totalidad del perjuicio, incluyendo los daños morales, que no contempla
la  citada Ley.
En  Italia. al igual que en Portugal y a diferencia de España o Alemania, que han disciplinado la
responsabilidad  automovilística en una Ley especial, el sistema de i.esponsabilidad civil derivada
de  la circulación de vehículos, se encuentra en el mismo Código Civil, que establecen los criterios
de  imputációfl de responsabilidad, como puede deducirse del artículo 2054 CC :  “El conductor  de
un  vehículo  sin  raíles  esta  obligado  a repClrar el daño  causado  a  las personas  y  a las  cosas  co/no
consecuencia  de  la circulación  del  vehículo,  si no prueba  haber  hecho  todo  lo posible  para  evitar
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legislación  especial aplicable al  uso y circulación de  vehículos a motor, corno el caso
p.e,  en el ordenamiento objeto de nuestro estudio comparado, el Derecho español, que
adoptó  una Ley específica, expedida desde  1962, destinada a regular la responsabilidad
por  la actividad del automóvil y su  aseguramiento obligatorio, el  Texto Refundido  de
la  Ley  de Responsabilidad  Civil y  Seguro en  la  Conducción de  Vehículos  a Motor
LRCSCVMI95-  ,  vigente  desde 1962 (citada supra  -  Vid  Capítulo 1), que además regula
en  su  codificación penal,  las faltas e imprudencias cometidos por los conductores en el
comportamiento  vial,  y  los tipifica como delitos que  infringen el  deber  de  seguridad
del  tráfico’82, que  tampoco  consagra  en  tal  forma  nuestro  ordenamiento,  pues  se
el  daño.  pfo.1°);  sin que  sirva de  causa  de exoneración (..)  los  daños derivados  de  vicios de
construcción  o de defectos del mantenimiel7lo del vehículo. (pfo. 4°).  Y en cuanto a la colisión de
vehículos,  se presume, salvo prueba  en  contrario, que  cada uno de  los conductores ha  concu
rrido  por igual a la producción del daño sufrido por  cada vehículo (pfo. 2°). La responsabilidad
objetivada, recae, en principio, sobre el conductor, siendo extendible al propietario, usufructurario
o  adquiriente  con  pacto  de  reserva  de  dominio,  en  forma  solidaria,  salvo  demostración de
supuestos  en que  el vehículo circuló contra su voluntad.  De no declararse la responsabilidad del
conductor, quedan exonerados, también de responder.
En  Portugal, al igual que el sistema italiano, la responsabilidad automovilística, se consagra en el
Código  Civil; es un sistema objetivado, abierto, de ámbito material muy amplio, el sujeto pasivo
va  desde el conductor a toda persona que directa o por mandato tuviere la dirección efectiva del
vehículo,  obligando a responder no por los hechos de la circulación, sino por los “riesgos propios
del  vehículo”, circule este o no.
Art.  503 CC de Portugal  :  “aquel que  tuviere  la  dirección  efectiva de  cualquier vehículo de
circulación  terrestre o lo idi/izará en  su propio interés, o  bien por  intermedio de  mandatario
(“comissário’7. responde por  los daños provenientes de  los riesgos propios  del vehículo, incluso
aunque  este no se  encuentre en  circulación”. La responsabilidad fijada,  sólo será excluida (..)
cuando  el accidente fiera  imputable al propio lesionado, a un tercero, o cuando resulte de causa
de fuerza  mayor extraña al funcionamiento del vehículo.
182  El bien jurídico  protegido es  “la seguridad del tráfico”, para  el magistrado epafiol  BARRON
DE  BENITO, José  Luis.  Derecho Penal  de  la Circulación:  Delitos dolosos y  seguro  de  suscripción
obligatoria.  Madrid:  Dykinson,  1997, p  15 a  51,  en  el  Capítulo  1  de  “La nueva  regulación  de  los
delitos  contra  la  seguridad  del  tráfico”,  hace  un  excelente  análisis  de  los  cambios  en  los  delitos
tipificados  en  el  Capítulo  IV  del  Título  XVII.  del  Libro  11, deI nuevo  Código  Penal  de  1995,  que
comprende  los articulos 379 a  385 en los que se tipifican las conductas de  conducción bajo  la influencia
de  bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas  desobediencia grave
a  someterse a  exámenes  legales de  detección, conducción temeraria,  conducción con culpa relevante,
agravación  por  conducción con  consciente  desprecio  por  la  vida  de  los  demás,  y conducción  dolosa
utikzando  al automotor  como instrumento de  delito.  Vid sobre la misma materia,  la completa obra de
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consideran,  anticuadameflte,  engloblados  en  el  capítulo  de  delitos  contra  la  vida,
encuadrando  las conductas desplegadas por el riesgo de la conducción, como delitos de
homicidio  o de lesiones culposas.  -
Hemos  de  remitimos  entonces,  a  la  institución  de  responsabilidad  civil  en
general  consagrada  en  el  Código  Civil  art.  2341  y  2356  especialmente  y  para  el
aseguramiento  obligatorio  a  lo  dispuesto  en  el  Código  de  Comercio,  el  Código
Nacional  de  Tránsito  y  particularmente  al  Decreto  1032/1991  que  regula
especialmente  el  sistema de  garantías derivado de  la responsabilidad  extracontractual
del  accidente  automovilístico,  mediante el  ‘Seguro Obligatorio de Daños  Corporales
en  Accidentes de Tránsito” -  S.O.A.T-.
3.2.1.  Antecedentes legislativos
En  la  línea  de  articulación  de  las  particularidades  del  sistema  de
responsabilidad  civil, derivada del accidente de tránsito, es preciso  definir brevemente
el  marco de referencia legal en que  se encuentra inserta en forma general la institución
de  responsabilidad civil  extracontractual en  el  Derecho colombiano,  y dentro  de está,
la  responsabilidad  derivada  del  accidente  de  tránsito’8,  que  en  forma  general,  se
enmarca  dentro del  sistema de responsabilidad por culpa para el ilícito civil, ó, cuando
TAMARIT  SUMALLA,  José  María.  “La repat ación  a  la  víctima  en  el  Derecho penal  (‘estudio y
crítica  de las nuevas tendencias político-  criminales.  Barcelona:  1994, Fundación Jaime Callis.  Y del
mismo autor:  ‘De  los  delitos  contra  la  seguridad  del  tráfico.” En  AA.VV,  Comentarios a  la  Parte
Especial  del Derecho Penal, dirigidos por  Gonzalo QUINTERO OLiVARES  y  coordinados por  José
Manuel  DEL VALLE MUNIZ,  Pamplona: Aranzadi,  1996, p  1041 a  1058. Otra obra importane s la
de  SAiNZ-CANTERO CAPARROS, María Belén.  La reparación del daíio “ex-delicto”: entre la pena
privclclav la inera compensación. Granada: Comares, 1997, 196 p.
En  la  legislación colombiana, la  reparación  derivada de  responsabilidad por  un  accidente  de
tránsito.  se puede obtener por la jurisdicción civil o penal a opción de la víctima o perjudicados. Y
dependiendo.  si el  vehículo causante del  accidente pertenece a  una entidad oficial  del  Estado.
1jodrá ejercer  la acción indemnizatoria ante la jurisdicción  contencioso- administrativa.
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aún  en  la comisiÓn de un delito que apareje peijuicio  o una falta se derive obligación
de  reparar  el  daño  causado  dentro  de  las  normas  del  Derecho  penal,  con  criterio
culpabilístico,  responsabilidad que no es objeto de nuestro estudio.
El  accidente automovilístico o accidente de tránsito, se define en la legislación
colombiana,  en el art.  1.2  del Decreto 1813 de  1994,  aunque no muy acertadamente, al
predeterminar  el  legislador  la  concurrencia  de  “un suceso” que  causa  daño  en  la
integridad  de  una  persona,  atribuyéndolo al  hecho  de  “intervención” de  un  vehículo,
cuando  técnicamente debía referirse a  “uno o mas vehículos “,  supuesto  más usual en la
praxis  a la ocurrencia de “el suceso”. Desde esta perspectiva, el artículo expresa:
Art.  1.2.  Se  entiende por  accidente  de  tránsito  el  suceso  ocasionado  o  en  el  que  haya  in
tervenido  un vehículo  automotor en  vía pública  o privada  con acceso al público,  destinada al
tránsito  de  vehículos, personas y/o animales y  que como consecuencia  de su circulación  o trá
nsito,  o  que  por  violación  de  un precepto legal  o  reglamentario de  tránsito  causa  daño en  la
integridad  fisica de una persona.
Definido  que  el  “accidente  de  tránsito”  es  un  suceso  ocasionado  como
consecuencia  de  la  circulación  o  tránsito  o  por  violación  de  un  precepto  legal  o
reglamentario,  es  necesario  explicar  la especificidad de la  responsabilidad civil por el
uso  de vehículos  de  motor,  partiendo  de  las  definiciones  que sobre la institución  de la
responsabilidad  civil extracontractual en general, contiene nuestra legislación Civil184
184            .              ,.  .  .Es  necesario precisar, que el art. 63 del Codigo Civil colombiano, consagra una graduacion de la
responsabilidad  contractual ue  erróneamente se aplica a  la  responsabilidad extracontractUal, y  distingue
tres  grados de  culpa:  1)  Culpa grave, 2)  Culpa leve y  3)  Culpa levísima.  Se  critica su extensión a  la
responsabilidad  extracontractUal, en virtud a que en su proceso integrador, sólo se exige la ocurrencia de la
culpa.  para compromete!- al causante, sin atender a calificación específica alguna.  En tal razón, se podrían
citar  algunos problemas derivados de tal praxis.
El  primero de ellos está en la gradación y sus efectos en el ordenamiento civil extracontractUal; la
culpa  grave, equiparada a  la falta de  cuidado y diligencia, que aún las personas más diligentes o de  poca
prudencia suelen emplear en sus propios negocios; la  “culpa  grave”  se  le  asimila equivocadamente  al
dolo  penal “culpa dolosa” -  intención de causar daño  1ientras que  la culpa civil no tiene como finalidad
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bajo  el  rótulo  de  “Responsabilidad  Común  por  los  Delitos  y  las  Culpas”,  Título
XXXIV,  artículos  2341 al 2356, en los que se establece por norma general que la culpa
y  el peijuicio’8’ son los elementos esenciales constitutiVoS de la responsabilidad civil,
sin  cuya  existencia  y  demostración  no  cabe  decretar  indemnización  alguna’86.  Sin
el  daño- exige la intervención de un elemento de orden psicológico, de querer causar mal a otra persona o a
la  propiedad de un terceto; calificación que en la culpa civil, ha llevado a extremos de inclusive convertirla
en  inasegurable. por  ser amoral y apología del delito como la derivada del accidente de tránsito p.e,  en la
violación  de reglamentos.  La segunda gradación por  los exegetas para la culpa leve, es el no emplear el
mismo  cuidado y  diligencia con que una persona ordinariamente atiende sus negocios propios y,  en tercer
orden  la culpa levísima o aquella falta de diligencia que una persona juiciosa emplea en la administración
de  sus negocios importantes. asimilada a la diligencia del “paterpriideflhiSilflhls”.  Es nefasta la adecuación
que  en lo civil se hace de la culpa penal, y no hay razón de hacerlo puesto que  al referirse la norma a los
‘delitos  y  la culpa’,  indudablemente, la  primera acepción de  delito, incluye la culpa penal, quedando la
segunda  definición para la culpa civil en  estricto sensu. La culpa grave, no puede ser por tanto, vista, como
el  actuar doloso o  sea la  intención, que  exige la  intervención de  un elemento de  orden psicológico, de
causar  el mal a otra persona o a la propiedad de un tercero.
La  culpa civil, entendida como  la definen los hermanos MAZAUD, corresponde a  un  error de
conducta,  diferenciada de la penal: falta de previsibilidad de lo previsible, apoyada en la imprudencia o la
negligencia,  formas concretas de la falta de  previsibilidad-  en cuanto a  la imputabilidad e ilicitud, puesto
que  hay  hechos  dañosos  que  no  son  ilícitos, y  originan  responsabilidad civil,  respondiendo con  este
presupuesto  a  configurar la  responsabilidad civil extracontractual. MAZEAUD_TUNC_CBAS,*
op.cit.,  tI.  p  431.  (MAZEAUD  -TUNC. que  en  su  obra  original Trailé  Théorique  el  Praiicjue de  la
Responsabililé  Cinte,  Déliclueile  el  Contraclu al/e.  Tomos  3  vol.  ti.  5aed. Paris: Montchrestein. 1963)
MAZEAUD,  Henry  y  León  y  André  TUNC.  Tratado  teórico  práctico  de  la  responsabilidad civil
delictualy  contractual. T, 2, vol. 2, Buenos Aires: Ejea,  1977, p447,  en esta obra. concluyen que “el autor
de  una culpa civil dañosa no puede ser condenado a una pena; no debe otra cosa que la reparación del
daño.  Una pena no puede imponerse sino al autor de  una culpa penal”.  Una responsabilidad reparadora y
no  sancionadora.
185  Ha dicho la Corte Suprema que:
Cuando se pronuncia una sentencia condenatoria por culpa extracontraCtUal, el demandado es condenado
a  la  indemnización de  peijuicios  que  se hayan acreditado, y  la  condenación puede ser in  abstracto,
dejando para la ejecución  del fallo la determinación del monto, pero sobre la base de que la existencia de
los  perjuicios se demostró en el respectivo juicio ordinario. De esa indemnización hablan los artículos
2341. 2342. 2347 y 2356 entre otros, del Título 34 mencionado, y aunque algunas de esas normas no
emplean  el término sacramental in(leflinización, es claro que hay siempre lugar a  ésta. (el subrayado
es  nuestro)  El legislador en  algunas de esas normas  ha empleado el término  reparación del daño, que
equivale a indemnización por los perjuicios causados. y esa  indemnización  comprende los dos elementos
quela  integran, de acuerdo con los artículos 1613 y  1614 del Código Civil. El daño causado. el perjuicio,
es la causa eficiente de la indemnización (Sent:’ia  dic. 2 de  1943, G.J 2001, p 320).
186  Así  también  lo  afirma,  HENAO,  Juan  Carlos.  El  daño.  Análisis  comparativo  de  la
responsabilidad  exiracontractual del  Estado en  Derecho colombiano y francés.  Bogotá:  Universidad
Externado  de  Colombia,  1998,  38.  Comprende ésta  importante  obra  del  profesor  colombiano,  un
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daño  fehacientelTnente comprobado  no  nace  a  la  vida  jurídica  la  obligación  de
indemnizani8?,  y  conforme  a  las  reglas  generales  del  derecho  procesal,  es  al
demandante  en  la  acción  indenmiZatonia, a  quien  corresponde  demostrar  en  forma
plena  y completa la  existencia del  daño para  que así sea posible imponer al  demanda
do,  cuyo  hecho,  acción  u  omisión  delictuosa  o  culposa  lo  ocasionó,  el  deber
consecuencial  de  repararl&88.  Corresponde  hacer aquí  una  matización,  que tal  regla
sufre  variaciones cuando  se trata  de daños corporales como veremos más  adelante, en
el  tratamiento  diferenciado que la ley especial  otorga a la responsabilidad por el  daño
corporal  derivado de un accidente de tránsito y su función reparadora189.
completo estudio del derecho comparado, en relación al daño, su existencia, tipología y liquidación a
cargo del  Estado colombiano, de  obligada  lectura  para  los  estudiosos  de  la  responsabilidad  civil
extracontractual  en todas sus vertientes.
1S7  El  concepto o término de responsabilidad, definido pm MART1IEZ RAyE, Gilberto.  La
responsabilidCl  Civil ExIraconlraCIlICll en  Colombia. 7’ ed. Medellín: Dike, 1993, p 165, colTesponde a “la
obligación de aso/u ir las  consecliellci  lS Ile un ocio o hilo”,  lo considera un concepto más procesal que
sustantivo.
188  El  concepto de  responsabilidad del tratadista español DE ANGEL YAGUEZ,  Lecciones  sobre
responsabilidad  civil... op.cil.,  a p  13, distingue desde una perspectiva de  legeferenda que la reparación
corresponde  a la fiñalidad de la institución de responsabilidad civil:
La  responsabilidad civil tiene una finalidad reparadora. Lo que pretende es determinar ‘sobre qué patrullo
nio  y  en que medido deben recaer las consecuencias  de un acto  humano o simplemente de un hecho “Dicho
en otros términos las reglas de responsabilidad civil intentan restablecer el bien lesionado por un hecho daño
so, pero  sin  sujeción  al criterio básico de la responsabilidad penal, que es la “culpabilidad” (...)
89  En el mismo sentido de función reparadora, DE cutis, Adriano. El daño.  Teoría general  de la
responsabilidad  civil. Trad. Angel MARTIINEZ SARR1ON, T  cd. Barcelona: Bosch, 1970, p 82 y ss, que
dice:  “él efecto jurídico causado poi  el daño consiste en una reacción que el derecho facilita para  lograr
la  represión del  daño”, para  atender  a  su reparacióti  Y  en  el  Derecho moderno, se  le  denornina más
acertadamente  “Derecho de Daños”,  refiriéndose específicamente al  efecto lesivo del acto,  el  daño que
origina  el deber de indemnizar.  En el Derecho anglosajón, se rubrica como Lav  oil  tor(s  ,  utilizada  desde
siempre  para nombrar ésta materia hace prevalecer el elemento daño (torts),  asimilable al  “entuerto” en
castellano.  De  todas  estas  denominaciones, la  más  precisa  es  la  de  “responsabilidad civil extracon
tractual”, con un  ámbito más propio,  diferenciada de  la  responsabilidad penal y  de  la  responsabilidad
contractual,  consagrada así en  la  Ley, y  el  orden público. En  un  sentido subjetivista también  se  le  ha
denoiniado  culpa  extraconWactual  o  culpa  aquiliana,  reflejando la causa generaiz  de la misma, es decir,
la  reprochabilidad a la conducta del responsable, denominación que ya ha entrado en desuso.
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La  legislación  colombiana,  influenciada  en  gran  medida  por  la  legislación
francesa’9° y los  factores objetivistas, no  fue  ajena a  los procesos evolutivos’9’ de  la
doctrina  que  abogaban  por  interpretaciones  que  protegieran  a  las  víctimas  de  daños
superando  los postulados de la culpa subjetiva, institucionalizada  como cimiento de la
responsabilidad  civil  extracontractUal  consagrada  como  norma  general  de
responsabilidad  en nuestro  Código Civil.  El art. 2341, es pues, la norma básica de la
llamada  responsabilidad  civil  extracontractual  o  aquiliana,  interpretada  por  la
jurisprudencia  y la doctrina corno el  soporte jurídico  que tutela el derecho de la víctima
°  Aunque  sobre esta apreciación de  opinión general, la  Corte Suprema se pronunciaba sí en el
año  de  1943:  (Sentencia  Diciembre  2  de  1943 -R 0090  G. J 2001,  p  320  ) decía:  “Las normas que
regulan  la culpa extracontractual en el derecho colombiano Título  34 del Libro 4o., del Código Civil),
son  no sólo más numerosas y precisas  sino  más comp/cias que las que  regulan esa  culpa en el  Código
Civil  francés.  Por  eso  las  conclusiones que  la  doctrina  colombiana  ha  derivado de  la  aplicación de
aquellas  normas  no pueden  considerarse ni como una imitaciÓn y  menos como una copia de la doctrina
ancesa
191  En  Sentencia de  la  Corte  Suprema de  Justicia, G. J  1932, p 58. decía la H. Corte:
El  tema  de  la  responsabilidad  civil  ha  tenido  en  los  últimos  tiempos  un  tan  acelerado  desarrollo
jurisprudencia!,  que  con  razón  un  ilustre  autor  recientemente  anotaba  que  más  que  ‘evolución’,  el
fenómeno  ha sido de “revolución”.
Ya  el  ilustre  expositor  Giorgi  apuntaba  lo siguiente  en  alguno  de  los  primeros  años  de  este  siglo: “El
mundo  marcha, y  la ley del progreso,  que todo lo mueve, no puede detenerse cristalizando la ciencia. el
resarcimiento  de  los  daños  es,  entre todos los temas jurídicos, el  que  siente  más  que  otro alguno la
influencia  de la  conciencia popular y  debe proporcionarse a las necesidades morales  y económicas de  la
convivencia  social. La doctrina,  pues, del resarcimiento debe ajustarse a ella siguiendo  sus progresos. Y,
así  como en el  pasado despojó al resarcimiento del carácter  de pena,  no es imposible  que lo despoje,  al
menos  en ciertos aspectos, del de culpa.
Ese  movimiento  profundo  de  las  ideas  en  los  últimos  años,  tiende  a  ampliar  aun  más el  concepto
fundamental  de la responsabilidad,  para así sancionar hechos lesivos del interés de terceros que antes no
generaban  reparación.  Dada  la  complejidad  de  la  vida  social  moderna  y  el  desigual  poderío  de  los
individuos  que ello ha venido  a ocasionar, es natural que la doctrina contemporánea preconice un análisis
más  hondo  y  sutil  de  las  ideas  de  causa  y  daño.  La  culpa  sigue  siendo  el  fundamento  de  la
responsabilidad  civil en  derecho  común. pero se  dan nuevos métodos para examinarla.  La vieja máxima
romana:  in  lege aquilia e! culpa Ievissinma veilil, con la cual la falta más ligera, el más pequeño  descuido
compromete  la responsabilidad  de su autor en el dominio delictual o cuasi-delictual, ha sido no solamente
mantenido,  sino desenvuelto por la jurisprudencia  moderna con la aplicación de nuevas teorías tendientes
a  ensanchar y  dar mayor contenido al concepto  de culpa,  en mira a convertir  así la  solidaridad social en
una  idea practica y eficaz, dándole a cada cual mejor conciencia de su piopio  derecho y del ajeno, con e!
natural  resultado entonces  de un mayor equilibrio de las prerrogativas individuales.
192  MARTINEZ RAYE. La responsabilidad civil... op. ci!.,  (1993)  p  151.
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del  hecho dañoso, para exigir la indemnización del responsable’  al decir:
Art.  2341.  El que ha  cometido un delito  çulpa,  que ha inferido daño a otro,  es  obligado a la
indeiiZaCión  sin perjuicio  de  la  pena principal  que  la  ley  imponga por  la  culpa  o  el  delito
cometido.
No  obstante, la institución  de la  culpa94  carece  de  una definición  específica  en  la
  Sentencia C.S.J., (Sala  Civil). Revista  Jurisprudencia y  Doctrina.(Legis) Tomo  XXIII,n° 276,
diciembre  1994.
194  En  Colombia  el  concepto  de  culpa,  como  lo  dice  el  maestro  MARTINEZ  RAyE,  La
responsabilidad  civil ..op.cit., (1993) p 190-199, es aún vago e impreciso. En su análisis del art. 37 del C.P,
concepnia:  “La conducta es culposa cuando el agente realiza el hecho punible por falta  de previsión del
resultado  previsible o cuando habiéndolO previsto, confía en poder  evitarlo”.  Se refiere a  las diferencias
interpretativas de  la culpa consciente que se desprende de la  impmdencia y  la llamada culpa inconsciente
de  la negligencia, como integrantes de la culpa penal, sobre lo cual dice
También pemite distinguir la culpa consciente del dolo pues en aquella no se quiere el resultado, en cambio
en  el dolo se quiere  un desenlace dañino, aunque sea incieo.  Como en  el dolo eventual. Así nsmo,  se
distingue la  culpa  inconsciente del caso fortuito.  En este el  hecho surge como fruto  de ma  situación
imprevisible. En  la culpa inconsciente l efecto es consecuencia de una imprevisión de lo previsible. o
negligencia.
El  criterio de culpa. de tradición romanista, lo encontrarnos también en el Derecho anglosajón que
la  denornifla ‘fauli”, es el causante del daño el  “Ion”, esa culpa implica un comportamiento de tensión  o
de  negligencia en  el  resultado  dañoso.  Sabido  que  l  hecho  tiene  que  ser  dañoso,  para  que  origine
responsabilidad  civil, surtida ésta, se  establece un vínculo que relaciona en sus extremos a  dos sujetos, de
los  cuales uno el agente dañador, ha causado el  daño  y  el otro lo ha  sufrido (la  víctima o perjudicado),
siendo  la responsabilidad civil la 0secuenciajuridim  que establece esta relación de hecho, o sea la que da
nacimiento  de obligación al autor del daño, de asumir la reparación del perjuicio ocasionado al  otro,  En
consecuencia sin ese hecho dañoso no hay responsabilidad.  Se descarta, como debe ser, de los principios y
características  de  la  culpa penal, y  se  decanta acertadamente por  la definición de  los autores franceses,
hermanos  MAZEAUD, TUNC. que en  su obra original Traité  Théorique  et  Pratique  de la Responsabilité
Civile,  Délicuielle e!  ConIractualle. Tornos 3  vol,  II,  5aed.  Paris:  Montchresteifl, 1963, (MAZEAUD,
Heniy  y  León  y  André  TUNC.  Tratado  teórico  práctico  de  la  responsabilidad  civil  delictual  y
contracOlal. T, 2,  vol.  2.  Buenos  Aires:  Ejea,  1977, p 447)  definen la culpa como  “un error  de  conducía
que  no  lo  habría  cometido  una  persona  cuidadosa  situada  en  las  mismaS  condiciones  externas  que  el
autor  del daíio”.
En  tal  virtud,  MARTINEZ  RAyE,  aboga,  en  nuestra  opinión, válidamente por  eliminar  del
sistema colombiano el “comparar la conducta del causante  con la de “un bach padre defainilia”  que se
ha  convertido en  un aIi’ón  de  conducta desactualizadO, por  su  vaguedad.  Acepta, eso  sí,  “cotejar  la
conducta  en  abstracto del  causante con  la  de  una persona  diligente y  cuidadosa, la  llamada  “culpa
objetiva”. y no Como una culpa en concreto, o “culpa svietiva”.
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responsabilidad civil extracontractual, por ello se le ha equiparado al cuasidelito desde su
defmición,  cobijada  bajo  las  reglas  del  Derecho  penal,  interpretación propia  de  los
criterios  subjetivistas, imperantes a principios de siglo a partir del Code francés.
El  contenido  teleológico  del  precepto  generador  de  responsabilidad  civil
extracontractUal  del  art.234l  del  Código  Civil  colombiano,  se  funda  en  la  culpa
probada195 y  revela  una  marcada  diferencia con  otras  legislaciones, como  la  norma
general  de responsabilidad del art. 1902 del Código Civil español, en la cual se define  la
institución  de  responsabilidad  civil  extracontractual  como  “una acción  u  omisión
dañosa  que  causa daño con  culpa o  negligencia”, sin equipararla desde su  definición
terminológica,  al  “delito civil”96, enunciando simplemente la  causación del  daño  con
culpa  o negligencia, sin la connotación delictual, que en sede de responsabilidad pueda
atribuirse  por  la  comisión  de  una  falta  o un  hecho doloso;  elementos que  a  decir del
profesor  CALABRESI son los típicos que fundamentan la responsabilidad por culpa.  A
nuestro  entender, sería  lo deseable; deslindar la  responsabilidad extracontractual, de  la
penal,  no  es  aceptable,  la terminología  tradicional del Derecho colombiano de encuadrar
el  delito con  un  significado en  lo  penal  y  otro  en  lo  civil;  igual  criterio  propone
MARTINEZ RAVE al opinar que “el término delito es especflcamente penal.  Que su
contenido  conileva elementos característicos, determinantes y  definidos que lo colocan
indiscutiblemente  en el ámbito del Derecho penal.  No creemos en  los delitos civiles ni
estimamos  adecuada  esa  terminología”197 particularmente  en  la  responsabilidad
   Sentencia C.S.J de febrero 25/76, G.J., t. CLII, p 73.
1%  1IARTJINEZ RAyE,  La  responsabilidad civil  op.ci/., (1993) p90.
   Ibid .  Estima el autor, con justificada razón, que no es necesaria la antijuricidad, para  que nazca
la  responsabilidad civil, ni  en muchos casos la culpabilidad, que  sí son esenciales en la concepción del
delito, concepto al cual nos acogemos, particularmente en cuanto a las teorías modernas de responsabilidad
automovilística, que al objetivarse, se apartan totalmente de cualquier incriminación penal, encaminándose
a  la protección del derecho resarcitorio de la víctima.
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automovilística,  surgida  más  que  por  la  voluntariedad  e  intencionalidad  del  agente
externo, por el azar o un acontecer fatal o “accidental “,  que a decir del prolífico tratadista
español  DE ANGEL YAGUEZ, ve  en ello una “deliberada voluntad de posponer  los
rasgos jurídicos” y el coste de tales accidentes como “una cuestión colectiva y  de orden
económico,  no individual o jurídica”. 98 CaracteríSticas  que  podemos  encontrar en  las
legislaciones  de aseguramiento obligatorio, para  la  cobertura de  la responsabilidad por
daños  corporales  importando poco la compiobación de un delito o culpa, y atendiendo
sí,  a la reparación del daño, interés de tutela a que aspiran las doctrinas modernas199.
Bajo  el  principio  general del  art.  2341 de  nuestra  Ley  civil recae  toda  acción
humana  delictuosa  o  culpable con  que  se haya  inferido daño a  otra persona.  Es  la
misma  idea concebida por  el derecho positivo universal, formulada por el Code frances,
el  Código  italiano y  otros  códigos americanos  a  decir de  la  doctrina jurisprudeflCial
“Todo hecho cualquie/c1 del hombre que  causa  a tercero  un  daño,  obliga  a aquel por
czoa  culpa  (pcir la faute  duquel)  ocurrió ‘  ;.ararlo”  artículo  1382  _C. francés  y
‘  DE  ANGEL  YUGUEZ.  Algunas  previsiones  sobreop.cit.,  p  1,  cita  también  a
CALABRESL(EI  costo de los accidentes, y alude  al propio  tímio  de  la  obra,  que no habla para nada ni de
i.esporisabilidad  civil  ni  de  tors,  poniendo  el  autor  americano,  el  énfasis  en  el  acontecimiento  del
“accidente”, en  el  que  se involucran: 1) Los sucesos “verdaderamente accidentales” y,  2)  las desaciaS
que  se producen como “consecuencia de auténticas culpas”.
‘  Anota GUIDO CALABRESI. El coste de los accidentes.. op.cit., ap  302-303 que:
No  hay  duda  de  que  algunas justificaciones posibles  del  sistema de  responsabilidad por  culpa  pueden
hallarse  en nociones de justicia bastante indiscriminada. Al critico y a la comunidad les parecerá injusto que
una  persona. dañada por otra que no haya respetado el código moral. no sea resarcida; o que una víctima que
no  haya observado ese código sea resarcida a expensas de la parte inocente.  También parecerá injusto que
los  actos  que se  éonsideran ilícitos  o  inmorales queden impunes. con  independencia del  problema de  la
indemnización  de las eventuales víctimas de esto  1;s.  A  menudo se  afirma que estos sentimientos cons
tituyen los fundamentos del sistema de responsabilidad por culpa.
Estas  opiniones del autor, han sido consideradas por algunas legislaciones para la responsabilidad
del  automóvil,  ante el interés generalizado de acoger verdaderos sistemas de  garantías que protejan  ‘inte
eralmente”  a las víctimas, reformando el sistema de responsabilidad y seguro obligatorio, fundado en  una
responsabilidad  sin  culpa  o cuasi-objetivada, hasta-unos montos mínimos de cobertura.
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que  el  Código  italiano  repite en  los mismos  términos  (artículo  1151).  Esa  idea  en
otros  códigos,  como  en  los  dos  citados, y  en  el  chileno,  están  bajo  el  epígrafe  de
delitos  y  cuasi delitos con que en  todos ellos encabézase  el tema  de las obligaciones
nacidas  extracontractualmeflte  ,,200,
Aclara  la Corte Suprema, que en el Derecho colombiano la expresión  “culpas”
sustituye  en el  epígrafe normativo del  art. 2341,  al  segundo de  aquellos vocablos,  o
sea  a los “cuasidelitos”, agregando que201:
(...)  sin que ello tenga alcance distinto del de  mero cambio de palabras, intranscendente para modificar la
esencia  del  régimen  que  el  legislador  quiso  establecer,  a  tono  con  las  regulaciones  positivas  y
doctrinarias  de  otios  pueblos  de  más  avanzada  cultura  jurídica,  de  donde  Colombia  ha  tomado
frecuentemente  el  molde  de  sus  concepciones  de  derecho  civil.  Por  disposición  expresa  de  nuestro
Código,  la  noción  de  cuasi  delito  equipárase  a  la  de  culpa  no  intencional,  pues  a  propósito  de  los
llamados  cuasi-contratos,  designación ésta repudida  por la  doctrina  moderna,  dice que  ‘si el  hecho  es
ilícito  y  cometido con  intención de  dañar, constituye un delito’,  pero que si el  hecho  es culpable  “pero
cometido  sin intención  de dañar, constituye un cuasi-delito o culpa’. (Art. 34 de la Ley 57 de 1887).
La  diferencia entonces  entre el  “delito y  el  cuasidelito civil”  de  los  códigos
continentales,  que  en  el  Derecho  colombiano  de  responsabilidad extracontractual se
reemplaza  por el  “delito o culpa” es. puramente psicológica.  Habiendo lugar a declarar
la  existencia del  delito cuando el  agente obra por  mala intenSión, persiguiendo un fin
nocivo,  con el animus nocendi.  Mientras que, en el cuasidelito esta intención no existe;
hay  simple negligencia o imprudencia no intencionada.  Esta diferencia se hace patente
en  la  comisión  de  accidentes  de  tránsito,  pudiendo  denominar  cuasidelitos  a  los
causados,  que son los mayoritarios, no persiguiendo la finalidad de causar un daño, sino
como  resultado de la actividad de la conducción, en la cual no se persiguió el fm nocivo
de  atropellar a otro,  y que en nuestra legislación se juzga bajo  el epígrafe de la  culpa,
200    Sent.  C.S. J,  febrero  21  de  1938,  presunción  de  culpa.
Ial    Ib! cleni
176
demostrada  la imprudencia no intencionada, la negligencia o impericia del conductor del
vehículo,  considerados en nuestra  opinión, por su no  intencionalidad, más  un error de
conducta  que causa la ocurrencia del accidente de tránsito.  El delito civil, -  aparte  de su
connotación  penal- cabe  en  el  caso  de  ser  utilizado el  vehículo  como  un  arma  para
encubrir  por ejemplo  una  venganza o  el  pago  en  la  causaciófl de  unas  lesiones  o  un
homicidio  aparentando un accidente de circulación.
En  la  norma rectora del  art.  2341 del  Código Civil,  que  consagra  los hechos
ilícitos  y la culpa como ftentes  de la obligación de reparar los daños que se producen,
han  encontrado la doctrina y la jurisprudencia los tres elementos esenciales que configu
ran  la  institución  clásica  de  la  responsabilidad  la  culpa,  el  daño,  y  la  relación  de
causalidad  necesaria entre uno y  otro202.  En estas condiciones, como lo ha reiterado
la  jurisprudencia  de acuerdo con la máxima  onus probandi  incumbit actori, la víctima
que  pretenda  que  el  autor  del  daño  sea  condenado a  resarcirle los  perjuicios  que  le
ocasionó,  tiene la carga de demostrar en forma plena y completa todos y cada uno de los
elementos  que  la  constituyen.  Tampoco  entra  a  definir  cómo  se  clasifica  la
responsabilidad  limitándose a ordenar un principio indemnizatorio bajo  la ocurrencia  de
la  conducta imputable. Es la doctrina nacional, al igual que en el Derecho español la que
define  que  hay  lugar  a  declarar que  se  es  responsable civilmente,  en razón  de  haber
causado  un  daño  a  otro  por  un  actuar  doloso  o  culposo  y  en  consecuencia nace  la
obligación  de  reparar20. Bajo  el  sistema  general de responsabilidad por  culpa, puede
202  Vid Sentencia de la C.S.J. ,  abril 30 de 1976, G., t CLII, p 139, sobre la responsabilidad civil y su
configuración.  Se debe aclarar que de esta máxima de interpretación general, se aleja el perjudicado por
daños  derivados del  uso y  conducción de  velculos,  quien  beneficiado por  la  interpretación docinal  y
jurisprudencia1,  de  las  teorías  modernas  objetivadoraS. corno  la  teoría  del  riesgo,  de  presunción  de
culpabilidad  o de responsabilidad del agente dañador. en  que solo se  debe probar el daño y  el nexo de
causalidad.
203  De ahí que no basta que la víctima, demuestre haber sufrido un daño en su persona o bienes para
que su autor este obligado a repararlos, es menester que aquel provenga de un hecho doloso o culpable; en
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verse  claramente que la obligación de reparar no proviene en estricto sentido de haberse
irrogado  un perjuicio a la  víctima, sino de haber  ejecutado un hecho doloso o culpable
que  causa ese peijuicio.  Y,  la obligación de reparar se extiende del  agente dañador a
otros  que  con  el  se  relacionan, determinando así,  dos  diferentes  clases  de  responsa
bilidad:  simple o compleja.
La  responsabilidad en  general, ya  sea  simple o compleja las  ha  distinguido la
doctrina  jurisprudencia! de la cual tornamos la referida anotación, dependiendo si surge
por  un  hecho propio  o por  un  hecho ajeno:  “Es simple la  que proviene  del  autor  del
daío.  Es compleja la que proviene del hecho ajeno o del hecho de un animal o de una
cosa  de la cual la ley nos hace responsable ff204;  estos tipos de responsabilidad también
son  conocidos con  el nombre  de responsabilidad directa, la primera y responsabilidad
indirecta  o refleja la segunda, nomenclatura a la que nos acogemos.
A  efectos de  la  responsabilidad derivada  de  la  actividad  del  automóvil,  es
importante diferenciar entre la responsabilidad por el hecho propio o directa atribuible al
conductor  del  vehículo  y la  responsabilidad por  el  hecho ajeno de  aquellos que están
bajo  subordinación, dependencia o autorización,  responsabilidad indirecta del tercero
civil  responsable sea propietario, poseedor o detentador.
3.2.1.1.  Responsabilidad por el hechó propio o responsabilidad directa
Desde  el  ámbito de  la responsabilidad automovilística, en una primera  lectura,
la  henieneútica  de  este concepto,  sin dolo o culpa no cabe decretar responsabilidad, por  eso  “la culpa
aquiliana.  dice  JOSSERAND,  es  una  especie  de  iecctc1o lurídico;  quien  no  lo  ha  cometido  no  es
responsable
o4  Sentencia  del  Juzgado  Civil  del  Circuito  (Santo  Domingo.20-111-91). En  CASOS  CIVILES
JURISPRUDENCIA.  Bogotá: Señal editora, 1993, n°10,  p7l.
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tenemos  que se presumirá que hay un responsabilidad simple205 o directa, o culpa propia
solamente  a  cargo del  conductor del vehículo,  cuando ha  generado daño a  otro por  la
actividad  de la conducción,  desplegando una conducta imprudente que lo convierte en
agente  dañador.  Su actuar culposo, implica la violación de un deber de seguridad, de no
causar  daño  a  otro,  regulado  por  el  artículo  2341  del  C.C., conjuntamente con  lo
dispuesto  en el art. 2343  precepto que compromete la obligación de reparar el perjuicio
causado  a la víctima,  al decir este último “Es obligado a la indemnización el que hizo el
daño  y  sus  herederos. ()  independiente de  cualquier  sanción  o  pena  que  la  Ley  le
imponga  por la culpa cometida o el delito irrogador del daño, o sea que se determina una
i.espoisabilidad  basada  en  la  culpa propia.  En  materia  de  accidentes  de  tránsito  se
predicará  exclusivamente del conductor, independiente de que se extienda sus efectos, ya
no  en  forma directa,  sino indirecta o  refleja al tercero  civil responsable, -  propietario,
asegurado  o  asegurador cuando sea del  caso -  que  en  virtud  a la  guarda del  vehículo
deberá  responder poi. los peijuicios causados, como lo veremos más ampliamente mfra.
Hay  también  en  el  estatuto civil  colombiano,  una norma  que  pasa  totalmente
desapercibida para la jurisprudencia y la doctrina, no obstante revestir  gran importancia
en  la  dilucidación de  la  responsabilidad extracontractual automovilística,  por  la  cual
expresamente  se obligaría a responder civilmente por un gran número de  accidentes de
tránsitó  ocurridos bajo el efecto de ebriedad, como se prescribe en el art. 2345  “El ebrio
es  responsable del  daño causado por  su  delito o  culpa”, bastando  en tal  evento, a  la
205  También denominada ‘Responsabilidad por  el  hecho propio  o  responsabilidad directa’:  el  ait
2341  está basado en  la culpa directa, -  caso  del conductor de un vehículo- o culpa propia, cuando se ha
nenerado  daóo a  otro  bien con culpa o  con intención -  dolo-  tal  culpa implica la  violación de  un deber
regulado por el mencionado precepto, independiente de cualquier sanción o pena que la Ley imponga por la
culpa  cometida  o  el  delito  anogador  del  daño.  Sentencia  del  Juzgado  Civil  del  Circuito  (Santo
Domingo,2O-1I191)’
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ocurrencia  del daño,  aportar por la  autoria’  ompetente,  la prueba  de  ebriedad206 por
alcohol  u  otras  sustancias  embriagantes  corno  drogas  o  alucinógenos  para  que  se
declarara  la  responsabilidad  directa  del  conductor, pero  que  en  la  practica judicial,
inexplicablemente, no es acogida convirtiendo la norma en desueta. A este respecto, sería
importante  que  la  doctrina  reclamará  la  aplicación  de  este  precepto  en  la  demanda
judicial  que por accidentes de tránsito, bajo el efecto de bebidas embriagantes o tóxicas,
reposan  en los despachos judiciales.
3.2.1.2.  Responsabilidad  por  el hecho  ajeno  o indirecta
Contemplada  como regla general en nuestro estatuto civil en los arts. 2347, 2348
y  2349 207  configura la denominada responsabilidad compleja o indirecta208, que también
se  extiende  a  los  arts.  2350,  2351,  2355 y  2353,  2354209.  Para  muchos  autores,  la
206  La embriaguez se produce no solo por la bebida de vino u otro licor. Sino también por el
consumo  de estupefacientes, que producen embriaguez, atontamiento, perturbación de  los sentidos,
enajenación  que lleva a perder el dominio de sí.
207  Regulan la responsabilidad civil de los padres en relación con sus hijos, la de los tutores y curadores
con  sus pupilos, de los directores de colegios o escuelas y  sus alumnos, de los artesanos con sus aprendices
y  de  los empresarios o patronos con sus dependientes. que por  no  ser  objeto de  nuestro estudio, dejamos
solamente citados
208  S.CSJ, T. XXV- n° 294, LEGIS junio  1996; Cita la  Responsabilidad Indirecta por el hecho ajeno,
contemplada en nuestro estatuto civil en  los arts. 2347,  2348 y 2349 -  de  padres, tutores o dependientes-
que  configuran la  denominada “responsabilidad  indirecta,  refleja  o de  derecho”.  La responsabilidad
atribuida  a  las  personas enunciadas en  el art.  2347 —  lista  que  es  meramente enunciativa y  no taxativa-
constituye una  responsabilidad por  la propia culpa al  alegir, la culpa in eligendo o al vigilar  la culpa iii
vigilando  por las cuales se debe responder.  Es decir que  se debe tener la diligencia y la prudencia de un
hombre  cuidadoso, en  situaciones similares al elegir y vigilar a  las personas bajo  nuestro cuidado;  y se
reitera  que no es requisito que en  esa  “(..)  labor de  origen del evento dañoso tenga o no propensión de
continuidad  y  sin que,  de  igual forma,  sea  necesaria  la existencia de  retribución para quien  presta  el
servicio”.  Excepción a esta teoría, se considera el caso de padres y  la  relación con hechos cometidos por
sus  hijos: no  pudiendo hablarse de culpa en  la  elección’, por  cuanto los padres no pueden escoger a sus
hijos  biológicos. facultad que podría tenerse. exclusivamente al elegir los adoptivos. incurriendo en tanto en
responsabilidad por sus actos, hechos u omisiones por estar bajo su vigilancia, a menos que se pruebe que a
pesar  de la diligencia y cuidado no pudo impedirse el hecho que ha dado lugar a esa responsabilidad.
209  Los arts. 2350 y 2351 y 2355 del C.C., comprende la responsabilidad por las cosas inanimadas,
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responsabilidad  atribuida  a  las  personas  enunciadas  en  el  art.  2347  -  lista  que  es
meramente  enunciativa y no taxativa- constituye una responsabilidad por la propia culpa
al  elegir o al vigilar a esas personaSpOr las cuales se debe responder.  Para que el prin
cipio  de  la  responsabilidad  por  hecho  ajeno  se  dé,  tiene  que  tratarse  de  persona
subordinada  o bajo control y dependencia y ésta haber incurrido en culpa o negligencia.
A  este respecto  es doctrina reiterada de la Suprema Corte que en cuanto a la relación de
dependencia  Y la presunción  de  culpa consagrada en  el inciSO quinto del  art. 2347 del
C.C,  esa  relación  de  dependencia, más  que  el  producto  de  conceptos  de  derecho
abstractos  tomados  de  disposiciones  legales  del  orden  laboral,  es  una  “situación  de
hecho”  en  la  cual,  basta  con  que  aparezca,  caracterizado de  modo  concluyente  en
términos  probatorioS  que  en  la  actividad causante  del  daño,  el  dependiente RUSO en
practica  una  función  determinada para  servicio o  utilidad  del  principal,  así  no  medie
entre  ambos  un  vínculo  contractual,  es  decir,  lo  que  en  verdad  importa,  es  que  la
dependencia  habrá de  resultar de una  “virtual potestad de  control y  dirección sobre  la
conducta  de  otro,  independieflte1fle1te  de  que  esta labor de  origen del  evento dañoso
tenga  o  no  propensión  de  coitiniidcid  y  sin  que,  de  igual forma  sea  necesaria  la
existencia  de retribución  para  quien  presici  el  serviciO”2°.  Sobre  esta  concepción,  la
jurisprudencia  española, en sentencia del Tribunal Supremo211
como  la del dueño del edificio, el arquitecto  o empresario constmctOr y los habitantes de un edificio; el
2353  y 2354  establecen la  llamada responsabilidad por  el hecho de  las  animadas o por  el  hecho de  los
animales  que responsabiliza al dueño o a quien se sirve del animal.
210  Sent. C.S.J, T. XXV-  no 294, LEGIS,
STS-  23  de  febrero  1976  (Aranzadi  no  880).  Se  trata  del  célebre  caso  de  “los  novioS de
Bilbao”:  Comprometidos. la novia dejo  su coche al novio para  que volviera  a Algoia  desde Bilbao, en
cuyo  trayecto se accidento y falleció, siendo  ñnalm.eie  condenada por los daños causados por  él, como
conductor.  por  aplicación  del  art.  1902 y  1903  del  C.C..  responsabilidad  en  este  caso  directa  y  no
subsidiaría  porque Doña Amelia  “no cuidó de  elegir  una persona  que  luviera  la  necesaria  prudencia
para  conducir  un vehículo sin originar daños”.  “Culpa  in eugenio novio o  in elige;ido  comodatario,
con  estas  ultimas  palabras  presenta  el  caso  el  tratadista  de  responsabilidad  civil  profesor  Mariano
IZQUIERDO  TOLSADA. (AspebloS  civiles  del  nuevo  código  penal. Madrid: DykinsOn, 1997,  p 291-
292.)  Analiza  el  autor,  el  cambio  de  orientación  jurisprudencia1  “copernicaflo” respecto  de  los
supuestos  incluidos en el alt  1903, que ad  exelnplu;n,  pueden ser las de “comodato” originado  por “(..)
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En  cuanto  a  la  responsabilidad  automovilística,  según  la  teoría  clásica
subjetivista  hay dos tipos de culpa en los que se obliga a responder al detentador212 del
vehículo,  tanto  el  propietario,  poseedor  o  guardador  del  vehículo  a  cualquier  título
legítimo  o ilegítimo- corno en el caso del usurpador, el ladrón -:  bajo  el principio de la
culpa  in eligendo  y el principio de la culpa in vigilando.  Responden conjuntamente con
el  conductor, por  infracción  del  deber  de  diligencia y  prudencia  que  de  un  hombre
diligente  les es exigible, colocado en situación similar al elegir213 y vigilar a las personas
la  cesión gratuita y  temporal que  el propietario  del automóvil asegurado hace a otra persona  a la que
ligan  lazos familiares  o  cuas?familiares, o  de gran  afecto,  cuya  relación  crea deberes  recíprocos”
entonces  las relaciones  que  se  basan  en  el  hecho  ajeno  comenzaron  siendo  de  “dependencia familiar  o
laboral,  paso  a  ser  de  beneficio  económico  o  espiritual.  y  «ahora  basta  con que  simplemente
exista»,  sin  que  sea  necesariamente  de  naturaleza  jurídica,  ni  típica,  gratuita  o  remunerada,
permanente  o transitoria,  con el solo condicionamiento que  la actividad de  la persona  esté,  al menos,
potencialmente  sometida  a  la  posible  interpretación  de  quién  haya  de  ser  responsabilizado,  sin
necesidad  tampoco de previa relación laboral y  awxjue  se  trate de  relaciones esporádicas, transitorias
y  gratuitas,  porque  «  lo  que  vincula  no  es  1cm naturaleza  de  la  relación,  sino  el  hecho  de  su
existencia».  Este  tipo  de  imputación  de  responsabilidad,  solo  variará  en  el  caso  de  “renuncia
abdicativa  ‘  caso  en que  el  propietario  ceda  permanentemeflte  en  que  el  conductor  no  dueño  lo maneja
como  si de  hecho  fuese  suyo.  ‘como tan  l7abiIlIalmncn/e sucede  con los coches  de  los  padres.  que son
cedidos  para  que  los liif os  mayores  vayan  a la  Universidcul, lo utilicen  mientras residen en la ciudad en
¡cm que  cursan  estudios,  ir   volver  al  lugar  en  que  realizan  el  servicio  militar”  ...  “hay  un  eventual
abandono  del potencial  control  sobre  el  vehículo  cjuejustUica  la exoneración”.
212  Sent.  C.S.J,  junio  1996.  M.P.  Dr.  Carlos  Esteban  Jaramillo  Schloss,  Ref.:  Exp.  N°  434522,  se
pronuncia  la Corte  Suprema  en  cuanto  a quién  se  obliga  a responder  pro  la  guarda  del vehículo:
(...)  una  de  las  situaciones que justifica  la  aplicación  del artículo  2356 del Código  Civil el  hecho  de
servirse  de  una cosa inanimada  al punto  de  convertirse en  fuente  de potenciales  peligros para  terceros,
requiérese  en  cada  caso  establecer  a  quién  le  son  atribuibles  las  consecuencias  de  acciones  de  esa
naturaleza,  cuestión  esta  para  cuya  respuesta,  siguiendo  las  definiciones  adelantadas,  ha  de  tenerse
presente  que sin duda la responsabilidad en estudio recae en el guardián material de la actividad causante
del  daño,  es decir la  persona fisica o  moral que,  al momento del percance, tuviere  sobre el  instrumento
generador  del daño un poder  efectivo e independiente  de dirección, gobierno o control,  sea o no dueño, y
siempre  que en virtud de alguna circunstancia de hecho no se encontrare imposibilitado para ejercitar ese
poder.  de donde se desprende.  que en términos de principio y para llevar a la práctica el régimen del que
se  viene hablando, tienen esa condición:
(I)El  propietario,  si no  se ha  desprendido voluntariamente  de  la tenencia o  si. contra  su voluntad  y  sin
mediar  culpa alguna de su parte. la perdió. razón pom la cual enseña  la doctrina jurisprudencia1 que “la
responsabilidad  del dueño por el hecho de las cosas inanimadas proviene de la calidad que de guardián de
ellas  presúmese tener.  agregándose a renglón seguido que esa presunción,  la inherente a la “guarda de
la  actividad”. “puede desvanecerla el propietario  si demuestra que transfirió a otra persona la tenencia de
la  cosa en  virtud de un titulo jurídico.  (...)  o que fue despojado inculpablemente de  la misma como en el
caso  de haberle sido robada o hurtada(G.J.  Tomo CXLII, pág.  188).
(II)  Por  ende,  son  también responsables los  poseedores materiales y  los  tenedores legítimos  de  la  cosa
con  facultad  de  uso,  goce  y  demás,  cual ocurre  con  los  arrendatarios,  comodatarios,  administradores,
acreedores  con  tenencia  an-ticrética,  acreedores  pignoraticios  en  el  supuesto  de  prenda  manual,
usufructuarios  y lo  llamados tenedores  desinteresados (mandatarios y depositarios).
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bajo  su cuidadó, incurriendo en responsabilidad por  sus actos, hechos u  omisiones con
los  cuales se han causado daños, y que por norma general de responsabilidad se podría
exonera  probando que a pesar de la diligencia y cuidado no pudo impedirse el hecho que
ha  dado lugar a esa responsabilidad, pero que en tratándose de accidentes de tránsito no
es  oponible tal  prueba  de  diligencia,  sino  a  la  prueba  de  existencia  de  “una  causa
extraña”,  por estar  sometida este  tipo de  responsabilidad al  principio de  la  “actividad
peligrosa”  regulada en el art. 2356.
Valga  en  este aparte, la  aclaración que en tratándose  de responsabilidad por la
onducciófl  de vehículos, la jurisprudencia colombiana, la encuadra dentro del art. 2356
del  Código  Civil  que  tipifica  una  responsabilidad  por  actividades  peligrosas,  que
aplicado  conjuntamente con el 2347 por el cual ‘Toda persona  es responsables no solo
de  sus  propias  acciones  para  el  efecto  de  indemnizar  el  daño,  sino  del  hecho  de
aquellos  que  estuvieren  ci su  cuidado”, obliga  a  responder por el  hecho  de  otro  a  la
causación  de un daño en una actividad peligrosa, como es el automóvil en la circulación
vial.  Se  construye  en  cabeza  del  agente  causante-  el  conductor- la  responsabilidad
directa  por  el  riesgo desplegado, pero que  vincula al propietario o  tenedor, cuando es
diferente  de éste, por el hecho  ajeno en forma solidaria, cuando éste, se encuentra a  su
(III)  Y  en fin,  se  predica  que  son “guardianes’  los  detentadores  ilegítimos y  viciosos,  uurpadores  en
general  que sin  consideración a la  ilicitud  de los  antecedentes que a eso llevaron,  asumen  de hecho  un
podei  autónomo  de  control,  dirección  y  gobierno  que,  obstaculizando  o  inhibiendo  obviamente  el
ejercicio  del que pertenece a los legítimos titulares, a la vez constituye factor de imputación que resultaría
chocante  e injusto  hacer de  lado. En síntesis,  en esta materia para nada importa saber si la situación  del
guardián  frente a la actividad dañosa, cuenta o  no con la aprobación del derecho; el  concepto de guarda,
relevante  como  queda  apuntado  para  individualizar  a  la  persona  que  —en  tanto  tiene  a la  mano  los
medios  para cumplirlo— le compete el deber de tomar todas las precauciones necesarias en orden a evitar
que  la  actividad  llegue  a  ocasionar  daños.  no  ha  sido  elaborado,  entonces,  para  atribuirle  enojosas
prebendas  a  esa  persona.  sino para  imponerle prestaciones  específicas de  carácter  resarcitorio  frente  a
terceros  damnificados  por  una  culpa  suya.  real  o  presunta.  que  por  lo  general  queda  elocuentemente
caracterizada  por la sola ocurrencia del perjuicio derivado del ejercicio de dicha actividad.
213  No obstante las razones interpretativas, tendríamos la  excepción a esta teoría, el caso de  los hijos
nartales  y  la  relación de  sus padres  con la  comisión de hechos generadores de  responsabilidad  en  los
cuales  no podríamos hablar de culpa en la “elección”, facultad atribuible al elegfr los jos  adoptivos, más
183no  a los biológicos. (Vid nota  178).
cuidado  como  asalariado, dependiente o persona  autorizada sea pariente o amigo. Es•
muy  similar su disposición en  el derecho civil español, que junto  a la  responsabilidad
civil  por hechos propios del art.19O2, consagra la responsabilidad por hechos ajenos en el
art.  1903 y la responsabilidad por hecho de ariína1es y cosas en los arts. 1905 a 1910.
También  de  acuerdo  con  el  art.  261  del  Código  Nacional  de  Tránsito,
modificado  por  la  Ley  33  de  1986  -  art.  117,  se  consagra  expresamente  la
responsabilidad  indirecta  del  tercero  civil  responsable  por  la  actividad  de  la
conducción  de  vehículos al  ser expresivo  que:  “En la  responsabilidad por  el  hecho
ajeno  cometido  en  ejercicio de  actividades peligrosas  el  demandado  sólo  se  libero
mediante  la prueba de una causa extraña. No está exoneradas de esta responsabilidad
las  personas  de derecho público  o privado. “.  Es  esta una norma clara que  recoge el
sentir  de  la  doctrina  de  responsabilidad  de  vehículos  automotores,  que  no  deja  a  la
interpretación  ninguna  duda  sobre la  obligación  de  reparar del tercero  propietario  o
del  asegurador, salvo cuando ha  mediado una causa  extraña de  caso fortuito o fuerza
mayor  o culpa exclusiva de la víctima o de un tercero.
En  esta clasificación, puede incluirse la responsabilidad que deriva del conductor
-  asalariado, pariente, amigo o autorizado- que hace responsable indirecto al propietario,
poseedor,  usufructuario, arrendador o detentador del vehículo, de los daños causados en
un  accidente de  tránsito, aunque  como bien  lo  aclara MARTINEZ  RAVE  “el hecho
dañoso,  en este caso, no es cometido por  la persona a la cual se le exige la responsabi
lidad.  Es ejecutado por  otra persona que está bajo su cuidado y  vigilancia o con la cual
tiene  una relación de dependencia o de cuidado”214, y complementamos nosotros, que
basta  la  mera  autorización  de  su  conducción  expresa  o  tácita  para  que  obre  la
responsabilidad indirecta en la conducción de vehículos.
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3.3.  CRITERIOS  DE  RESPONSABiLIDAD  CIViL  EXTRACONT1CTUAL
Los  criterios diferenCiadores aplicabiS  a la responsabilidad civil extracontractual
derivada  de la actividad automovilística, tienen su fuente en el Código Civil colombiano,
Titulo  34  del Libro IV,  en  el  citado art. 2341 que  distingue dos  clases de  culpas, que
generan  responsabilidad y la  obligación correlativa de  asumir  sus  consecuencias, que
pueden  ser tanto  de carácter penal como  civil; la  primera irrogando la pena  o  sanción
(generalmente  derivadas de la libertad personal)  y la segundaOfl  efecto patrimonial  por
la  reparación  del  hecho o delito dañoso. Es decir: a)  Por  la comisióli  del delito, culpa
dolosa  ó culpa  grave,  nace  de un hecho causado con mala intención y con un fin nocivo,
y;  b)  Culpa  civil  ó  hecho  culposo, emanada  de  un  hecho  causado  sin  intención; hay
simple  negligencia o imprudencia no intencionada.
La  culpa o negligencia en el ámbito civil, base fundamental de esta distinción se
sustenta  en el  desarrollo de los artículos 2341, 2342, 2343, 2347, 2349, 2350, 2356 y
2357  del C.C, disposicioneS”  que darán lugar a los criterios de responsabilidad derivada
de  la  actividad  del  automóvil  así:  a)  responsabilidad  por  culpa  o  subjetiva  y,  b)
responsabilidad  por actividades  peligrosas  o de presunción  de responsabilidad  predicada
214  MART1EZ  RAyE,  La responsabilidad    l993)  ,  op.cit., p 67.
  En Sentencia de  la  C.S.J del  12 de  mayo de  1939 (T. XLVIII  p  27), de  los citados  artículos,
después  del básico 2341  deI c.c., acogidos por  la  Doctra  y  la Jurispnidencia. como  teanteS  de  la
i.esporisabilidad civil derivada del automóVil, son los siguientes
Art.  2356.- Por  regla  general todo daño  que pueda  imputarse  a malicia  o negligencia de  otra
persona  debe ser  reparado por ésta (...)
 2357.-  La apreciación del daño está sujeta a reducción, si el que lo ha sufrido se  expuso a el
imprudentemente
Ait  2347.- Toda  persona  es  responsable. no  solo  de  sus propias  acciones, para  el  efecto  de
indemnizar  el daño, sino del hecho de aquellos que estuvieren a su cuidado. (...)
Att  2349.-  Los amos responderán del daño causado por sus criados o sirvientes con ocasión del
servicio  prestado por estos a aquellos; (...)
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la  primera básicamente para los casos de colisión de vehículos a cargo de cada conductor
y  la segunda para el conductor causante (material)  del accidente de tránsito con resultado
de  daños a una persona de acuerdo a los fundamentos que expondremos seguidamente.
3.3.1. De la responsabilidad subjetiva
Cierto  es  que  en  cada  uno  de  los  artículos de  nuestro  ordenamiento civil,  se
deduce  que los principios generales de responsabilidad civil están fundamentados en la
teoría  de  la  culpa  o  responsabilidad  subjetivada  que  el  ordenamiento  jurídico
Colombiano  adoptó  casi sin  modificaciones del  Código Civil  Chileno de Don Andrés
Bello,  con  todos  los  conceptos  e  interpretaciones  de  las  tendencias  del  Código  de
Napoleón,  expedido en Francia en  1804, base indiscutible de la mayoría de los Códigos
Civiles  del  Derecho  continental216 expedidos  posteriormente  entre  ellos  incluso  el
Código  Civil  español,  que  soportaron  la  institución  de  responsabilidad  civil
extracontractUal  en  la culpa21.
Del  código francés, se recogieron las tendencias subjetivistas y  el sostén en  la
culpa218, junto  con las teorías de DOMAT en su  “Loix civiles dan leur  ordre naturel”
216  DE ANGEL YAGUEZ, Ricardo. Lecciones sobre responsabilidad civi. Bilbao: Universidad
de  Deusto, 1978, p  13,  confirma corno “los códigos  europeos decimonónicos  se  basaron en  la culpa,
ejemplo  el art.  1902 del  Código Civil español  atribuye responsabilidad al que  cause un daño  a  otro
interviniendo  “culpa o negligencia’5 no por tanto a quien lo produce por  otra circunstancia”.
2/7  Vid. Art 63 y SS del Código Civil Colombiano sobre la culpa;  por la cual el hecho culposo tiene
unas  fuentes que son:  a) la impericia, b) la imprudencia y  c) la negligencia.  Es la primera de ellas, la
impericia, la insuficiencia de aptitud para el ejercicio de un arte o profesión, p.e. manejar un jet,  cuando se
tiene  licencia y entrenamiento solo para manejar avioneta.  La imprudencia es el obrar sin cautela, sin el
juicio  debido  y contrario  a  lo que la experiencia  aconseja,  p.e, manejar un vehículo a  120 kilómetros
por  hora,  en una  calle céntrica de  alto flujo vehicular. La negligencia, es  una conducta de omisión, un
descuido  o  una inobservancia de  normas  que obliga  al  cuidado  y a  la atención en el  obrar, p.e,  el
tratar de cruzar una calle estando el semáforo en rojo.  id nota  175 supra.
2/8  En la  legislación española, el Fuero Juzgo. el  Fuero Real, la  Novísima Recopilación y  las Siete
Partidas,  concretaron  las  conductas que  debían ser  penadas, manteniendo el  elemento subjetivo como
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quien  al  enunciar  entre  las  fuentes  de  las  obligaciones  -a  decir  de  REGLERO
CAMPOS219-  aquellas que no son propias del contrato, del crimen o el delito, recogidas
un  siglo después por POTHIER, para precisar que mientras el delito “es el hecho por  el
que  una personas por  dolo o maldad, causan un daflo a  otro, el  cuasidelito se  comete
por  una  imprudencia que  no es excusable”, distinción que  fue  acogida por  el  Código
napoleónico  pasando así hasta nuestros días, por que en que la disposición del art. 2341
sigue  estando presente como  eje del sistema de responsabilidad.
Se  explica así, que nuestra evolución en materia de responsabilidad automovilís
tica,  estuviese marcada por una fuerte influencia  subjetivista220, que vino a renovarse a
partir  de mediados de siglo pasado (1940), al  sufrir profundas transformaciones por la
doctrina  jurisprudencia1, acorde  con  los  principioS actuales  de  responsabilidad  por
actividades  peligrosas, responsabilidad en nuestro concepto, de temprana evolución hacia
una  responsabilidad  con  rasgos  propios  de  ser  cuasi  objetivada, con  características
determinante  V detinitivo en  el juzamientO  y  trataron de  aplicar estos conceptos de la  culpa  penal,  en  la
responsabilidad  civil  extracontractUal,  es  decir.  descartaban  la  responsabilidad  objetiva.,  superada  en  el
moderno  derecho  de responsabilidad  civil.
  REGLERO CAMPOS.  Accidentes de CirculaciÓn... op.cit.,  p.  82 a 85,  se refiere  así:
Al  intocable principio  de  la  culpa,  herencia  del  profundo proceso  de  subjetiviZación a  qie  sometió  el
Derecho  justinianeo a los textos del Derecho romano clásico, venía a sumarse en la practica, y a despecho de
la  letra del Código francis,  aquel otro por el cada uno es responsable sólo por el hecho propio, asiiándose
un  papel  residual a  la  regla por la  que  también se  respondía por  hechos de  otros.  A  ello  se  añadía  la
lintación  de  los  daños  susceptibles de  reparación que no podían  ser  otros que  los  que afectaban  a los
denomil1adOS derechos subjetivos absolutos (vida humana y propiedad).
Presupuestos  ausentes de  solidaridad social, propios  del  “laissez faire”,  que al surgimiento del
maquinismo impuso el  principio  de  “ninguna  responsabilidad sin culpa”.  Las grandes transfonaciOfles
socioeconómicas, posteriormente rompieron el tradicidual principio de la culpa.
220  Influencia  a  la  cual no  fue  ajena  el  Derecho colombiano, al tener  como  fuente  el Derecho
europeo.  adoptó  su  sistema  que  como  lo  señala  DE  ANGEL  YAGUEZ,  Ricardo.  Lecciones
sobre...  op. ciL,  p  13 era un sistema  ‘,.opio  de  la sociedad y  el  derecho  de  la época  del  laissez faire,
filosofía  liberal,  en  que  el  individuo  era el  cIerne ¡lío central  de  todas las valoraciones sociales  y p
tanto  jurídicas  y  nadie  puede  ser responsable  si  el daño  no ha sido fruto  de  su  libre actuación.  Po,
tanto  el principio de que  “no hay responsabilidad5  culpa”.
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semejantes  a  las  adoptadas  por  el  Derecho  español  en  materia  de  accidentes  de
circulación  por  la doctrina jurisprudencia1 desde  1938, que  se positiva, con la  Ley del
automóvil  de 1962.
Esta  definición de  responsabilidad civil  extracontractUal supone entonces, una
responsabilidad  subjetiva,  que requiere  la  creación  de  un hecho  dañoso por  acción  u
omisión,  bien por  la perpetración de una conducta, acto o hecho  de una persona, que
vincula  la  voluntad  con  un  resultado,  tal  como  lo  entiende  el  doctrinante  de
responsabilidad  MARTINEZ  RAYE,  “Necesariamente, en nuestro entender, el hecho
tiene  que ser dañoso, es decir originar un menoscabo en un interés ajeno, para  que se dé
la  responsabilidad civil extracontractUal”221. No bastaría entonces el hecho, como mero
medio  modificador o alterador para que se de la responsabilidad civil extracontractUal222,
221  MARTINEZ RAVE,  La responsabilidad  op.cil. (1993) p 91 y ss.
222  Conviene traer aquí  a  colación. para una mao’  claridad sobre el tema, las notas características
que  diferencian  la  responsabilidad  extracontractual  de  la  resonsabilidad  contractual;  esta  última
vinculatoria  de entidades o personas que se han obligado a cLunplir un  pacto o contrato, rigiéndose por  el
derecho  de obligaciones y contratos de  la legislación civil o mercantil, sin ser objeto de nuestro estudio.
Mientras  que en la  responsabilidad extracontractual. el  elemento vinculante es  el daño causado, que bien
puede  darse  sin mediar un  comportamiento ilícito,  exigiendo la  intervención de  un  elemento de  orden
psicológico para configurar el dolo o la culpa, cuando se está bajo criterios de responsabilidad subjetiva.
Ejemplo  de está cuando a consecuencia de la circulación se causa un daño, bien a personas o cosas, sin que
el  conductor del vehículo, ni su propietario o  poseedor, estén ligados con el lesionado o  perjudicado por
vínculo  contractual alguno; surgiendo una  deuda de responsabilidad civil extracontractual, que los vincula,
regulada  por los preceptos de la culpa aquiliana, del Código civil.
El  criterio de  culpa, de tradición romanista, lo encontramos también en el Derecho anglosajón que
la  denomina ‘faulf”, por  la  cual  se  causa  el  daño  el  ‘Ion”,  esa  culpa implica  un  comportamiento de
intensión  o de negligencia, en el resultado dañoso.
Sabido  que  el hecho tiene que  ser dañoso, para que origine responsabilidad civil, surtida ésta, se
establece  un vínculo que relaciona en sus extremos a dos sujetos, de los cuales uno es el agente dañador,
causa  del  daño  y  el  otro  lo  ha  sufrido  (la  víctima o  perjudicado), siendo  la  responsabilidad civil la
consecuencia jurídica  que establece esta relación de  hecho. o  sea la  que da  nacimiento de  obligación al
autor  del daño, de  asumir la reparación del peijuicio ocasionado al otro.  En consecuencia sin ese hecho
dañoso  no hay responsabilidad.
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se  requiere el elemento de la culpa o negligencia, pues en caso contrario se  estaría ante
una  culpa sin responsabilidad; y no será responsable quien, a pesar de haber causado un
daño  a otro, no obstante su  acaecimiento o  este  obligado a repararlo, afirmación que
debe  matizarse con  los nuevos postulados de  “culpa  social”  que superan  las  antiguas
concepciones  liberales, que llevan a destacados doctrinantes a seguir sosteniendo que  “la
responsabi1id  civil  es  la  conseclIe1cict jurídica  en  virtud  de  la  cual,  quien  se  ha
comportado  en forma  ilícita debe indemnizat  los daños, que con esa conducta ilicita a
producido  a un tercero223”, compelen á responder por el daño causado, paiicula1rneflte
en  responsabilidad  automovilística  así  el  agente  dañador  —  el  conductor-  no  haya
incurrido  en culpa.
En  la correcta aplicación de los criterio  de responsabilidad subjetiva o por culpa,
en  la  ocurrencia de  un  accidente de  tránsito hay lugar  a exonerar de  la  obligación de
reparar.  en  el  evento en  que  se encuentre probado que  la  conducta  del  conductor ftie
irreprochable  y que  su  actuar no frie imprudentes ni  negligente y por tanto no  le  cabe
culpa.  En tal circunstancia se rompe el nexo de causalidad entre el daño y la conducta
desplegada y cabe la exoneración de responsabilidad
Esta  última afirmación de exonerar de l  obligación de reparar el daño causado,
se  encuentra defrnida en el Derecho como  no  responsabilidad del autor, o sea el obrar sin
culpa,  que cuando puede atribuirse ese resultado dañoso, no a su obrar, sino al de otro u
otras  causas, o sea por una causalidad externa e ininputable224, como el caso foiuito,  la
TAVIAYO  JARAMiLLO.  De la responsabilidad  opcit., p 12-13
224  DE ANGEL YAGUEZ. La responsabilid(td  op.cit., p  245 y 246,  recuerda  que  “una  de  las
consecuencias  de la Doctrina de  la relación de  causcilidad es que  el presunto autor  de un daño, puede
verse  exento de responsabilidad si acredita que  entre su comportamiento y  el resultado ha mediado una
causa extraña e  ininputable.  Por  lo que podría decirse, que  deben ser causas totalmente exínseCaS  al
obrar  del agente caúsaflte del daño, no interviene su voluntariedad, sino que  se  interpone en  el  obrar de
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fuerza  mayor,  la  culpa  exclusiva  de  la  víctima,  se  consideran  como  eximentes  de
responsabilidad  por  la  jurisprudencia  colombiana225 y  en  general  por  el  derecho
continental  europeo.  A  este  respecto, hay  una  critica muy  autorizada  de  la  doctrina
española,  DE ANGEL YAGUEZ,  al  confuso  papel  que  se otorga  a  la  culpa como
fundamento  del  deber  de  responder  en  el  moderno  derecho  de  los  accidentes
automovilísticos,  en e! cual  “sigue teniendo un papel  relevante  cuando se trata de  la
culpa  de  la propia  víctima”, que  llega  a  conducir  “  a  la  reducción  o  incluso  a  la
supresión  de su  derecho a ser indemnizado”, debiendo asumir la reparación la propia
víctima  culpable,  mientras que  los  responsables también  culpables,  que  comúnmente
disponen  de  un  seguro  “gozarán de  una  total  inmunidad”; Por  tanto,  la  culpa tiene,
entonces,  una  función  de  “pena privada”  y  se  convierte  en  una  paradoja  de  que  se
castigue  así a las víctiinaS226.
otro,  p.e cuando se da el hecho por culpa exclusiva de la víctima, o por causa extraña.
225  No  obstante.  Los  daños  causados  sin culpa.  sobrevenidos, cuando  el  agente tomo todas  las
precauciones tendientes a  evitar el daño, y  a pesar de ello,  éste se produce, no le obligan a responder por
las  reglas de  responsabilidad  pues  el  daño se  produjo  por  una  fuerza mayor, caso fortuito o  la  culpa
exclusiva  de  la  víctima,  se  le  exoneraría de  la  obligación de  indemnizar o  reparar.  Más  sin embargo,
aunque  ésta es la  regla. en  el derecho de circulación moderno, y atendiendo a  principios de  solidaridad
social,  entran a  funcionar las Leyes de  aseguramiento obligatorio  y,  acaecido, un  daño en  accidente de
tránsito,  por  la  simple  causalidad prescindiendo de  la  culpa,  se  origina una  obligación de  reparación,
limitada  ,  eso  sí,  a  unos montos  previamente establecidos; denominada este tipo de responsabilidad a  la
responsabilidad  sin culpa u  objetiva o también denominada por riesgo -  aquellas  derivadas de actividades
consideradas según su riesgo como peligrosas- entre las que se encuentran la automovilística.  Ver sobre la
temática  de aseguramiento obligatorio el Capítulo V mfra.
226  En  materia  de  responsabilidad  civil por  accidentes de  tránsito,  y  atendiendo  a  sistemas  de
responsabilidad  objetivada  nos  acogemos  a  la  postura  del  doctrinante español,  profesor  REGLERO
CAMPOS.  “El juicio ejecutivo de la Ley del automóvil: la culpa exclusiva de la víctima como causa de
oposición  al ejecutante.  En PJ, 1986, núm. 4,  diciembre, p  127-134.,  quien afinna que la víctima debe
ser  siempre resarcida  con independencia de  que  el  conductor  haya intervenido  o no  con culpa y  con
culpa  o  no  de  la víctima,  exceptuando solamente a  las  víctimas que  deliberadamente  han buscado  el
daño,  o sea las que bordean el dolo ; y se debe repara el daño por el simple hecho de  ser la víctima que,
‘a  ha pagado  un elevado precio  a la sociedad”,  con su muerte o  con sus dolores  fisicos y secuelas;
precio  social  que  se  asume  como  contribución  que  impone  la  propia  sociedad  con  el  despliegue
beneficioso  del  riesgo  circulatorio,  cuyas  consecuencias  ha  de  afrontar  la  colectividad  mediante  una
técnica  de  socialización  total  o  parcial  ( agregamos nosotros  que  mediante  los  seguros obligatorios).
Citado  poi MEDINA CRESPO.
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Este  tipo  de  responsabilidad  subjetiva  en  los  accidentes de  tránsito,  solo  es
aplicable  a los conductores en los supuestos de colisión de dos o más vehículos, en cuyo
caso,  cada conductor pueden ser a la vez,  agente dañante y víctima, o sea que sufren un
daño  atribuible  a  su  propia  causalidad  o  particiPaciófl  el  autodañO, por  lo  cual  se
neutraliza  la presunción que obraría a favor de la víctima, el  conductor no culpable, el
que  ftie ajeno con  su ‘obrar a la  causalidad del  evento dañoso, quedando en  cabeza de
cada  uno probar tal circunstancia para ser exonerado y obligar a responder al conductor
dañador  COmO  se explica mfra para casos de colisión  (Vid epígrafe  )
3.3.2.  De la responsabilidad pr  el ejercicio de las actividades peligrosas o
responsabilidad cuasi objetiva
Nuestro  sistema  de  responsabilidad  lejos  está  de  acoger  un  sistema  de
responsabilidad  objetiva,  en  que  se  obligue  a  indenmiZar por  la  sola  causaCiófl del
accidente  automovilístico.  Pero  la  evolución del  derecho  de  circulación moderno  y
especialmente  en  la responsabilidad por daños causados a las personase hace necesaria la
adopción  de  principios  socializantes y  de  protección  de  la  víctima  frente  al  riesgo
desplegado,  como  en  el  caso  de la  circulación vial,  determinante de  que  la  regla de
responsabilidad  a  aplicar,  sea  la  de  reparal  los  daños  causados sin  necesidad de  que
exista  culpa o que esta se evalué en relación a la exigencia de diligencia de la actividad
riesgosa.  Nuevas  inteiretaCioneS,  fruto de  los principios socializantes a favor  de  las
personas  y  exigida por el desarrollo de garantías reparatorias para una libre  circulación
que  asuma el coste de  los daños en patrimonios distintos del  perjudicado e incluso  del
causante, bajo reglas de responsabilidad extracontractuaL
Este  paulatino cambio de  mentalidad, como lo plantean  diversos autores,  entre
estos  los más  destacados. los doctrinanteS españoles que  han  investigado la  evolución
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del  régimen de responsabilidad,227 ha  llevado a  la transformación de  la  institución de
responsabilidad  civil  del  automóvil y  ha  sido posible  a  través  de  los  sistemas  que
atienden  objetivamente  a  la  reparación  del  daño,  como  los  contratos  de  seguro
obligatorio, pues de no existir tal aseguramiento, seguiría imponiéndose el criterio básico
de  responsabilidad  por  culpa  subjetiva,  para  la  imputación del  daño  causado,  que
igualmente,  es proporcional a la  determinación de  las mayores o menores cuantías del
resarcimiento,  previendo incluso su reducción en principios de equidad, que impida dejar
en  situación de insolvencia o necesidad al obligado a indemnizar en caso de exigirse una
“integra” reparación.
Por  ello  en  nuestro  sistema  de  responsabilidad,  solamente  en  cuanto  al
aseguramiento  obligatorio para  los daños corporales en forma parcial,  podría pensarse
que  estamos en frente de un sistema de responsabilidad objetivado; puesto que, los daños
materiales  y  el  exceso  de  los  daños  corporales  están  sometidos  al  sistema  de
responsabilidad  subjetiva, asentado en  la  doctrina de  la  “actividad peligrosa”,  que  en
nuestro  concepto corresponde más a un sistema de responsabilidad subjetiva objetivada o
de  responsabilidad cuasi-objetiva.
Los  daños  corporales  causados  dentro  de  los  límites  del  aseguramiento
obligatorio  del SOAT, no requieren para su indemnización definir la responsabilidad del
conductor,  y  se  indemniza  extrajudicialmente por  el  asegurador  hasta  la  cuantía
legalmente  regulada en el seguro de daños corporales en accidente de tránsito.  Aunque,
es  necesario aclarar, que éste, es más un seguro “no- fault”  o un  “seguro de accidentes
personales y  de sali.id  que un sistema de responsabilidad objetivado, en el que en forma
similar  responde del daño quien de hecho lo causa, aunque en este evento se traslada al
227  VAÑEZ DE  ANDRES. Responsabilidad.... op.ciI., p  27;  DE ANGEL  YAGUEZ, Ricardo.
Lecciones  sobreop.  cii.,  p 15;
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asegurador  obligatorio,  con  independencia de  que  haya  tenido  o  no  la  culpa  de  su
producción  el agente causante.  En este tipo de responsabilidad como lo dice el maestro
español,  DE ANGEL YAGUEZ228
No es necesario indagar las características de su comportamiento. Debe indemnizar el daño sólo
por  haberlo  ocasionado,  o  si  se  quiere,  por  haber  realizado una  actividad apta para producir
riesgo.  Conforme a este criterio el  conductor  del  automóvil  responde  aunque  fortuitamente
fallaran  los frenos, porque al tomar el vehículo puso en funcionamiento un instrumento peligroso.
Aquí  el centro de gravedad del deber de responder está en el daño mismo, no en el sujeto que lo
causa.  La responsabilidad, por utilizar la terminología corriente, es objetiva, no subjetiva.
Se  responde,  entonces,  con  el  SOAT,  por  el  daño  corporal  causado  en  el
accidente  de  tránsito,  sin  ninguna  consideración,  como  lo  expresa  el  profesor  DE
ANGEL  YAGUEZ,  al causante del daño, es totalmente ajeno a cualquier criterio de
imputación, y se acciona el mecanismo ipsojuri  con el daño a la víctima229. Es pues, un
contrato  de seguro de carácter socializado, expedido inminentemeflte bajo  principios pro
dainncito230, con una doble finalidad:  la primera de responder por los daños corporales
derivados  de  la  responsabilidad automovilística por  la  causación  del  “accidente” de
tránsito,  limitado  a  la  atención  básica  -  de  gastos  hospitalarios  incapacidad total  y
permanente.  indemnización  por  muerte  accidental y gastos de entielTo-  que veremos  más
ampliamel1te  “infra”(  Cap.V),  y  la  segunda, de  sustraer los  efectos del  S.O.A.T.,  del
sistema  general  de responsabilidad, al  que deberá acudir el peijudicado para  dirimir la
responsabilidad  civil extracontractual por los daños causados en el accidejate en  la que
pueden  incluirse los daños morales y  materiales y  aquellos daños  corporales que  ain
cubiertos por el seguro se han causado en exceso.
-
228    DE ANGEL YAGUEZ, Ricardo. Lecciones  sobreop.ciL,  p 15.
29     ibídem
230  Insinuado este piincipio por DIEZ PICAZO. en 1966, se convirtió en  un principio general del
Derecho  de  Daños. se  busca que  la  víctima ó el  damnificado sea resarcido, pretende  el favorecimieflto
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De  esta  forma,  más  que  un  sistema  de  responsabilidad  objetivada,  los  daños
corporales reconocidos por el S.O.A.T, comprenden un sistema de garantía que atiende a
un  criterio  de  responsabilidad  social231que deja  incólume  la  obligación  de
responsabilidad  civil  extracontractUal.  Y  ya  aclarado  el  extremo  conceptual  de
responsabilidad  objetiva,  o  de  no  culpa,  puede  afirmarse  que  en  el  sistema  de
aseguramiento  obligatorio:  1) A  los daños  corporales se  les  aplica  la  legislación del
aseguramiento  obligatorio  y  hasta  la  cuantía  del  S.O.A.T.,  regidos  por  principios
asimilables  a  la responsabilidad por riesgo, sustraídos totalmente del ámbito de la culpa
y,  reconocidos por la mera causalidad del accidente, directamente ante el  asegurador o
ante  el juez competente, en acción directa, bastando demostrar el daño y la existencia de
la  póliza de seguro o ante el Fondo de Solidaridad y Garantías en el evento de vehículos
sin  seguro o desconocidos (vehículos huidos). 2) Para los daños materiales,  morales y
los  corporales que  excedan  los  límites  del  SOAT.,  quedan  sometidos al  régimen de
responsabilidad  por actividades peligrosas del  art.  2356 C.C  o de  responsabilidad por
cuasi-objetivada o a los principios de culpa subjetiva si se deben a colisión de vehículos.
La  estructuración de la doctrina jurisprudencia1 del régimen de responsabilidad por
actividades  peligrosas,  en  nuestro  criterio,  tiene  los  mismos  tres  mecanismos  de
objetivación  que se estructuraron en el Derecho español con las sentencias de la  Sala 1a
de  la víctima en razón a su naturaleza humana expuesta a riesgos de los que debe ser reparada.
231  YAÑEZ DE ANDRES. Responsabilidad.... op. cii., p 27, afirma respecto a  este paulatino cambio
de  mentalidad, aplicado al régimen de responsabilidad que:
(...)  ha sido únicamente posible a través del aseguramiento obligatorio más o menos generalizado,
de  los múltiples riesgos consustanciales al  devenir actual, creándose así un solvente patrimonio
independiente del sujeto responsable, destinatario en defmitiva y en forma directa de la obligación
de  resarcimiento  íntegro  del daño, según las exigencias de la calidad de vida actual.
Pues  de  no  existir tal  aseguramientO seguiría imponiéndose el  criterio  de  responsabilidad por
culpabilidad subjetiva objetivada (...)
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del  Tribunal Supremo Español del 10 de julio  de  1943232,  23  de diciembre de  1952, 30
de  junio de 1959 y 9 de abril de 1963, con mecanismos consistentes en ampliar, presumir
e  inventar la culpa.
El  primero  de  los  mecanismos  puede  definirse como  lo  expone  en  su  obra
MEDINA CREPO, “en expandir el  concepto de  la culpa, afirmando su  existencia en
supuestos  que  antes  se negaba”233, aplicando  a  los ilícitos  dañosos  extracontractuales
preceptos  que  antes  se  entendían  afectaban  sólo  a  las  relaciones  contractuales.  El
segundo  “presumir  lci culpa,  mediante la  inversión de  la exigencia  de  la carga de  la
prueba  (...).  Por  lo cual al agente daoso  le corresponde “demostrar que no medio en la
producción  del  daí’o  causado  a  tercero,  como única  forma  de  sustraerse  a  su
responsabilidad”234 y el  tercero  consistente  “en el  invento del principio del agotamiento
232  REGLERO  CAMPOS.  Accidentes  de  circulaciónop.ciL,  p  104  afirma  que  con  esta
sentencia  puede hablarse de un antes y un después en la doctrina española sobre la materia; apreciación
criticada  por  otros  destacados  autores como  DIEZ  PICAZO.  En  “Estudios  sobre  la jurisprudencia
Civil”  2 cd. Vol.  1.  Madrid: Tecnos.  1977, p  27Oy  MEDiNA  CRESPO,  Mariano. Responsabilidad
Civil.  De las  culpas absueltas a  las inocencias condenadas.  Granada: ComareS, 1996, 40
233  MEDINA  CRESPO.  Mariano. Responsabilidad  Civil .4ulomoviiíslicaop.ciL.  p 41,  comenta
el  autor,  que  se  llevo lo dispuesto en  el art.  1104 del  C.C español  de  exigir  no una diligencia  simple,
sino  la  que  coiTesponda a  las circunstancias de  las  personas.  del  tiempo y  del  lugar aplicable  a  todo
genro  de  obligaciones,  contractuales  y  extracontractuales,  sin  que  entrara  en  contradicción  con  las
especiales  de  los  art.  1902  y  1903,  denominada  “valoración  casuística  de  la  diligencia”  por  DIEZ
PICAZO.  Igualmente cita a  LACRUZ  BERDEJO  para  decir que:  “cuando Just?fica la  técnica  de la
inversión  probatoria  con el argumento  de que el causante  de un daño es un «obligado»  a  respetar
el  patrimonio  ajeno  y  la  integridad personal  de  los demás,  de  tal  manera  que,  infringido  ese  deber,
según  resulta  ç  reisaes  decir  del mismo hecho dañoso,  corresponde  al  dicho agente justificar  ese
incumplimiento  («Elementos...»  cit., vol.  I,pág  511).” Para SOTO  NIETO.  La responsabilida....
op.cil.,  p 44, la técnica de inversión de la carga prueba es un artificio procesal.
234     .                             ..     .Cita  MEDINA  CRESPO  en su analisis la Sentencia del Tribunal Supremo del  30 de junio  de
1959  en  la  que  por  primera  vez  declara  que  «  el  sistema  subjetivista  viene  evolucionando  en  la
doctrina  y en  la jurisprudencia»,  «invirtiendo  la carga de la prueba para  obligar al autor de  los daños
a  acreditar que obró en el ejercicio de sus actos lícitos con toda la prudencia y la diligencia precisas para
evitarlos»,  con  aplicación  analógica  a  la  responsabilidad  extracontractUal de  la  teoría  de  la  culpa
contractual  prevista  en  el  art.  1104  del  C.C.  con  prueba  exonerativa  de  responsabilidad  por
demostración  de  la propia diligencia,  de  haber  caLisado el  daño por  una  fuerza mayor,  como  aparece
previsto  en  el  art.  1105  del  Código  Civil,  por  un  hecho  imprevisible,  o  que  siendo  previsible  es
inevitable.
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de  la diligencia debida, ajirmóndose que  L  adoptadas por  el  agente las adecuadas
medidas  de cautela precisas para precaver y  evitar el daño, éste no obstante se produce,
es  porque  alguna  medida  dejó  de  adoptarse,  entendiéndose  por  ello  que  actúo
culpablemente u,235•  Transformación que vino a positivar la Ley del Automóvil, con un
mecanismo  objetivador impuesto en  el  art.  39, (actual párrafo  2  de  la LRCSCVM  de
1995)  en  un  sistema  de  imputación  que  prescinde  de  la  culpa,  pasando  de  una
“causación  culpable”  demostrada o presumida e inventada a una  “causación propia no
desrnentida”236que cedería ante la demostración de una “causa ajena”, comprendiendo en
ésta,  tanto a la culpa del tercero y a la culpa  de la víctima  corno  supuestos  de una fuerza
235  Ibídem,  MEDINA CRESPO, comentando  la Sentencia del 9 de abril  de  1963  incluía en sus
considerandos  los ti-es mecanismos de objetivación : 1) expansión de la culpa, 2) presunción de la culpa
y  agotamiento de la diligencia debida),  incardinados expresamente en el principio  del riesgo desplegado
por  el uso  de automóviles  que  de  por  sí es  suficiente para  acarrear la  responsabilidad  del  conductor.
Correspondía  esta sentencia  a  un accidente que  se  produjo  cuando el  conductor  de  un turismo  (carro
particular),  circulando  por  una  carretera,  en  tramo  que  se  encontraba  mojado  y  moderadamente
embarrado,  por  haber  nevado y  llovido, perdió  el  control  de  sus movimientos y,  tras  un recorrido  en
zigzag  de  unos  300  rnts.,  se  salió  de  la  calzada  y  chocó  con  un  árbol,  resultando  fallecido  su
acompañante.
El  juzgado  de  conocimiento  como  la  Audiencia  determinaron  que  se  desestimaban  las
pretensiones  p01- que el conductor circulaba a velocidad normal y que  el accidente no se  produjo por su
culpa.  En el recurso  de casación ,  el  Tribunal caso la sentencia recurrida  afirmando que  ,  en  atención al
peligroso  estado de la calzada,  el conductor marchaba a  una  velocidad inadecuada, no siendo aceptable
el  calificativo de  normal,  aunque fuera reglamentaria,  con el  añadido  de  que su forma de  conducción
adolecía  de  ligereza,  inducida  del  poco tiempo invertido  pal-a cubrii  una  distancia de  130 kilómetros.
Para  esa estimación (analiza MEDINA  CRESPO, pág 45)  “  (..)  se  empleó,  en  verdad, de  un lado, la
rigurosidad  de  aplicar el art. 1104, con ponderación de  las circunstancias del tiempo y  del lugar, junio
con  una inferencia enmarcada en la técnica probatoria  ordinaria de la presunción  (no una presunción
jurídica  de  culpa, sino  una pura  presunción fáctica),  como  instrumen tos  respectivos pal-a afirmar la
inadecuada  velocidad  del vehículo y  la ligereza  de su conductor por  el rápido pilotaje  de  aquel”.  Se
comprueba  en la sentencia que cuando las garantías adoptadas conforme a las disposiciones legales para
prevenir  y  evitar los daños  no han  ofrecido resultado positivo,  ello revela  su  insuficiencia y  que  algo
faltaba  por prevenir. (pág 47) De ahí los efectos  de las declaraciones doctrinales de esta sentencia en  el
ti-atamiento de  los  accidentes  circulatorios  en  el  ordenamiento jurídico  español,  que  posteriormente
exigirá  al  agente  dañoso  una  diligencia  no  sólo  simple,  sino  la  que  deriva  de  la  naturaleza  de  la
obligación  y  de  las  cii-cunstancias de  las  personas,  del  tiempo  y  del  lugar,  debiendo  probar  una
diligencia  pal-a la  que no  bastará el meio  cumplimiento de  las disposiciones reglamentarias, exigiendo,
por  razones  de  solidaiidad,  que  sea  “socialniente  adecuada” bajo  principios  en  nuestro  concepto  de
‘máxima diligencia” que no vulnere el altei-um  non  meciere a que se está obligado.
236  ibídem.  Este autor a  pag. 13- 17. hace un análisis histórico de  las posturas jurisprudenciales
del  Del-echo Español  sobre los cI-iterios de imputación de i-esponsabilidad civil extiacontractual del
automóvil.
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mayor  extrínseca237, criterios  que  también  estableció  la  Corte  Suprema  de  Justicia
colombiana  bajo la teoría  jurisprudencia! de la  “actividad peligrosat’  que se desprende
del  riesgo atribuido a los vehículos a motor, por la que se invierte la carga de la prueba y
se  establece  unas  precisas  causas  de  exoneración  de  responsabilidad,  mediante  la
ocurrencia  del hecho dañoso por una “causa extraña” entendida como la fuerza mayor, el
caso  fortuito extrínseco y la culpa exclusiva de la víctima.
Esta  atenuación de la responsabilidad  aún basada en la presunción de culpa del
agente.  también  con tres  concretas causas  ajenas al  conductor, como  paliativos  a  los
critérios  culpabilístico, siguiendo a las doctrinas modernas238, la situamos mejor como
una  presunción  de  responsabilidad,  puesto  que lo  que  se  imputa,  en verdad,  es  una
responsabilidad  por  el  riesgo  desplegado  en  la  actividad  peligrosa  y  no  por  la
existencia  de  una  culpa, fundada  en  la  intencionalidad  o voluntariedad  del  autor  del
daño;  que  siendo  consecuentes, deriva  de una  actividad mecánica,  que  implica  más
una  causa fisica aportada pqr el  conductor mismo o por un tercero o la propia víctima
en  la causación del daño.
La  potenciación  de  la  fuerza dañosa de  los vehículos a  motor,  que  cada vez
aumenta  por  los  avañces  tecnológicos  de  sus  constructores,  ha  llevado  a  que  la
regulación  de responsabilidad civil por accidentes derivados de su uso y circulación, sea
237  Ibídem,  p  16,  en  criterio  de  MEDINA  CRESPO:  “la clave  de  la  inclusión  de  la  culpa
exclusiva  de  la  víctima  y  de  la fuerza  mayor  extrínseca,  como-  circunstancia  exoneradoras  de  la
responsabilidad  del asegurador  estibaba en  el  vuelco reversivo  de  la carga probatoria  de modo  que
aquélla  se generaba siempre que se  quedara sin demostrar que  el accidente se  había debido  de forma
exclusiva  a  cualquiera  de  esas  circunstancias  (..)  de  modo  que  el  acento  no  se  ponía  sólo  en  la
previsión  legal  de  esas  causas  de  exención  (..)  sino  en  la  regla  probatoria  que  introducía  su
enunciado”;  incluye el art. 39 la base del art.  1902 preceptiva de  que el que cause un daño con  culpa o
negligencia  debe repararlo y  una formulación selectiva del art.  1105 del CC., para  afirmar la virtualidad
exoneradora  del  caso  fortuito y la  fuerza mayor extrínseca y  negársela a  la  intrínseca, a  través  de  una
regla  al mismo tiempo sustaflti-’a y probatoria,  al atribuirle al conductor la obligación de  demostrar que
el  accidente se debió a aquella como única posibilidad de exonerarse de responsabilidad.
28  TAMAYO  JARAMILLO,  Javier. De la responsabilidad civilop.cit.,  p 37-38
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considerada por vía doctrinal, como inequívocamente peligrosa, enmarcada en el sustrato
material  de  la  responsabilidad  del  art.  2356  del  C.C,  separada de  los  principios de
responsabilidad  civil  general de  interpretación subjetivista de la  culpa  (art.234l),  para
enmarcar  la  responsabilidad  automovilística bajo  criterios  estrictos de  negligencia  o
imprudencia  confonTie lo ritúa la norma general que todo  dafio que pueda  imputarse a
malicia  o  negligencia  de  otra  persona   r  reparado  por  ésta  y  mejor  conocida
como  “responsabilidad por el hecho de las cosas en actividades peligrosas ‘  institución
está  que  termino  convirtiéndose  en  pilar  fundamental  de  la  responsabilidad  civil
extracontractual239  en nuestro  país240.
239  Sent. C.S.J, abril  5  de  1999,  M.  P Dr. Rafael Romero Sierra Ref. Exp. No.  5134 que
transcribimos parcialmente por su claridad y precisión en la distinción de la responsabilidad derivada
del  art.  2356 del C.C.:
En  sentencia de  12 de mayo de 1939 (G.J. tomo XLVIII,  pág. 23), se sentaron por primera vez las bases
de  esta  tan  importante  distinción  y  de  ese  fallo  son  los  siguientes  apartes:  “(...)  pero  fiera  de  esta
responsabilidad  directa, hay otra que no por indirecta es menos eficaz (...)  Esta ya es una responsabilidad
de  carácter  excepcional. porque  no  proviene  ,mediatamente  del acto  personal  del interesado,  sino de
presunciones  de culpa que la ley establece co  .sponsable. (...).  itecedente  de la anterior doctrina,
es  el fallo de  14 de  marzo de  1938, que no sólo señaló la  distinción entre los  artículos 2341 y  2356 del
Código  Civil, sino que concluyó que si por regla general la carga de la prueba en materia extracontractual
corresponde  al demandante,  por excepción. como cuando se  trata de la responsabilidad (...)  por  el daño
de  las cosas  inanimadas que están bajo el cuidado  de los hombres. la prueba se desplaza del demandante
para  recaer sobre el  demandado por la presunciúfl (le culpa cine establece la ley en varios textos como los
artículos  2346v  2356 del Código Civily  aludiendo  a esta última norma y  su razón de ser,  agregó que
‘mal  puede reputarse como repetición de aquél (el 2341). ni interpretarse en  forma que sería absurda si a
tanto  equivaliese.  contenopla una  situación  distinta  y  la  regula,  naturalmente,  como  a  esta  diferencia
corresponde.  Así  es  de  hallarse  desde  luego  en  vista  de  su  redacción  y  así  lo  persuaden,  a  mayor
abundamiento,  los  ejemplos  que aduce o  plantea para  su mejor  inteligencia, a manera  de  casos en  que
especialmente  se debe reparar el  daño a que esta disposición legal se  refiere,  que es todo el  que  puede
imputarse  a malicia  o negligencia  de otra persona”. Exige, pues,  tan  solo que el daño  pueda imputarse”
(sent.  2  de diciembre de 1943 —G.J.  LVI pág. 320—  igual sentido sent.  18 de noviembre  de 1940. G.J.
L,  pág. 440,  sents. 31 mayo 1938, junio24  de  1942,7  de julio  de 1977).
Y  precisando  aún más los  conceptos  anteriores,  esta Corporación  en fallo  del  18 de  abril de
1939  (G.J. XLVIII pág. 165) dijo “El artículo 2347  del C.C.,  establece el principio de  la responsabilidad
por  hechos. ajenos. y  el artículo 2356 del mismo texto, sienta esta norma, bien se trate de responsabilidad
directa  o  indirecta:  “por regla general  todo daño  que puede  impu-tarse a  malicia o  negligencia  de otra
persona,  debe ser reparado  por ésta”. Los eje nbLyi.me allí  se mencionan son  ilustrativos y  se refieren a
hechos  en que el daño  aparece en la  cosa misic’,  por cierta peligrosidad  que en  ella se transparenta. La
Corte  ha sostenido  la  doctrina  de que  conforme a la  disposición del  artículo  2356  del C.C.,  existe una
presunción  de responsabilidad  en contra del agente respectivo, en los casos de daños causados por ciertas
actividades  que  implican  peligros,  inevitablemente  anexos  a  ellas.  responsabilidad  por  la  cual  no  se
exonera  de  la indemnización, sino en cuanto se  demuestre caso fortuito. fuerza  mayor o  intervenciófl de
elementos  extraños”.
Siguiendo.  pues.  una larga  tradición  jurispru-dencial  cuyas  directrices  cardinales  acaban  de
transcribirse,  preciso  es tener  muy presente  que ante  situaciones semejantes  a  las descritas,  donde por
hipótesis  el daño,  sin ser efecto inmediato y directo de una culpa probada atribuible  a determinado sujeto
a  título  personal,  lo  és  de  la  intervención  causal  de  una  actividad en  la  cual,  por  los  peligros  que  en
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En  orden a esa apreciación  ya desde  • i6  la Corte Suprema de Justicia, con una
dotrina  innovadora,  planteaba  la  presunción  de  culpa  derivada  de  esta  norma241,
potencia  le  son  inherentes,  quien: la  lleva a  cabo debe  extremar en  grado  sumo  las precauciones  en  la
advertencia  de  tales  riesgos  y  en  los  cuidados  para  evitarlos,  el  ordenamiento  positivo  en  este ámbito
puesto  de  manifiesto  en  el  principio  normativo  que  del  texto  del  artículo  2356  del  Código  Civil  se
desprende,  encuentra fundamento bastante  para comprometer a ese empresario e imponerle  la respectiva
obligación  de  reparar,  atendida la posibilidad  con que contaba de  controlar  apropiadamente  la actividad
en  cuestión  y,  por  consiguiente,  de  custodiarla  de  modo  indemne  para  los  demás,  obrando  con  la
diligencia  requerida a fin de suprimir la eventualidad de perjuicios como el que, a pesar de esa misión de
guarda,  vino a ocurrir con menoscabo injusto para la persona o los haberes de un tercero y  que, por ende,
atestigua  de  suyo  la  manera  impropia  o  ineficiente  como  ese  cometido  se  puso  en  práctica  por  el
responsable.  Dicho en  otras palabras, si es postulado de valor  axiomático el  que el orden  civil que liga  a
los  seres humanos  en sociedad, según lo señalara Domat  en afortunada síntesis, no los obliga solamente a
no  peijudicar  a nadie  mediante sus  propias acciones,  sino también a actuar con todo  lo que se posee  de
-   modo  tal  que  nadie  tampoco  pueda  resultar víctima  de  un  daño  que  no  esté  obligado  en  derecho  a
soportar.  forzoso  es  admitir  que  actividades  que  por  su  virtualidad  especial  para  engendrar  daños
participan  del género que, por vía  de ilustratiS  ejemplos,  identifica el artículo  2356 del Código  Civil»
implican  la existencia de una obligación legal de  resultado consistente en vigilar  esa actividad e impedir
que  ella, por su propio  dinamismo o debido  a circunstancias anormales que la  rodearon en un momento
dado,  escape  al  control  de  quien  de  la  aludida  actividad  se  sirve  o  reporta  beneficio,  luego  si  en  la
realización  de un daño  se demuestra que tuvo influencia causal caracterizada un hecho de la índole de los
que  iene  haciéndose  mérito en estas consideraciones, en términos de ley ello  es suficiente para tener por
probada.  por vía  de  una  presunción  que  establece aquella disposición» la infracción  de  la  obligación
determinada  de guaida recién aludida. La causalidad basta para tener por establecida la culpa en aquellos
casos  en que.  atendidas la naturaleza propia de  la actividad y las circunstancias precisas en que el hecho
dañoso  se realizó, la razón natural permite imputar este último a la incuria o imprudencia de la persona de
quien  se  demanda  la  reparación, e  inútil será  por  lo tanto  que  este último,  guardián  de  la  actividad  y
demandado  en  el proceso,  intente  establecer que observó la  diligencia  debida;  su defensa, entonces,  no
puede  plantearse  con éxito en el terreno  de la culpabilidad sino en el de la causalidad, rindiendo la prueba
de  la  causa extraña  del perjuicio,  originada en  el caso fortuito  o en  la  fuerza mayor,  en el  hecho  de  la
•    víctima o en el hecho  de un tercero.
240  TAMAYO  JARAMILLO, Javier. De la responsabilidad civilop.cit.,  p 38
Sentencia  de la C.S.J del 28 de febrero de 1956: estableció que el art. 2356 del CC,  no tiene por
objeto  repetir la regla del art. 2341, sino que  “separndose  del sistema expuesto en  este último, establece
una  presunción de culpa cuando el daho deriva de hecho que por su natu’aleza  o las circunstqncias en
cjue  ocurre permiten atribuir/o ci malicia o negligencia de  otra  persona”.  Presunción  que  por  no  ser  de
derecho,  admite  prueba  en  contrario,  trasladando  la  carga  de  la prueba,  sobre  quienes  ejercitan  actividades
de  tal índole. Agrega  la Corte:
A  la víctima e  basta demostrar los  hechos  que  determinan el  ejercicio de  una  actividad  peligrosa y  el
peijuicio  sufrido; y  será  el  demandado quien deba  comprobar que el  hecho  ocurrió  por  la  imprudencia
exclusiva  de la víctima, por la intervención de un elemento extraño, o por fuerza mayor o caso fortuito, ya
que  el ejercicio de una actividad peligrosa lleva por su naturaleza envuelto el de culpa en caso de accidente.
También  encontrarnos  en  esta  doctrina  gran  similitud,  con  la  figura  del  “riesgo  concreto”
introducido  en  la  Ley  17.711  de  circulación  de  vehículos  automotores  del  Derecho  Argentino,  aplicable
tanto  a peatones  como  a los  vehículos  entre  sí (colisión  de  dos  o  más  vehículos),  que  reformó  el  art. 1113
del  Código Civil, y  plantea la  Corte argentina así  que  ‘e  inspiró en  la  teoría del  riesgo creado, y  la
presunción  de responsabilidad derivada ael  riesgo t’.  •:ignca  para  ciertas personas  el  uso que  otros
hacen  de las cosas, bastándole al da,nncado  coinrohar  el daño sufrido y  el control con la cosa de la
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separándola  del  sistema general  del  art.  2341  de  la  culpa subjetiva,  con  requisito de
probar  la conciencia y voluntad del causante del daño, a cargo de la víctima, prueba de
extraordinaria  dificultad  procesal,  que tbrnaba  en  ilusoria  en  más  de  la  veces,  la
posibilidad  de  resarcimiento  de  la  víctima,  por  la  dificultad de  la  prueba;  pero  así
interpretada  por  la  importante labor  de  la jurisprudencia,  a  partir  de  la  sentencia  de
1957242,  se  desarrolla también, el principio general de  los arts.  2350,  2353 y 2356 del
C.C,  sobre presunción  de  responsabilidad por  riesgo  en  contra de  los  propietarios o
poseedores243, fundada en  el beneficio personal derivado de las cosas que se explotan,
que  provino  aquél’  ‘NC’Jv., Sala L,  23/12/92,  “Chamorro Mailínez  c/Argerami, Jorge”, JA,  12/4/95)
GHERSI,  et.al., Accidentes de  Tránsito. Derechos i’  Reparación  de Daños. Buenos  Aires:  Universidad,
1996.  Ps7.
242  CSJ.  Sentencia del  24  de  septiembre de  1957 .  sobre  la adopción de  la  teoría del Riesgo pero
basada  en la  presunción  de  culpa;  en razón  a SL! importancia en  el Derecho  colombiano  hasta  la  fecha,  la
transcribimos:
El  texto del artículo 2.356 del C.C. deja notar, como lo ha  establecido la  Corte, que  en el  se estatuye  o
establece una presunción de culpa a cargo del ageute,(el subrayado es nuestro) en caso de que el daño de
que  se  queje el  lesionado derive de  hecho que por su naturaleza o  por las circunstancias en que ocurrió
permitan  atribuirlo a negligencia del autor material  presunción que por no ser de derecl1o admite prueba en
contrario,  pero  cuya  aducción  corresponde consiguientemente a  quien  ejecutó  la  actividad que  resulto
dañosa.
En  otros términos: como corresponde, por regla general, a la víctima del daño demostraren  caso de litigio el
hecho  que dio  ocasión a éste, el  peijuicio que  sufrió como resultado del hecho  dañoso.  y la relación de
causalidad  entre uno  y otro elemento, será  el demandado quien (leba comprobar que el ilícito acaeció por
culpa  de la víctima,  o que se produjo por la intervención  de un elemento extraño, por fuerza mayor o
por  caso fortuito, si aspira  a que se  le exonere  (el subrayado es nuestro) de la obligación de indenmizar
porque.  se repite.  la sola ocurrencia causa de (laño conlieva por  naturaleza la presunción de culpa a
cargo  de su autor. (el subrayado es nuestro) Debe aclararse que la intervención de  un “elemento extraño”
que  haya determinado la consumación del daño, no ha de ser imputable a] demandado, y que ese elemento
“extraño” puede ser o  estar constituido por un error de conducta del propio lesionado o lo que es lo mismo.
ser  la resultante de la propia culpa de quien sufrió el perjuicio.
243  Se  permite  incluso, tornar medidas previas de  embargo y secuestro de  bienes, sobre el  vehículo
causante  del  siniestro, cuando tanto  el  propietario como  el  poseedor  son diferentes  al  conductor, pero
vinculados al proceso corno terceros civil responsables, en concordancia con el párrafo segundo del art. 515
del  Código de  Procedimiento Civil,  al  versar  sobre  “el derecho  derivado de posesión  sin  título  en  un
inmueble  de propiedad privada” -(  Sobre jurisprudencia de  embargo y  secueslio de  la posesión  Vid. la
sentencia más reciente del Tribunal Superior de Medellín, Sent.5 T- 980513 de mayo 14/98).
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(entre  ellas los vehículos) similar a la del dueño del edificio, del animal o de la cosa, que
encierran  en  sí  mismoS  un peligro potencial  de  daño  a  personas o  cosas,  presunción
imputable  que se extiende al automóvil, por la cual se les obliga a responder civilmente
por  los riesgos que crean al ejecutar su actividad por sí o por terceras personas.
Esta  matización de  la  doctrina de  la  Corte  Suprema que,  cuando como conse
cuencia  de una  actividad peligrosa se causare daño a una persona, “quien realiza o se
beneficia  con aquella”  incurre en  responsabilidad de  carácter civil, por  lo  que ha  de
reparar  el  daño  causado que  se  deduce del  art.  2356 con  base  en  la  negligencia y  la
imprudencia,  considerando, también  el  Consejo de  Estado,  que  tal  responsabilidad es
244preSuflta
La  responsabilidad  p01.  el  ejércicio  de  actividades  peligrosas o  por  la manipulación de  cosas
que  tengan  esta  calificación  (conducción  de  vehículos,  extensión  de  redes  de  energía,
gasoductos  armas de dotación oficial, etc.,) es presunta.
Así,  cuando  se  habla  de  responsabilidad presunta,  se  le hace  directamente  la  imputación  de
responsabilidad  al ente que se estima responsable, el cual en su defensa ,  sólo  podrá desvirtuar
dicha  imputación  demostrando  una  causa  extraña  ajena  a  su  actividad  como  será  la  fuerza
mayor,  la culpa exclusiva de la víctima o el hecho, exclusivo y determinante, de un tercero
Afirmado  el extremo que las actividades riesgosas, aunque lícitas, por su ftierza y
potencia  producen hechos violentos y sumamente  dañosos  a  las  personas  y  a  las  cosas,
nos  alejan  de la clásica inteiretaCiófl  del principio de la culpa que nace  del causante,24
 Sentencia del Consejo de Estado del 2-3-93.
245  En  la  culpa  penal,  la  ley  no  admite  graduación  de  la  culpa,  tampoco  solidaridad,  ni  la
compensación de  que habla el art. 2347,  que si se estáblece en la culpa civil. A propósito de esta materia-
responsabilidad  civil autoinovilística se  debe establecer que  en materia de Derecho Penal, la  prueba del
dolo  o de la culpa está a cargo del Juzgador,  por  el principio de “presunción de  inocencia”, tratándose de
delitos,  más  no  en  responsabilidad por  faltas  en  accidente de  tránsito  que  extiende  la  presunción  de
responsabilidad  por interpretación de la jurisdicción civil, al conductor del vehículo, a  quien le corresponde
liberarse  de  tal presunción,  comprobando que  hizo  todo cuanto podía para  evitar el  accidente o  que  el
hecho  se debió a una causa extraña a su acmar: 1) fuerza mayor, 2) caso foiito  o 3) a culpa exclusiva de la
víctima  o de un tercero.
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para  proyectarla  en  el  ejercicio  de  una  actividad  asignada  a  una  cosa:  el  vehículo;
asimilado  a la responsabilidad que genera  la Empresa, que aunque, éste sea de carácter
no  laboral, pone  en  el  mismo  iter  de  responsabilidad al  patrono  y  al  propietario  o
poseedor  del  vehículo  (considerado el  veh»ilo  como la  Empresa que  desarrolla una
actividad)  y de producir un hecho dañoso que, rompe el equilibrio de armonía del grupo
social  y  de sus  intereses, pretendiendo inclusive, hacer surgir una responsabilidad casi
objetiva,  para atender sus consecuencias, “así no exista intención, negligencia o  impre
visión,  en la comisión del dao”246, con inversión de la carga de la prueba de responsa
bilidad  a cargo del ejecutante de la actividad riesgosa, el conductor.
Estos  criterios jurisprudenciales  de  imputación  de  riesgo  y  peligrosidad,  del
sistema  de responsabilidad por actividades peligrosas,  que  corresponden  a  la teoría del
riesgo,  pero que quizás por las profundas raíces del subjetivismo no se reconocen como
tal,  son los que rigen en el derecho colombiano, tanto para  los daños corporales como
materiales  derivados de la responsabilidad civil del automóvil, y que en nuestra tesis se
asimila,  a los criterios cuasi  objetivados de  imputación de responsabilidad del  sistema
español,  como se expone en el epígrafe a continuación.
Se  concluye entonces, siguiendo a TAMAYO JARAMILLO,  “que todo el que
cause  un daño en el ejercicio de una  actividad  peligrosa, está obligado a indemnizar a
En  orden al principio general en materia Penal, que nadie puede ser sancionado por una acción u
omisión no prevista por la Ley corno delito, si no lo ha cometido con conciencia y voluntad, salvo los casos
previstos en  normas especiales, al igual que en el Derecho Civil, únicamente se obliga a resarcir a quien ha
causado,  por  el  hecho ilícito doloso o  culposo, por  un daño injusto causado a  otro.  La excepción a éstas
reglas  de  derecho,  vienen  a  ser  las  contempladas  expresamente  en  la  Ley  de  responsabilidad
extracontractual por la causación del daño derivado de la actividad peligrosa, en cuya atribución se obligará
en  materia penal, bajo los cánones civilistas a responder, aún sin mediar voluntad o intensión de dañar, no
obstante que los daños así causados se los denomine delitos de homicidio y lesiones culposas.
   MARTINEZ RAyE.  La responsabilidad... op.cit., (1993)     p45.
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la  víctima, a menos que establezca una causa extraña”247. Previsión que será aplicable a
todo  conductor en  ejercicio de  la actividad de  la circulación vehicular.  Manifestando,
eso  si de antemano, que es necesario que el  legislador, estructure una nueva  normativa
que  integre  los  criterios  desarrollados por  la  jurisprudencia  con  base  en  el  riesgo
desplegado  por  las  actividades  mecánicas  e  industriales,  y  particularmente  de  la
circulación  de vehículos, ante la ausencia, ya comentada por juristas  y catedráticos como
OLANO  VALDERRAMA,  Carlos  Alberto  quien  en  su  obra248 destacaba  que  en
nuestro  Código civil no existe una  norma que consagre expresamente la presunción  de
culpa  en  los  accidentes  de  circulación 249, afirmación  que  también  compartimos,  y
agregamos  que  precisameflte  en  razón  al  gran  número  de  víctimas  de  accidentes de
tránsito,  es  que  se  debe  expedir  un  estatuto  especial  que  consagre  la  regulación  de
responsabilidad  civil  atribuible a  la  actividad de  los  vehículos  y  la  presunción  de
responsabilidad,  extendida inclusive a su tipificación a  la responsabilidad en el  Código
Penal  como norma autónoma, dada la importancia de la prejudicialidad en reclamaciones
por  vía civil.
3.3.2.1.  Similitud del concepto de «hecho  de las cosas  por  actividades
peligrosas»  y  el  de  «hechos  de la circulación»  de la Ley de
responsabilidad  y seguro española
Sabido  ya  que  la  teoría  del  “hecho de  las cosas  por  actividades peligrosas”
obedece  a  una  reconocida  construcción jurisprudencia1 de  hermenéutica  de  la  Corte
Suprema  de Justicia colombiana, asentada en la doctrina de inversión de la carga de la
prueba2°  y presunción  de  culpa, reconocida  con  el nombre  de “responsabilidad  civil
247  TAMAYO JARAMILLO, Javier. De la responsabilidad civilop.cit.,  p 38
  OLANO VALDERRAMA. Tratado técnico Jurídico... (1993) op.cit., p 166.
249  ibídem, p 150-151.
250  Vid doctrina española  STS del g4II1984,27-1X1995,  16-IX- 1996 y de 6-111-1998.
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por  actividades peligrosas” y que se acompana del principio de la  “guarda de la cosa”,
apareja  la  existencia de  una  obligación  legal  de  resultado que  ha  hecho  consistir  la
doctrina  jurisprudencia1 en  el deber de vigilancia esa actividad e  impedir que ella, por
su  propio  dinamismo  o  debido  a  circunstancias  anormales  que  la  rodearan  en  un
momento  dado, escape  al  control de  quien  de  la  aludida actividad  se sirve  o reporta
beneficio251.  Esta  teoría  de  responsabilidad  a  decir  de  uno  de  nuestros  principales
tratadistas  el  prof.  Javier  TAMAYO JARAMILLO,  termino  “convirtiéndose en  el
pilar  fundamental  de la responsabilidad civil extracontractual en nuestro país”252.
A  fin  de  demostrar  la  hipótesis  propuesta,  se  señalará  los  rasgos  de
aproximación  de  este  criterio  jurisprudencial,  a  los  criterios  de  imputación  de
responsabilidad  consagrados  en  la  legislación  española,  en  el  art.  10 de  del  Texto
Refundido  de  la  nueva  Ley  de Responsabilidad  Civil y  Seguro en  la  Conducción de
Vehículos  a Motor/95 y del  art. 30  del  Reglamento sobre la Responsabilidad Civil y el
Seguro  en la  Circulación de Vehículos a Motor (R.D.  7/200 1), en el  que textualmente
se  consagra  en  la  norma  lo  que  se  entiende  por  hechos  de  la  circulación:  “los
deriva  dos  del  riesgo  creado  por  la  conducción  de  los  ve!, ículos  a  motor
positivación  que  responde  a  la  misma concepción  de  la  construcción  de  la  doctrina
jurisprudencial  colombiana  ((1(1 derivada  del  ejercicio de actividades peligrosas » y
que  en tratándose de  la actividad por coiiducción  de vehículos a motor,  el carácter de
peligrosidad,  precisamente  se  da,  por  el  riesgo  desplegado  en  la  conducción
automovilística,  con  el que  se puede  lesionar a terceros,  de similar  construcción a  la
norma  española ya positivada.
25!  De  ahí que si en la realización de un  daño se demuestra que tuvo influencia causal,  un hecho
por  falta  de  vigilancia  sobre  la  cosa  de  la  actividad  peligrosa,  ello,  en  términos  de  la  ley  de
responsabilidad,  es suficiente para tener por probada, por vía de la presunción contenida en el art. 2356,
la  infracción de la obligación de guarda del vehículo.
252  TAMAYO JARAMILLO.  De la responsabilidad... op.cit., p 38.
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En  el Derecho colombiano  de responsabilidad automovilística todo el que causa
un  daño, está obligado a indemnizar a la víctima, a menos que establezca la presencia de
una  causa extraña253. Principio de la  institución de responsabilidad por el  ejercicio de
actividades peligrosas (art. 2356 C.C), cuyo rigor se atenúa, con la demostración de una
causa  ajena, de fuerza mayor, caso fortuito o culpa de un tercero o de la propia víctima.
Se  admite la  concurrencia de causas para graduar la indemnización del  daño (art. 2357
C.C),  cuando la víctima ha contribuido con su culpa al resultado dañoso,
En  el Derecho español, igualmente, la Ley de Responsabilidad Civil y Seguro en
la  Conducción  de  Vehículos  a  Motor  -  Art.  l  de  la  LRCSCV-,  consagra  una
responsabilidad cuasiobjetiVada por  el riesgo creado en la circulación, que obliga a todo
el  que cause  un daño por  la actividad del  automóvil, a  reparar a  la  víctima, pudiendo
exonerarSe  sólo mediante la  prueba de  una  “causa ajena” externa a  la  conducción: la
fuerza  mayor, la culpa exclusiva y única de la víctima254 o de un tercero.
En  así que en el  art. 3,1 del Real Decreto 7/2001, reglamentario  de  la Ley  de
Responsabilidad  Civil  y  Seguro  en  la  Conducción  de  Vehículos  a  Motor,  define
integralmente  los  “hechos de la circuIaciófl”,fl0m  también  similar a la contemplada
    Ibídem
254  Vid sobre  los eximenteS de  la  culpa  a  los doctrinanteS españoles TID0  SUAREZ. “  El
asegurado-  consumidor...0P,(199S),  p  6.  REGLERO  CAMPOS,  Luis  Fernando.  “El  juicio
ejecutivo  de  la Ley  del  automóvil... op.cit.,  p  127.  ; PANTALEON  PRIETO,  A. Fernando.  “Notas
sobre  la  nueva  Ley de  contrato de  seguro, en  Comentarios  a  Ley de  contrato  de  seguro,  dirigido  por
Evelio  Verdera  Tuells.  CIINEF,  Madrid,  1982,  vol.  1,  p  937-940;  REGLERO  CAMPOS.  Los
accidentes  de circulación...0P.Cit., ap  188-190, es un doctrinante que no adniite la  “la culpa única y  exclu
siva  de la víctima’ como conculTente con la culpa del conductor en la Ley del automóvil para disminuir la
indenmizaciófl  la considera ónicamente corno causa total y excluyente de la obligación de  indemnizar por
el  S.O.A,  pero no para disminuir el monto indemnizatorio. y así se infería de la Ley del automóvil hasta la
reforma  con la  Disp. Adic. octava de  la  Ley 30/1995, que  en  su nuevo art.  1 apartado cuarto,  consaó
expresamente  la  conculTeflcia de  culpas,  si bien  no  para  exonerar,  si  para  disrninu  el  qiiantum de  la
indemnización  en  justas  razones  de  equidad por  la  contribución al  dafio; similar  situación jurídica  se
establece  en el art. 2357 del Código Civil colombiano.
205
en  el Código de Tránsito colombiano, como veremos  ¡nfra:
A  los efectos  de la responsabilidad civil derivada de  la circulación  de vehículos a  motor y  del
seguro  de  suscripción obligatoria  regulalO en este Reglamento, se  entienden por hechos de  la
circulación  los derivados del riesgo creado por la conducción de los vehículos a motor a que se
refiere  el  artículo anterior,(25  tanto  por  garajes  y  aparcamientos,  como  por  vías  o  terrenos
públicos  y privados  aptos  para  la circulación. tanto urbanos corno interurbanos,  así como  por
vías  o terrenos que sin tener tal aptitud sean de uso común.
La  norma colombiana no regula los “hechos de la circulación”, sino que de una
vez,  los  define como  un “accidente de  tránsito” en  el  Decreto  1813/94,  art.  1,2 que
estipula
Se  entiende  por  accidente  de  tránsito  el  suceso ocasionado  o en  el  que  haya intervenido un
vehículo  automotor  en  vía  pública  o  privada  con acceso  al  público,  destinada  al  tránsito  de
vehículos,  personas y/o animales y que  como consecuencia de  su circulación  o tránsito,  o que
por  violación de un precepto legal o reglametario de tránsito causa daño en  la integridad fisica
de  una persona.
Se  observa  que  en  ambos  ordenamientos,  la  responsabilidad  automovilística
surge  por el riesgo creado por  la conducción de los vehículos automotores y teniendo
claro  ya los rasgos característicos del sistema de atribución de responsabilidad en cada
ordenamiento,  podemos concluir en su similitud.
Aunque,  es  necesario  resaltar  que  otra  de  las  excepciones  importantes  al
régimen  de  responsabilidad  extracontractual  general  por  la  responsabilidad  derivada
del  accidente  de  tránsito,  en  cuanto  a  nuestro  sistema,  es  que  en  el  canóri  de
responsabilidad  por actividad peligrosa, atribuible al conductor del  vehículo,  no tiene
incidencia  alguna  la  existencia  de  las  causales  liberatorias  incluidas  en  la  “causa
255  Se refiere al art. 2.1 del Real Decreto 7/2001, sobre vehículos a motor, que dice:
1.  Tienen la consideración de vehículos a motor, a  los efectos de  la responsabilidad  civil derivada de  la
circulación  de  vehículos  a motor y de  la  obligación  de  estar asegurados, todo vehículo,  especial o no,
idóneo  para  circular  por  la  superficie terrestre  e  impulsado por  motor,  incluidos  los ciclomotores,  así
como  los  remolques y  semirremolques,  estén   no  enganchados,  con  exclusión  de  los  ferrocarriles,
tranvías  y otros qu  cjrculen por vías que les sean propias.
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extraña”,  frente  a la  cobertura del aseguramiento obligatorio, pues al  ser el  SOAT un
seguro  no fault,  o  un seguro  “sin culpa”, poco  importa que  el  daño se haya  realizado
con  culpa de  la víctima, por fuerza mayor, caso fortuito o el hecho  de un tercero256 a
diferencia  de su incidencia en materia  extricl  de responsabilidad civil extracontraCtual
para  reclamar la  víctima  la indemnización  de  los daños  a bienes  o  del  exceso  de los
daños  corporales  no  cubiertos  por  el  SOAT,  al  igual  que  en  la  determinación  de  la
responsabilidad  penal,  donde si tienen pleno efecto tales circunstancias, en cuanto a la
“actividad  peligrosa” exigida por la jurisdicción  civil o la punibilidad  del hecho  en la
jurisdicción  penal  ya  sea  para  determinar  la  comisión  de  un  delito  de  homicidio
culposo  por  muerte  de  la  víctima  o  por  daños  en  la  salud  o  lesiones  culposas;  y
tampoco  tiene  incidencia  en el  SOAT,  el  que los  daños causados a  la  víctima por el
vehículo,  deriven  de  un  vehículo  robado,  del  cual  tengan  o  no  conocimiento  sus
ocupantes,  víctimas  de  los daños o terceros;  y tampoco, el  que  sea utilizado como un
arma  para  causar  la  muerte  o lesiones  o  daños a  una  persona, pues  a  pesar  de  estas
circunstancias  ,  el  SOAT indemnizará hasta  las coberturas limitadas la muerte,  gastos
de  entierro, incapacidad total y gastos médicos de las víctimas;  eventos todos, estos
últimos,  que no se cubren por el sistema de responsabilidad y seguro español, el SOA,
por  prohibición  legal,  como  se  consagra  en  el  art.  3.3  del  reglamento  de  la
LRCSCVM.7
256  Al  igual que el régimen de responsabilidad español, tampoco se entenderán como  hechos de  la
circulación  los  derivados  de  la  celebración  de  pruebas  deportivas,  ni  los  realizados  por  vehículos
propios  de  tareas  industriales o agrícolas, sin perjuicio de la aplicación de tal responsabilidad cuando el
vehículo,  circule por  las vías o terrenos de circulación públicos o privados destinados a tal fin.
257  En el nuevo reglamento de la ley española expresamente se establece en  el art. 3.3
Tampoco  tendrá la consideración de hecho  de la  circulación la utilización de  un vehículo  a motor  como
instrumento  de la  comisión de  delitos dolosos  contra las personas y los bienes. En todo  caso, será hecho
de  la circulación la utilización de un vehículo a motor en  cualquiera de  las fonnas  descritas en el Código
Penal  como conducta constitutiva de  delito contra  la seguridad del tráfico,  incluido el  supuesto previsto
en  el artículo 383 de dicho Código Penal.
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Estás  distinciones,  en los eventos citados, con  el  sistema de responsabilidad y
seguro  obligatorio español de la Ley del  automóvil, situa la responsabilidad de reparar
el  daño causado con el vehículo, no a cargo del asegurador obligatorio —  SOA —  sino  a
cargo  del  patrimonio  del responsable  del  delito penal,  puesto que tal  circunstancia  lo
ha  sacado  del  ámbito  de  los  riesgos  propios  de  la  circulación  y  deja  de  ser una
responsabilidad  civil  automovilística  para  situarlo como un  daño  causado  al  buscar
una  finalidad  ilícita  y  no  por  el  azar  de  la  circulación  automoviliaria,  siendo  lo
procedente  de  acuerdo a la  dogmática jurídica  de responsabilidad,  si se ha  causado la
muerte  o lesiones a la persona, en el campo de la responsabilidad estrictamente  penal
que  deriva del daño doloso, en el que el vehículo es el  arma utilizada, y no hay, como
obvia  consecuencia,  lugar  a  accionar  la  reparación  por  el  sistema  de  garantías  del
seguro  obligatorio  de  responsabilidad  civil,  por  ser  extraño  a  está  institución;  gran
diferencia  del  seguro obligatorio  colombiano, que afortunada o infortunadamente, por
no  ser un seguro típico  de  responsabilidad  civil,  si  puede  cubrir  “socializadamente”
los  daños corporales causados por la actividad de los vehículos en tales circunstancias,
que  de no ser por su estructura, de ser en esencia un seguro de accidentes personales  y
salud,  estarían legalmente excluidos
Resumiendo,  entonces, tendríamos que son  muchas las señas de identidad  que
en  cuanto a su  construcción básica de  responsabilidad por el riesgo  de la  conducción
nos  acerca a  la  dispuesto  en  el  artículo  1.1. de  la  LRCSCVM  española, en cuanto  a
constituir  ambos  sistemas,  un  régimen  de responsabilidad  cuasi-objetivado  derivado
del  riesgo creado, de una parte, el colombiano bajo la teoría de “la actividad peligrosa”
y  el  español  “bajo  la  teoría  del  riesgo”,  con  causales  liberadoras  del  deber  de
indenmizar  muy  similares,  englobadas  tanto  en  uno  y  otro  ordenamiento  bajo  la
eximente  de  “la causa  extraña  u  ajena”, constituidas  por  la  fuerza  mayor  y  la  culpa
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exclusiva  de  la víctima; puesto  que tanto el  caso fortuito y la  culpa de un tercero  del
ordenamiento  jurídico  colombiano, la  subsume la jurisprudencia  española en la fuerza
mayor  extrínsica al vehículo, corno aquella que no puede resistir el agente causante por
la  cual queda liberado;  aunque el  sistema  1 uidatorio  del  aseguramiento obligatorio,
como  sistema de garantía  en cada ordenamiento, persiga fines distintos,  con  obvias y
marcadas  diferencias,  más  por  su  nivel  de  riqueza  y  desarrollo  que  por  evolución
jurídica,  de ser el  SOAT colombiano un seguro obligatorio muy bien estructurado para
atender  a necesidades  de  “seguridad social” en  forma limitada  o limitadísima  mejor,
mediante  un  seguro mixto  de accidentes personales  y de  salud,  seguro no fault  o sin
culpa,  con  coberturas  extendibles  a  “toda persona”  sin  distinción  alguna  que  sufre
daños  en  un  accidente  de  tránsito  y que  en  el  sistema  español,  si  corresponde  a un
típico  seguro de responsabilidad civil, con obvias exclusiones por culpa exclusiva de la
víctima  o fuerza mayor extrínsica al  vehículo, y cobertura limitada tanto de  los daños
corporales  patrimoniales  y  extrapatrimi1iaIeS,  excepto  cuando  judicialmente  se
declara  culpa relevante del  causante del  daño,  en cuyo caso el  asegurador obligatorio
deberá  responder ilimitadamente, hasta el monto probado de los peijuicios económicos
patrimoniales  o lucro cesante de la víctima.
Haciendo  una respetuosa critica a nuestro  sistema de responsabilidad derivado
del  accidente de tiansito,  tanto en la jurisdicción  civil corno en la  penal,  diríamos que
es  hora de que la función doctrinal complementaria asignada a los jueces en cuanto a la
normativa  de responsabilidad del automóvil, los lleve a estructurar una responsabilidad
propia  y direrenciada por el hecho  de las cosas en actividades peligrosas aplicada a los
vehículos.  En  materia  de  daños  por  responsabilidad  automovilística  en  estricto
sentido,  se la debe definir corno “responsabilidad automovilística o responsabilidad
por  los  hechos  de  la  circulación”,  pues  la  denominación “responsabilidad por
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actividad  peligrosa”,  ya  es  de  suyo  inherente  a  todo  un  amplio  espectro  del
maquinismo  en  general,  y  creernos  que  es  hora  de  una  escisión,  una  nueva
construcción  jurisprudencia! que individualice la especificidad de la actividad derivada
de  los vehículos;  y. decimos vehículos, simplemente porque es ésta una denominación
más  amplia del concepto de  “vehículos a motor” adoptada por la legislación española;
la  cual,  límita a  futuro,  la  inclusión o no  de  nuevos tipos  de vehículos,  y volverá  al
debate  doctrinal  la responsabilidad  de  aquellos vehículos,  quizas  sea  íluso pensarlo,
vehículos  sin motor alguno, por lo que se debe dejar la norma abierta a la  creación de
esas  nuevas  formas  vehiculares  que  no  sean  en  estricto  sentido  accionados  por  un
motor,  maxíme en esta  éra  de globalización y desarrollo de  la  ciencia y la tecnología
que  sorprende en el día  a día, con nuevos estilos en el  sector automoviliario y, prever
así,  la evolución, a la par de la responsabilidad civil automovilística.
De  acuerdo  a  las  consideraciones  anteriores,  nada  obsta  para  que  la  nueva
doctrina  jurisprudencia1  “conduzca” -  siendo  coherentes  con  la  nueva  doctrina-  a!
legislador  colombiano,  a  que  avoque  la  reforma  del  regírnen  de  responsabilidad
automovilístico;  estructure normas que definan y armonicen con otras legislaciones de
derecho  comparado, la atribución  de responsabilidad por los hechos de la  circulación,
independiente  del  canón  general  de  responsabilidad  del  2356  por  otras  actividades
peligrosas,  aunque siga subyaciendo su espíritu en la base de la norma y que podamos
tener  una legislación aplicable, sin artificios, a la responsabilidad civil extracontractual
derivada  de  los accidentes de  tránsito, con  normas claras  y precisas,  que  suijan  muy
depuradas  de  la  jurisprudencia  de  las  altas  cortes.  Es  reconocido  por  litigantes  y
jueces  que el sistema de responsabilidad por accidentes de tránsito258, está en mora de
258  En Colombia,  los accidentes de tránsito presentan  altas  cifras de  litigiosidad y constituyen un
número  importante  de casos en los despachos judiciales,  creando costes muy altos de administración de
justicia,  tanto para los que  acceden al sistema en demanda de justicia como por la denegación  o falta de
acceso  de muchas víctimas.
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positivar  lo  que  desde  la  praxis  social  se  reclama,  y,  brindar  tutela  efectiva  a  las
víctimas  de  tan  significativo  numero  de  accidentes,  resultado  del  crecimiento
poblacioflaI  del parque  automotor, las deficiencias de la red vial,  así como para dotar
a  jueces y aseguradore  de normas especiales,  autónomas y expeditas  que les permita
llegar  más  facilmente  a  acuerdos  extrajudiciales,  bajo  la  nueva  normativa  de
conciliación  y  solución  de  conflictoS259 con  las normas  que  regulen expresamente  la
“responsabilidad  automovilística  o  responsabilidad  por  los  hechos  de  la
circulación”260,  puesto  que  sabido  es  nadie puede escapar a  las  posibilidades de
259  Sobre  este  particular,  la  legislación  temporal  expedida  con la  Ley  23/  1991  estableció  los
mecanismoS alternativos de  solución de  conflictos;  inicialmente,  para  desjudicialiZar los  conflictos ya
iniciados  o  precaver  nuevos  procesos,  dotar  a  las  partes  de  un  mecanismo más  rápido  y  eficaz,  y
descongestiOnal  los  despachos judiciales  finalidad que  vino a  ser reemplazada,  por  el  interés de  la
comunidad  en  participar  directamente  en  la  solución  de  sus  conflictos  jurídicos,  que  habilitó
posteriormente  a  los particulares para impartir justicia  extrajudicialmente en calidad de conciliadores en
equidad  o en derecho o en la de árbitros.  Esta aspiración vino a ser consolidada  con la Ley 446/98, el
Décreto  1818/98. estatuto que adopto como legislación  permanente las normas y disposiciones que con
la  reforma contenida en la Ley 640/2001 de  ‘DesconeStión,  eficiencia y acceso a la justicia.  modificó
sustancialmente  los mecanismos alternativos de  solución de  conflictos  (MASC).,  en  los que  ha  tenido
gran  incidencia las conciliación por  asuntos de accidentes de  tránsito, tanto en Inspecciones de Tránsito,
como  en juzgados civiles,  penales,  fiscalías y en  los Centros de  Conciliación  y Consultorios jurídicos
universitarios  de las Facultades de Derecho, con estudiantes de último año de Derecho,  acompañados de
estudiantes  de  las Facultades de  Humanidades,  de último  año de  sicología y trabajo social,  que  actúan
como  conciliadores en Derecho; para los conciliadores en equidad o los jueces  de paz,  escogidos por la
comunidad  mediante votación en las  Comunas, corregimientos o veredas,  no se  extiende la facultad  de
conciliar  en  esta materia,  cuando median lesiones personales  que, como  delito del  orden  público,  está
excluido  por  la  ley.  (CEBALLOS  MOLANO,  Raquel,  MOSQUERA,  Rosa  Carmen.  Curso  de
aspectos Jurídicos de la conciliación.  Cali: Universidad del Valle, 2001, p 8.)
260  Por  discrepar de  la poca  evolución del  sistema de  responsabilidad  automovilística en nuestra
legislación,  nos  atrevemos a  reflexionar y afirmar  que históricamente ya  es  hoa  de  superar  ese cierto
eufemismo  que  aunque en  su momento  ftie de  gran brillantez  y constituyó avanzada jurispnidencia  el
canon  de responsabilidad  por  actividades peligrosas ya nos  ha  acompañado  durante más  de  cincuenta
años  y  su  continuidad  argumental.  a  nuestro  juicio  debe transformarSe para  llevar  al  legislativo  una
propuesta  de Ley del automóvil que regule y sancione toda la actividad de  los vehículos y su sistema  de
garantía  del  SOAT, en  forma autónoma y en  consonancia  con un  Código Nacional  de  Tránsito  y  una
normativa  del  Código  Penal  y  de  aseguramiento  obligatorio  actualizado,  con  indemnizaciones
suficientes  y,  no tan  irrisorias corno son en la actualidad; que se complemente la materia, para responder
sobre  todo  a una  exigencia social,  de los ciudadanos  de  a pie  y asalariados  que  son la mayoría  de las
víctimas  de  la  actividad  peligrosa  del  automóvil  y  que  atiborran  con  sus  demandas  los  despachos
judiciales,  aumentando la congestión judicial  o desisiiendo de obtener acceso a la justicia.
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victirnización  del  automóvil  y  debe  preverse  un  justo  resarcimiento  y  adecuada
satisfacción  para los perjudicados261.
3.4.    CAUSALES EXIMENTES  DE  RESPONSABILIDAD:
“LA  CAUSA  EXTRAÑA”
Sentado  que  la  responsabilidad  civil  extracontractual derivada  del  accidente
automovilístico,  tanto por interpretación de  la  Corte Suprema de Justicia, como por el
Honorable  Consejo de Estado,  se rige por los preceptos de la teoría de responsabilidad
por  el riesgo creado en “actividades peligrosas”, en la cual se presume la culpa del autor
del  daño, pudiendo liberarse de la obligación de indemnizar, sólo si quedaré neutralizada
por  la presencia de una  causal de exoneración por “causa extraña”, doctrina reiterada de
la  Corte, preceptiva de que:  “(...)  la  responscibi/idcid civil por  actividades peligrosas
permite  su  exoneración  en casos  de culpa  exclusiva  de ici víctima,  fuerza  mayor, caso
fortuito  o intervención  cte un  elemento  extraño”  262
Las  causales  de  exención  de  nuestro  sistema  de  responsabilidad,  son  similares  a
las  contempladas  en  la Ley de  responsabilidad  y seguro  del automóvil (LRCSCVM), en
el  ordenamiento jurídico  español,  difiriendo en  cuanto  a  la  consagración  en  nuestro
sistema del “caso fortuito” que en este no se contempla, porque se considera siempre que
tenga  carácter  extrínseco,  subsumido  en  la  fuerza  mayor.  En  el  sistema  de
responsabilidad  español,  se  libera  al  agente  causante  del  daño,  únicamente  en  dos
supuestos:  1) por culpa  exclusiva de la víctima y, 2) la fuerza mayor que  excluye  el  caso
261  Esta circunstancia ftie la que en los ordenamientos jurídicos europeos de principios del siglo XX,
llevó a la necesidad de propugnar reformas legislativas de las anacrónicas leyes de responsabilidad civil
extracontractuaL en beneficio de las víctimas para obtener reparación por parte del culpable y prever
mecanismos de compensatorios en caso de insolvencia, antes que a  centrar las acciones en dirimir la
impumción -penalista- del presunto  responsable.
262     Sentencia en G,J. Tomo CLII, p 108.
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fortuito,  por derivar éste último del ámbito interno a la  empresa de la  conducción, bien
sea  por condiciones de funcionamiento O mantenimiento del vehículo, el estado de la vía,
condiciones  meteorológicas, irrupciÓn de terceros en la ruta, etc.,  en  las cuales cabe la
previsibilidad,  a adoptar o no por voluntariedad del causante, que  de no  ser observada,
lleva  al  resultado  del  accidente,  del  cual  debe  responder  por  no  haber  agotado  la
diligencia  debida en prever el acontecimiento causante del daño y en el caso expreso del
hecho  de un tercero, frente a la víctima no hay exoneración, pero si faculta al asegurador
obligatorio  a repetir contra el tercero causante del  daño, pues debe recordarse que en la
Ley  de responsabilidad civil y seguro del automóvil española, la obligación de responder
del  conductor se desplaza al asegurador obligatorio. (Vid. Cap.1, epígrafe 1.4, 2-).
En  los  daños  corporales y  materiales,  derivados  del  accidente  de  tránsito  en
general,  sometidos al régimen  tradicional de responsabilidad por el riesgo, derivado de la
actividad  de  circulación,  constituye  causal  de  exoneración  de  responabilidad,  la
ocurrencia  del  hecho  dañoso  por  “causa  extraña “.  Acepción  que  es  necesario
determinar,  entendida por  la jurisprudencia  y la  doctrina, como una  “causa extraña o
causa  ajena”,  identificada  con  tres  fenómenos  capaces  de  interrumpir  el  nexo  de
causalidad263 y  constituir  causa  de  exoneración  de  responsabilidad264 para  el  agente
dañador  -  el  conductor o, en su  caso, el tercero civil responsable.  Esos tres  fenómenos
atenuadores  son:
1) el hecho o culpa de la víctima
2)  el hecho o culpa de un tercero  o,
‘  MARTINEZ RAyE. La ,.esponsabilidad.. (1993), op.cit., p231.
264  REGLERO CAMPOS, 1. Fernando. La «conducta»  o la negligencia  del perjudicado  el?
la  nueva  ley  de  responsabilidad  civil y  seguro  en  la  circulación  de  vehículos  a  motor,  En  Revista
Aranzadi  Civil, Madrid,  1998, febrero, n° 20, p 11-29, hace un análisis diferenciadOr del nexo causal en
los  diferentes sistemas de responsabilidad a págs  13-19.
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a,
3)  el caso fortuito o, fuerza mayor.
Esa  causa  extraña, para TAMAYO JARA1VIILLO comprende “la fuerza  mayor
o  caso fortuito,  el  hecho  exclusivo de tercera y  el  hecho  exclusivo de  la  víctima, que
deben  reunir  determinados requisitos para  que pueda configurarse265 “,  elementos que al
ser  nombrados como  “hechos”, en  nuestra interpretación se  corresponde más con  una
teoría  del riesgo,’ similar clasificación hace BARRERA  TAPIAS que  “engloba no solo
los  dos conceptos (de caso fortuito yfuerza  nwyor) sino también los hechos de terceros y
la  culpa  de  la  víctima266”, concepciones terminológicas que  impuso  en  su  origen  la
doctrina  jurisprudencia!, y que amplia la  antigua concepción  romana, limitada al  caso
fortuito  y la fuerza mayor, aunque un  sector de la doctrina española considera también
que  tanto la culpa exclusiva de la víctima como la de un tercero constituyen en si mismas
un  evento  de  fuerza mayor.  Las características fundamentales de  estos  eximentes de
responsabilidad267 son: la imprevisibilidad y la irresistibilidad,  con los que se rompe el
nexo  causal.  Siguiendo  a  REGLERO  CAMPOS,  “estas causas  de  exoneración
funcionan  como  elementos que  mitigan  en  rigor  del  sistema  de  responsabilidad por
riesgo  característico del  ámbito de  la  circulación  de  vehículos de  motor  ()268  y
coincidiendo  con  este  autor,  nosotros también  considerarnos que  siendo  los  mismos
2    TAMAYO JARAMILLO. De la responsabilidad... op.cit., p 2.
266  BARRERA TAPIA.  Los seguros y  el derecho Civil. Bogotá:  1991, Universidad Javeriana,  p
71(Colección  profesores n° 2).
>    TAMAYO JARAMILLO.  De la  responsabilidad(1999)  op,cil.,  2, considera, además
que  el  demandado por responsabilidad civil  dispone de otros medios sustantivos y  procesales de
defensa, cuales son la prescripción, la cosa juzgada, la prejudicialidad y el pleito pendiente.
No  obstante, agregarnos nosotros que  estos últimos  no  son  verdaderos mecanismos
exonerativos de la responsabilidad civil,  sino que son medios liberadores de carácter procesal, puesto
que el derecho a ser reparado sigue en cabeza de la víctima o del perjudicado, independiente de que por
tales mecanismos ya no pueda hacerse efectivo tal derecho. Incluso podría llegar a obtener la reparación
de responsabilidad civil por vía extrajudicial, a pesar de los referidos medios de defensa del obligado.
268  REGLERO  CAMPOS, 1. Fernando. La  «conducta»  o  la negligencia... op.cil., p  11,
particularmente’ñ c2tso de daños a las personas y con mayor motivo, en los casos de daños materiales.
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elementos  que  atenúan el  rigor  de  la  responsabilidad por  actividades peligrosas  en  el
derecho  colombiano,  es un  dato  más  que  la  asimila  a  una  típica  responsabilidad por
riesgo.
3.4.].  El hecho de la víctima o la culpa de la víctima
Se  estima por norma general, que el nexo de responsabilidad debe darse entre el
hecho  de la víctima y el daño269. Cuando el daño en accidente de tránsito se ha producido
por  causa de  la víctima -  no  en su  ejecución material- este hecho va  a  liberar al  autor
material  del  daño  -,  rompiendo  en un sistema de responsabilidad subjetivista270, el  nexo
de  causalidad frente a ese causante material, el conductor y en consecuencia también al
tercero  civil responsable, al propietario o responsable del vehículo.  Debe quedar claro,
para  que  se  produzca  el  efecto exoneratorio, el  “hecho de  la  víctima” o  culpa  de la
víctima”  -  denominado  así  por la mayoría, acepción de arraigada concepción subjetivista
del  Derecho  penal.  término  que  indudablemente  es  inadecuado  er  materia  de
responsabilidad  civil  extracontractUal,  porque  es  bastante  improbable  el  querer  o tener la
intención  de  inflingirse  daño  a  sí  mismo,  salvo  las víctimas  suicidas,  debe  ser  “única  y
exclusiva”.
269  MARTINEZ RAyE.  La responsabilidad civil(1993)  op.cil., p 229.  Inclinado por las teorías
objetivas de responsabilidad estima que:
(...)el  nexo  debe  darse  entre  el  hecho  y  el  daño,  que  es  sólo  un  fenómeno  de
imputabilidad  fisica, y basta  que se establezca la partiipaciófl  de  los diferentes  hechos
en  el resultado.
270  REGLERO CAMPOS.  La  «conducta»  o la  negligencia...  op.ciL, p  12,13, afirma  que  esta
causal  de  exoneración  es propia  de  los  sistenias subjetivistas  y  no  de  la  responsabilidad  objetiva. El
mismo autor,  en  su obra hace una  importante compilación de las principales normas de responsabilidad
automovilística  en  el  concierto europeo en  las  págs.  47  ss y  97  que  nosotros hemos sintetizado  en  el
Capímlo 1, apartado 1.1. Notas preliminares, de este trabajo.  J’idsupra.
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Ese  requisito de ser culpa  única  y  eclusiva  en la  causación del  daño271, debe
tener  la  capacidad  de  interferir,  atrayendo  una  causalidad  interna  totalizadora,
preponderante  y  absorbente,  que  elimine  de  la  conducta  del  conductor,  cualquier
voluntad  imputadora272, por que desde el momento en que el conductor interfiera con su
conducta  en  cualquier  grado,  así  sea  en  forma  levísima273, deja  de  tener  el  carácter
exonerador  de  responsabilidad. y  tendrá  otros  efectos, como  es  la  compensación  al
momento  de  indemnizar, para  distribuir su  monto, según su  grado de participación274,
con  el conductor o el tercero civil responsable. Igual tratamiento tiene ésta causal en el
ordenamiento jurídico español (Vid supra,  epígrafe Capítulo 1, 1.4.1 y 1.4.1.1 .),  aunque se
trate  de un sistema de responsabilidad objetivado275, si la víctima observa una conducta
negligente  frente  a  riegos  “razonablemente previsibles”.  Y,  para  autores,  como  el
profesor  REGLERO  CAMPOS276,  la noción  de  «culpa  exclusiva de  la víctima»,
más  que  una  automaticidad  liberadora  del  deber  de  indemnizar  que  produce  la  ruptura
del  nexo  causal,  no  es  propio  de  un  sistema  objetivo  como  el  de  la  Ley  de!  automóvil
español,  sino  de  un  sistema  subjetivo:
(...)  ha  sido  tradicionalmente  considerada  por  una  buena  parte  de  la  doctrina  como  una
circunstancia  que  excluye no  de  forma autónoma la  responsabilidad del  agente del  daño, sino
como  una ruptura del necesario nexo causal entre la acción y el resultado.  Esta es también la idea
que.  implícita o explícitamente, se refleja en la jurisprudencia del Tribunal Supremo.
271   TIRADO SUÁREZ. El asegurado-consumidoop.cit.,  p 6, vid sobre la culpa de la víctima.
272  SOTO  NIETO.  Responsabilidad  civiL...op.cit..  p39,  aclara que  siendo absolutamente
correcto  e intachable, técnica y reglamentariamente, el comportamiento del conductor,  “se prueba  que el
hecho fuera  debido únicamente a culpa o negligencia del perjudicado”.
273    MORILLAS JARILLO. El seguro del automóvil... op. ci!., p 425-426, centra la discusión en los
criterios  de equidad y justicia del art. 1103 del C.C español, de graduación de la culpa de cada uno de los
intervinientes, apreciando la contribución efectiva de la propia víctima.
‘74                    .. .      .  -,SOTO  NiETO.  Responsabilidad ciii!op.cit.,  p.9,
27  Así lo afirma la doctrina del propio Tribunal  Supremo español, como se lee en la sentencia de
15-2-95: “  (..)  porque la doc/rina del riesgo excluye la responsabilidad de resarcir los daños cuando se
Irala de riesgos normales o “razonablemente previsibles” para la víctima, declarándose la culpa exclusiva
de  ésta, por razón de su propia negligencia..”
a        276    REGLERO CAMPOS,  . Fernando.  La «conducta»  o la negligencia... op.cit., p 12,13.
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Está  opinión puede  ser válida  para el  sistema general de responsabilidad, pero no  para  uno de
naturaleza  objetiva  En  este tipo  de  sistemas, la  noción  de  causalidad adquiere  un  tinte muy
diferente.  En un  sistema general  o subjetivo, para que una  circunstancia antecedente pueda ser
considerada  como  causa, habrá de  tener un carácter relevante, en  el sentido de  que no cualquier
prius  etiológico  actuará  como  tal,  sino  tan  solo  aquellos  que  se  manifiesten como  causas
adecuadas  del  resultado dañoso.  Por  el  contrario en el  sistema objetivo de  responsabilidad se
obedece,  sobre todo  al  marco de  la actividad generadora del  riesgo.  De  otro  lado, habrá  que
atender a los elementos que integran,  el nexo causal dentro de cada uno de tales sistemas.
Teniendo  por sentado, que  no  son pocos los casos en  los que la participación de
la  víctima  influye en  el  resultado  final,  ya  como  peatón,  en  el  caminar,  ya  como
conductor  contrario, en el circular277 que con su presencia en el escenario del accidente,
es  elemento necesario para que se hubiera presentado el daño,  es preciso,  identificar la
real  entidad de la participación de la víctima, cómo se va  a determinar su participación,
su  culpa, al  respecto plantea  la  doctrina nacional, MARTINEZ RAYE278 que  “Si el
hecho  de 1(1 víctima  tuvo  o  no  importancia  determinante  en  el  resultado,  si  era
esencial parci que aquel se dierci. Por lo tanto, el hecho de la presencia de la víctima
en  e/lugar  del daño, no  es generalmente deterininante y  no tiene poder liberatorio”,
apreciación  que  coincide  con  la  doctrina  comparada  de  PANTALEON  PRIETO,
REGLERO  CAMPOS,  TIRADO  SUAREZ,  ALONSO  PRIETO,  y  SOTO
NIETO279, quien es  preciso  y contunde al  afirmar respecto  a  la  culpa de  la víctima
que:
(...) se debe probar  inequívocamente la  real e  incuestionable existencia de  un  actuar culposo o
negligente en la conducta de la víctima, que resulte relevante causalinente para el daño producido;
y.  además, por  añadidura, debe acreditar que  el conductor asegurado, cuyo vehículo  generó el
daño,  actuó  en  todo  momento  no  sólo  dando  un  exacto  cumplimiento  a  los  mandatos
reglamentarios sino,  también, agotando cuantas posibilidades había para evitar el  siniestro, hasta
el  punto de que  se pueda afirmar rotundamente que sus evoluciones y sus maniobras estuvieron
mGONZALEZHABAYGU&DO,  José María.  Seguro  Voluntario necesario... op.cit., p. 63
278  MARTIIS4EZ RAyE. La responsabilidad civil... (1993),  op.cit., p 231.
279  PANTALEON  PRIETO,  A.  Fernando.  “Notas  sobre  la  nueva  ley...  op.ciL,  937-940;
REGLERO  CAMPOS, Luis Fetnando.  “El juicio  ejecutivo de  la Ley  del automóvil...  op.cit.,  p 127.;
TIRADO  SUAREZ. “El  asegurado- consumidor... op.cit.,(199S), p 6; ALONSO PRIETO, Luis. “El
tratamiento  de la culpa de la víctima... op.cit., p 537.
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presididas por la más exquisita y delicada prudencia, de modo que su conducta quede exenta de
todo reproche.
Porque  la  responsabilidad  civil  comienza  donde  termina  el  autodaño280,  y
donde  hay daño propio no cabe la responsabilidad exigible al tercero, y en tal caso, la
víctima  autocausante  solo  puede  lamentarse  de  sí  misma281, como  lo  anotan  los
hermanos  MAZEAD282, de  ahí  que  sea  tan  enfático  el  argumentativo  tratadista
MEDINA  CRESPO283:
La  causación exclusiva del daño por parte de la víctima supone  que solo ella tiene  el deber de
soportarlo;  afirmación  ésta  válida  desde  la  perspectiva  de  la  responsabilidad  civil,  que  es
perfectamente  compatible  con la idea de  que  se la  proteja también en  ese caso, pero  con otra
clase  de  mecanismos.  (agregaríamos  nosotros,  por  ejemplo  el  caso  del  aseguramiento
obligatorio).
Puede  observarse que,  aquel hecho  de  la  víctima, único  y  determinante en  el
resultado es el que rompe el nexo de causalidad, ya que no sería el agente dañador, quien
“causa” el daño, sino la propia víctima, o sea que hay autodaño. En tal virtud, conforme
al  principio quod  quis  ex  causa  sua  damnun sentit,  non  intelligitur  damnum  sentire284,
quien  sufre un daño por su propia culpa es él mismo quien ha de soportarlo, no surge la
responsabilidad  civil,  liberando de  la  obligación de  indemnizar al  agente material, el
280    MEDINA CRESPO. El seguro obligatorio.... op.cit. p 217-218.
281  SOTO  NIETO,  Francisco.  “La  responsabilidad  civil  en  el  accidente  automovilístico.
Responsabilidad  objetiva’,  Gesta RDJ, Madrid,  1969, p 78. Citado por MEDINA CRESPO. El seguro
obligatorioop.cit,  p218.
282  MAZEAUD.  Lecciones de derecho civil, traducción de ALCALA -ZAMORA. Buenos Aires:
1960.  segunda parte, Vol. II, p 340. Citado por MEDINA CRESPO. El seguro obligatorioop.cit,  p
218
28    MEDINA CRESPO. El seguro  obliga/oriaop.ci/.  p2l8
284  REGLERO  CAMPOS, 1. Fernando.  La «conducta»  o la negligencia...  op.cit., p  11,  en
cita  a pie de página n° 1, se refiere  al conocido texto de POMPONIO,  D. 50,  17,  203  recogida  en las
Partidas:  «que  el  daíio  que  orne rescibe  por  su  culpa,  que  a  sí  mismo  debe  culpar  por  ello»
(P  .7.34.22).
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conductor,  que lo causó, por que se rompe el nexo ausal  en su favor, y será la causa de
exoneración  de responsabilidad si llegaré a ser demandado. En otro caso, de no ser único
y  exclusivo el hecho de la víctima, sólo llegará a ser un atenuante por concurrir con el
hecho  del  causante para el  rsultado  finaL y  ya  no  sería una causal de exoneración de
responsabilidad  sino  de compensación  para disminúir del monto de la  indemnización,
puesto  que la Ley  admite la reducción, conforme a lo dispuesto por el art. 2357 del C.C.,
al  decir que  la  indemnización para  la  reparación  del  daño  causado,  ha  de  reducirse
cuando  quien lo sufrió “se expuso a él imprudentemente “,  para concluir en jurisprudencia
de  la Corte  Suprema de Justicia que  en razón  al  fundamento racional y lógico de este
artículo,  lo expresado por la  Corte,  arroja otras consecuencias jurídicas  diferentes a  la
exención  de responsabilidad285 que veremos en la figura de la “concurrencia de culpas”
o  “concurso de causas” en sistemas objetivados mfra.
3.4.2.  El hecho de un tercero
A  diferencia del Derecho español,  en el  cual sigue siendo objeto de  discusión
doctrinal,  el  hecho  de un tercero  como causa  excluyente de  responsabilidad civil (Vid
supra  epígrafe  1.4.2), en  nuestro  ordenamiento, el  hecho  acaecido  por  causa  ajena,
constituye  uñ fenómeno liberador de la responsabilidad, por ruptura del nexo causal, al
configurar  una verdadera fuerza mayor extraña a  la actividad de la  conducción, fuerza
externa  que  lleva a producir el hecho dañoso, a pesar del obrar diligente y cauteloso del
autor  material del daño, razón suficiente para no atribuirle a este, responsabilidad y obli
    Sentencia C.S.J  de  10-2-76,  G.J.,  t.  CLII,  p 29,  expresiva  del  fundamento del concurso de causa y
reducción  de  la  indemnización,  debiendo  legalmente  asumir  la  víctima  que  contribuyo  en  esa  relación
causal:
la total reparación del daño producido tanto por negligencia de la víctima como  del demandado, no
puede  exigirse judicialmente de  éste, pues  habiendo contribuido también  en  su producción  la
propia  persona que lo padece, entonces la solución equitativa es la de reducir su monto.
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gación  de indemnizar.
Apunta  MARTINEZ RAVE, entre otros tratadistas,  que el hecho de un tercero
tendrá  poder liberatorio, cuando reúna los requisitos de fuerza mayor o caso fortuito, de
irnprevisibilidad e  irresistibilidad, en los demás casos no tendrá tales efectos; quedando
llamado  a responder el tercero, cuando el evento se causa por su  intervención exclusiva,
con  los  requisitos  definidos  por  este  autor  para  liberar  de  responsabilidad al  agente
286
material  del dano:
a)  Que el hecho del tercero sea única causa del daño
b)  Que el tercero se encuentre debidamente individualizado e identificado
c)  Que no tenga ningún vínculo de dependencia o relación con el causante
d)  Que no haya sido provocado por el ofensor presunto
e)  Que sea imprevisible e irresistible para el ofensor
En  consecuencia, de ser el evento causante del daño, atribuible al hecho culposo
de  una persona o entidad distinta, no será responsable el  autor material del hcho,  sino
que  responderá del daño, el tercero en forma exclusiva.
Aquí  merece,  no  confundir  el  hecho  de  un  tercero  con  las  relaciones  de
dependencia  rituadas en  la Ley (art. 2347 CC)  que obligan a responder por los hechos
ajenos  de terceíos a cargo o dependientes, por la culpa indirecta ( Vid Cap. ifi,  epígrafe
3.2.L)
Si  la intervención del tercero no es total y sólo contribuye a  la  producción del
evento  dañoso, se estará entonces, frente a un concurso de causas, determinante de una
286  MARTINA  RAVE, La respoiisabilidad civil... (1993) , op.cit., p 248.
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responsabilidad  solidaria, entre el autor matenal del daño y el tercero287.
La  concurrencia por hecho  de un tercero, no eximirá  del  deber de  indemnizar,
pero  sí  faculta  a  repetir  contra  ese  tercero  cocausaflte o  procesalmente  llamarle  en
garantía,  para que responda en forma so1idria  por la totalidad o la parte de culpa en el
resultado  dañoso, conforme a lo previsto en el alt  2344 del C.C.288.
Finalmente,  observando que pueden parecer semejantes, la causa exoneradora del
hecho  por culpa del tercero, con el hecho por culpa de la víctima, no pueden asimilarse,
en  tanto que en el hecho por causa de la víctima, y su concurrencia en la causación del
daño,  demanda la reducción de la  indenmización por imperativo legal del art.  2357 del
C.C,  con  que se sanciona a  la víctima, por haberse expuesto imprudentemente al daño,
procediendo  la disminución, en  el grado de intervención de su propia culpa;  ésta misma
facultad  no es aplicable cuando concurre el hecho del tercero, como tampoco es proce
dente  interpretar  por  analogía  la  misma  norma  para  reducir  la  indemnizacióll a  la
víctima,  al carecer de norma expresa que permita esta aplicación, quedando a criterio del
art.  2344 del  c.c, determinar el  grado en  el  concurso de  causas y  las proporciones a
indemnizar  a cargo de cada agente dañante.
3.4.3.  La fuerza  mayor y  el caso fortuito  extraño a la conducción del vehículo
Igualmente  el caso fortuito o fuerza mayor289 por sí mismos, no son eximentes
287   OLANO VALDERRAMA.  Tratado técnico jurídico...  op.cit., p 63.
288   MARTEEZ  RAyE,  La Responsabilidad civil... (1993) ,  op.cit., p 248.
  Es de  recordar que  la  doctrina,  en  sus  diversas interpretaciones identificó los  dos  conceptos,
consagrados en  la legislación positiva, Ley 95 de  1890, cuyo art. l,  reza : “Se llama fuerza  mayor  o caso
fortuito  el imprevisto a que no es posible resistir, como un  naufragio, un terremoto, el apresamiento de
enemigos  los autos de autoridad ejercidos por  un funcionario público  etc.
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de  responsabilidad; para constituirSe corno tal es menester demostrar que -  por  esa fuerza
mayor  o caso fortuito- se está en presencia de un hecho imprevisible e irresistible, capaz
de  romper  el  nexo  causal,  y neutralizar  la  presunción de  culpabilidad del  agente, el
conductor.
Sigue  siendo  discutido  los  daños  causados  por  funcionamiento del  vehículo,
rotura  o  fallos  de  sus  partes  o  mecanismos,  no  obstante  que  reiteradamente  se  ha
pronunciado  la  Corte  Suprema de  Justicia,  diciendo  que  “la fa/la  mecánica  de  un
automotor  no  exonera,  de  responsabilidad  tratándose  del  ejercicio  de  actividades
peligrosas”290,  al  tratarse de  deficiencias internas del  vehículo, estas  son previsibles
normalmente  y  se  les  ha  desconocido  valor  liberatorio,  al  faltar  el  requisito  de
extemalidad  que  las  hace  previsibles y  por  tanto  no  se  da  ni  fuerza mayor  ni  caso
fortuito291, aunque en materia penal. aún hoy, se encuentra algún sector de la judicatura
menor  que exonera de responsabilidad al imputado penal, reconociendo un caso fortuito
donde  no lo hay. p.e. por fallos intrínsecos al vehículo, no prosperando la acción civil
para  reparar  los  peijuicios  a  la  víctima,  situación que  solo  podría  ser  remediada, en
nuestro  entender, recurriendo a  la  jurisdicción  civil, no  obstante que  de  acuerdo  a  la
prejudicialidad, podría invocarse el efecto de cosa juzgada en contra de la reclamación de
la  víctima292, obligando a  recurrir a  la jurisdicción  civil para  el reconocimiento de  los
peijuicios  causados por responsabilidad automovilística.
290              . .       —Sentencia C.S.J de junio 8 de 199.  Rad:S-9090. Sala de Casacion Penal.
291  MARTÍNEZ RAyE. La responsabilidad civil ....  (1993)  ,  op.ci1. a p 244 y  SS.
292  Creemos  que en tal  caso,  quedaría la  opción  de  recurrir  a  la  acción  de  tutela  para  evitar  la
violación  del derecho sustancial por los efectos procesales del fallo penal y la imposibilidad de  la acción
civil  de  prosperar la excepción perentoria de  cosa juzgada,  no obstante el  derecho que  le asistiría  a  la
víctima  por  indebida  aplicación de  la excepción de  caso fortuito  a  la  responsabilidad por  actividades
peligrosas  en  un  caso  de  accidente  de  tránsito.  Así,  mismo  podría  prosperar  si  la  acción  civil  se
interpone  contra el tercero civil responsable que no fue parte en el proceso penal.
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En  la construcción del concepto y fundamento de la causa extraña, asumimos que
se  aglutinan las  causales de  exoneración de  responsabilidad, conocidas como:  1)  “el
hecho  exclusivo de la víctima”, 2) “el hecho de un tercero”, 3) “la fuerza mayor y el caso
fortuito”;  causa extraña, que transmite sus efectos también a aquellas personas, ligadas al
conductor  del vehículo, el autor  del hecho en cuestión, como  responsable directo (arts.
2341,  2345 y 2356  C.C), que con  su obrar  compromete a otros sujetos a  los que  está
atado  en virtud  de la Ley, el propietario  poseedor  agente, patrono  padre  de familia,
etc.,  obligándoles o eximiéndolos como responsables indirectos (art. 2346 al 2355) por
el  hecho de aquel, frente a la víctima o sus causahabientes.
En  tal virtud,  tanto  la  doctrina como  la jurisprudencia,  distingue por  tales,  al
propietario  o al comitente, de sr  el dueño del automóvil una persona distinta del patrón
del  conductor.  Vincula al  primero en razón del Derecho de propiedad, y al segundo en
reIaciói  al  nexo  conductor de comisionado o  dependiente, quienes  responden in soli
dium,  por la indemnización.  En el mismo sentido de dependencia, está la  responsabili
dad  solidaria de los padres, en  el caso de  conductores menores de  edad; igualmente la
responsabilidad  que se traslada al instructor de las Escuelas de conducción, mientras el
alumno  se encuentre en período de aprendizaje; todos ellos, constituyen un engranaje de
responsabilidad  indirecta,  que  a  decir  de  OLANO VALDERRAMA  “no es  sino
garantía  solidaria frente a terceros ,,293•
Se  reúne  entonces en la  causa extraña”, los eximentes de culpa del conductor,
qu  excluyen  su  responsabilidad  y  van  ligadas a  la  de  los  responsables  indirectos,
constituyendo  para  ellos no eximentes  de culpa, que sólo es predicable del conductor,
29  OLANO VALDERRAMA. Tratado té cnico jurídico...  (1993) op.cit., p 154.
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pero  sí exirnenteS de responsabilidad de reparar el daño causado.
Y  debe destacarse que los responsbles  indirectos, no pueden favorecerse de la
presunción  de culpa del conductor, cuando este no es eximido de responsabilidad, y les
obliga  a abonar la indemnización al peijudicado, para después obrar contra él, y repetir lo
pagado,  aunque, antes,  “tendrían que dar la prueba de la culpa exclusiva del  conductor
según  los principios generales que informan Icé carga de la prueba y  la institución de la
,,294
culpa
3.4.4.  La concurrencia de culpas o de causas
Sabido  ya, que  el  “hecho o  la  culpa exclusiva de  la víctima”,  libera al  agente
dañador,  de responder por el daño causado, en razón a interponerse como sujeto pasivo
del  daño, la víctima, en la cadena de causalidad, cabe preguntarnos cuál es el comporta
miento,  cuando  ese  hecho  no  ha  sido exclusivo,  sino  que  ha  existido  un  verdadero
“concurso  de causas”, en  él  que  ha  concurrido tanto el  hecho de  la  víctima, como el
hecho  del causante del daño en el resultado final?  en nuestro sistema de responsabilidad
civil,  al  igual que la  legislación de  otros países, se prevé en  la Ley,  en fonna  clara y
precisa,  la reducción de la iñdenrnización por la exposición imprudente de la víctima al
daño,  en  el  art.  2357  del  Código  Civil295 en  el  ordenamiento español,  en  cuanto  a
responsabilidad del automóvil, se vino a admitir expresamente la concurrencia de culpas
a  partir de la reforma de la LRCSCVM de 1995, en la cual se resolvió el problema, de si,
se  admitía o no la  concurrencia de causas, dada  la tesis avalada hasta  1995 de  que la
culpa  de la víctima surtía sólo efectos exoneratorios, si era única y exclusiva fuente del
daño,  pero  que  la  Ley  no  preveía,  como  sistema objetivado,  que  por  cualquier  otro
294 Ibidem
295  Código  Civil colombiano.  Art. 2357,-  La apreciación  del daño está  sujeta  a  reducción, si el
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grado  de participación  se aplicará ningún tipo  de  sanción y menos que  se avalará, por
su  contribución, la reducción de la  indemnización de responsabilidad.296 Interpretación
doctrinal  modificada, al positivar la nueva Ley, la disminución de la indemnización por
la  concurrencia de  culpa de la  víctima297, más no por  la culpa de un tercero;  situación
también  regulada  en  la  legislación  francesa298, que  anteve  en  forma  expresa,  la
concurrencia de responsabilidad de varios coautores;
En  nuestra legislación no solo se reduce la indenmizaciófl por participación de la
víctima,  sino también por el hecho o la culpa de un tercero, así se norma en los arts. 2344
del  C.C, que reduce la indemnización por participación del tercero diferente de la víctima
y  el art. 2357, én  forma justa  y equitativa, equilibra las pretensiones del peijudicado por
su  participación  en  el  resultado  dañoso,  autorizando  en  forma  expresa,  reducir  la
que  lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente.
 Con  la  lucidez que  la  caracteriza  en  materia  de  aseguramiento  voluntario  y  obligatorio,  y  pm
demás  en forma premonítOria fundada en el criterio de justicia y equidad  basado en  el ait  1103 del C.C
español,  la profesora  fIORILLAS  JARILLO,  María  José.  El seguro  del  automóvil...  op.cil, p  425-
426.  s  manifestaba,  en  la  ardua polémica  doctrinal  y jurispnidencial,  a  favor  de  centrar la  discusión
en  apreciar  la  contribución  de  la propia  víctima  en  la producción  de  los  daños  al  efecto  de
atenuar  la  responsabilidad  penal  del  conductor,  o  bien  la  indemnización  que  se  abonará  al
perjudicado  “.  Proponía  aplicar el  criterio  de  graduación, en  función de  la  culpa de  cada  uno  de  los
intervinieflteS,  que  en  forma  general  aplica  el  Tribunal  Supremo,  sin  reñir  con  el  postulado  de
responsabilidad  objetiva inspirador del S.O.A y que más tarde(1995) fue recogido así en el nuevo Art. 1.1
de  la  Ley de responsabilidad y seguro del automóvil- LRCSCVM-.
297  Aitl.1  .4., de la LRCSCVM y aa  1103 del C.C. español.  El a.  1.1.4 de la Ley del automóvil
dice:  “Si concurrieran la negligencia del conductor y la del perjudicado se procederá  a la equitativa
moderación  de  la responsabiliclady al repartimiento en la cuantía de la indemnización, atendida a la
entidad  real de  las culpas concurre/lles “.
298  Para  LAMBERT-FA1VRE Droil des assura’ices.  6  ed. Paris: Dailoz,  1988, p 448. en  caso de
colisión  de  vehículos, en  el  Derecho  francés,  los  conductores implicados,  son  considerados  coautores
responsables  solidarios de  los daños  causados  de  no  conocerse la  causa del  accidente, cada uno  de  los
conductores  reparará  el  daño  sufrido por  el  contrario,  y  su  contribución a  la  reparación de  los  daños
causados a los pasajeros es en proporción al  50%; conocida la causa del accidente como debida a culpa de
ambos,  contribuyen a  la  reparación  de  los  daños  en  proporción  a  sus  respectivas  responsabilidades
(graduación).
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indemnización  proporcionalmente en el mismo grado de su participación, en virtud a lo
dispuesto  en  la  Ley  civil, preceptiva de  que:  “La apreciación del  daío  está sujeta  a
reducción,  si el que lo ha sufrido se expuso a el imprudentemente”.
En  efecto, parece razonable que nadie pueda beneficiarse de sus propios hechos
dañosos,  ni de  sus  errores299. También  en  materia civil se  aplica la  solidaridad de  los
participes,  regulada en  el  art.  2344  del  C.C,  cuando  son  dos  o  más  agentes  los  que
contribuyen  al evento:
Si  un  delito  o  culpa  ha  sido  cometido  por dos  o  más personas, cada una de ellas será
solidariamente  responsable  de  todo perjuicio procedente  del mismo  delito  o culpa,  salvas  las
excepciones de  los artículos 2350 y  2355.  Todo  fraude  o  dolo  cometido  por  dos  o  mas
personas  produce la acción solidaria del precedente inciso.
Se  establece  una  responsabilidad  solidaria300,  entre  las  personas  que  han
   Vid a MARTINEZ RAVE, La rspunsabi/idad  citiL..  op.cil., p  233 a 239.  Al  referirse al art.
2357,  que plantea  la reducción de la indemnización,  por  la concurrencia  de responsabilidades,  se  pronuncia
respecto  a su  claridad ,  que  evita disquisiciones o dificultades, no dando pie a  interpretaciones diferentes.
Un  excelente análisis sobre el tema, hacen  MEDINA CRESPO.  Responsabilidad civil automovilística...
op.cil,  p 16-17 y MORILLAS JARILLO. El seguro del automóvil ...op.cit, p4’75 a 478.
300  Advierte  la  Corte  que:
(..)  el estatuto de  responsabilidad a que se viene refiriendo la Corte, no excluye en modo  alguno lo que
se  ha  denominado.  sin  mayor exactitud  por  cierto,  la  coautoría  en  la  conducta  generadora  del  daño,
expresión  esta  última empleada  de ordinario, como es  bien  sabido,  para referirse  a aquellos eventos  de
variada  estirpe en  que concurren varios sujetos a los cuales la ley, atendiendo a causas jurídicas  eficientes
plenamente  separables entre sí, les atribuye de manera múltiple la obligación de reparar. Así pues,  si por
la  fuerza  de  los  hechos  esa  atribución  recae  en  dos  o  más  personas  naturales  o  jurídicas,  el  deber
indemnizatorio  ha de  catalogarse como concurrente y,  por lo tanto, frente a la  víctima, lo que en  verdad
hay  son varios responsables que a ella le son extraños y respecto de los cuales cuenta  con una verdadera
opción  que  le  permite demandarlos  a todos  o a  aquél de  entre ellos que,  de  acuerdo  con sus  intereses,
juzgue  más  conveniente.  Esos  distintos  responsables.  por  lo  común,  están  obligados  a  cubrir  la
indemnización  en concepto de deudores solidarios que por mandato de la ley lo son de  la totalidad  de su
importe.  postulado  este consagrado por el  artículo 2344  del Código Civil  que hace  parte de un  sistema
normativo  el cual, en sus  linea—mientos fundamentales,  la Corte tiene definido en los siguientes términos:
..Cuando  hay de por medio varios responsables de un accidente, la obligación de resarcir los perjuicios
es  solidaria,  lo  que  quiere  decir  que  esos  perjuicios  se  pueden  reclamar  de  uno  cualquiera  de  los
responsables,  según lo preceptúa el articulo 2344 del Código Civil en armonía con el 1571. El que realiza
el  pago se  subroga en  la  acción contra el  otro  u otros  responsables. según el  artículo  1579 y  siguientes
(...)  siendo  pues  solidaria  la responsabilidad,  la parte demandante  podía demandar  el  resarcimiento del
daño  contra todos  los responsables o contra cualquiera de  ellos(G.J.  Tornos CLV, primera parte, pág.
150.  y CLXV, pág. 267,  entre otras).
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contribuido,  con  alguna  de las  causas  que producen  el  resultado fma1301, son  normas
generales  en que se prevé que el daño no se haya cometido por una única persona, sino
que  en  su  producción  hayan  concurrido  o  participado  varias,  como  en  el  caso  de
colisiones  múltiples en las que  varios conductores pueden concurrir a la producción del
daño,  o se imposibilite probar cuál de todos fue el causante.  En este evento cada una de
ellas  será  solidariamente  responsable  del  peijuicio  proveniente  del  mismo  delito  o
302
cuasidelito.
Tenemos,  entonces que la concurrencia de causas, en el accidente de automóvil,
va  ha disminuir303, más no a liberar o a eximir del pago de la indemnización, la tasación
301    MARTINEZ RAVE. La responsabilidad civil...Op.  cii., p 229.
302     Sentencia C.S..I clv 26-9-76 Ci  /  CL.Vl’. y 267. nie/lciO/1a
cuando la obligación de  resarcir los peijuicios es solidaria, legalmente no es posible fraccionar o
dividir  la responsabilidad, por lo que la víctima como ya quedo visto, está facultada para demandar
a todos los coautores del daño o a uno solo por .cl valor total de los perjuicios. Debe recordarse,
que  sobre esta materia, tiene sentada jurisprudencia la Corte: la posible culpa concurrente del
tercero, a quien por serlo no se puede juzgar aquí. no exonera de responsabilidad el daño; apenas
lo  haría solidariamente responsable del mismo a términos del artículo 2344 del Código Civil,
respecto del cual ha dicho la Corte: Cuando hay de por medio varios responsables de un accidente
la  obligación de resarcir los perjuicios es solidaria, lo  que quiere decir que  esos perjuicios se
pueden réclamar de uno cualquiera de los responsables, egún lo preceptúa el art; 2344 del Código
Civil, en armonía con el 1571. (Sentencias G.J. t. LXX p 317 y LXXII  p 810).
303  En  l  doctrina  española  hay  autores  que  abogaba  por  la  compensación  de  culpas  como
equilibrio  al sistema  de responsabilidad y seguro del automóvil, entre estos los destacados doctrinantes:
URIA  GONZALEZ.  Rodrigo.  “Problen las  jundüm  eniales  del  seguro  auto/u ovilístico  de
responsabilidad  civil”. En Actas del  1 Coloquio sobre el Seguro Obligatorio.  SEAIDA. Bilbao,  1963, p
29-  30; GARRIGES  DIAZ-  CAÑABATE, Joaquín.  Con/rato  de  Seguro  Terrestre. 2  ed.  Madrid:
1983, p 422-423;  GONZALEZ- HABA GUISADO, José María.  “Análisis de la compensación de culpas
en  el ámbito del proceso ejecutivo”.  Jornadas  sobre  Contrato  de  Seguro.  Ilustre  Colegio  de  Abogados  de
Cáceres.  Cáceres: mayo, 1992. GONZALEZ- HABA  GUISADO, José María.  Meditaciones sobre  el
seguro  voluntario- necesario y  no necesario, del automóvil. Cáceres : 1. Colegio de Abogados de Cáceres,
1993,  p 267, que llegó a tildar de insolidaria la doctrina que niega el uso de la técnica compensatoria por
participación de la culpa de la víctima, igual postura, con un profundo análisis de la técnica compensatoria
encontramos en la obra de MEDINA CRESPO, El seguro  obligatorio de automóviles. Madrid: 1994, p
238 a 243.
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se  hará  por  el  juez  de  la  causa,  en  forma  proporcional  al  grado  de  participación,
circunstancias, etc., siendo individualizado para cada caso en concreto; no obstante por la
interpretación  doctrinal  y  jurisprudencia!,  sigue  siendo  denominada  como
“compensación  de  culpas”304, la  que  en  nuestro  entender  hacemos  consistir  en  una
“conculTenCia de causas”, cuando tanto el causante como la víctima cometen errores de
hechos  con  incidencia en  el  resultado fatal  del  daño,  que  ratifica reiteradamente la
doctrina  científica y jurisprudencia1 de la Corte Suprema de Justicia como “concwTencia
de  culpas” con efectos distributivos en la indenmización:
Ello  significa  que, por  razones  superiores  de  equidad -  que  es  la justicia del caso concreto -,
cuando  quiera  que  concurran  la  culpa  de  la  víctima  y  la  culpa  del  autor  del  daño,  la
indenmización  a cargo de éste ha  de disminuirse en relación directa con la culpa de aquél, pues,
existe  en tal  evento coautoría del  daño y,  por  consiguiente, la  responsabilidad de  suyo, ha  de
ser  distribuida entre ellos 0)
1-lay que matizar que  en la responsabilidad automovilística cubierta por el seguro
obligatorio,  en  cuanto  a  la  cobertura  parcial  o  total  de  los  daños  corporales en  que
concurre  la culpa de la víctima o bien, la culpa de ésta y la  del causante -  el  conductor-
304  Postura  contraria  la  de  un  sector  representativo de  los doctrinantes  de  responsabilidad  civil del
auton1óvil,  que  opinan,  no  es  propio  de  la  legislación  de  responsabilidad  y  seguro  del  automóvil,
asentada  en  la teoría de responsabilidad por el riesgo desplegado en la  actividad del vehículo, alejada de
la  dogmática del tradicional principio  de  la culpa subjetiva y se pronuncian por  la incongruencia de la
compensación  de  culpas,  entre ellos  el  profesor  PANTALEON PRIETO, Fernando.  “Notas  sobre la
nueva  Ley de  contrato de  segurosop.cit.,  p  937  y  940,  dice  que  es  inadmisible  la  compensación  por
culpa  exclusiva  de  la  víctima’  en  sistemas  de  responsabilidad  objetivados  como  en  la  Ley  del
automóvil.  SOTO  NIETO.  La  responsabilidad  civil  derivada  del  accidente  aulojnovilíSliCO.  Madrid
1989,  p  31  y  ss;  ALONSO  PRIETO,  Luis.  “El  O-atamiento  de  la  culpa  de  la  víctima  en  los
pronunciamientos  sobre  responsabilidad  civil  acordados  en  sentencias  penales.  incidencia  del  seguro
obligatorio”.  Revista  de  Derecho  de  la  Circulación,  1972,  núm  6,  noviembre-diciembre,  p  537;
PANTALEON  PRIETO,  A.  Fernando.  “Notas  sobre  la  nueva  ley  de  contrato  de  seguro,  en
Comentarios  a  Ley  de  contrato  de  seguro,  dirigido  por  Evelio  Verdera  TuelIs.  CUNEF,  Madrid,  1982,
vol.  1, p  937-940;  REGLERO  CAMPOS,  Luis  Fernando.  “El juicio  ejecutivo  de  la Ley  del  automóvil:
la  culpa  exclusiva  de  la  víctima  como  causa  de  oposición  al  ejecutante”  PJ,  1986,  núm  4,  diciembre,  p
127-130;  ; REGLERO  CAMPOS.  Los  accidentes  de  circulación...OP.cit.,  ap  188-190.
305 Cfr.  Sentencia  C.S.J de  24-6-96  Sala Civil.
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que  incluso puede también sufrir un autodaño, para  su reconocimiento por el asegurador
obligatorio,  no hay lugar a exigir  el nivel de diligencia o prudencia con que se actuó ni
identificar  a quien se atribuye la responsabilidad del daño, pues el contrato de seguro, se
acciona,  para  el pago de la indemnización convenida, con la mera realización del riesgo,
que  es la ocurrencia del accidente con resultado de daños corporales, tanto a la víctima
corno  al  conductor del  vehículo o  sus  ocupantes.  Sencillamente, en  este  sistema la
produciófl  de un  daño  corporal por accidente de tránsito, sin  importar la  culpa de  la
víctima,  da lugar a la obtención de la prestación306 asegurada.
3.4.5.  Responsabilidad en la colisión de vehículos
Suele  ser muy común la colisión de dos o más vehículos, con resultados de daños
corporales  y materiales, que presentan gran dificultad para atribuir la responsabilidad y
su  consecuente obligación indemnizatOria, y determinar cual de los conductores tiene la
calidad  de víctima y cual la de causante  Se presume entonces que cada uno de ellos, si
hay  daños a su persona o en sus bienes, de probar que tiene derecho a ser reparado por el
daño  causado.  Conforme  a  la  normativa  contenida  en  el  art.  2356  del  C.C,  y  su
interpretación  jurisprudencia!  que  hemos  visto  supra  307  los  conductores  están
presumidos  de  culpa308, y  solidariamente  sus  propietarios  -  tenedores,  poseedores,
306  PINTOS AGER,  Jesús.  Baremos, seguros y derecho de daños.  Madrid:  Instituto Universitario
de  Derecho  y  Economía-  Universidad  Carlos  III  de  Madrid,  2000,  p  259-289,  en  su  obra,
colTespondiente al trabajo de  tesis doctoral, hace  un exhaustivo estudio sobre el coste de  los accidentes
en  materia de circulación y la baremación de daños en el ordenamiento jurídico  español.
    Vid en éste mismo trabajo, el Capítulo 111, epígrafe 3.3.3.
308  Sent.  C.S.J,  de  5  de  mayo  1999,  M.P  DR.  Jorge Antonio  Castillo  Rugeles  Rad.  Expediente
4978,  aclara la doctrina de presunción de culpas por concurencia de actividades peligrosas:
‘(...)  Otra  cosa debe concluirse, empero, cuando demandante y  demandado concurren al  suceso dañoso
ejerciendo similares actividades peligrosas, vale decir, cuando el daño alegado encuentra su venero  en  la
convergencia de sendas actividades peligrosas, pues. en tal supuesto, las respectivas presunciones de culpa
que  cobijan a los implicados, pueden aniquilarse mutuamente, forzando al demandante a demostrar la culpa
del  encausado; por supuesto que, como lo tiene dicho esta Corporación: “Varias son las soluciones que la
doctrina  propone  para  solucionar el  enfrentamiento de  las presunciones de  culpa, pero el  problema
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comisarios,  usufructuarios, etc.- por estar al  cuidado de  cosas utilizadas en  actividades
peligrosas,  debiendo responder por los daños corporales y materiales. En  este evento, la
atribución  de responsabilidad, en nuestro áoncepto  queda sometida tanto a lo dispuesto
en  el art. 2356 corno al art. 2341 de! Código Civil, por responsabilidad directa entre los
conductores,  rigiendo entonces por los principios de culpa subjetiva que obliga a probar
la  existencia del daño y el nexo de causalidad por la conducta negligente o imprudente de
alguno  de ellos, bien sea por violación de  reglamentos o incurrir en  un acto u omisión
que  causó el  daño,  que vendría a  convertirse en  un  accidente con resultado de  daños
atribuible  a  su propia  culpa que frente al conductor inocente, encuadra en la excepción
material  de  “culpa exclusiva de  la  víctima” y  en consecuencia lleva a  la  negación de
indemnización  a  favor  del  conductor culpable y  frente  a  otros  terceros, víctimas  del
accidente,  se enmarca  en  la  excepción de  “fuerza mayor”, por  ser  un acontecimiento
externo  al vehículo, que aunque se involucro en la causalidad del daño, no es atribuible
al  conductor inocente y será improcedente la indemnización de los terceros a su cargo,
que  deberán ser resarcidos por el conductor culpable.
prácticamente  desaparece cuando solo  una de  las  partes reclama  daño,  demostrando culpa  exclusiva del
demandado.  Esa pweba  de culpa hace desaparecer el interés de las presunciones en juego.
Como  ambos  automotores  se hallaban  transitando.  ambas partes  están bajo  la  presunción  de  culpa  que
determina  el  ejercicio  de  actividades  peligrosas  frente  al  daño  causado.  Siendo  esto  así,  se  hallan
demandante  y  demandado  en  idénticas  condiciones,  es  decir,  ambas fueron  causa por  culpa  del daño
sufrido  mientras no se demuestre otra cosa. Dicho  de otra manera, se vuelve a  la situación inicial  o sea,
que  quien pretende indemnización debe demostrar los cuatro elementos dichos, incluyendo el subjetivo o
culpa’(Sentencia  de casación civil de  12 de abril de  1991).
Sin  embargo,  dicho  sea  de  paso  pero  sin  desandar  la  marcha,  tal  regla  no  puede  formularse  en  los
términos  tan  genéricos e indiscriminados  en los  que se  ha venido  planteando.  toda  vez que  en lugar  de
rendir  tributo  a los  imperativos de justicia  en los  que está inspirada, puede llegar a constituirse en fuente
de  graves  iniquidades,  socavando  de  ese  modo  los  cimientos  cardinales  de  la  responsabilidad  civil
extracontractual;  por supuesto que cuando un daño  se produce por la concurrencia  de sendas actividades
peligrosas  (la  de  la  víctima y  la  del agente),  en  lugar  de  colegir maquinalmente  la  aniquilación  de  la
presunción  de culpa  que favorece al damnificado, el juez  deberá establecer si realmente  a ella hay lugar
en  ese  caso  concreto, juicio  para  cuya elaboración  deberá  tomar  en  consideración  la  peligrosidad  de
ambas,  la incidencia  de cada  una en el  percance o  la virtualidad  dañina de la  una frente a  la otra.  Más
exactamente,  la aniquilación  de la presunción  de culpas por  concurrencia de actividades  peligrosas en la
generación  de un daño, presupone que el juez  advierta, previamente, que en las específicas circunstancias
en  las que se produjo el accidente, existía cierta equivalencia  en la potencialidad  dañina de ambas, pues
de  no  darse  esa  correspondencia,  gravitará  siempre  en  favor  de  la  víctima  la  presunción  de  que  el
demandado  fue el responsable del perjuicio cuya reparación demanda.
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Hay  posturas de  algún sector  de  la jurisprudencia,  que  plantea  al  igual  que la
doctrina  y jurisprudencia española, la tesis de “neutralización de las presunciones309” que
traslada  a  los principios de  responsabilidad subjetiva, a  quien  pretende triunfar en  el
proceso  y demostrar por activa, la culpa del otro, sí lo logra, prosperará su pretensión de
ser  indemnizado a cargo de! conductor responsable.  Si no se  logra demostrar la culpa de
ninguno,  no prosperarían las pretensiones del demandante310.
En  el  Derecho  colombiano,  continúan  vigentes  las  dos  presunciones,  y  cada
conductor  se presume responsable de  los daños corporales y materiales  del  accidente,
obligándose  a responder por los daños que ocasionó al otro a no ser que uno de ellos o
ambos  o todos rompan el nexo de causalidad y la presunción  de responsabilidad  civil,
teoría  marcadamente subjetiva al igual que la doctrina española ya que los conductores
de  una y otra  máquina ponen  en juego,  al utilizarlas,  idéntico peligro, por lo  que uno
anula  al  otro.  También  es  doctrina  del  Tribunal  Supremo  español  justificar  la
exclusión  de  la  inversión  de  la  carga  de  la  prueba  en  razón  a  “la  existencia  de
reciprocidad  en el resultado dañoso en función del equilibrio de fuerzas intervinientes en
309  La doctrina de  ‘neutralización de  las prsunciofleS de  culpas’ es de origen francés y ya se
encuentra  superada en ese mismo país.
310  En  el  derecho  comparado  euroeo  se  encuentra  positivado  en  algunos  códigos  y  es  doctrina
jurisprudencia1  en  otros,  prever  las  reglas  aplicables  a  daños  recíprocos  en  colisión, presume,  salvo
prueba  en  contrario,  ue  cada  uno de  los conductores ha  concurrido igualmente en  producir  el  daño
sufrido por cada uno (le los ‘ehículos “.  En el  Código civil poiogués,  el mt  506 establece. en caso de duda
sobre  la culpa del accidente en el que inte1ienen dos vehículos, considerar igual la medida de contribución
de  cada uno de los dos conductores por los daños. El Code francés, el art. 1384, es interpretado por la Cour
de  Cassalion. para los upuestos  de  daños recíprocos en los que no consta la culpa del accidente, que cada
uno  de  los guardianes tiene  el vehículo bajo su guarda, y  deben responder por  la  totalidad de  los daños
sufridos por el otro. La Ley de responsabilidad del automóvil en España, que tampoco consagra el evento
de  colisión, atribuye la responsabilidad, fundamentada en el “  equilibrio  de fuerzas  entre los vehículos -
atendiendo  a sus similares características- por  lo  cia!  quedan sometidos al sistema de responsabilidad
por  culpa, que se opone para desvirtuar el elemento “equilibrador de fuerzas”, con carga de probar para
el  que  acciona”- Ejemplo el caso de un vehículo pesado -  un  automóvil con una moto o un ciclomotor, es
notorio  el desequilibrio de fuerzas de uno frente a otro. .(Sent T.S 28-05-90).
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la  colisión” en cuyo caso queda neutralizado el principio de inversión y cada uno deberá
demostrar  las  circunstancias de  exoneración de  su  responsabilidad, por  ser normal  y
pasivo  su comportamiento y constituir frente al otro una fuerza mayor exonerativa31’ y
“solo cuando no pueda  clarficarse  y polarizarse  la conducta censurable de uno de los
protagonistas  con  duda  e  indeterminación  de  culpa,  cabe  imputar  a  todos  la
obligación  resarcitoriahl3l2, mas sin embargo, dada la redacción del párrafo tercero del
art.  1.1 della  nueva LRCSCVM de  1995, ya no puede prescindir del riesgo, por ser un
principio  informador que aparece expresamente contemplado en la disposición  legal313.
Entonces,  a este respecto, hay una diferencia a partir de la reforma de la Ley del
Automóvil  y el  reglamento del  SOA español- Real Decreto 7/200 1 de  aseguramiento
obligatorio-  que prevé en el  art.  14.2, y adopta una formula basada en la  más estricta
teoría  del  riesgo  por  la  negligencia  o  imprudencia  en  el  manejo  de  vehículos  de
acuerdo  a  su  potencialidad  de  generar  mayor  o  menor  daño  para  cada  vehículo
involucrado  en una colisión, al  decir, que en  “la concurrencia de daños  a terceros por
colisión  de dos o más vehículos  se obliga a responder de acuerdo al grado de culpa de
cada  conductor” y en caso de no ser determinadas, “proporcionalmente a la potencia de
los  iespectivos vehículos” y ya desde el punto  de vista  contractual, conforme se pacte
en  acuerdos,  por las respectivas aseguradoras.
Vid  en el mismo sentido a REGLERO CAMPOS, Accidentes de Circulación ...  op.cit., ap. 254
y  ss., mfra.
312  Sentencia de diciembre de  1980 citada en su obra por  MEDINA CRESPO.  Responsabilidad
civil  automovilística...  op. cii.  p 1 7.
MEDINA  CRESPO.  Responsabilidad civil automovilística.... op. cii., p  194, considera  “pero, a
virtud  de la asunción  de la doctrina jurisprudencial  interpretativa del  artículo 1902, proyectado  sobre
actividades  desplegadoras de  riesgos y,  a su  vez, a virtud de la expresa  consagración del riesgo  como
criterio  determinante de la responsabilidad del conductor, afirmado ahora de forma  positiva y  general,
es  evidente  que ya  no  puede  soslayarse  este  criterio; y,  por  lo tanto,  es  obvio  que  queda  impedida
legalmente  la  aplicación de  la doctrina de  la neutralización de  las presunciones  de  culpa.”, agregarnos
nosotros  que  por derivar de la responsabilidad del automóvil que se consagra en una ley especial bajo la
teoría  del riesgo de circulación-.
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Mas  exactamente, respecto de la  colisión de vehículos con resultado de  daños
para  cada uno, se puede  concluir que por el  grado de causalidad de cada conductor, y
acreditando  culpa  en ambos  conductores, la  atribución de responsabilidad  termina  en
una  compensación  de  culpas,  al  cual  deberá  contribuir  cada  asegurador  obligatorio
proporciOnalrflente  y  de  probarse  la  culpa de  uno  de ellos  a la  luz  del  art.  1902 del
C.C.,  éste  será  el  exclusivo  responsable  y  su  asegurador  quien  atenderá  la
indenmizaCión del  otro conductor inocente, pero en el  evento de  daños recíprocos  sin
culpa  probada,  se tendrá  como se  diera  la  culpa concurrente  de  ambos  conductores,
con  el  efecto  de  que  cada  conductor  (con  su  propietario  de  ser  distintos)  ha  de
indemnizar  al propietario del  otro vehículo en la mitad de sus daños, y el  de que, a su
vez,  el  conductor de éste  (con su  propietario)  debe resarcir a aquel en la mitad de  los
suyos314. No obstante hay  posturas  doctrinales3  que  solo admiten la proporcionalidad
en  la obligación  de indenmizar cuando  se aplica  a los daños corporales sometidos  al
principio  de  presunción  de  causa314 de  responsabilidad  objetiva  atenuada  de  la
LRCSCVM,  más no en los daños materiales que quedarían sometidos por completo  a
indemnización  integra  a  cargo  del  responsable  por  el  sistema  de  responsabilidad
subjetivado,  con fundamento en el ait  1902 del Código Civil.
En  la colisióP de vehículos, respecto del  seguro obligatorio de daños corporales
314  MEDINA CRESPO,  Responsabilidc(d Civil...  op.ci(., p 194
‘  MORILLAS JARILLO, El seguro  del  automóvil...  op.cit., a p 476, quien a su vez aduce que en la
colisión  de  vehículos  la  proporcionalidad en  la  obligación de  indemnizar es aplicable sólo  a  los daños
corporales  en el que rige el principio de responsabilidad objetiva atenuada, más no en los daños materiales
que  se regulan exclusivamente por el sistema tradicional de responsabilidad (subjetivada) del 1902 CC.
 MEDINA  CRESPO, Responsabilidad Civil... op.cit., p  194 y  ss. Así lo plantea  este autor cuando
analiza  el  principio informador de la  teoría del riesgo en la Ley del Automóvil, y  dice:  “la  regulación
especfíca  de la respons abilidad por daños corporales ha quedado sometida al principio  de  presunción
de  causa,  mientras  que,  si  dimano  de  daños  materiales,  ha  quedado  afecta  al  principio  de
233culpabilidad’
en  nuestro ordenamiento jurídico rige el principio de que cada asegurador  responde con
su  póliza de seguro por las lesiones del conductor del vehículo asegurado, si las hubiere
sufrido,  y las de los ocupantes del vehículo y de los terceros peatones.  Aunque, se debe
recordar  que en caso de lesiones a peatones, derivadas del  mismo acontecimiento, estos
podrán  escoger  indistintamente,  reclamar  a  cualquiera  de  las  aseguradoras  de  los
vehículos  involucrados en el accidente de tránsito. (Vid Capítulo V, epígrafe 5.4.1).
En  los daños materiales, nuestro sistema se comporta idéntico al sistema español,
al  someter a los principios de responsabilidad tradicional subjetivada, la determinación
de  responsabilidad de los conductores, pudiendo liberarse, sólo aquel que rompe el nexo
de  causalidad entre  su  obrar y  la  producción del  daño. Llamando a  responder, en  tal
situación  a aquel que no rompió el nexo de causalidad, por imposibilidad de demostrar
una  causal eximente de su responsabilidad.
3.4.6.  Ineficacia de los eximentes de responsabilidad en el Seguro
Obligatorio  S. O.A. 1)
Los  eximentes  de  responsabilidad  citados  supra,  la  culpa  exclusiva  de  la
víctima,  hecho  de  un tercero,  ftierza mayor, caso  fortuito, o  concurso de  causas,  son
ajenos  al  ámbito  del  Seguro obligatorio de daños  corporales en  accidente de tránsito,
matizando  que en  cuanto a  lá  colisión de vehículos, hay  un tratamiento especial  (Vid
supra  epígrafe 3.4.6) que obliga a cada conductor asumir sus propios daños corporales a
través  de la póliza de seguro de S.O.A.T de su vehículo y en caso de no tenerlo contra
tado,  deberá responder con su patrimonio- en virtud a su naturaleza y finalidad de ser un
seguro  de accidentes personales para el conductor y ocupantes del vehículo a más de lds
peatones  involucrados en el  mismo evento.  No  obstante, los terceros perjudicados por
un  vehículo sin seguro, diferentes al  conductor, están cubiertos a través  del Fondo de
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solidaridad  del  seguro  obligatorio  (FONSAT),  fondo  de  garantía  que  cubre  las
indenmiZaCiones tanto de  los vehículos sin seguro, como de vehículos fantasmas o sea
los  que atropellan y salen en huida, desconociéndose si tenía seguro o no.
En  el caso de los terceros diferentes al conductor, tratándose de colisión, pueden
reclamar  las prestaciones del seguro obligatorio, para daños corporales, indistintamente
al  asegurador del otro vehículo, y si  ninguno tuvies  contratado el seguro, es el Fondo de
solidaridad y garantía de seguro obligatorio (FONSAT),  quien responderá del pago de la
indemnización.
De  estar debidamente asegurado cada vehículo que se involucre en un accidente,
mediante  un  contrato  de  seguro  obligatorio  o  voluntario  del  automóvil,  se  tratará
entonces  de hacer exigible a  cada asegurado  la  indepmizaCión que ampare los daños
coioraleS  hasta el límite del SOAT, sin ser oponibles a las víctimas, por el  conductor,
tomador  o  asegurado,  ni  por  el  asegurador,  causal  alguna  de  exclusión  del  pago,
atribuible  a criterios de responsabilidad o culpa, por mandato especial de la ley de seguro
obligatorio  (art.  12 D.  1032/91) ue  somete el  resarcimiento de  los  daños  a  la  mera
causación  del accidente de tránsito, el siniestro, presupuesto básico para hacer exigible la
prestación  obligatoria asegurada; y, para el exceso de los daños corporales patrimoniales
,‘  extrapatrimoniales  o  por  bienes  responderá  el  asegurador  voluntario,  si  se  tiene
contratado  el seguro o el propietario  asegurado o conductor  con su propio patrimonio.
3.4.7.  La responsabilidad civil extracontraCtual en el ámbito penal
Aunque  prescribe  el  artículo  12 de  la  ley  599  de  2000  que  ‘Solo  se podrá
imponer  penas  por  conductas  reiizadas  con  culpabilidad.  Queda  erradicada  toda
forma  de responsabilidad  objetiva”; no obstante, en los procesos por responsabilidad
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derivada  de  actividades peligrosas,  entre ellos  los accidentes  de tránsito,  se aplica la
inversión  de la  carga de  la  prueba  o presunción  de  responsabilidad del  art. 2356  del
Código  Civil,  con  claros  matices  obje.tivadores  Sobre esta  última  afirmación, cabe
recordar  que  la  doctrina  jurisprudencia1  colombiana,  sigue  afirmando  que  está
responsabilidad  apareja una presunción de culpa, por. lo cual es aplicada por los jueces
de  la jurisdicción  penal, en tratándose de accidentes de tránsito; pero en sana lógica lo
dispuesto  en  el  artículo  12 del  nuevo  Código,  es totalmente  innecesario,  puesto  que
toda  responsabilidad penal es de su  esencia claramente subjetiva, sea dolosa o culposa,
porque  sus elementos  son la voluntariedad, que interviene en mayor o menor grado, su
querer  o la falta de cuidado y diligencia en el obrar y el resultado en el hecho delictivo
o  culposo. De ahí que en el  art. 23 determine37 la culpa como una  infracción al deber
objetivo  de cuidado  y su irnprevisibilidad.
La  responsabilidad  penal  de  orden  público,  apareja  la  reparación  del  daño
causado  ilícitamente,  surgiendo,  a  la  par  la  acción  de  responsabilidad  civil
extracontractual  para  indemnizar  a  la  víctima  de  el  accidente  de  tránsito  por  los
peijuicios  causados,  cuando  hay  daños  p.e  con  resultado  de  muerte  o  lesiones
corporales,  y se encuentra tipificada esta conducta dentro del  canon general de delitos
contra  la  vida  y la  integridad personal,  distinguidos  con  el  nombre  de  homicidio  y
lesiones  culposas, consagrados así en nuestro Código Penal, en los artículos 339 y 340
En  forma general la  comisión de  un  ilícito origina la  obligación  de reparar318
I7  El  art.  23  CP  dice:  “La conducta  es  culposa  cuando  el  resultado  típico  es producto  de  la
infracción  al  deber  objetivo  de  cuidado y  el  agente  debió  haberlo  previsto  por  ser  previsible,  o
habiéndolo previsto,  conjió en poder  evitarlo
I8  TAMARIT SUMALLA, Josep M. La  reparación a  la víctima en  el  derecho penal.  Estudio y
Crítica  cte las nuevas  tendencias  político-cri;ninaleS.  Barcelona: Fundació Jaurne Callís, 1993, p  15, (cita a
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los  daños morales  y materiales  que de  él  provengan319, y  en  los  daños causados  por
responsabilidad  automovilística,  la  jurisdicción  penal  los  cobija  bajo  los  delitos  de
homicidiO  culposo cuando  hay resultado de  muerte32° y  lesiones  culposas,  cuando  se
afecta  la  integridad  corporal  de  la  víctima  generalmente  dejando  unas  secuelas  e
incapacidades321. Esta reparación que  a la par  de la declaratoria de la responsabilidad
SCHOC, Heinz. Deustcher Juristentag- Gutachien. Mtinchen: Beck, 1992, p 54.)  Cita  los  sistemas
anglosajones, en los países de la Europa continental, como los primeros que reformaron la legislación penal
y  civil, para brindar protección a la víctima; un sector de 1a doctrina Alemana, califica ese renovado interés
por  proteger la posición de  la víctima, como un “redescubrimientO” y uno de los acontecimientos político -
crifl1inaleS más  importantes de la última década. TAMARIT  SUMALLA, Josep M. La  reparación a  la
vÍC(iincl  en  el derecho penal. Estudio y  crítica  de  las nuevas tendencias político-Criminales. Barcelona:
Fundació  Jaume Callís. 1993. p 15, (cita a SCHOC, Heinz. Deustcher Juristentag- Gutachien. Mfinchen:
Beck.  1992, p 54.).
  Respecto del ejercicio  de la acción civil dentro del proceso penal un estudio critico del mismo con
el  excelente profesor  TAMAYO JARAMILLO, Javier.  La indemnización de perjuicios  en  el proceso
penal.  Medellín: Dike,  1993, p  59-87. Igualmente. con un amplio y pormenorizado análisis jurídico  el
maestro  de  la responsabilidad  MARTINEZ RAV E,  Gilberto. Responsabilidad  civil  extracontraCtual
op.cit.,  p  101- 120.
320  •  329  CP -  Homicidio  culposo. El que por culpa matare a otro, incurrirá en prisión de dos
(2)  a seis (6) años, y en inulta de un mii a diez mil pesos y suspensión de uno (1) a  cinco (5) años en el
ejercicio  de  la profesión. arte u oficio.
32  Art. 340 C.P. -  Lesiones  culposas. El que por culpa cause a otro alguna de las lesiones a que se
refieren  los artículos anteriores, incurrirá en la resp  pena disminuida de las cuatro quintas a las tres
cuartas  partes y en suspensión, por seis (6) meses a tres (3) años, del ejercicio de la profesión, arte u
oficio.  Lo dispuesto en este artículo de relaciona con otras disposiciones para fijar el grado de
incapacidad  o secuela que dejo  el daño:
Art.  332 C.P. -  incapacidad  para trabajar o enfermedad.-
inciso  Primero : Modificado p01. Ley 23 de 1991. Art. 17, y convertido en  contravención especial por el
Art.  lo..  subs.9 y 10 de  la misma Ley, que dicen:
10.  Lesiones preterinteniOnaleS y culposas. Si las lesiones a que se refiere el numeral anterior
fueren  preterintensionales o culposas, la pena se reducirá a la mitad.
Inciso  Segundo: Si  pasare de treinta días sin exceder de noventa, la pena será de seis meses a tres años
de  prisión y multa de un mil  a cinco mil pesos.
Inciso  Tercero: Si pasare de noventa días, la pena sera de dieciocho meses a cinco años de prisión y
multa  de un mil a diez mil pesos’  NOTA: En el presente artículo subsisten los incisos 2o.  y 30. El
primero,  es contravención de acuerdo a lo estipulado en el A.  lo.  Num 9o., de la Ley 23 de  1991.
Art.  333 C.P. -  Deformidad.  Si el daño consistiere en deformidad fisica transitoria, la pena será de uno
(1)  a seis (6) años de prisión y mtlta  de tres mil a diez mil  pesos.
Si  fuere permanente, la pena será de dos (2) a siete (7  años de prisión y multa de cuatro mil a doce mil
pesos.
Si  la deformidad afectare el rostro, la pena se aumentará hasta en una tercera parte.
Art  334 c.P.  -Modificado.  Decreto 141 de  1980, Art.lo.  Perturbación funcional. Si el daño consistiere
en  perturbación funcional transitoria de un órgano o miembro, la pena será de veinte  (20) meses a siete
237(7)  años de prisión y multa de tres mil a doce mil pesos.
penal,  comporta la acción civil para obtener del directamente del  responsable penal la
indemnización  del  peiuicio  o  del  tercero  civilmente  responsable,  se  tramitarán
conjuntamente  en el proceso penal o se puede reservar para hacerla valer en un proceso
civil.  El juez  civil  está sometido  a la prejudicialidad del  proceso  penal que juzgo  la
conducta  culposa o dolosa del causante y a ella debe  atenerse por constituir efecto  de
cosa  juzgada322, cuando procede fallo declaratorio de la culpabilidad, más sin embargo
hay  que  tener  claro  que  a  pesar  de  haber  mediado  una  actuación procesal  penal  no
queda  cerrada la  acción reparatoria de peijuiciOS que puede  seguir estando en  cabeza
del  conductor causante o del tercero civilmente responsable.
En  este  aspecto  hay una gran diferencia con la  legislación de responsabilidad
Si  fuere permanente. la pena será de dos (2) a ocho (8) años de prisión y multa de cinco mil a veinte mil
pesos.
 335 C.P. -  Perturbación  síquica. Si el daño consistiere en perturbación síquica transitoria, la pena
será  de  dos (2) a siete (7) años de prisión y multa de  cuatro mil a  quince mil pesos.
Si  fuere pen11anente la pena será de tres (3) a nueve (9) años de prisión y multa de cinco mil a treinta
mil  pesos.
 336 C.P. -  Pérdida  anatómica o funcional de un órgano o miembro. Si el daño consistiere en la
pérdida  de  la función de un órgano o miembro, la pena será de cuatro (4) a diez (10) años de prisión y
multa  de diez mil a cincuenta mil pesos.
La  pena anterior  se  aumentará hasta en una tercera parte en caso de pérdida anatómica del órgano o
miembro.
Art.  337 C.P. -  Unidad  punitiva. Si como consecuencia de la conducta se prodrerefl  varios de los
resultados  previstos en  los artículos anteriores, sólo se aplicará la pena correspondiente al de mayor
gravedad.
    Sobre l efecto de cosa juzgada,  ha puntualizado la doctrina jurisprudencia1 en Sent. C.S.J 5 de
noviembre  1999, M.P, Dr. Rafael Romero Sierra Ref. Expediente No. 5134 que:
No  es acertado, en verdad, sostener que la víctima que reclama el resarcimiento de perjuicios dentro del
juicio  penal que  se  siga contra el  autor  del  hecho dañoso, ya  no  pueda perseguir civilmente la
indemnización frente a  otras personas distintas al  sindicado, aduciéndose entonces el  valladar que
representa el fenómeliO de la cosa juzgada. Cómo pudo el tribunal pasar de largo ante la consideración de
que  en  este proceso ordinario el  lesionado no  estaba demandando al  conductor del vehículo, sino
precisamente a otras personas que a juicio del actor también son responsables civilmente. Se peca cuando
así  se piensa. pues implica que por decisión jurisdiccional  se eche  a perder  las claras disposiciones
sustanciales  que consagran, en una evidente protección  de la víctima,  la posibilidad de que esta
pueda  reclamar,  ante  la  concurrencia  de  culpas,  a personas  diferentes  del  propio  agente del
daño.
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penal  del  derecho  español  que  si  tipifica  en  forma  expresa  en  el  Código  Penal  y
autónoma  la responsabilidad derivada de la conducción de vehículos, mediante normas
que  lo tipifican como un delito al  “deber de seguridad de la circulación”, igualmente el
tipo  de  proceso a  suir  para  la reparación  bien  por  el  proceso  verbal ejecutivo  o  el
proceso  penal por imprudencia simple o tenieraria.323
3.5.  LA REPARACION POR ACCIDENTE DE TRANSITO
Para  los  daños  causados  en  un  accidente  de  tránsito  en  la  legislación
colombiana,  en  cuanto  a  los  daños  corporales  y  su  valoración,  no  hay  aún,  una
definición  legal  de  que  daños  son  reparables  y  cuales  no;  atendiendo  a  criterios
generales  contenidos en  los  Códigos Civiles  que  estipulan  la  reparación  del  daño  o
perjuicio.  Por  eso  para  Elena  VICENTE  DOM1NGO24 es  muy  importante  los
aportes  de  la  legislación  extranjera  en  la  definición  de  criterios  indemnizableS y  la
influencia  que ésta ejerce en los ordenamientos jurídicos;  p.e para el Derecho español,
es  reconocida la influencia ejercida en su literatura por el Derecho alemán; el Derecho
inglés  y sus mecanismos de tasación  abstracta de los daños por sufrimiento y pena  de
los  dependcints;  el  Derecho  Francés,  por  su  avanzado  e  innovador  estudio
jurisprudencia!  y el Derecho  italiano, situado en un punto  intermedio entre el Derecho
alemán  de  tipicidad  y  el  francés  de  atipicidad.  En  cuanto  a  la  incidencia  de  los
sistemas  de  responsabilidad  en  las  formas  de  reparación  del  daño,  define  los  de
32  Catalogada la imprudencia simple, por la comisión de  una falta culposa de daños sobre las
personas  y  concurre infracción de  reglamentos con  resultado de  lesiones  graves  y  respecto  del
aseguramiento obligatorio los daños materiales exceden la cuantía máxima  La imprudencia temeraria,
corresponde  al tipo delictivo con resultados de muerte, lesiones graves o daños materiales sobre el límite
del  aseguramiento obligatorio.
VICENTE  DOMINGO, Elena.  Los Daños Corporales: Tipología y  valoración.  Barcelona:
Bosch.  p 53.
239
tipicidad  como  de  “supuestos ceriados  que  limitan  las posibilidades  de  exigir  la
reparación  de  otros  daios  fuera  de  los  tipificados”  y  en  cuanto  a  los  atípicos  o
“sistemcls abierios”  los que “contienen una  cláusula abierta  en  la que  ónicamente se
seialan  los requisitos  esenciales que dan lugar a la responsabilidad extracontractual
o  aquiliana, a saber,  el daFo, la  relación de causalidad y  la culpa  o negligencia”325.
En  este último sistema todo daño puede ser indenmizable, y es una cláusula general no
especial.  Diríamos  que  desde  esta  concepción  el  ordenamiento  jurídico  de
responsabilidad  del  derecho  colombiano,  (art.  2341 y  2356  del  C.C  en  materia  de
responsabilidad  por  la  actividad de  la  conducción) es  un sistema  de  cláusula  abierta
que  permite reconocer todo tipo de daño para su reparación.
A  pesar  de  ello,  la  valoración  dd  daño  causado  en  accidentes  de  tránsito,
particularmente  del daño  corporal extrapatrimonial,  se viene  liquidando dentro  de los
procesos  civiles, penales o en los acuerdos extrajudiciales  generalmente con fórmulas y
reconocimientos  disímiles, en la jurisdicción  civil, penal o contencioso-administrativa
y  en más de los casos, la reparación del daño corporal se hace limitado a las coberturas
del  aseguramiento obligatorio, y muy poco a través de las demás garantías que ofrece el
aseguramiento voluntario de  las pólizas de automóviles, -  que  entre otras cosas, suelen
ocultar  los tomadores o asegurados pal-a no afectar sus índices de siniestralidad y evitar
perder  los  descuentos  en  las  primas  de  asegurabilidad  -  y  que  generalmente tienen
limites  de  coberturas  insuficientes  para  el  amparo básico  de  responsabilidad  civil.
Sobre este particular, creemos que en las formas de valoración actual  el principio rector
“restitutio in  íntegrum” que  rige  el  sistema  de  responsabilidad  civil,  no  cumple  tal
finalidad  puesto  que  son  muchos  los  factores  de  indemnización,  que  aún  no  son
reparados,  entre ellos,  como ya  se ha  planteado  supra  los diferentes  tipos  de  daños,
especialmente,  el  daño  corporal extrapatrimonial del  que  hace  parte  el  daño  moral;
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predicable  tanto de las valoraciones judiciales, contenidas en las sentencias como en los
acuerdos  extrajudiciales  que  administran  los  actuales  sistemas  de  compensación  de
responsabilidad  civil del automóvil, lo cual arroja diferencias sustanciales, según sea la
vía  procesal invocada y las posibilidades de acceder a revisión en cada instancia judicial.
Es  precisamente, dentro de este panorama, donde se encuentra  uno de los factores más
desconocido  y por  tanto no  indemnizado íntegramente,  el  daño  moral,  ó  que  de  ser
reparado  lo es en forma irrisoria, sabida la problemática para su valoración, que presenta
grandes  dificultades a jueces y a peritos para hallar un equivalente monetario real al daño
causado.  Consecuencia, del temor de caer en una supravaloración o en infravaloración,
resolviendo,  con la practica generalizada -  más  grave aún- de determinar con un mismo
rasero  cuantitativo  todos  los  tipos  y  formas  de  daño  moral  sin  distinguir  sus
particularidades  personalísima, o indemnizando en forma global como aparenta ser en un
basto  sector  tanto  de  la  jurisprudencia  nacional  y  extranjera.  No  obstante,  en  este
estudio  solo se planteará, siguiendo a la legislación española un catálogo de los daños
que,  en nuestro entender, deberían ser identificados y reparados.  -
3.5. 1.La valoración del daño por responsabilidad civil de vehículos
En  una  primera  lectura,  del  sistema  normativo  de  responsabilidad  civil
contractual  y  extracontractual -  incluso  del  de  responsabilidad civil  en  general- de  la
jurispiudencia  y la doctrina moderna, diríamos que el ámbito de reparación por accidente
de  tránsito a favor de las personas, pasajeros o de terceros, se limita a dos tipos de daños
básicos:
   Conforme al Art. 2341.- El que  ha cometido un delito o culpa, que  ha inferido daño  a otro, es
obligado  a la  indemnización, sin perjuicio  de  la pena principal  que  la ley imponga  por  la  culpa  o el
delito  como eiido.  En  interpretación jurisprudencial,  se  estima  que  la  indemnización debe  ser  integral,
fundada  en el principio reslilulio  ínlegrum.
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A)  DAÑOS MATERIAL cuando recae sobre bienes o cosas, incluyendo
los  gastos  médicos  y  de  rehabilitación  de  la  persona,  identificado
comúnmente  por lajurisprudentia  “daño emergente”
B)   DAÑO PERSONAL  o  daño  gico  cuando  afecta  la  vida,  la
integridad  corporal y más precisamente el daño a gozar de salud en  las
personas  (los bienes de su  personalidad)  conocido en la jurisprudencia
como  “secuelas”
A  su vez la efectividad para la valoración en estos dos tipos de daños, determinan
una  nueva  clasificación en:
1)  Daños  patrimoniales,  son  precisamente aquellos que  tienen  significación
sobre  bienes muebles o inmuebles, capaz de clasificarse en el orden de la riqueza
material,  valorables fácilmente en dinero y que afectan el patrimonio económico
universal  de la persona, susceptibles de restaurar por su precio de equivalencia,
como  las facturas de gastos médicos, quirúrgicos y hospitalarios, drogas, prótesis,
etc.,  y;
2)  Daños extrapatrimoniales aquellos que inciden en la esfera espiritual o moral
de  la persona, que afectan o alteran no ya a sus bienes, sino a los atributos de su
personalidad  (de una parte el peijuicio  fisico: cuando afecta la funcionalidad de
sus  órganos o facultades, o procesos de dolor; peijuicio psíquico: causado por el
sufrimiento,  la tristeza, debida a las afecciones fisicas, la pérdida de la posición
social,  popularidad, fama, honor, etc); reparables ya no por equivalencia sino por
compensación,  en  cuanto a la  individualidad y  esencia de  la  persona humana,
excluida  de las concepciones como bien de comercio en el mercado.
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En  el ámbito de la reparación por responsabilidad civil, en el Derecho colombia
no  la  indenmización por lesiones sufridas por daños corporales a las personas o daños en
sus  bienes,  se limita por regla general a  los gastos ocasionados por el  daño, conocidos
con  el  tópico  de  “daio  emergente” o  de  aquellos  que  inciden  negativamente  en  la
capacidad  de ganancia, el tópico de “lucro csate”,  de la  que se venía aprovechando el
lesionado  u otras personas con el relacionadas, y de las  que esperaban percibir también
en  el futuro; incluye además como daño reparable. el  daño moral subjetivo, en el  que se
integra  en forma globalizada, únicamente el “pretium  doloris” sin distinguir,  dentro de
este  último, las diferentes clases de daño que componen su iter.
Es  suficientemente conocido, que a la ocurrencia de un accidente de tránsito, se
causa  múltiples daños, que involucran tanto al conductor del vehículo causante material
del  daño,  como  a  la  eventual  víctima.  y  a  otros terceros con  ellos  vinculados  -  sus
causahabientes-.  Respecto  al  hecho  dañoso,  dentro  del  objeto  principal  de  la
responsabilidad  civil automovilística- está  el identificar particularmente las lesiones  de
orden  patrimonial  y  extrapatrimoflial. aunque  la  reparación judicial  se  circunscribe
preponderantemente  al  ámbito  del  daño  patrimonial,  sobre  cosas  que  pueden  ser
•  “pesadas,  medidas  y  contadas”,  concepción  civilista,  que  cumple  la  función  de
determinar  el objeto de la obligación de la prestación debida por el deudor al  acreedor,
casi  siempre relativa a bienes, dejando de lado aquellos daños que no afloran fácilmente,
los  daños  extrapatrimoniales,  denominados  generalizadameflte por  un  gran  sector
doctrinal  como daños  morales, que  no  siempre  involucran todos  los daños  del  bien:
calidad  de vida, salud, funcionalidad, que por estar interiorizados en la víctima, no suelen
sei  valorados en su real entidad o que de serlo solamente comprenden una parte mínima
de  ellos.
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La  institución  de  la  “restitutio iii  integru!n” o  reparación integra,  lleva a
reflexionar  sobre que es lo que  se repara?,  para alcanzar el restablecimiento del “statu
qz.io antae”, que debe obedecer a la “entidad real del daño”, reparando el objeto o con
la  obligación del resarcimiento del daño mediante una prestación de carácter pecuniario
que  sea  equivalente a  la  disminución patrimonial  sufrida por  el  perjudicado o  por  la
compensación  del daño irrogado.
Sensu  contrario, ocurre para el daño corporal o daño biológico, en cualquiera de
sus  tres  niveles, que  no  permite determinar  en  nuestro  sistema si  es  suficientemente
reparado,  debido  a  la  naturaleza  del  daño,  por:  1)  la  lesión  temporal;  2)  la  lesión
permanente;  3) la  lesión consistente o muerte y  sus consecuencias que pueden por sus
efectos  clasificarse en: A) patrimoniales -  en  los que  el daño emergente corresponderá a
los  gastos médicos de  atención y curación, y el  lucro cesante a  los ingresos presentes,
ciertos  y  calculados  en  el  caso  de  incapacidades temporales  o  los  ingresos  futuros,
relativos  e  inciertos, para  los eventos de  inc2pacidad permanente o  muerte, que  serán
objeto  de  reparación  equitativa -  por  estar  claramente  determinados y  reconocidos-
aunque  no ocurra lo mismo para las consecuencias de orden B) extrapatrirnonial relativas
al  valor de la vida misma, la integridad corporal y la salud; estos daños serán  liquidados
judicial  o  extrajudicialmente en  forma globalizada dentro  de  las  indemnizaciones por
daños  morales, sin determinar su quantun, si es que efectivamente han sido reconocidos,
cuando  se indemniza a las personas por lesiones o muerte en accidentes derivados de la
actividad automovilística.
3.5.2.  Las acciones procesales  de responsabilidad civil
Partiendo  de un análisis critico del  sistema de garantías de responsabilidad civil
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extracontractual  automovilística y de su mecanismo de garantía inserto en la póliza de
seguro  obligatorio  de  daños corporales en  accidente de tránsito,  diríamos  que aún  se
encuentra  sin  reglamentar  totalmente  la  obligación  de  responsabilidad  civil
extracontractual,  reglada en  la Ley  336 de  1996, tanto  para propietarios  de vehículos
particulares  corno para  los de  servicio público,  incidiendo en  mfra valoraciones  o  lo
que  es rnás grave aún, no incluyendo todos los tipos  de daños que  deberían ser objeto
de  reparación.  La  reparación  a  través  del  SOAT,  es una  indemnización  limitada327,
legislación  aunque  con  importantes  criterios  socializantes  si,  pero  con  una
clasificación  de daños reparables muy limitados que se ha  extendido, en cierto forma,
al  áiibito  en general de las reclamaciones p01’ la jurisdicción  penal,  particularmente, y,
también  en la jurisdicción  civil  por los daños causados en el  siniestro automovilístico,
creando  un parámetro  de  suficiencia con  el  SOAT, donde  realmente  no lo  hay, pues
este  mecanismo  no  es más,  n  nuestro  cdncepto,  hablando en  términos  asegurativOS
que,  una  cobertura  reparadora  a  primera  pérdida,  dejando  los  demás  daños
patrimoniales  y extrapatrimOniales sin reparación, así estén debidamente acreditados.
Aparejada  a  la  reparación  directa  que  hace  el  asegurador obligatorio  por  las
coberturas  del  SOAT, en forma, casi siempre extrajudicial, al  peijudicado por un  daño
derivado  del accidente de tránsito,  le queda la posibilidad de accionar por vía procesal la
reparación  a que tiene  derecho,  pudienlo  optar por acción penal, la acción civil, la acción
contravencional  o la acción contenciosp administrativa y en cada una de ellas llegar a un
acuerdo  conciliatorio sobre el monto de los daños a la luz de la nueva legislación de los
mecanismos  alternativos de solución de conflictos.
Las  varias vías procesales, están determinadas por el tipo de daños causados en el
 MATINEZ  RAVE.  G. Responsabilidad ciilop.  cii.,  (93 edic) p 603.
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accidente, ya sean estos de gran magnitud -  con  resultado de muerte o lesiones graves- o
de  menor entidad, por lesiones menores con simples daños materiales -  gastos  médicos y
hospitalarios  -  pudiendo  accionar en tal caso por  la vía contravencional, u optar por  la
jurisdicción  civil o penal;  también puede reculTir en  acción directa frente al asegurador
obligatorio  o  voluntario,  tercero  que  aunque  ajeno  al  contrato  de  transporte  es
vinculado  como  tercero  civil  responsable  en  virtud  a  lo  dispuesto  en  la  Ley  del
aseguramiento  obligatorio  y  en  la  legislación  aplicable  al  contrato  de  seguro  de
responsabilidad  civil en  general (art.  1127 C.de  Co.)328,  otorgado  como garantía  de
indemnización  a la ocurrencia del riesgo329 que es el accidente de tránsito, y a quien se
vincula  directamente  conforme  lo  dispone  el  art.  259  del  CNT330,  Se  consagra
legalmente  que cuando la acción  derivada de responsabilidad civil se incoa contra el
tercero  civil responsable, el termino de prescripción  es de  cinco (5) años a partir de la
ocurrencia  del  hecho;  prescripción  que  se  interrumpen  con  la  presentación  de  la
demanda331y este solo se liberará de la responsabilidad por el hecho ajeno mediante la
prueba  de una causa extraña332.
Las  acciones que la ley concede a  la víctima o peijudicado  de responsabilidad
-  320   Por  e! artícuLo 1127 de!  C  de  Co..  se  impone  al  asegurador  “la obligación de indemnizar  los
perjuicios  patrimoniales  que  cause el  asegurado  con mOtivo  de  determinada responsabilidad  en  que
incurra  de acuerdo  con la  lev  y  tiene  como propósito  el  resarcimientO de  la  víctima,  la  cual  en  tal
virtud  se constituirá en beneficiaria de la indemnización (...)
329  El art. 1113 del C de  Co, concedió la acción directa contra el asegurador a los damnificados en
el  seguro responsabilidad.  Ya  la  víctima no  es  un  simple tercero,  ya  no  es  un  simple extraño,  en  el
contrato  de  seguro  sino  que  asume el  papel  de  interesado,  de  integrante  del  contrato  con  todas  las
consecuencias  que  eso encierra”.  Así se refiere  a  esta importante  modificación introducida por  la  Ley
45/90  al contrato de seguro de responsabilidad el doctrinante MARTINEZ RAyE,  G. Responsabilidad
civilop.cit.,  (1996) p 620.
330  Dice  el  Art. 259.- Modificado. Ley 33  de  1986,  art. 115. El  seguro por daños a  las persona
causados  en  accidentes  de  tránsito  será  obligatorio  y  el  perjudicado  tendrá  acción  directa  contra  el
asegurador.
Cfr.  art. 262 CNT -  Modificado por  la Ley 33 de  1986, art. 118.
332     Cfr. Art. 261.- Modificado. Ley 33 de 1986, art.  117.
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civil  por un accidente de tránsito con resultado de daños personales y materiales podrá
interponerse  mediante los siguientes procesos:
A.  Acción de responsabilidad civil en el proceso civil
Se  denomina acción de perjuicios o acción indemnizatOria que  se incoa por  la
víctima  o  aquellos  perjudicados  por  el  daño  que  éste  ha  sufrido.  La  acción  de
responsabilidad  civil  extracontractual se dirige  contra el  causante  directo  del  daño  o
contra  el tercero civilmente responsable  o incluso en acción  directa puede  ir contra el
asegurador  obligatorio o  voluntario de  una póliza de automóviles.  En todos  los casos
citados,  no  media  entre el  demandante Y el  demandado ningún  vinculo contractual o
convencional  previo333.
La  acción dirigida contra el conductor causante del daño es una acción personal o
directa  a favor de la víctima a que faculta el alt  2341 c.c y por ser la causa del daño un
accidente  de tránsito confluye la responsabilidad por actividades peligrosas del ait  2356
del  c.c. Sobre este  particular  es  importante  aclarar  que  si  el  responsable  directo,
traslada  su obligación de indenmizar a un asegurador voluntario, mediante una póliza de
responsabilidad  civil de seguro de automóviles, sólo podrá liberarse de la obligación de
reparar  por la  cuota parte  que el  asegurador indemnice o  sea hasta  el  limite del valor
asegurado,  que  además  suele  tener  otra  suma  a  disminuir  tal  monto  en  razón  de
deducibles  obligatorios.  En  tal  virtud,  el  responsable  civil  del  hecho  dañino,  el
conductor,  tendrá que asumir  el pago de  la  indemnización restante con su  patrimOfliO
hasta  cancelar  el  valor  total  de  los  perjuiciOS irrogados.  Y  no  puede,  considerarse
MATINEZ  RAyE. G. Responsal3ilkl  ci ci civilvp.ciL  (9  edic) p 625.
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liberado  del deber de indemnizar334, ni obligar a la víctima que se conforme con recibir el
valor  asegurado pactado en la póliza, praxis frecuente en procesos indemnizatOrios por
accidentes  de tránsito, que exigen paz salvo  a los peijudicados, para recibir el valor de
la  póliza, obligándoles, subrepticiamente  a renunciar en  forma  velada, al  resto  de la
indemnización  debida.  Y,  aquí lo que hay que distinguir, es que una cosa  es el paz  y
salvo  al  asegurador por la suma recibida respecto del contrato de seguro, perfectamente
válido  y corno tal debe constar, y otra, el paz y salvo por la obligación de responsabilidad
civil  extracontractual que  no  se desvirtúa, ante el  recibo parcial  de  la  indemnización
recibida  por la póliza de seguro de responsabilidad civil y sigue vigente el excedente a
cal-go del civilmente responsable, para garantizar la total indenmidad del daño.
También  puede llamarse a responder por los daños causados en un accidente de
tránsito  a  terceras  personas,  diferentes  del  causante  directo,  que  son  aquellas  que
legalmente  deben responder, de acuerdo con las estipulaciones de la ley sustancial o del
código  civil
B.  Acción de responsabilidad  civil en el proceso penal
En  una primera interpretaciófl a la ocurrencia de un accidente de tránsito
con  resultado de  muerte o  lesiones graves  déterminafl la  comisión de  un  delito de
homicidio  o lesiones culposas en accidente de tránsito, sometido para su investigación,
como  asunto de Derecho público, a la jurisdicción penal, en la etapa de investigación del
delito  ante la Fiscalía General del Estado y en la etapa de juzgamiento ante el juez penal
municipal  o de circuito; jurisdicción  en  la  cual  se podrá ejercer simultáneamente la
acción  civil  de reparación  o reservar  para  ejercerla directamente ante  la  jurisdicción
civil.
 civilcp.ciI.,  (9’ edic) p627.             248
La  acción civil para reparación del daño dentro del proceso penal, tiene su fuente,
tanto  en el art. 2341 del Código Civil, como en el los art. 94 a  Código Penal -  Ley
599/2000-  señala que en los delitos:  “Los daños causados con la infracción deben ser
reparados  por  los  penalmente  responsables,  en  forma  solidaria,  y  por  los  que,
conforme  a la ley sustancial,  están obligados a responder “.
La  acción civil  proveniente  de la  conducta  punible, cuando  se  ejercita dentro
del  proceso penal,  prescribe, en  relación con  los penalmente responsables,  en tiempo
igual  al de la prescripción de  la respectiva acción penal (art.98).  En  los demás casos,
se  aplicarán las normas pertinentes de la legislación civil.
C.  Acción de responsabilidad civil en proceso contencioso-administrativo
También,  es  determinante  el  tipo de vehículo o  del agente causante del daño,
porque  si  colTesponde a  un  vehículo de  una  entidad pública, del  orden nacional,
departamental  o municipal,  la acción de  reparación por  los daños causados, se radica
ante  la  jurisdicción  contencioso-  administrativa33  como  responsabilidad  por  una
“actividad  peligrosa” del Estado,  ante el juez  del  Tribunal contencioso administrativo,
asimilada  a  una  falla  en el servicio por falta de vigilancia de la actividad peligrosa.
    El Art. 94: “La conducta punible origina obligación de reparar los daños materiales y morales
causados  con  ocasión  de  aquélla”.  Concordante  con  el  artículo  337  ley  600  del  2.000,  exige  en  la
recepción  de la indagatoria al sindicado identificar sus bienes”
Una  de las obras más importantes en materia de responsabilidad extracontractual del Estado en
el  Derecho colombiano y el Derecho francés la del profesor  HENAO, Juan  Carlos. El  daño...op.cit., p
37,  en la  que  critica  que:  “La prevalencia  que  se  ha  dado  históricamente  a  la  noción  de fa/la  del
servicio o de culpa en  el derecho privado  es la que cii ocasiones  ha impedido indemnizar daños ciertos,
porque  la indagación primera  se hace hacia el autor  riel daño y  no hacia la víctima del mismo. Es una
tendencia  que se debe combatir, para  compartir  la  posición jurisprudencial que expresa que «en
estas  condiciones,  no  habiénclose  acreditado  dicho  presupuesto  ontológico  (el  daño,.) de  la
responsabilidad  deprecada,  inútil  resulta  entrar  en  el  análisis  de  los  demás  elementos de  ésta>>
(‘Consejo  de Estado  col.,  Sección  Tercera,  5  de marzo  de  1998,  C’.P: Dr. Suárez Hernández  actor:
Bernardo  Marín  Gómez. exp. Iii  79.).
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D.  Acción de responsabilidad civil en proceso contravencioflal
Cuando se considera que  los daños corporales causados en el accidente son de
una  entidad  menor, que no alcancen una incapacidad laboral de más de 30 días, se puede
surtir  la valoración de los peijuicioS corporales materiales y de daños a las cosas ante la
autoridad  administrativa,  que  se  surte  en  las  Inspecciones  de  tránsito  y  transporte
Municipales,  a  través  de  las  Secretarias  Departamentales  de  Tránsito337. También
conocen  de  las  infracciones al  comportamiento vial38  también,  los  Inspectores  de
Policía  o  en  su  defecto  las  Alcaldías  Municipales, en  poblaciones  donde  no  existen
Secretarías  con Inspecciones de Tránsito.  El procedimiento está contenido en la Ley 228
del  21 de diciembre de  1995, que también remite a las vías ordinarias de la jurisdicción
civil,  sin que se exija  agotar la vía gubernativa con el fallo del Inspector de tránsito.
3.5.3.  Titulares de la acción de reparación
Tanto  en el sistema tradicional de responsabilidad civil, como en los mecanismoS
de  garantía de las pólizas de seguro obligatorio por accidente de tránsito,  la titularidad
para  reclamar la reparación, está en cabeza de la propia víctima “jure proprio”  y de las
personas  que estaban a  su  cargo. Estás últimas, aunque no  siempre, coinciden con  los
denominados  herederos, llamados por la ley civil, y acceden a recibir la  indemnización
“jure  hereditatis “,  en  nombre  de la  víctima.  También, como peijudicados  directos,
   Las Secretarias, Departamentos o Direcciones de Tránsito, regladas en  el Decreto 1147 de  1971,
reglamentado  a  su  vez por  el  artículo 164 de  1972 del  1NTRA y  el  Decreto 1715  de  1979,  dirigen y
controlan  todo lo relacionado con el tránsito automotor de su territorio, vigilan y coordinan las actividades
de  las Inspecciones Municipales de tránsito y  conocen en segunda instancia -  por  vía de  apelación- de  los
procesos administrativos por faltas a las normas del Código Nacional de Tránsito, surtidos ante las referidas
Inspecciones  de Tránsito, Inspección de Policía o Alcaldías Municipales.
s  La  policía  Nacional  en  su cuerpo especializado  de  policía  vial  y  de  policía  urbana, también
ejercen  funciones en  materia de  dirección, vigilancia y  control  de  la  actividad de  conducción, en  vías
públicas.
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pueden  “jure proprio” reclamar los peijuicioS que la  muerte  de  la  víctima les causa,
porque  son  quienes  sufren  las  repercusiones  económicas  negativas  derivadas  del
accidente.
Es  importante clarificar, que en un accidente de tránsito ocurrido por ejemplo a
un  pasajero durante la ejecución de un contrato de transporte, los herederos del pasajero
fallecido  a consecuencia del  accidente, no podrán ejercitar acumulativamente la acción
judicial  contractual y extracontractual, por corresponder a naturalezas distintas que deben
perseguirse  por separado y deberán ejecutarse por separado.  Así  tenemos que una es la
acción  contractual transmitida por el causante a título  “hereditatis”  y de otra parte, la
acción  extracontraCtUal derivada del  peijuicio  que  personalmente les haya  inferido su
muerte;  por tal motivo deben intentarse separadamente o sucesivamente. A este respecto
no  es pacífica  la doctrina  en la jurisdicción colombiana.
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